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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Victor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

Concurrieron, además, los señores Ministros del Interior, de Hacienda, Secretaria General de la Presidencia, Secretario General de Gobierno y del Trabajo y Previsión Social, y los señores Subsecretarios de la Secretaría General de la Presidencia y del Trabajo, y el Asesor del Ministerio del Trabajo.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:19, en presencia de 18 señores Senadores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 13ª, ordinaria; en 9 de mayo; 14ª, especial, y 15ª, ordinaria,  ambas en 10 de mayo, todas del año en curso, que no han sido observadas.


(Véase en los Anexos las Actas aprobadas).
IV. CUENTA

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Oficios



De la Honorable Cámara de Diputados, mediante el cual comunica que dio su aprobación al proyecto que modifica el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, de Educación, sobre Subvenciones a Establecimientos Educacionales, y otros cuerpos legales (con urgencia calificada de “suma”) (boletín N° 3.953-04) (Véase en los Anexos documento 1).


--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, y a la de Hacienda, en su caso.



Del señor Contralor General de la República, por medio del cual responde un oficio dirigido en nombre del Senador señor García, relativo al monto pagado por concepto de honorarios por cada una de las unidades del Gobierno central como consecuencia de los convenios celebrados con personas naturales.



Dos de la señora Ministra Secretaria General de la Presidencia:



Con el primero contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor García, tocante a la posibilidad de enviar a trámite legislativo una iniciativa que sustituya el artículo 39 de la Ley Orgánica Constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral a fin de precisar qué personas no pueden ser inscritas en los Registros Electorales.



Con el segundo responde un oficio de la Corporación acerca de la factibilidad de presentar a trámite legislativo una iniciativa que prohíba establecer limitaciones de grado en las Fuerzas Armadas en razón del sexo de sus integrantes, idea contenida en una moción de los Senadores señores Prokurica, Allamand, Espina, García y Horvath, declarada inadmisible por corresponder a materias de la iniciativa legal exclusiva del Presidente de la República.



De la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, por medio del cual contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Cantero, referido a la ejecución del Programa de Mejoramiento de Gestión Municipal.



Del señor Gobernador Provincial de Malleco, mediante el cual da respuesta a un oficio dirigido en nombre del Senador señor Espina, con respecto a la situación de la población Michigan, en la comuna de Collipulli.



Del señor Presidente del Consejo Directivo de la Comisión Chilena de Energía Nuclear, por medio del cual contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, relacionado con las medidas aplicadas ante accidente radiactivo en la Planta de Celulosa Itata, Nueva Aldea, y por la sobreexposición que recibieron algunos trabajadores de la Planta Celulosa Valdivia.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



Uno de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y otro de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, recaídos en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea el cargo de Presidente de la Comisión Nacional del Medio Ambiente y le confiere rango de Ministro de Estado (con urgencia calificada de “simple”) (boletín N° 4.148-06) (Véanse en los Anexos documento 2 y 3).



Uno de la Comisión de Relaciones Exteriores y otro de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Convenio entre la República de Chile y Nueva Zelandia para prevenir la evasión fiscal con relación a los impuestos a la renta, y su protocolo”, suscritos en Wellington, Nueva Zelandia, el 10 de diciembre de 2003 (boletín N° 3.973-10) (Véanse en los Anexos documento 4 y 5).



De la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre pesca recreativa (boletín N° 3.424-21) (Véase en los Anexos documento 6).



--Quedan para tabla.

Proyecto de acuerdo



De diversos señores Senadores, mediante el cual proponen solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República hacer pública la forma en que votaron los representantes del Estado de Chile en la elección de los delegados a la Comisión de Derechos Humanos de Naciones Unidas  (boletín N° S 858-12) (Véase en los Anexos documento 7).



--Queda para el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión ordinaria.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la Cuenta.

V. ORDEN DEL DÍA

MARCO JURÍDICO PARA TRABAJOS EN RÉGIMEN DE SUBCONTRATACIÓN Y EN EMPRESAS DE SERVICIOS TEMPORARIOS

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, sobre trabajo en régimen de subcontratación, funcionamiento de las empresas de servicios transitorios y contrato de trabajo de servicios transitorios, con informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social y urgencia calificada de "discusión inmediata".



--Los antecedentes sobre el proyecto (2943-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En primer trámite, sesión 1ª, en 21 de mayo de 2002.



En tercer trámite, sesión 58ª, en 17 de enero de 2006.



Informes de Comisión:



Trabajo, sesión 15ª, en 29 de julio de 2003.



Trabajo (segundo), sesión 35ª, en 2 de marzo de 2004.



Trabajo (tercer trámite), sesión 16ª, en 16 de mayo de 2006.



Discusión:



Sesiones 30ª, en 2 de septiembre de 2003 (queda pendiente su discusión general); 35ª, en 16 de septiembre de 2003 (queda para segunda discusión); 1ª, en 7 de octubre de 2003 (se aprueba en general); 36ª, en 3 de marzo de 2004 (queda para segunda discusión); 37ª, en 9 de marzo de 2004 (queda pendiente su discusión particular); 38ª y 40ª, en 10 y 17 de marzo de 2004, respectivamente (se aplaza su votación particular); 41ª, en 30 de marzo de 2004 (queda pendiente su discusión particular); 43ª, en 31 de marzo de 2004 (se aprueba en particular).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- La Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, efectuó diversas modificaciones al proyecto que despachó el Senado. 



La Sala, en sesión de 17 de enero del año en curso, acordó enviar dichas enmiendas a la Comisión de Trabajo y Previsión Social para que emitiera el informe correspondiente.



El referido órgano aprobó por unanimidad las enmiendas que introdujo la Cámara Baja, con excepción de trece, que lo fueron por tres votos a favor y dos en contra. Los acuerdos respectivos, que se consignan en el informe, serán puestos en discusión y votación por el señor Presidente en su oportunidad.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado de tres columnas que transcriben el texto de los artículos pertinentes del Código del Trabajo, el proyecto aprobado por el Senado y las enmiendas que introdujo la Cámara de Diputados, respectivamente. En la última columna se consignan también los acuerdos adoptados en cada caso por la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



Cabe tener presente que el inciso tercero del artículo 183-I, nuevo, contenido en el ARTÍCULO 3º, tiene el carácter de norma orgánica constitucional, por lo que se requiere para su aprobación el voto conforme de 21 señores Senadores.



Asimismo, es preciso tener en consideración que los artículos 183-E, inciso primero, y 183-AB, contenidos en el ARTÍCULO 3º, y el ARTÍCULO 7º, nuevo, son de quórum calificado, por regular materias de seguridad social. En virtud de esta circunstancia, se necesitan 19 votos favorables para su aprobación.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se darán por aprobadas todas las disposiciones acogidas unánimemente en la Comisión, registrándose el quórum.



--Se aprueban (23 votos), dejándose constancia de que se cumple con el quórum constitucional exigido.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Solicito el asentimiento de la Sala para que ingresen el Subsecretario del Trabajo, señor Zarko Luksic; el Subsecretario General de la Presidencia, señor Edgardo Riveros, y el asesor del Ministro del Trabajo señor Francisco Del Río.



--Se accede.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- 
Hago presente que existe una proposición de distintos Comités para dar tiempo al señor Ministro a fin de que realice su exposición; en seguida, otorgar 10 minutos a cada Comité a los efectos de referirse en general a la iniciativa, y, por último, entrar a la votación específica de las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados, en la cual reglamentariamente cada Senador  tiene derecho a 5 minutos.



Si le parece a la Sala…

El señor LETELIER.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, quiero saber en qué momento podremos  dar a conocer el informe que la Sala, en enero pasado, encomendó a la Comisión de Trabajo y Previsión Social acerca de este proyecto. 

El señor HOFFMANN (Secretario).- No corresponde informar una iniciativa en tercer trámite constitucional, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Así es.

El señor LETELIER.- Yo aceptaría encantado esa interpretación. Pero, según el Secretario de la Comisión de Trabajo y conforme a la tradición del Senado, cuando la Sala mandata la elaboración de un informe a uno de sus órganos técnicos, éste debe dar cuenta de los puntos tratados y del tenor del debate habido sobre ellos.



Entiendo la inquietud del señor Secretario, pero ése fue el mandato de la Sala. Y por eso cada Senador tiene sobre su escritorio el informe emitido por la Comisión de Trabajo luego de dos meses de labor.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Cantero.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, en atención a la urgencia de “discusión inmediata” de la iniciativa y a que el Reglamento establece que en la discusión particular los discursos no pueden durar más de 5 minutos, los diversos Comités proponen lo siguiente: otorgar la palabra en primer lugar al señor Ministro; a continuación, al Senador informante; luego, a cada Comité, hasta por 15 minutos, que podrán usar discrecionalmente de acuerdo a la distribución interna que realicen; y por último, votar en particular conforme al Reglamento.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le pareciera a la Sala, así se procedería.



Acordado.



Por lo tanto, daré…

El señor LONGUEIRA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, antes de la intervención del señor Ministro y de las exposiciones globales de los distintos Comités, y teniendo en cuenta que hay diversos artículos conformados por varias letras, quiero formular una propuesta tendiente a simplificar la votación y, de esta manera, facilitar la tarea de quienes van a dirigir el proceso.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Sería mejor que comenzara el señor Ministro y después se entregara el informe de la Comisión. Y mientras tanto podríamos conversar respecto de esa proposición.

El señor LONGUEIRA.- Bien. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- 
Ruego a Su Señoría hacer llegar a la Mesa el documento pertinente.

El señor LONGUEIRA.- Conforme.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor ANDRADE (Ministro del Trabajo y Previsión Social).- Señor Presidente, quiero empezar haciendo un señalamiento general en cuanto al contenido del proyecto desde el punto de vista del Ejecutivo y sobre la base del conjunto de inquietudes y aprensiones que se plantearon durante el debate realizado en la Comisión de Trabajo, particularmente cuando recibió a distintas organizaciones y entidades para que emitieran su opinión acerca de la iniciativa.


1.- Alcances generales de la iniciativa en materia de política laboral



1.1. No podemos competir en la economía global a base de la precarización de nuestras condiciones de trabajo. La comunidad internacional viene buscando sostenidamente cierto consenso sobre reglas mínimas para el trabajo en la economía global, procurando evitar que los países compitan precarizando las condiciones del empleo de sus trabajadores.



Deseamos ser coherentes en esta materia, y por ello la aprobación del proyecto de ley sobre trabajo en régimen de subcontratación, funcionamiento de las empresas de servicios transitorios y contrato de trabajo de servicios transitorios responde adecuadamente a nuestro propósito estratégico de conciliar dinamismo económico con empleo decente.



En esa perspectiva, debemos ser capaces de honrar los compromisos que hemos adquirido en virtud de los tratados de libre comercio. No queremos ser acusados de dumping social. Eso significaría un gran daño para nuestra economía, y en particular para el sector exportador.



1.2. En la reciente campaña presidencial, ambas coaliciones manifestaron su firme propósito de esforzarse por hacer de Chile una sociedad menos desigual, más integrada. Desde ese punto de vista, el conglomerado que respalda al Gobierno de la Presidenta Bachelet, inspirado desde el inicio por un fuerte sello social, no puede sino respaldar este esfuerzo por proteger en mejor forma los derechos de los trabajadores de cadenas de subcontrato y de empresas de suministro. Llamamos también a la Oposición a ser coherente con su discurso de campaña.



1.3. Hemos argumentado sistemáticamente que lo que la iniciativa hace en materia de subcontrato es establecer un sistema de incentivos para el cumplimiento normativo. No se instaura un mecanismo coercitivo -como sería consignar a todo evento la responsabilidad solidaria-, sino un sistema de incentivos en que la empresa tiene la opción de asumir la responsabilidad subsidiaria o solidaria de acuerdo a si vela o no porque sus contratistas cumplan las exigencias legales para con sus trabajadores.



Así, con la aprobación de la ley en proyecto, el Legislativo, los órganos fiscalizadores del Ejecutivo y los privados tendrán la oportunidad de hacerse socios en el esfuerzo por asegurar el cumplimiento de los estándares laborales y los criterios del trabajo decente a que nos convocan la OIT y nuestros socios comerciales, como la Unión Europea y los Estados Unidos.



1.4. Debemos hacer todos, como país, un esfuerzo por nivelar los estándares hacia arriba y no hacia abajo. Desde el punto de vista de la organización de los procesos productivos y de servicios, las empresas mandantes son las que se encuentran en mejor posición para asegurar el respeto a los derechos laborales y a las condiciones de higiene y seguridad de los trabajadores contratistas.



Es sabido que, en la actualidad, muchas empresas líderes en el mundo y algunas en sectores de la industria nacional están imponiendo códigos de conducta a sus contratistas. Ésa es una conducta moderna, y resultan valorables dichos esfuerzos proactivos. Sin embargo, la experiencia internacional indica que, junto con la adopción de tales prácticas, es necesario crear sistemas de supervisión a fin de verificar su efectivo cumplimiento. Y el mejor sistema de verificación es el que puede realizar la Dirección del Trabajo en cumplimiento de una ley vigente y con la colaboración de las empresas mandantes.



1.5. No es en absoluto moderno recurrir a resquicios o vacíos legales para vulnerar derechos laborales individuales o colectivos. El actual marco jurídico, tanto por la escasa regulación del subcontrato como por la inexistencia de normativa sobre el suministro, permite la proliferación de “empresas de papel” creadas con el propósito de eludir las responsabilidades laborales de las empresas mandantes e imposibilitar el ejercicio de los derechos colectivos. Así se fragmentan y atomizan las organizaciones de trabajadores y se niega el derecho a negociar colectivamente. No es razonable tolerar esto.



1.6. No negamos la necesidad de existencia de la subcontratación en una economía moderna. Sabemos que, en muchos casos, ello responde a necesidades de especialización y de eficiencia. Lo que intenta el proyecto en análisis es hacer la diferencia entre una externalización socialmente legítima y económica e institucionalmente virtuosa, y otra espuria destinada a transgredir o transferir obligaciones y riesgos propios detrás de la figura de terceros.



1.7. Nuestra iniciativa contribuye también a una prevención reforzada de la accidentabilidad laboral con un criterio de equidad. Hoy en día mueren en Chile cientos de trabajadores por causa de accidentes de los que nadie se hace cargo. No queremos que en la práctica exista un estándar de primera para los trabajadores de las empresas mandantes y uno de segunda para los trabajadores contratistas. Esto es inaceptable desde el punto de vista ético. Debemos ser coherentes y actuar con equidad en nuestra defensa del valor de la vida.



En esta materia, también es la empresa mandante la que está en mejor posición para diseñar y aplicar un sistema de gestión de la seguridad en faenas que establezca condiciones seguras para todos los trabajadores que en ella laboran, sean propios o externos, dado que los riesgos no diferencian entre unos y otros.



1.8 Si los mandantes pueden asegurar una excelente coordinación técnica en las cadenas de subcontratación, ¿por qué no pueden hacer lo mismo en materia de cumplimiento de derechos laborales y de seguridad en faenas? 



Al externalizar actividades, las empresas dedican esfuerzo y recursos para obtener el ensamblaje entre sus piezas, asegurar la oportunidad de las entregas y, sobre todo, la calidad de los productos que intercambian. Un producto de categoría A no puede contar con empresas que producen en B y C. Es decir, en términos económicos, del proceso productivo, la tercerización funciona con perfecta coordinación técnica. 



En materia de derechos laborales, en cambio, la externalización no opera con el mismo grado de coordinación. Existe, en muchos casos, un claro desentendimiento empresarial de los estándares laborales en las empresas contratistas. Al transferir externamente la responsabilidad de la gestión laboral a las empresas contratistas o suministradoras de personal, se pierde la calidad de los estándares lograda en materia de coordinación técnica.



Resulta, entonces, perfectamente lógico y técnicamente posible plantearse una gestión con altos estándares en materia de coordinación técnica y de gestión laboral.



1.9 La preocupación por las pymes, que también se ha planteado, debe situarse en las dimensiones reales de los problemas de este sector.



Hemos hecho explícito el compromiso de que el Ejecutivo va a desarrollar políticas activas de fomento de las pymes, en nuestro Programa de Gobierno. Así, por ejemplo, entre otras cosas:

i) Incorporaremos a las pymes al esfuerzo de innovación mediante el desarrollo de una red de extensión tecnológica. 

ii) Pondremos en marcha una política de fomento.

iii) Propondremos, además, una modificación a la Ley Orgánica de la Dirección del Trabajo, a fin de mejorar el cumplimiento asistido de la ley laboral por parte de esta categoría de empresas.



En definitiva, señor Presidente, hemos constatado que este proyecto de ley apunta en una dirección absolutamente razonable y coherente con el principio general de que no puede haber trabajadores de distinta clase. Y hemos encontrado, no sólo en la coalición de Gobierno, sino también en la Oposición, una interesante disposición a asumir esta realidad.



Por esa razón, y para terminar, quiero poner en conocimiento de esta Corporación que hemos recibido, como Ejecutivo, de parte de distintos Senadores que representan a diferentes Partidos en esta Sala, un Protocolo de Acuerdo que contiene un conjunto de inquietudes para que sean vistas y resueltas adecuadamente por el Gobierno.



Al respecto, me permito señalar, explícitamente y con toda formalidad, que hemos acogido ese Acuerdo y empeñaremos nuestro esfuerzo para satisfacer las inquietudes que en él se plantean, en el corto plazo, por la vía de los instrumentos que la ley, la Constitución y los reglamentos nos otorgan.



Muchas gracias.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Para informar, tiene la palabra el Presidente de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, el objeto de entregar este informe es precisar claramente cómo se llegó al texto que vamos a debatir en el día de hoy. 



No debe olvidarse que este proyecto comenzó a tramitarse en el Congreso Nacional hace más de cuatro años y que, después de una larga discusión en el Senado de la República, pasó, el segundo semestre de 2005, a la Cámara de Diputados, donde se le introdujeron modificaciones significativas respecto de lo aquí aprobado.



Permítaseme en esta materia precisar lo siguiente.



El Gobierno del Presidente Lagos envió una iniciativa que, a juicio de la mayoría de los Diputados, fue desvirtuada durante el primer trámite por el Senado, en su intención de generar un mejor equilibrio, una mejor relación entre trabajadores y empresarios, particularmente en la dirección hacia la que ella apunta: que los trabajadores del sector tercerizado tengan instrumentos que les permitan ejercer sus derechos en mejor forma. 



El proyecto en ningún momento establece -al menos en su mayor parte- nuevos derechos. Lo que hace, por sobre todo, es consignar mecanismos que permitan a esos trabajadores ejercer de mejor manera frente a sus empleadores los que ya tienen.



En ese contexto, la Comisión de Trabajo recibió en el tercer trámite constitucional, además de diversos señores Senadores, a distintos actores tanto del mundo empresarial como del laboral. Considero oportuno indicar que concurrieron la Confederación de la Producción y del Comercio; el Consejo Minero; la Central Unitaria de Trabajadores; la Cámara Chilena de la Construcción; la Confederación Nacional de Sindicatos y Federaciones de Trabajadores del Comercio, Confección, Vestuario y Actividades Conexas; la Sociedad de Fomento Fabril; la Central Autónoma de Trabajadores; la Cámara de Comercio de Santiago; la Asociación Gremial de Empresas de Administración y Externalización de Recursos Humanos; la Sociedad Nacional de Minería; la Federación de Sindicatos de Trabajadores Contratistas; la Cámara Nacional de Comercio, Servicios y Turismo de Chile, y la Confederación de Sindicatos Bancarios y Afines, entre otros.



Dada la importancia que reviste la iniciativa y por lo prolongado de su debate, se consideró oportuno escuchar a los diferentes actores, de forma tal que se pudiese hacer una revisión detallada de las modificaciones que le introdujo la Cámara de Diputados.



Respecto al texto en sí, que está sobre nuestros escritorios, explicaré sus normas según el orden formal en que aparecen en el informe.



La primera modificación de la Cámara Baja consiste en precisar -para algunos esto resulta fundamental- lo relativo a las empresas que utilicen servicios de intermediación agrícola o de empresas contratistas no inscritas en el registro que la ley dispone. Se establecen sanciones para quienes realicen actividades de intermediación, por cuanto, hasta ahora, no están consignadas en el Código del Trabajo.



Más importante aún es que se consigna la clara intención de limitar eso sólo a la intermediación de trabajadores a una faena, de forma tal que quedará totalmente despejado cuándo éstos se hallan en régimen de subcontratación y cuándo en la modalidad de suministro temporal o transitorio, respecto de la cual se está legislando por primera vez.



Entrando a la sustancia del proyecto, en el artículo 2º, que ha pasado a ser 3º, la Cámara de Diputados propone una nueva definición de empresa, mediante el artículo 183 ter, nuevo. 



La importancia o motivación de ello, según el informe de esa rama legislativa, es que el propósito del Código del Trabajo es establecer y regular la relación entre empleadores y trabajadores. En este cuerpo legal se incorporó una definición de “empresa” que considera como tal, no solamente el principio de realidad -es decir, la empresa entendida como “toda organización de medios personales, materiales e inmateriales, ordenados bajo la dirección de un empleador, para el logro de fines económicos, sociales, culturales o benéficos”-, sino también la existencia de razones sociales adicionales, lo que está en el artículo 3º del Código del Trabajo.



Esta modificación, señor Presidente, es uno de los elementos centrales propuestos por la Cámara de Diputados. Se trata de una nueva definición de “empresa” que se incorpora sólo para los efectos del trabajo en régimen de subcontratación y en empresas de servicios temporarios.



A continuación, se establece qué se entiende por “régimen de subcontratación”. 



Al respecto (artículo 183-A), en la Comisión hubo un debate activo, proponiéndose la siguiente definición: “aquel realizado en virtud de un contrato de trabajo por un trabajador para un empleador, denominado contratista o subcontratista, cuando éste, en razón de un acuerdo contractual, se encarga de ejecutar obras o servicios, por su cuenta y riesgo y con trabajadores bajo su dependencia, para una tercera persona natural o jurídica dueña de la obra, empresa o faena, denominada mandante, en la que se desarrollan los servicios o ejecutan las obras contratadas.”.



Esa definición de “subcontratación” fue objeto de dudas por parte de algunos señores Senadores -esto motivó parte de la controversia-, debido a su amplitud. No quedaba claro si se entendía que se trataba de contratos sobre una relación laboral habitual, con continuidad, y que no es un fenómeno discontinuo o transitorio.



En el debate habido en la Comisión –incluidos muchos de los invitados a ella- hubo por un momento algo de confusión sobre la materia. Por ello, se precisa llegar a un consenso para que quede establecido que ese concepto no pretende incorporar contratos civiles de compra de servicios. 



Es muy importante subrayar eso. Se entiende que no corresponde a un régimen de subcontratación si una persona o una empresa contrata, por ejemplo, a un banquetero por una noche para un matrimonio. En ese caso, sólo se trata de la compra de un servicio, porque es una actividad discontinua. Distinto es lo que intenta precisar la definición. Y esta aclaración debe quedar establecida en la historia fidedigna de la ley, así como los próximos pasos que se puedan dar al respecto. 



También se señala que, si los servicios se prestan de manera distinta de la definida en el proyecto, se entiende que el empleador es el dueño de la obra, empresa o faena, y que serán sus trabajadores quienes se desempeñen en ella.



Lo tercero que se define (artículo 183-B), a mi juicio, es el corazón del proyecto: la responsabilidad solidaria de las obligaciones laborales.



La norma dice textualmente: “El mandante será solidariamente responsable de las obligaciones laborales y previsionales que afecten a los contratistas en favor de los trabajadores de éstos, incluidas las eventuales indemnizaciones legales y contractuales que correspondan por término de la relación laboral. Tal responsabilidad estará limitada al tiempo o período durante el cual el o los trabajadores prestaron servicios en régimen de subcontratación para el mandante.”.



Aquí surgió un segundo debate conceptual, acerca de si tal definición es clara o no. Se discutió si la responsabilidad solidaria del mandante con los trabajadores de una empresa contratista era sólo sobre las obligaciones de dar o también sobre las de hacer. Para la mayoría de nosotros está absolutamente claro que se trata sólo de la obligación de dar y que sólo se aplica a las obligaciones laborales y previsionales de los trabajadores, lo cual es muy importante.



Además, hubo un matiz de interpretación en cuanto a las indemnizaciones: se cuestionó si era necesaria la expresión “indemnizaciones legales y contractuales” o si sólo bastaba dejar las legales, como propone el texto aprobado por el Senado. Esta duda surgió en el seno de la Comisión y estimo importante exponerla. 



Se consideró que podía ocurrir la siguiente situación -para la historia fidedigna de la ley, debe quedar claro que el proyecto no acepta esto-: una empresa contratista, antes de quebrar, podría ponerse de acuerdo con sus trabajadores para incorporar a los contratos, a última hora, indemnizaciones exageradas no legales, simulando una verdadera relación contractual. Se debe evitar que este tipo de hechos obligue al mandante en situaciones de quiebra de la empresa contratista.



Es evidente que ese tipo de fraude o abuso no está contemplado y que no se quiere avalarlo en esta norma. Lo planteo porque fue una de las inquietudes que se expusieron.



Sí, se consigna como regla general -y es una gran innovación- la responsabilidad solidaria. En esto radica la importancia del artículo 183-B. En él se precisa que la responsabilidad solidaria no es solamente del mandante con los trabajadores de la empresa contratista, sino también, en la siguiente escala, de los contratistas con los subcontratistas, a favor de los trabajadores de éstos.



En la determinación de la responsabilidad solidaria, al final se procedió en forma explícita, para evitar una inquietud manifestada por varios señores Senadores. La Cámara de Diputados la dejó absolutamente resuelta. Se trata de lo que ocurriría si una persona, por ejemplo, contrata a alguien para construir su casa. Se debatió si en ese caso había una relación de subcontratación donde podría existir responsabilidad solidaria. Es evidente que hay una relación de subcontratación; pero se trata de una situación excepcional. En la norma se señala que cuando una persona contrata a otra para la construcción de una vivienda no existe la responsabilidad solidaria. Así fue aprobado en la Cámara de Diputados, y el Senado aceptó la propuesta.



En el artículo 183-C se establece cómo va a operar el mecanismo de la solidaridad y cuál será su límite. Según este precepto, como regla general, se dice que el mandante “tendrá derecho a ser informado por los contratistas sobre el monto y el estado de cumplimiento de las obligaciones laborales y previsionales que a éstos correspondan respecto a sus trabajadores”. Y no solamente consigna el derecho, sino también el procedimiento para informar. En este sentido, el inciso segundo señala lo siguiente: “El monto y estado de cumplimiento de las obligaciones laborales y previsionales a que se refiere el inciso anterior, deberá ser acreditado mediante certificados emitidos por la respectiva Inspección del Trabajo,” -si no es por la Dirección del Trabajo, es por sus Inspecciones- “o bien por medios idóneos que garanticen la veracidad de dicho monto”.



En la propuesta de la Cámara de Diputados se incluyen dos alternativas. Una ya existe, pues la Dirección del Trabajo dispone de un procedimiento de certificación. Incluso, nos ha entregado un informe sobre el plazo para entregarla, que, en promedio, es de cinco días. Ésta es una práctica que está rigiendo; pero con el proyecto, sin duda, crecerá en forma notoria.



Y hay una segunda posibilidad. Además de facultarse a la Dirección del Trabajo, se sientan las bases para que los privados puedan desarrollar sus propios mecanismos de certificación pero siempre -eso sí- supervisados por ese organismo.



Sólo en el caso de que el subcontratista no acredite en forma oportuna el pago íntegro de las obligaciones laborales y previsionales el mandante podrá retenerle parte de ese monto. Es decir, la condición para retener se halla claramente establecida; no se aplica en cualquier circunstancia: únicamente cuando no esté acreditada la información.



Señor Presidente, otro punto central figura en el artículo 183-D, que determina el cambio de la responsabilidad solidaria a subsidiaria. Es decir, el empresario negligente, que no ejerce su derecho a información, que no acredita el pago de las obligaciones laborales y previsionales, que no se preocupa, asume una responsabilidad solidaria. El que sí se preocupare e hiciere efectivo su derecho a ser informado y el de retención, el que actuare en forma diligente, sólo responderá en forma subsidiaria de las obligaciones laborales y previsionales.



Con el artículo 183-E termina lo relativo a la responsabilidad solidaria y se establecen las nuevas obligaciones del mandante respecto de las medidas necesarias para proteger eficazmente la vida y salud de todos los que laboran en su obra. Se cambia en la definición el eje de los programas de seguridad e higiene hacia la faena respectiva y se incorpora a todos los trabajadores de ella, sean del propio mandante o del contratista.



Éste es un tremendo avance para evitar situaciones de desprotección del personal del contratista.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Finaliza su tiempo, señor Senador.

El señor LETELIER.- Termino explicando los cambios referentes a la empresa de suministro de trabajadores.



Es algo que no se encuentra legislado en nuestro país. Constituye una situación de excepción.



Lo que se propone, primero, es que el funcionamiento de una entidad de esa naturaleza esté acotado en el tiempo, que se limite a 90 días y, excepcionalmente, a 180. Es lo que plantea la Cámara de Diputados.



Y se establecen requisitos para operar, lo que dice relación a la boleta de garantía.



Ésta fue otra de las materias de debate activo en la Comisión. Existió un grado de consenso, no de disenso, en el sentido de que en algunas situaciones puede haber empresas de suministro transitorio más pequeñas y de que la exigencia de la boleta de garantía de 500 unidades de fomento, establecidas por la otra rama del Congreso, puede ser excesiva en algunos casos. De modo que es dable que ello pueda ser revisado.



Con respecto a las entidades que realicen esta actividad, no se acepta una relación ambigua o promiscua entre el usuario y la suministradora. Se plantea que no se permite una relación societaria entre ellos y, por ende, se disponen las infracciones cuando se encuentra una relación indebida.



Éste es el tema que ha salido en la prensa: el mecanismo de sanción y apelación en esta norma, lo que requiere un quórum de ley orgánica constitucional. Y existe un debate sobre el monto que se debe consignar, modificado por la Cámara de Diputados. Se establece que para apelar -ya no al juzgado de letras, pues la otra rama del Congreso propone que sea ante la Corte de Apelaciones- se exija 50 por ciento del valor de la multa. Fue una de las últimas cuestiones que se debatieron en la Comisión, entendiéndose que pudieran ser objeto de un acuerdo final.



Señor Presidente, hay dos materias sobre las cuales considero importante terminar de informar, una de las cuales dice relación a las actividades que puede realizar la empresa de suministro temporal o transitorio.



Existieron algunas dudas con respecto a si los términos en cuanto a la distribución de las áreas en que se puede trabajar significan una limitación de esta modalidad en algún sector de la economía.



Algunos colegas pensaban que podría configurarse una restricción. En ese contexto, plantearon la posibilidad de recurrir incluso al Tribunal Constitucional, porque enfrentaban una interrogante sobre el particular.



Ello se debió a que la Cámara de Diputados suprimió una de las letras del texto.



Lo que quedó claro en el debate -y considero importante establecerlo para la historia fidedigna de la ley- es que no hay una restricción per se a la participación de este tipo de actividades, con la regulación descrita, en ningún área de la economía, en el entendido de que existe un límite en el tiempo, de que se trata de una situación de excepción.



Termino indicando que los últimos artículos del proyecto establecen normas para garantizar derechos de seguridad e higiene a los trabajadores de la empresa contratista y de suministro. Creo que se trata de un tremendo avance.



En la Comisión de Trabajo hubo consenso acerca de lo aprobado al respecto por la Cámara de Diputados. Y se registró una opinión unánime para acoger las disposiciones en tal sentido contempladas desde el artículo 4º en adelante, con los nuevos derechos que en ese ámbito se le reconocen al sector laboral.



Es cuanto puedo informar, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, el Senador que habla también quiere agradecer la oportunidad que se ha dado en este debate, para explicar cuál es la aproximación de Renovación Nacional a este proyecto.



La verdad es que considero muy importante definir conceptualmente qué está en juego en esta iniciativa y, en particular, cuál es el desafío legislativo de esta Corporación y del Congreso en general respecto de lo mismo.



Uno podría sostener que, básicamente, los desafíos principales eran dos. En el último tiempo han surgido en Chile y otras partes del mundo estas figuras de tercerización o subcontratación, que simplemente no estaban legisladas en la forma debida o eran objeto de una legislación muy incompleta.



La subcontratación, el “outsourcing”, es una tendencia de la época moderna, que apunta, entre otras cosas, a los elementos de competitividad y eficiencia con que las empresas deben actuar en el mundo globalizado y competitivo que hoy el país enfrenta.



Pero al lado de las formas “legítimas” y “normales” –llamémoslas así- fue surgiendo en Chile lo que en nuestro lenguaje es una “subcontratación tramposa”. Es decir, no se trata de un sistema que apunta a que en definitiva las empresas puedan especializarse y ser más competitivas, sino a modalidades que en la práctica derivaban en abusos contra los derechos de los trabajadores.



En consecuencia, este proyecto, que se ha discutido latamente, tenía, en lo conceptual, que cumplir dos objetivos: ser capaz de legislar de manera adecuada a propósito de esta figura propia del mundo moderno y terminar con los abusos a los trabajadores producto de la subcontratación tramposa.



En esto quiero señalar que jamás Renovación Nacional ha apoyado figura o fórmula alguna que signifique transgredir los derechos de los trabajadores. Nunca lo hemos hecho y nunca lo vamos a hacer.



Pero, al mismo tiempo, era fundamental conseguir dos finalidades: que la legislación no afectara a las pequeñas y medianas empresas -es decir, que para los efectos de impedir la subcontratación tramposa no se incidiera negativamente en las entidades que, como todo el mundo sabe, generan un gran porcentaje del empleo- y que, al mismo tiempo, no por evitar la acción de unos empresarios inescrupulosos o de la subcontratación tramposa pusiéramos obstáculos a un sistema que todo el mundo reconoce como una tendencia moderna y necesaria.



Por tanto, éstos eran los elementos conceptuales con que nosotros nos aproximamos a este tema.



En concreto, pensamos que el proyecto emanado de la Cámara de Diputados no cumplía esos objetivos. O sea, en el afán de limitar -cosa que compartimos- la subcontratación tramposa, en la práctica terminaba afectando una subcontratación necesaria y, sobre todo, impactando muy severamente en las pequeñas y medianas empresas.



Por eso, abogamos desde el primer minuto por una corrección importante, sustantiva, de aspectos del texto.



Y aquí se produjo de alguna forma una paradoja en el sentido de que entre el Gobierno y los Parlamentarios de la Concertación y de la Alianza parecía existir coincidencia en los objetivos, pero una apreciación distinta respecto de cuán defectuosa y, por tanto, de cuánto debía corregirse la redacción emanada de la Cámara de Diputados.



El acuerdo político alcanzado resuelve este problema en casi todos los puntos sustantivos -yo diría- para Renovación Nacional y la Alianza. Y, en aquellos en que no lo hace, se verá cuando corresponda la votación en particular.



En consecuencia, ésa es la aproximación que tenemos acerca de este tema.



En segundo lugar, había para nosotros una cuestión esencial con relación a cómo debe operar el Senado en estas materias. Porque se planteó reiteradamente que ciertos defectos técnicos evidentes -como quedarán al descubierto cuando analicemos más adelante en particular las distintas disposiciones- podían o no tener una forma de subsanarse por la vía administrativa.



Aquí hay una cuestión de fondo: los problemas de la ley se arreglan en ella. En efecto, no se pueden corregir mediante una interpretación administrativa, por algo muy simple: primero, porque en Chile las materias de ley son objeto de reserva, y segundo, porque cuando una norma legal establece limitaciones o regulaciones al ejercicio de derechos fundamentales ni siquiera la delegación de facultades le está permitida a esta Corporación.



Si esto último no es posible, menos puede existir, entonces, una interpretación administrativa que de alguna manera se entrometa y pretenda sustituir la voluntad del legislador.



Por último, una interpretación administrativa nunca podrá ser sólida en estos asuntos, por dos razones muy obvias: no es vinculante para los tribunales de justicia y tampoco para la propia autoridad que la emite.



En consecuencia, el acuerdo que hemos alcanzado apunta a que los defectos que presenta la normativa se corrijan legislativamente, a través de los requisitos y formalidades que la propia Constitución y la ley establecen en este sentido.



En seguida haré dos consideraciones muy breves.



En primer lugar, aquí hay un mensaje bastante importante para el empresariado y sus dirigentes. Me habría gustado que los gremios de ese sector hubieran hecho presentes mucho antes los abusos que se cometen o señalado las imperfecciones y la manera en que se fue torciendo la figura de la subcontratación, transformándose en tramposa. En una economía de mercado, los gremios tienen que ser capaces de autorregularse y de dar señales en ese sentido, cosa que no han hecho.



--(Manifestaciones en las tribunas).

El señor ALLAMAND.- En segundo término, creo que el acuerdo que hemos alcanzado es una señal política muy potente respecto del tipo de oposición que este Gobierno debe esperar. En la Alianza haremos una oposición constructiva, porque siempre hemos procedido de esa forma. Y en esta oportunidad hemos contribuido sobre esa base.



Vamos a ser, además, una Oposición alternativa. Junto con el Senador señor Longueira presentamos un texto alternativo para resolver estos problemas, y entendemos que muchos de sus conceptos han sido acogidos en la solución política que hemos establecido.



Y vamos a ser una Oposición asertiva -nunca tendremos problemas para defender nuestros puntos de vista- y unida, porque eso es lo que conviene al país.



Muchas gracias.



--(Manifestaciones en las tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- El público asistente ha hecho varias manifestaciones y no ha recibido advertencias; pero le hago presente que aquí se respeta y que pedimos respeto. De lo contrario, deberemos continuar solos.



Si alguien quiere formular un comentario o silbar, que lo haga afuera, por favor.



Tiene la palabra la Honorable señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, en primer lugar, nos encontramos en esta Sala para pronunciarnos sobre un proyecto de extraordinaria importancia. Si bien la subcontratación es una institución necesaria, lamentablemente hemos conocido de muchos abusos y de la desprotección que esa figura ha generado para miles de trabajadores.



En efecto, tal modalidad, pudiendo ser sinónimo de un trabajo especializado, con altos niveles de valor agregado, ha sido convertida por muchos empresarios en un mecanismo para desentenderse de obligaciones y derechos laborales básicos, e incluso, para obviar los mínimos estándares de seguridad e higiene laboral. Y la han transformado en sinónimo de trabajo precario, no decente.



Creo que es fundamental regularla, tal como lo estamos haciendo hoy. No se trata de prohibirla, sino de regularla, repito, para que cumpla con los estándares más básicos de trabajo decente hacia los cuales nuestro país debe caminar decididamente.



Como muy bien lo expresó el señor Ministro del ramo, Chile, inserto en el mundo global, no sólo ha suscrito acuerdos de carácter comercial, sino que, además, se ha obligado a cumplir criterios laborales y medioambientales. Es nuestra obligación, por ende, ser capaces de responder a las necesidades mínimas que plantea la adecuación de las normas laborales en nuestro país.



Votaré a favor del proyecto, señor Presidente, porque también se regula la provisión de trabajadores. Ésta debe ser una de las figuras que más se prestan para abusos.



Crear empresas ficticias con la única finalidad de cambiar la responsabilidad laboral desde una gran empresa hacia una de papel, para eludir, minimizar y precarizar las condiciones laborales, es de una vergonzosa facilidad.



En mi opinión, había que detener estos abusos. No se trata de prohibir, sino -insisto- de regular la situación, para que la legítima provisión de trabajadores, la relacionada con labores temporales o extraordinarias, sea factible.



Al aprobarse esta iniciativa, espero que no habrá más tráfico de trabajadores.



Considero que el establecimiento de reglas del juego básicas, como la desvinculación entre empresas usuarias y proveedoras, el giro exclusivo, la garantía para el cumplimiento de las obligaciones laborales, el fuero maternal y la existencia en circunstancias estrictas de la modalidad que nos ocupa, es una cuestión que hoy día estamos en condiciones de asumir como país. Y éste es el momento adecuado para hacerlo.



Votaré a favor, asimismo, porque me parece que la responsabilidad solidaria de las empresas usuarias con las empresas contratistas, en el cumplimiento de las obligaciones laborales de los trabajadores subcontratados, genera un círculo virtuoso de incentivos para lograr un real acatamiento de esos deberes.



No creo en algunas voces alarmistas que plantean que al obligar a ser diligente al gran empresario que se beneficia de los trabajadores de un tercero, al incentivarlo a usar el derecho de información y retención de remuneraciones y cotizaciones impagas, ello significa romper la cadena de pagos y detener la economía. Lo que sucedía era que el corte tenía lugar por el eslabón más débil: precisamente el del sector laboral.



Estimo que incentivar la diligencia, el cumplimiento responsable, la petición de información y la mantención al día de las obligaciones laborales es un aspecto fundamental que los empresarios deben estar dispuestos a asumir para beneficiarse de esta modalidad del contrato.



Votaré a favor, igualmente, porque esta legislación representa un sentido paso para proteger la vida y la salud de los trabajadores de los contratistas. Gracias a esta regulación, tanto el contratista como el usuario de los servicios se hacen responsables de las condiciones de higiene y seguridad en que los primeros se desempeñan. La vida y salud de los trabajadores deben protegerse en toda circunstancia. La vida de uno de ellos no puede valer más que la de otro.



A mi juicio, es importante destacar en esta ocasión que nuestro país, al avanzar en una legislación como ésta, da un paso relevante en algo que debe marcar el progreso con valores. Me refiero a la necesidad de que exista un trabajo decente. Para que Chile sea realmente desarrollado, debemos generar las condiciones necesarias a fin de que en las labores se cumpla ese concepto, que la OIT nos ha reiterado en forma significativa y cuya obligación hemos asumido.



Como democratacristianos, hemos solicitado al señor Ministro del Trabajo y a las autoridades de Gobierno que se haga una evaluación y un seguimiento de esta normativa, con el objeto de ver si se presentan algunos efectos que pudieran generar ciertas complicaciones y así conocerlos en la Comisión de Trabajo.



Adicionalmente, nos ha parecido importante que dicho informe sea también emitido por la señora Ministra de Economía, a fin de ver con absoluta precisión el impacto que estas modalidades significan en las micro y pequeñas empresas.



El 1º de mayo recién pasado, quienes estuvimos presentes y quienes se informaron de ella a través de los medios de comunicación tuvimos la oportunidad de imponernos de la homilía del padre Rodrigo Tupper, en la cual nos recordó las palabras dichas en forma permanente por un santo -canonizado hace pocos meses- en el sentido de que siempre debemos ser capaces de mirar a aquellos que más lo necesitan.



Señor Presidente, nuestro país, felizmente, gracias a los avances que ha ido alcanzando, puede mirar con optimismo el desarrollo. La obligación es que no lo hagamos a costa de los trabajadores de nuestro país. Los beneficios del crecimiento en Chile deben ser para todas y para todos.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Aburto, por cuatro minutos.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, Honorables colegas, el proyecto que hoy día discutimos es muy importante para un millón y medio de trabajadores que se enfrentan actualmente a una realidad laboral bastante curiosa: tienen duplicidad de empleadores a la hora de recibir órdenes, pero nadie se hace responsable al momento de pagar las cotizaciones previsionales y los salarios adeudados; realizan similares labores que sus  colegas vecinos, pero sin ningún derecho a sindicalización, vacaciones, gratificaciones, y con menos remuneraciones, por haber contratado con empresas de diversa razón social.



Lamentablemente, esta dramática situación no fue bien entendida hace unos meses por la mayoría del Senado, que restringió las obligaciones del empleador mandante; redujo los requisitos y garantías de las empresas de servicios transitorios, y amplió excesivamente el ámbito de aplicación de sus disposiciones.



El proyecto que pasó a la Cámara Baja, entonces, en lugar de solucionar problemas como los reseñados, los aumentó, transformándose en una verdadera puerta abierta a más abusos y, lo que es peor, legitimando el empleo transitorio en muchas actividades productivas de tipo permanente y que dicen relación directa al giro de las empresas.



De mantenerse esas normas, lejos de solucionar los problemas, se habrían legitimado relaciones precarias, inestables y desprotegidas, sin mejorar en nada los derechos de los miles de subcontratados y empleados transitoriamente y, peor aún, poniendo en riesgo las condiciones actuales de los restantes millones de trabajadores que, sin duda alguna, serían empujados hacia la subcontratación.



Ello llevó al Ejecutivo a reponer en la Cámara de Diputados buena parte de las normas originales, entre las que destacan la responsabilidad solidaria del mandante, las garantías de las empresas de servicios transitorios y la precisión de las definiciones y alcances de los conceptos de "empresa" y "subcontratación".



En cuanto a la responsabilidad, creo que es muy importante establecer la solidaridad del empleador mandante. Éste es un clamor permanente de los trabajadores. Si se permite que las obligaciones se diluyan al incorporar intermediarios, estamos creando una gigantesca ventana de desregulación y precarización del empleo y afectando las bases mismas del Derecho del Trabajo.



Es imprescindible evitar al trabajador vulnerado en sus derechos una larga serie de acciones judiciales sucesivas y permitirle demandar directamente al mandante negligente.



También es relevante precisar la hipótesis de la tercerización y el concepto de "subcontratación" y evitar que esta modalidad de relación laboral pueda ser permanente, consiguiéndose de manera disfrazada la flexibilidad laboral que tanto ha pretendido el empresariado nacional.



El trabajo transitorio, en cualquiera de sus formas, debe servir para atender necesidades excepcionales de mano de obra o labores ajenas al giro principal. Pero no puede servir para eludir dar un contrato digno y estable a quienes desarrollan faenas permanentes.



Muy gráficas resultan en este punto las apreciaciones vertidas el pasado lunes, en una entrevista aparecida en el vespertino “La Segunda”, nada menos que por el ex Presidente de la Confederación de la Producción y del Comercio y de la SOFOFA Felipe Lamarca, cuando, luego de reconocer que hay labores efectivamente externalizables, indica que existen otras que sólo lo son por un abuso empresarial. Señaló: “La persona que trabaja en mi lugar de trabajo las 8 horas del día, durante todo el año, es de mi empresa. Y si yo la tengo en otro estatus es una ficción”.


Es el momento, entonces, de terminar con esta ficción, reconocida por quien fuera máximo dirigente del empresariado y que afecta gravemente los derechos de millones de chilenos.



Otro punto corregido en la Cámara Baja es el que dice relación a los requisitos, garantías y sanciones a las empresas de servicios transitorios; o sea, aquellos que permiten asegurar la seriedad y solvencia de éstas para que los trabajadores puedan ejercer sus derechos.



En este punto, señor Presidente, Honorables colegas, es factible que un exceso de celo haya hecho que el proyecto impusiera exigencias altas y uniformes, que pueden resultar difíciles de cumplir para empresas de menor tamaño. Ello será corregido a través de un veto.



Sin embargo, quiero detenerme en este asunto para hacerme cargo de ciertas objeciones.



En un giro en sus críticas al proyecto, dirigentes del empresariado han enfatizado en las últimas semanas una defensa de las pymes y recalcado que estas exigencias y la solidaridad retrasarán la cadena de pagos.



Sería muy útil y oportuno que, superados estos aspectos en la iniciativa, los mismos dirigentes mantuvieran la preocupación por las pymes instando a sus asociados a reducir los plazos de pago en la adquisición de bienes y servicios, y, más aún, que los organismos reguladores de la libre competencia, como la Fiscalía Nacional Económica, agudizaran su control frente a esta imposición no voluntaria de condiciones crediticias que sí afectan gravemente a los pequeños y medianos empresarios.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ha concluido su tiempo, señor Senador.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Termino de inmediato, señor Presidente.



Otro aspecto importante para acotar el uso de las figuras contractuales del proyecto es el que dice relación a precisar para estos efectos el concepto “empresa”.



Mucho se ha manifestado acerca de los inconvenientes que la nueva definición ocasionaría. No obstante, poco se señala respecto de los enormes abusos cometidos por la vinculación entre la empresa mandante y la contratista y los perjuicios que la multiplicidad de razones sociales produce en los trabajadores.



Esta definición no afectará a quienes efectivamente recurren en buena forma a la subcontratación y al empleo transitorio. Los perjudicados serán quienes crean empresas de papel y subdividen razones sociales con el solo propósito de dejar en la indefensión a los trabajadores y conculcarles sus derechos.



Por todas esas razones, señor Presidente, votaré a favor.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, la precarización del empleo mediante la simulación de figuras que significan un fraude a la ley laboral y a los derechos de los trabajadores no es de exclusiva responsabilidad del sector privado en nuestro país.



Estoy de acuerdo en legislar para que la figura de la subcontratación no se preste a abusos por parte de los empleadores.



Sin embargo -y lo señalo con mucha profundidad-, creo que no es justo que se haya omitido en esta discusión sobre la precarización del empleo a los servidores del sector público, quienes sufren permanentemente el sometimiento a un trato discriminatorio por parte de sus empleadores. Empresas tales como BancoEstado, ENAP, CODELCO, entre otras, mantienen una política de relaciones laborales a contrata, a honorarios y a plazo fijo claramente orientada a no cumplir sus obligaciones, dando lugar a vínculos inestables y precarios para dichos trabajadores.



Similar situación ocurre en el mundo municipal: a través de las corporaciones edilicias se contrata de manera irregular a muchos maestros y maestras y a otros funcionarios que se encuentran hoy en día en una desventajosa situación laboral.



Por lo expresado, estimo necesario ampliar la discusión sobre el fenómeno de la subcontratación a otras formas de fraude a la ley laboral efectuadas en el sector público, sobre la base del establecimiento de una figura que sancione duramente el fraude a las normas vigentes por parte de empleadores que de modo malicioso incumplan el espíritu de la ley y, con ello, logren burlar los derechos de los trabajadores.



Junto con lo anterior, señor Presidente, manifiesto mi total respaldo al proyecto, confiando en los acuerdos alcanzados.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, para nosotros –y creo que para el Senado en general- siempre será bien venida cualquier iniciativa que se oriente a dar mayores niveles de equidad al sistema de relaciones laborales.



Podrán existir discrepancias en matices, pero pienso que nadie va a estar en contra de un proyecto de tanta justicia y sensibilidad, como el que estamos tratando en esta oportunidad a proposición del Ejecutivo.



Estamos todos de acuerdo en que el trabajo, en la modalidad de subcontratación, ha tenido en nuestro país, durante los últimos años, un crecimiento acelerado y, por qué no decirlo, inorgánico, según han argumentado muchos señores Senadores.



Creo que debemos meditar y analizar el hecho de que el 50 por ciento de las empresas del país ya están subcontratando y de que alrededor de 35 por ciento del total del trabajo que se entrega a los chilenos es externalizado. Esto, evidentemente, trae consecuencias que no deben escapar al criterio del legislador.



En Chile hay una inmensa cantidad de empresarios responsables que contribuyen al desarrollo del país. El problema no radica en el antagonismo entre los trabajadores  y los empresarios, sino en el antagonismo entre los malos empresarios y los trabajadores. En mi opinión, no podemos universalizar en ese sentido una discrepancia entre los que, desde la capacidad empresarial, contribuyen al desenvolvimiento del país y respetan todas las normas laborales.



Pero también es evidente que algunos sectores  económicos han utilizado ese recurso con otras intenciones: eludir las responsabilidades laborales y de seguridad social que corresponden a los trabajadores en un trato normal y justo.



Conozco el caso de empresas que han subcontratado a trabajadores y los han puesto a disposición de diferentes organismos en las propias ciudades. Y hemos comprobado que quienes subcontratan, después de recibir de las empresas los dineros correspondientes a dos y dos meses y medio, demoran de una u otra manera el pago a los trabajadores. Hacen lo mismo en diferentes partes: juntan “la torta”; se “mandan a cambiar”, y, cuando los subcontratados van a las empresas que los tomaron, éstas les dicen: "Nosotros no tenemos nada que ver con ustedes. No los hemos contratado. Reclamen a quienes sí lo hicieron". ¡Ésa es la verdad!



Entonces, aquí hay una brecha que indudablemente esta iniciativa, enhorabuena, trata de solucionar.



Esa cadena de subcontratación va también acompañada de una creciente precarización de las condiciones de empleo. Ello se agrava mientras más abajo se encuentra ubicado en dicha cadena el trabajador, sea hombre o mujer. Es decir,  tal realidad se hace mucho más dolorosa en los sectores más modestos de los asalariados.



Dichos trabajadores reciben remuneraciones inferiores -como muy bien lo han señalado Sus Señorías- a pesar de que en algunos casos realizan las mismas funciones que sus similares permanentes de las empresas mandantes.



En la generalidad de los casos, se ven imposibilitados de ejercer sus derechos colectivos, como negociar y sindicarse. Se desempeñan en las peores condiciones de higiene y seguridad, siendo menos respetados sus derechos laborales.
¿Por qué lo son menos? Porque se encuentran en condiciones de evidente debilidad para ejercerlos y requerir la protección que les corresponde.



Por eso,  la búsqueda de mayor protección en materia de seguridad e higiene es una cuestión crucial si consideramos que dos tercios de los accidentes graves o con resultado de muerte afectan a trabajadores subcontratados, quienes carecen de mayores garantías en el cumplimiento de las obligaciones relativas al salario y a las cotizaciones previsionales.



Por lo tanto, respecto de ambos conceptos, el proyecto impone o hace explícitas las obligaciones del empleador principal en cuanto a velar por lo que ocurra con los que le prestan un servicio, sean o no contratados directamente.



Por esa vía debiera producirse un progresivo decantamiento de la actividad subcontratada hacia una que no suponga trabajadores de segunda y de tercera categorías, crecientemente alejados de la perspectiva de una ocupación decente.



Todos sabemos que en las sociedades que anhelan mayores niveles de equidad los bajos estándares laborales y las condiciones precarias de empleo no pueden seguir siendo, como piensan algunos, parte de sus más preciadas ventajas competitivas.



Al concluir mi intervención, anuncio que los Senadores del Partido Por la Democracia vamos a concurrir con mucha alegría a apoyar esta iniciativa. Pero también debo decir a mi Gobierno que no debemos ser como el padre Gatica, porque a veces predicamos y no practicamos. 



¡No debe existir ninguna institución pública en Chile con trabajadores subcontratados!



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, con alegría concurrimos al acuerdo suscrito después de varias semanas de intensa tramitación del proyecto en la Comisión de Trabajo de esta Corporación.



Para llegar a consenso, hemos trabajado sábado y domingo, a fin de concordar posiciones que muchas veces parecían muy distantes. Pero, afortunadamente, primó el concepto país. Por lo tanto, vamos a contar con una gran legislación en materia de subcontratos.



Este  proyecto, en mi opinión, es fundamental, porque define muchos conceptos que formaron parte de la discusión en la última campaña presidencial.



La iniciativa involucra redistribución del ingreso y puede ayudar a atenuar o a profundizar la concentración de la propiedad en Chile y a cometer o a evitar abusos en los derechos de los trabajadores.



Por eso, es un proyecto complejo. Resulta muy fácil sacar aplausos frente a la opinión pública. Pero debemos ser muy responsables para alcanzar un equilibrio en las normas involucradas.



Cuando aquí hablamos de abusos empresariales, hay que ser muy claros en que no hay diferencia entre la conducta de las empresas estatales que han abusado y la de los empresarios privados que también lo han hecho.



Entre la primera y la segunda vuelta presidencial hubo un gran paro de los contratistas de CODELCO en El Teniente, quienes pusieron este tema en la agenda. Ello fue lo que aceleró el trámite de esta iniciativa en la Cámara de Diputados. Observamos que la Corporación del Cobre -la empresa más grande del país  y que supuestamente pertenece a todos los chilenos-, como sostuvo el presidente de la Central Unitaria de Trabajadores, emplea a personas que usan casco y botas y tienen condiciones radicalmente distintas a las de las subcontratadas, pese a que hacen exactamente lo mismo: extraer el mineral.



Entonces, se trata de evitar los abusos que lamentablemente se han cometido a través del tiempo. Pero también es del caso señalar que la Inspección del Trabajo disponía de herramientas legales para evitar los excesos en que se incurrió. De hecho, los artículos 64 y 64 bis y 478 del Código Laboral, establecen los instrumentos necesarios para evitar los abusos extremos a que se ha llegado y que no se aplicaron para no "generar mayor cesantía" en el país.



Por lo tanto, estamos ante un proyecto que, si no lo redactamos en forma adecuada, también originará cesantía y desempleo.

Si no somos cuidadosos en la cadena de pago, en las exigencias que se establecen para constituir tales empresas, podemos provocar un grado de concentración enorme. De hecho, en muchos sectores -por ejemplo, casinos, aseo, etcétera-, en aras de cuidar los derechos que todos queremos que se respeten, podría generarse finalmente un grado enorme de concentración de la propiedad, que ninguno de los presentes querría.



Por consiguiente, debemos ser muy prolijos con las exigencias, para que los mandantes, sean privados o estatales, no empiecen a recurrir a las empresas que sólo disponen de capital y todo emprendedor pequeño que inicia su carrera termine quedando en el camino.



De otro lado, me parece fundamental la redistribución del ingreso, porque dada la empresa moderna que hoy tenemos, que debe tercerizar y requiere especialización, lo cual es una realidad en el mundo empresarial, no podemos introducir rigideces que la hagan poco competitiva. Sin embargo, si lo hacemos mal, podemos llevar a muchos chilenos a la informalidad, como varias veces ocurre en nuestra cadena productiva cuando el empresario y el trabajador se coluden y este último dice: “Mire, impóngame por el mínimo, pero deme por negro o por fuera”, y finalmente van cayendo en la informalidad numerosas personas, fruto de las exigencias exageradas que, de alguna forma, sólo pueden cumplir los grandes.



Entonces, se trata de un proyecto al cual es preciso dar una mirada mucho más completa y no sólo aquella referida al concepto de “subcontratación”.



Por eso, creo que el Acuerdo Político alcanzado en el Senado tiene un valor inmenso. Desde el primer minuto busqué sacarlo adelante en representación de la UDI, al igual que la Alianza por Chile, porque la señal que con él damos a la ciudadanía es enorme. El hecho de compartir el proyecto todos juntos es mucho más potente, desde la perspectiva del país que deseamos construir, que hacerlo por la vía de una eventual mayoría. Y me alegro de que hayamos recogido en él los puntos de vista -más adelante los precisaremos- que todos planteamos en este trámite.



Por otra parte, no encuentro razón alguna que justifique la existencia de trabajadores de primera y segunda categorías para que haya empresas subcontratistas, contratistas o de servicios transitorios que presten servicios al Congreso Nacional, a los municipios, al MOP, a las reparticiones públicas del país, en fin, que no cuenten con las mismas garantías de los mandantes privados establecidas en esta iniciativa.



En consecuencia, la Alianza por Chile -como se anunció en la Comisión y lo reitero en la Sala- va a presentar en los próximos días un proyecto que permitirá a todos los contratistas, subcontratistas y empresas de servicios transitorios que prestan servicios al Estado -no a las empresas estatales, que se rigen por el Código del Trabajo- acogerse a la ley en proyecto, porque son miles los trabajadores chilenos en esa situación, como ocurre en la cafetería, en la jardinería y en muchos otros servicios del Congreso Nacional. No vemos razón alguna para que el Parlamento no responda solidariamente a esas empresas contratistas o subcontratistas, como deberá hacerlo el mundo privado a partir de la normativa que nos ocupa.



Por lo antes expuesto, vamos a concurrir a la aprobación de los artículos que mejoran el proyecto y a abstenernos en los que serán perfeccionados por “instrumentos que establece la Constitución”, como se señaló en forma muy curiosa -algunos entenderán a qué me refiero; pero dejémoslo hasta ahí-, que llegará en su tiempo y recogerá el Acuerdo planteado por los Senadores que lo firmamos, el cual optimiza enormemente la iniciativa en debate.



Podemos sentirnos satisfechos del esfuerzo que desplegamos y del sacrificio que hicimos.



Asimismo, deseo resaltar especialmente el trabajo que realizamos en la Alianza por Chile, donde tuvimos la responsabilidad de elaborar un texto alternativo que fue parte del compromiso adquirido en la Comisión y que en definitiva se plasmó en el Acuerdo Político.



Por lo tanto, el proyecto terminará drásticamente con los abusos cometidos mediante empresas de papel creadas para evadir las responsabilidades con los trabajadores del país, sean de las empresas del Estado o del ámbito privado, y también permitirá que los pequeños empresarios tengan posibilidades reales de emprender.



En esta materia hubo un punto muy importante -tal vez contribuyó de manera significativa al Acuerdo alcanzado-, referido precisamente a una norma de quórum especial.



Graficaré de alguna forma los errores del proyecto de la Cámara de Diputados. Por ejemplo, un pequeño empresario, para ejercer el derecho a reclamar en el tribunal, habría requerido consignar la mitad de la multa, que era de 20 UTM por trabajador; es decir, con diez trabajadores, la consignación habría sido de 3 millones de pesos. Y el capital de trabajo es lo único que les falta a las pymes.



Por consiguiente, creo fundamental tener presente que el 80 por ciento del trabajo generado en el país proviene de la pequeña y mediana empresas.



En reiteradas ocasiones tendemos a legislar pensando en las grandes empresas, en circunstancias de que ellas son las que precisamente muchas veces deben cumplir o de que, a lo mejor, uno debería ser más exigente, por su realidad empresarial.



Lo importante es que el Acuerdo perfecciona enormemente el proyecto. Pienso que hemos resguardado el concepto de que exista una redistribución del ingreso por medio de garantizar los derechos de los trabajadores, evitando la informalidad; se modifican normas para impedir la concentración de la propiedad en las empresas prestadoras de servicios, y, por cierto, se terminan drásticamente los abusos empresariales que habían comenzado a crecer cuando el concepto de la subcontratación se masificó en el país.



Por lo tanto, concurriremos a este gran Acuerdo, y esperamos que los “curiosos” instrumentos constitucionales antes mencionados lleguen a tramitación al Congreso Nacional lo antes posible, para que efectivamente exista una ley sobre la materia.



La Alianza por Chile ha realizado un gran gesto al evitar la Comisión Mixta concurriendo al Acuerdo que se alcanzó. Y esperamos que la iniciativa se despache en el día de hoy, sin que sea necesario llegar al ya referido trámite.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ávila.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, al “padre Hurtado” se lo ha ido convirtiendo insensiblemente en una figura abstracta, más cercana al cielo que a los problemas terrenales.



Él se ocupó de los asuntos que de manera tan tardía aborda el Congreso Nacional en el proyecto que debatimos. Y dijo en su momento:



“Es evidente que el asalariado necesita del sindicato. Si el trabajador quiere tener una participación más justa en los bienes de la Tierra dados por el Creador para todos los hombres; si quiere completar su libertad política con su libertad económica; si quiere asumir su parte de responsabilidad que le incumbe en la dirección del trabajo, en la reforma de las estructuras económicas de su país y del mundo, no tiene más que un camino: unirse a sus compañeros de trabajo.”.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ÁVILA.- Ese deseo de una figura tan eminente, constantemente invocada por muchos de los presentes de modo intenso, ha estado lejos de cumplirse. Más aún, todo lo concerniente a la subcontratación se ha convertido en el instrumento de atomización de la fuerza laboral, hasta anularla como interlocutora válida para llevar a cabo las negociaciones acerca de las condiciones de trabajo.



En tales circunstancias, estas últimas se han ido precarizando de manera incesante.



Yo no fustigo a mis colegas de la Oposición, “con todo el cariño que les profeso”, por el hecho de tener una visión fraccionada de la realidad. Por razones familiares, de trayectoria profesional; porque fueron compañeros de colegio y, luego, de universidad de los empresarios, la comunicación más fluida y directa, obviamente, es con ellos. A los trabajadores no se les ocurre golpearles la puerta, porque los sienten distantes.



Es así. Es una realidad. No tengo ningún ánimo de injuria, pues ya estoy harto de querellas.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ÁVILA.- Me acuesto cada día con una y me levanto con otra a la mañana siguiente. Pero, en fin.



Señor Presidente, en forma muy amistosa, deseo dar cuenta de una experiencia que para mí fue profundamente aleccionadora.



No hace mucho asistí a la Universidad Academia de Humanismo Cristiano, donde se llevó a cabo un encuentro de dirigentes sindicales intermedios (es decir, ni siquiera concurrieron quienes se hallan en las cúpulas de las organizaciones). 
Lo primero que me impactó fue que algunos temían de que en su empresa supieran que participaban en esa reunión. Poco a poco se fueron soltando, y uno a uno -con crudeza, pero con enorme honestidad- fueron dando cuenta de su visión en los respectivos ámbitos de trabajo.



Yo tomé algunas notas fulminantes, rápidas. Y quiero pasear a Sus Señorías por el panorama que observé:



Los dirigentes hablaban, por ejemplo, de que donde laboran:



-Se tiende a disminuir brutalmente todo lo concerniente a los contratos indefinidos.



-Crece en los lugares de trabajo la causa de despido “Por necesidades de la empresa”.



-Cada vez más se paga una remuneración variable.



-Un dirigente de Ripley definió la flexibilidad diciendo que “es la capacidad de contratar y despedir a bajo costo”.



-Sueldos base: cercanos a cero. Variación de las comisiones: siempre a la baja. Si el vendedor remonta cierto nivel, hay que cortarle las alas, pues no puede ganar tanto. Por consiguiente, se rebajan las comisiones.



-El trabajo justo y digno y la capacitación permanente han pasado a ser utopías (concordaban todos).



-Se negocian los despidos a cambio de rebajas salariales. 



-Los empleos temporales y subcontratación son modalidades muy extendidas de flexibilización (entre comillas). Otra particularidad es transformar a los trabajadores para que laboren “por cuenta propia”, es decir, que salgan a ganarse la vida como sea. 



-Todos los vendedores se hallan sumidos en la incertidumbre. La pregunta angustiosa que se hacen cada día al llegar a su hogar es:¿Podré vender lo que mi familia necesita para este mes? Y si vendo mucho, ¿me conservarán mi nivel de comisiones?



-El mundo del trabajo va invadiendo el hogar. Los vendedores deben buscar los clientes a la hora que sea. 



-Los “enganchadores” son los nuevos traficantes de la mano de obra. 



-Para poder resistir esta realidad, muchos acuden al consumo de fármacos (incluidos choferes a cargo de una enorme cantidad de vidas humanas).



-La firma Ripley (¡fíjense, Sus Señorías!) celebró su entrada a la Bolsa con la participación de Cindy Crawford. El costo de ello fue que dos días después despidió a 400 trabajadores. De lo primero supimos todos; de lo último, nadie.



En fin, he querido pasear a vuelo rasante a los señores Senadores por esa realidad para enfatizar algo que me interesa particularmente.



En nuestro país tenemos que abordar con seriedad el problema de la enorme desigualdad existente en materia de ingresos. El hecho de que se mantengan las actuales condiciones de trabajo para una inmensa mayoría de nuestros compatriotas no hace sino ahondar la brecha.



Pero ocurre algo todavía más peligroso hacia el futuro: se está incubando en el alma de la sociedad chilena un sordo rencor social que a veces se expresa en las manifestaciones de los jóvenes. Y muchos se preguntan: ¿por qué actúan con semejante violencia?, ¿por qué se mezclan en las manifestaciones pacíficas que llevan a cabo determinados sectores? Es que hay muchos jóvenes -y también adultos- que se sienten al margen del sistema, que consideran que éste no los toma en cuenta y que el salario es la mercancía que baja de precio con mayor facilidad, mientras ellos son asediados por una política consumista, desplegada a través del ingenio comunicacional, que los insta a comprar toda clase de bienes que cada vez se les distancian más y los hunden más gravemente en la frustración tremenda en que está sumida una gran cantidad de chilenos.



Yo creo, señor Presidente, que este proyecto es un paso tímido para abordar la situación descrita. Debemos constituir a los trabajadores en interlocutores auténticos, verdaderos, para que vuelvan a sentarse a la mesa de negociación con los empresarios dignamente, con su frente en alto, sin temor a que al día siguiente sean despedidos. Tienen que existir organizaciones sindicales fuertes, respetadas, porque esa es la vía de equilibrar las cosas que hoy se encuentran enormemente desajustadas en nuestra convivencia social.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminó su tiempo, señor Senador. 

El señor ÁVILA.- Quiero concluir mis palabras, señor Presidente, con la esperanza de que seamos capaces de recoger las inquietudes y las angustias que están en la base social de nuestro pueblo.



Ya es difícil percibir lo que esa base social piensa, porque cada vez se siente más al margen de lo que el país decide en las instancias más relevantes de la conducción del Estado.



Cuando hablamos de participación, debemos asumir el concepto en todo su significado y, de una vez por todas, abrir la puerta a los que todavía siguen esperando.



Murió ya el Papa autor de aquella frase: nadie lo escuchó. La sigue repitiendo la más alta autoridad eclesiástica del país: tampoco se le oye. Pero quizás el día de mañana, cuando la gente agote su paciencia y salga por cauces diferentes, sea la oportunidad en que se le escuche, aunque tarde.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, votaré con mucha alegría, no sólo por el fondo del proyecto, sino también por la forma como hemos llegado a un texto que refleja tanto las intenciones con que él fue presentado cuanto las enmiendas que en cierto momento propusimos como una manera de mejorarlo. Y si a ello se han sumado voluntades distintas de quienes estamos con el Gobierno, me parece doblemente satisfactorio.



Desde hace mucho tiempo hemos señalado desde estas bancas, siendo representantes de los Gobiernos de la Concertación y habiendo avanzado tremendamente en el país en una obra de la que nos enorgullecemos, que no debe confundirse crecimiento económico con desarrollo humano.



Y uno de los déficits que se producen en Chile a partir del crecimiento espectacular que hemos tenido consiste en que el desarrollo humano, por desgracia -incluidos la diferencia de ingresos, la participación, los problemas que hacen que aquel desarrollo se detenga para un sector de la población-, ha generado una situación de abusos, por un lado, y de defraudación, por otro.



En una economía como la que queremos -solidaria, equitativa, distinta del régimen capitalista que, con más o menos modificaciones, tiene la mayoría de los países del mundo occidental-, el trabajo es esencial; es la visión humanista cristiana con que siempre hablamos; es parte fundamental del desenvolvimiento del individuo, no sólo por lo que ingresa, sino además por la realización de un ideal de crecimiento personal y familiar.



Toda economía que haga crecer pero no así desarrollar el sistema justo que queremos puede tener a la larga gravísimas repercusiones.



Este proyecto de ley respalda el término de un abuso feroz que se está cometiendo contra los trabajadores -aquí todos hemos coincidido en ello-, especialmente respecto de los subcontratados. Ese abuso está llegando a su fin. Pero también debemos entender que ha de avanzarse más allá, para garantizar que la economía se transforme en un proceso de unidad nacional y no en una crisis futura.



No abundaré en ejemplos sobre esa materia, señor Presidente. 



La Región que represento en el Senado está llena de abusos, y tal vez más que otras, porque la economía existente en ella, particularmente en algunas zonas, es monopólica; depende de la exportación de grandes cantidades de materia prima natural, que no lleva incorporada mano de obra secundaria o mano de obra general, lo que da carácter primario al proceso. Por lo tanto, el abuso que se ve allí ha roto todo límite, como manifestó otro señor Senador, cuyas expresiones no voy a repetir.



Ahora bien -tenemos poco tiempo-, yo veo el proyecto en esa perspectiva: es el comienzo de la discusión de un tema que fue tabú por muchos años.



Cuando llegamos al Senado a hablar de la necesidad de mejorar las condiciones laborales porque eso significaba de alguna forma establecer equidad y entender que sin ésta las empresas no podían caminar y que mientras peor estuvieran los trabajadores ellas -salvo las dedicadas a tareas puramente extractivas- no funcionarían bien, se nos decía que volábamos contra el viento, que estábamos obsoletos, que mirábamos un pasado carente de sentido en la economía moderna.



Me alegra que por fin hoy día acojamos la concepción de que el dinero no lo es todo y de que la fuerza de los trabajadores es lo esencial. 



Un viejo líder de nuestro Partido, en alguna oportunidad, dijo una frase que me quedó grabada: "El dinero tiene el vientre frío y sólo produce cuando se incorpora el calor del trabajo humano".



Concluyo, señor Presidente, en una intervención lo más breve posible, haciéndome cargo de algunas de las objeciones formuladas durante la tramitación del proyecto.



Primero, la de que la iniciativa podría producir un déficit en la economía, deteniendo su crecimiento.



Vuelvo a lo central. Las economías con desarrollo real, con sustentación, han entendido en el último tiempo, en todas partes del mundo, que sin participación alícuota de los trabajadores en las ganancias se pierde la  capacidad de construir bien la empresa. Por lo tanto, el mejoramiento de las condiciones de los trabajadores es parte importante -aunque sea mirado desde un punto de vista egoísta- del desarrollo de aquélla.



Además, al ver hoy día las utilidades de las grandes empresas, uno no puede pensar que mejorar la condición de los trabajadores va a provocar crisis en la economía.



Cuando ha habido más paz social; cuando ha habido mayor precisión en las políticas de un gobierno que pretende precisamente incorporar ese valor, más han ganado las empresas.



En segundo lugar, se ha dicho que el nuevo marco jurídico puede terminar con las pymes. Es el permanente alegato que hace el gran empresariado.



Yo estoy, no sólo por respetar a las pequeñas y medianas empresas, sino también por transformarlas en el gran instrumento mediante el cual podemos terminar con la concentración de poder y, al mismo tiempo, crear más empleo. La forma del servicio especializado de las pymes fue lo que generó el gran crecimiento de los países europeos.



Por eso, para no terminar siempre en que hay perjuicio para las pymes, no resolvamos el punto ahora. Espero que el lunes formulemos un proyecto completo dedicado exclusivamente a ellas. Y espero que tanto el Gobierno como algunos Senadores podamos presentarlo, para decidir al respecto.



Finalmente, debo señalar tres temas que me preocupan.



El señor Ministro del Trabajo y el señor Subsecretario me han dicho que el Estado, de acuerdo a las situaciones actuales y a lo que propone la ley en proyecto, y el sector privado son igualmente responsables a la luz de su texto.



Si eso es así, las objeciones carecen de validez. Pero si no lo es, no tengo absolutamente ningún cuidado en que también se incorpore lo relacionado con los subcontratos del Estado.



El problema no radica en si es sector privado o sector público. Se trata de resolver en igualdad de condiciones todas las áreas de la economía y, por lo tanto, la situación de los trabajadores afectados, cuya visión sobre cómo funcionan el sistema es francamente lamentable, mucho más de lo que de repente uno pudiera imaginar.



Hay otra cuestión que me preocupa, señor Presidente.



De acuerdo a lo que me han señalado, las mujeres embarazadas subcontratadas van a tener los mismos resguardos que quienes pertenecen a las empresas mandantes. Sin embargo, si el trabajo subcontratado termina antes de que finalice el embarazo, no quedarán cubiertas durante los últimos meses. Y eso me parece extremadamente inadecuado. 



Por lo tanto, señor Presidente, solicito a quienes están estudiando más en detalle el tema que resuelvan ese problema, porque, obviamente, ni siquiera merece la pena hacer un alegato sobre el punto.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Concluyó su tiempo, señor Senador.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Termino de inmediato, señor Presidente.



Por último, yo espero que en la misma legislación, después del detalle que tenga la ley en proyecto y de las modificaciones que se le efectúen, acabemos con los aquí llamados "contratistas de esclavos". 



En la provincia de Arauco, un señor tiene contratados 10 a 20 trabajadores que lleva de una empresa a otra, en una actividad que le genera utilidades. Y las empresas ganan más porque le pagan menos a ese subcontratista, y éste, menos a los trabajadores. 



¡Tener trabajadores durmiendo en la selva o en grupos de árboles es algo que repugna a mi visión cristiana!



Por eso, voy a votar a favor.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra, por 4 minutos, el Honorable señor  Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, con tremenda satisfacción escucho cómo la Alianza por Chile se suma a un proyecto que hasta hace poco descalificó, denostó, criticó y consideró una irresponsabilidad política, social y laboral. Me parece muy positivo que cambie de opinión y adhiera a las ideas aprobadas tiempo atrás.



Entiendo, eso sí, que no se halla dispuesta a concurrir con sus votos al cambio en la definición de “empresa”. Y quiero subrayar la importancia de esta modificación.



Por ejemplo, Almacenes Paris o Líder tienen, cada una, 100 a 120 razones sociales. Dividen la empresa como realidad con el solo objeto de dificultar el ejercicio de los derechos colectivos de los trabajadores. El cambio de la definición de empresa representa un inmenso avance para reconocer un hecho básico: no es correcto el abuso, desde el punto de vista jurídico, consistente en subdividir las empresas y, de esa forma, generar las condiciones para fragmentar el movimiento de los trabajadores.



--(Aplausos en tribunas).

El señor LETELIER.- Eso es algo que la Oposición aún no ha querido asumir en este debate.



Segundo: con esta normativa se termina el abuso que se comete a través de las -entre comillas- agencias, las empresas suministradoras, que proporcionan cajeras a los bancos, vendedores a los centros comerciales, personas a las se les paga una remuneración precaria, un sueldo base inferior al mínimo; que dependen de entradas variables, y que están obligadas a trabajar más horas que las establecidas por el Código Laboral para enterar un ingreso mínimo.



Con la ley en proyecto, señor Presidente, se termina el absurdo de que en todos los bancos las cajeras sean arrendadas por empresas externas, aunque trabajen ahí toda su vida. Se pone fin al abuso cometido contra personas en condiciones precarias, suministradas, sea al comercio, sea al sector financiero, sea a las multitiendas, como lo vemos hasta hoy. Es un gran paso. Y saludo que finalmente la Oposición se haya sumado y haya entendido que esa forma de tercerización les hace mal a los trabajadores.



Esta iniciativa acaba con los enganchadores agrícolas, que tanto han explotado a las temporeras y temporeros de nuestro país. Quienes representamos a zonas agrícolas sabemos que no es correcto que Chile avance en materia de exportaciones a costa del estado tremendamente precario de trabajadoras y trabajadores -más de 100 mil, sin duda- a los cuales no se les pagan sus imposiciones ni se les respetan siempre las horas laborales. Aquí se elimina a los enganchadores y se generan mejores condiciones para fijar un proceso de empleo con respecto a esas personas, de manera que el que las ocupe (el dueño de la agroindustria, del packing o del huerto) tenga que asumir directamente el contrato y esos temporeros no terminen siendo, ya no sólo de segunda o tercera, sino también trabajadores sin ninguna posibilidad de jubilar, por la precariedad de sus imposiciones.



Este proyecto, al cual, gracias a Dios y a un convencimiento, se ha sumado la Alianza por Chile, permite enfrentar situaciones como la indicada por otro señor Senador, relativa a los trabajadores de empresas contratistas en la gran minería. Eso hará posible que ellas -también CODELCO- se responsabilicen por las condiciones de seguridad e higiene de dichos trabajadores. No es correcto ni digno que personas que trabajan una al lado de la otra, por tener empleadores distintos, posean condiciones contractuales y de seguridad diferentes y que generan situaciones de gran precariedad para algunas.



Este proyecto permite iniciar un camino. No es el punto de término -pensamos algunos-, sino el punto de inicio para lograr trabajo decente en Chile. Aún falta mucho. Aquí no nos metemos en el problema de la duración de los contratos del mundo contratista, que es la cortapisa, la dificultad para poder negociar colectivamente en esta economía.



Hoy los contratos por obra y faena -temas no abordados en la presente iniciativa, pero que, sin duda, deberán asumirse en los próximos debates- son lo que ha limitado a un segmento muy grande de trabajadores la capacidad o la posibilidad legal de organizarse.



Éste es un  proyecto  que avanza. Pero  no es el techo: es el piso. Y, por eso, expreso mi satisfacción por el hecho de que la Oposición se haya sumado a este piso, que ayer criticaron, que ayer denostaron, que ayer dijeron que era tan malo.



Por último, señor Presidente, quiero expresar lo siguiente.



No importa que se trate de un pequeño, mediano o gran empresario. Todos los empresarios en Chile tienen que respetar las leyes laborales. Por tanto, no es correcto escudarse tras las pequeñas empresas para negar sus derechos a los trabajadores.



Voy a votar que sí, señor Presidente.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Matthei.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- ¡Por favor!

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, acabo de escuchar al Honorable señor Letelier decir que todos los empresarios, pequeños, grandes y chicos, deben respetar la legislación laboral. Y yo le encuentro razón.



¿Pero por qué no le exige lo mismo al Gobierno, señor Senador?



Quiero señalar, señor Presidente, que en el sector salud hay miles de trabajadores a honorarios. Eso significa que no tienen derecho a licencias médicas. Si se enferman, o trabajan igual, o se quedan en sus casas, pero sin sueldo alguno. 



--(Manifestaciones en tribunas).

La señora MATTHEI.- No tienen derecho ni a pre ni a posnatal.



Señor Presidente, en el 2006, después de 16 años de gobierno de la Concertación, que habla tanto de los derechos de las mujeres y de los trabajadores, hay miles de mujeres contratadas por el Gobierno que no tienen derecho ni a pre ni a posnatal.



--(Manifestaciones en tribunas).

La señora MATTHEI.- Dichos trabajadores tampoco tienen derecho a vacaciones. Y, obviamente, no se les paga ni un peso de cotización.



Eso lo he señalado en esta Sala cada vez que discutimos un proyecto de ley laboral o previsional. Se pueden revisar las actas del Senado para constatar que hace años vengo diciendo lo mismo, con la más absoluta indiferencia de la Concertación.



En mi Región, con un intendente democratacristiano, se echó a 4 trabajadores que cuidaban el edificio de los organismos públicos: ganaban el salario mínimo, estaban a honorarios y dos de ellos llevaban ahí más de 12 años. ¿Por qué? Porque vinieron a hablar conmigo y yo di a conocer su situación a la prensa. Y fueron echados sin un peso de indemnización, sin haberles pagado nunca las cotizaciones y sin haber tenido, durante 12 años, ni un solo día de vacaciones.



--(Manifestaciones en tribunas).

La señora MATTHEI.- Los Parlamentarios de la Concertación han guardado riguroso silencio ante el problema de esa gente en mi Región. Nadie ha dicho nada.



Gracias a Dios, personeros del Partido Comunista regional han empezado a alzar también la voz para que se respete a dichos trabajadores.



Quiero señalar también, señor Presidente,...



--(Manifestaciones en tribunas).

La señora MATTHEI.-...que nunca he visto a la CUT, a todos los que están acá y hoy se ríen, defender a esos trabajadores.



¡La CUT regional, sí! ¡Ustedes, no! ¡Nunca se han preocupado de ellos!



--(Manifestaciones en tribunas).

La señora MATTHEI.- Pero, señor Presidente, no sólo se abusa con los trabajadores a honorarios...



--(Manifestaciones en tribunas).

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, ponga orden, por favor. Y solicito suspender el conteo de mi tiempo.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Yo he respetado…



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ruego guardar silencio.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- 
Si el público continúa interrumpiendo, me veré obligado a suspender la sesión.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, no sólo se abusa con quienes prestan servicios a honorarios, sino también con los trabajadores a contrata en el sector público. Estos últimos cuentan con previsión, pero no tienen protección laboral alguna. Todos los años, en diciembre, tanto ellos como sus familias tiemblan ante la eventualidad de perder el empleo. Y si lo pierden, obviamente no reciben indemnización por sus años de servicio.



El personal a contrata alcanza aproximadamente a 35 por ciento de toda la Administración Pública. ¡Y en la Concertación nunca se dice nada al respecto!



--(Manifestaciones en tribunas).

La señora MATTHEI.- ¿Por qué se les mantiene en tal condición? Muy simple: son trabajadores dóciles. Y lo son porque necesitan el empleo. Saben que si no hacen lo que el compañero o el camarada que está a cargo del organismo pertinente quiere, no seguirán en sus funciones. Por eso son dóciles.



¿Y a quién pueden acudir, señor Presidente? Si recurren a Parlamentarios de Oposición, los echan. La Dirección del Trabajo calla y no hace nada, y los tribunales tardan años en resolver los reclamos. Mientras tanto, ¡cómo viven y con qué pagan al abogado!



Yo me he comprometido ante organismos gremiales de mi Región -la CUT, la FENATS y la FENPRUSS- a que, si el Ejecutivo presenta un proyecto para incorporar a la planta a esas personas, lo votaremos a favor.





Por eso, hoy día lo desafío, señor Ministro, a que converse con la señora Presidenta de la República y le solicite que, entre las medidas que se comprometió a implementar durante los primeros cien días de su Gobierno, agregue, como número 37, la de legislar para prohibir los empleos a contrata y a honorarios en el sector público.



--(Aplausos en tribunas).

La señora MATTHEI.- ¡Basta ya de ese tipo de sinvergüenzuras!



--(Aplausos en tribunas).

La señora MATTHEI.- ¡Y para qué hablar, señor Presidente, de los subcontratistas de las empresas estatales…! 



Yo fui a Rancagua a conversar con los subcontratistas de CODELCO que se encontraban en huelga por la negativa de esa empresa a pagar un bono de 500 mil pesos por trabajador.



Naturalmente, para ellos no hubo ni un peso. Pero sí se repartieron 2 mil 300 millones de pesos -¡2 mil 300 millones!- entre 195 altos ejecutivos de CODELCO. Y en forma tramposa,...



​--(Manifestaciones en tribunas).


La señora MATTHEI.-…porque la verdad es que no cumplieron con las metas fijadas. ¡Pero igual se repartieron esos 2 mil 300 millones de pesos!



La Concertación no habla mucho de esto. ¡Claro, porque algunos prestan servicios médicos a CODELCO o a las isapres; otros recibieron 45 millones de pesos por entablar un juicio que no valía más de 500 mil, y los políticos de ese conglomerado que se hallan sin pega siempre consiguen algún “contratito” con esa Corporación!



--(Manifestaciones en tribunas).

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, yo voy a votar a favor de la iniciativa. ¡Pero quiero señalar que no tengo respeto alguno ni por los Parlamentarios, ni por los Ministros, ni por las personas que hoy están en las graderías, que se conmueven tanto cuando los trabajadores abusados son del sector privado pero guardan vergonzoso silencio cuando son sus compañeros ministros, subsecretarios, secretarios regionales ministeriales y jefes de servicio quienes abusan con la gente que labora en el sector público!



He dicho.



--(Aplausos y manifestaciones en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ya he tocado reiteradamente la campanilla para solicitar silencio. Así que, por última vez, pido a las personas que se encuentran en tribunas mantener el orden. Si no, procederé a suspender la sesión y deberán retirarse. 



¿Está claro?



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- 
Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Como sólo cuento con tres minutos, espero que las interrupciones no sean demasiadas.



Señor Presidente, sería sumamente importante que el proyecto se aprobara con el apoyo de todas las bancadas del Parlamento. Porque éste no es sólo un problema legal, sino también de cultura.



Lamentablemente, desde hace mucho tiempo, desde la época en que Arturo Martínez fue relegado junto con Manuel Bustos -y seguramente desde más atrás-, se ha establecido en nuestro país una cultura de abusos laborales. Cuando se inició el debate de esta iniciativa, en el cual algunos se declaraban a favor y otros en contra, y se sostenía que ella podía afectar a la economía y al empleo, claro, en el fondo se estaba dando una mala señal,  que apuntaba a justificar tales abusos.



El hecho de que todas las bancadas del Congreso Nacional concurran a aprobar el proyecto indica que en este caso sí llegamos a un acuerdo: ¡Queremos una eutanasia para todos los abusos laborales! ¡Queremos que efectivamente se respeten los derechos de los trabajadores! ¡Queremos que en verdad pueda haber negociación colectiva y derecho a la organización sindical!



En la última campaña presidencial se habló mucho de la desigualdad. El primer peldaño de la desigualdad comienza en la empresa. Y se produce cuando hay un salario bajo; cuando el abuso con la subcontratación y el concepto de empresa se utilizan para atomizar la organización sindical o impedir su existencia, a fin de imposibilitar que los trabajadores pacten condiciones laborales justas y remuneraciones decentes. ¡Ahí empieza la desigualdad!



Entonces, gran parte del discurso contra la desigualdad carece de sustento si no se toman los resguardos correspondientes. Y es de la esencia del Derecho Laboral crear mecanismos de protección para el sector vulnerable, débil, frágil. Porque, si ellos no existen, éste no podrá contrapesar la relación en el seno de la empresa. 



A mi juicio, para los empresarios de la agroindustria; de las balsas salmoneras, allá en el sur; del comercio; en fin, de todas las actividades donde se cometen estos abusos, el proyecto constituye una señal muy potente.



Y es el sistema político el que está mandando esa señal. Porque,  más allá de los efectos económicos que pudiese tener esta iniciativa, aquí existe un problema de país más importante: la necesidad de que haya un trabajo decente.



Todo el sistema político está comprometido en que existan las condiciones para que la gente tenga estabilidad en el empleo y perciba ingresos laborales  que  le  permitan llevar una vida digna. 



¡Y  eso  también -recojo el guante que lanzó la Senadora señora Matthei- debe ocurrir en  el sector público!



--(Aplausos en tribunas).

El señor ESCALONA.- Si me lo permite, señor Presidente, dada la brevedad de mi tiempo, concluiré con una última idea: creo que el acuerdo alcanzado no habría sido posible -lo digo con entera franqueza- si no hubiera cambiado la mayoría en el Senado.





Valoro que la Oposición comparta los contenidos de esta normativa y la respalde. Pero ello es, también, fruto de que en la Cámara Alta hay actualmente una mayoría capaz de aprobar las disposiciones sustantivas de proyectos como éste.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, la iniciativa que estamos analizando representa una deuda de nuestra sociedad con los trabajadores y las trabajadoras de Chile; con esos padres, esas madres y esas familias que han tenido dificultades para acceder a mejores niveles de ingreso y de calidad de vida.



Me pregunto cómo cambiaría la redistribución del ingreso en el país si, por ejemplo, los bancos y las grandes empresas estuvieran obligados a negociar colectivamente con su personal. Estoy convencido de que existiría mucha más equidad.



Cuando se creó, en 1979, el mecanismo de la contratación y subcontratación, lo que se hizo fue desregular el mercado justamente para que no hubiera negociación colectiva ni derecho a la sindicalización. Esto hay que tenerlo presente.




El proyecto es un punto de partida; jamás un punto de llegada. En Chile hay trabajo indecente, y seguirá habiéndolo si los trabajadores no tienen derecho a negociación colectiva y a sindicalización.



La modalidad de contratación y subcontratación, que sin duda no se resuelve en la iniciativa, evita que los trabajadores accedan a las dos garantías mencionadas, que son las más importantes en una sociedad para alcanzar mejores niveles de ingreso, de calidad de vida y de trato en materia laboral.



Aquí se están incumpliendo todos los tratados internacionales. Seguimos siendo un país retardatario en relación a los estándares de los trabajadores de otras latitudes. Chile suscribe acuerdos internacionales con muchas naciones; pero en ellas los trabajadores son objeto de mayor respeto y son ciudadanos de primera clase. En cambio, aquí los seguimos tratando como de segunda.



Por eso, señor Presidente, considero que este proyecto representa, en parte, una terapia para una sociedad que debe aprender a abrirse para considerar a los trabajadores seres humanos con plenos derechos, que debieran tener todas las garantías y merecer respeto. Pero todavía estamos muy lejos de eso. Esta iniciativa seguirá dejando inmensos vacíos. 



Esa forma de contratación se creó hace 27 años para violar los derechos de los trabajadores. Gracias a ella se constituían empresas de papel que desaparecían cuando sus contratados iban a exigir y a reivindicar sus derechos.



Quiero contarles, señores Senadores, dos anécdotas que me tocó conocer.



Hace algunos años hicimos una denuncia porque una gran tienda no dejaba ir al baño a sus cajeras durante ocho horas. Muchas sufrían de pielonefritis, infecciones urinarias y problemas de sexualidad. Cuando estaban con la regla y se les producía la menstruación, ¡tenían que pedirle toallas higiénicas al guardia de seguridad...!



Cuando fuimos a esa supertienda a preguntar el porqué de dichos malos tratos, nos dijeron que tales trabajadoras no pertenecían a la empresa, sino a otra, a una contratista. Nos dirigimos a esta última y ahí nos señalaron que tampoco pertenecían a ella, que no tenían nada que ver y que las cajeras eran de una empresa subcontratada.



Para mí, en ese caso no solamente había violación de derechos laborales: había violación de los derechos humanos fundamentales de esas personas. ¡Y nadie se hizo cargo! Porque, a pesar de que la Inspección del Trabajo fue a verificar, la ley permitía esos abusos inconmensurables.



Hace pocos días estuve en la Séptima Región, donde una viña había despedido a 120 trabajadores y los estaba recontratando por un ingreso casi 50 por ciento inferior al que les pagaba con anterioridad.



Nosotros hemos sido cómplices de los peores abusos laborales. Y eso es algo que debemos remediar.



Este proyecto, señor Presidente, constituye un pequeño avance. Jamás será un puerto de llegada: es un punto de partida. Y pienso que eso debe quedar claro para todos los que estamos aquí.



En lo personal, siento que la responsabilidad y el deber de la Concertación es seguir trabajando para que en Chile existan más derechos laborales. 



Y me surge la siguiente reflexión: porque tenemos un momento de crecimiento económico, porque hay excedentes del cobre y porque a nuestros empresarios les está yendo bien, se puede pensar en más derechos para los trabajadores. Esta discusión sería absolutamente impensable en un período de recesión económica. 



Es por eso que hoy día tenemos esta responsabilidad. Y me comprometo a continuar luchando para que en Chile los trabajadores y las trabajadoras tengan más derechos.



Nuestro país ostenta un triste récord: en la Sexta y la Séptima Regiones tenemos las tasas más altas del planeta en malformaciones congénitas, por contaminación de las mujeres temporeras con plaguicidas. Ahora no estoy hablando sólo de violación de los derechos laborales, sino de acciones casi criminales, que tal vez se dan únicamente en nuestro territorio, uno de los pocos en el planeta donde estos hechos ocurren.



Este proyecto representa un avance. Y quiero pedir a la Oposición que tenga humanidad respecto de una norma muy importante: el artículo 183-E, que obligará a las empresas a responsabilizarse de los accidentes laborales. En el pasado, cuando un trabajador de una empresa subcontratista o de provisión de personal quedaba tetrapléjico y lograba finalmente una indemnización y la iba a cobrar, la empresa de papel no tenía cómo pagar y desaparecía. El artículo 183-E, en cambio, obligará a la mandante a responsabilizarse en tal situación.



Pido, por tanto, que se apoye dicha norma. 



Cuando fui Director del SESMA, comprobé que se daban las más brutales aberraciones en materia de seguridad laboral y de accidentes del trabajo, por los que nadie respondía. Y me tocó muchas veces ver niños huérfanos y personas lisiadas; pero la empresa contratista, subcontratista o de provisión de personal jamás respondió.



Ése es uno de los avances de este proyecto. 



Solicito que quede en evidencia cómo se va a votar, porque esto tiene que ver con la salud, con la vida y con la dignidad de los trabajadores.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Quedan tres oradores inscritos: los Senadores señores Núñez, quien dispone de 3 minutos; Gómez, 2 minutos, y Gazmuri, también 2 minutos.



Sus Señorías pueden fundamentar el voto o, si lo prefieren, hacer uso de su tiempo.



Tiene la palabra el Honorable señor Núñez. 

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, yo estoy dispuesto a no hacer uso de la palabra.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- ¡Silencio, por favor!

El señor NÚÑEZ.- Pero la Senadora Evelyn Matthei ha lanzado una descalificación absolutamente inaceptable respecto de sus colegas. 



Aquí nunca -¡nunca!- habíamos escuchado expresiones como ésas hacia Senadores que tenemos tanta legitimidad como ella y jamás hemos utilizado descalificaciones como las que usó, extendiéndolas incluso a Ministros y dirigentes sindicales.



Por tanto, si queremos tener paz, tranquilidad y altura de miras para seguir discutiendo temas tan trascendentales como éste, pido a la Mesa que solicite a la señora Senadora que retire sus afirmaciones.



--(Manifestaciones en tribunas).

La señora MATTHEI.- ¿A qué descalificaciones se refiere?

El señor PIZARRO.- ¡A lo imposible nadie está obligado…!

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Cantero.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, le pido que haga cumplir el Reglamento y evitar las manifestaciones del público. Se produce una falta de espíritu democrático precisamente por eso.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, considero que éste es un momento importante para Chile, para los trabajadores, para todos nosotros, porque estamos a punto de votar una iniciativa que, de una vez por todas, va a terminar con un sistema laboral que ha sido siempre de miseria para quienes son subcontratados.



Yo represento a una Región en la cual esto existe -se fuerza a funcionar así en el sector minero- y donde la mayoría de los que ahí laboran son subcontratados, registrando diferencias tremendas entre los trabajadores.



Por eso, creo que éste es un momento importante para Chile. No es hora de descalificaciones, sino de sentirnos orgullosos de este primer paso que vamos a dar, para el país y los trabajadores. Eso es lo que se debe resaltar. Las descalificaciones y todo lo demás no nos ayudan a crecer. Lo que nos permite hacerlo, en definitiva, es hacer las cosas bien. Éste es un paso adelante.



Los Senadores radicales vamos a votar gustosos a favor del proyecto. Es un avance. Pero nos habría gustado mucho más. 



Hemos planteado y discutido los diversos puntos. Por ello, nos preocupa algo que aquí no se ha dicho y que va más allá de aprobar la iniciativa: esto significa tener buenos tribunales del trabajo; significa tener una Inspección del Trabajo capaz de cumplir los objetivos que la ley dispone; significa que nos preocupemos realmente de las pymes y de las minipymes. Porque los grandes empresarios se cuidan solos; pero las pequeñas empresas, no; y los trabajadores, tampoco. 



Por eso, señor Presidente, en vez de lanzar descalificaciones de un lado u otro, debiéramos estar felices de tener a los trabajadores en las tribunas, de que el Congreso vote de la manera como lo va a hacer y de que el Gobierno haya tomado la decisión de tramitar el proyecto con urgencia, para que de aquí al 21 de mayo tengamos una ley que, por lo menos, sea un primer paso en el respeto a la dignidad de los trabajadores chilenos.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gazmuri, por 2 minutos, y luego votaremos.

El señor GAZMURI.- Seré muy breve.



Señor Presidente, hay aquí una paradoja: estamos aprobando una iniciativa de ley para que se cumpla la ley. Y eso, a mi juicio, grafica el nivel de deterioro existente en Chile en las relaciones laborales y en los derechos del trabajo. Porque, básicamente, lo que estamos pidiéndoles al país y a los empresarios es que cumplan la ley, que no la distorsionen. Y, en ese sentido, esto es un avance.



Yo represento a una Región donde la mayoría de los trabajadores y trabajadoras están en régimen de subcontrato o de enganchadores. Y esta normativa va a servir. No es una casualidad que la Región del Maule tenga el salario per cápita más bajo del país. Este proyecto va a ayudar.



Pero lo que resolverá los problemas –y, por lo tanto, el “pendiente” que viene- me parece que tiene nombre y apellido. En la Región del Maule, sólo 2 por ciento de los trabajadores ejerce el derecho constitucional a la negociación colectiva. Y mientras no ampliemos ésta no habrá efectivamente un proceso que mejore la distribución de la riqueza.



En consecuencia, apruebo con gusto el proyecto, porque espero que en la próxima temporada desaparezcan los enganchadores, por lo menos en la Región que represento. Y eso constituirá un avance. Pero sostengo que éste es el primer paso en un tema crucial para la salud y la equidad en Chile y que no hemos podido enfrentar durante los últimos 16 años: hacer real el derecho a la negociación colectiva.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Cerrado el debate.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Señores Senadores, en el artículo 2º, nuevo, la Cámara de Diputados agregó un inciso segundo y un inciso tercero, nuevos, al artículo 92 bis del Código del Trabajo. El último de ellos fue aprobado por mayoría en la Comisión, habiéndose registrado tres votos a favor, de los Senadores señores Letelier, Muñoz Aburto y Pizarro, y dos en contra, de los Honorables señores Allamand y Longueira.



Dicha norma expresa lo siguiente:



“Cuando los servicios prestados se limiten sólo a la intermediación de trabajadores a una faena, se aplicará lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 183-A, debiendo entenderse que dichos trabajadores son dependientes del dueño de la obra, empresa o faena.”.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En votación electrónica.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el inciso tercero, nuevo, del artículo 92 bis (21 votos a favor y 16 abstenciones).



Votaron por la afirmativa la señora Alvear y los señores Ávila, Bianchi, Cantero, Escalona, Flores, Frei (don Eduardo), Gazmuri, Girardi, Gómez, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Pizarro, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Se abstuvieron los señores Allamand, Arancibia, Chadwick, Coloma, Espina, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Matthei, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Romero.



--(Aplausos en tribunas).

El señor HOFFMANN (Secretario).- Seguidamente, señores Senadores, antes de iniciarse el debate sobre el Título VII, “DEL TRABAJO EN RÉGIMEN DE SUBCONTRATACIÓN Y DEL TRABAJO EN EMPRESAS DE SERVICIOS TEMPORARIOS”, he pedido autorización al señor Presidente para referirme a un problema práctico de la Secretaría.



En efecto, en algunas partes del proyecto figura la expresión “servicios temporarios”, y en otras, “servicios transitorios”.



Hay casos casi anecdóticos. Por ejemplo, el Párrafo 2º es “De las empresas de servicios temporarios”, etcétera, y la primera de sus disposiciones expresa que, “Para los fines de este Código, se entiende por:



“a) Empresa de Servicios Transitorios”.



Entonces, existe una diferencia entre el título del Párrafo y el primero de sus artículos, correspondiendo la redacción de este último a la Cámara de Diputados. No ha intervenido en ello nuestro personal.



Y, más adelante, el primer epígrafe de dicho Párrafo es “De las Empresas de Servicios Temporarios”.



Ahora bien, existen dos posibilidades: o se cambia todo por “temporario” o todo por “transitorio”, o bien, se deja el texto como está, para que sea arreglado mediante el veto.

El señor ALLAMAND.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, con relación a lo dicho por el señor Secretario, pienso que, por una razón que se podría llamar de “economía procesal” en la votación, sería mejor que los innumerables defectos técnicos de redacción del proyecto se arreglaran por la “vía constitucional”, como fue el eufemismo que aquí se utilizó. De lo contrario, tendríamos que corregir aspectos formales en casi todos los artículos.



Entonces, salvada la responsabilidad de esta Corporación y asumiéndose que los errores de transcripción -algunos tan burdos como el que mencionó el señor Secretario- provienen de la Cámara de Diputados, sugiero que, para los efectos prácticos de no dilatar la votación, confiemos en que esa “vía constitucional” permitirá resolver el conjunto de imperfecciones técnicas de la iniciativa.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- ¿Habría acuerdo en la Sala para acoger lo propuesto?

El señor HOFFMANN (Secretario).- El texto quedaría igual, entonces, y se arreglaría más adelante.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Así es.

El señor NAVARRO.- Pero no en los términos en que lo planteó el Senador señor Allamand.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor ANDRADE (Ministro del Trabajo y Previsión Social).- Señor Presidente, quiero señalar que, como se ha expuesto anteriormente, es la voluntad del Ejecutivo resolver algunas de estas cuestiones por la vía de sus facultades. En consecuencia, el texto del proyecto puede mantenerse tal cual está, para que luego se solucionen los errores a través del veto.



Gracias.

El señor CHADWICK.- ¡Lo dijo, señor Presidente…!

El señor ALLAMAND- ¡Finalmente mencionó la palabra…!

El señor ANDRADE (Ministro del Trabajo y Previsión Social).- ¡El “Veto” es un amigo mío…!

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- En el Título VII, la Cámara de Diputados propone intercalar, antes del Párrafo 1º, el siguiente artículo 183 ter, nuevo:



“Para los efectos del presente título, se entiende por empresa toda organización de medios personales, materiales, e inmateriales, ordenados bajo la dirección de un empleador, para el logro de fines económicos, sociales, culturales o benéficos.”.



Esta norma fue aprobada en la Comisión por mayoría de 3 votos a favor (Senadores señores Letelier, Muñoz Aburto y Pizarro) y 2 en contra (Honorables señores Allamand y Longueira).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, aprobaremos el artículo con la misma votación anterior.



No hay acuerdo.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, me referiré muy rápidamente a este artículo, que voy a rechazar. 



Respecto de esta materia deseo exponer tres argumentos.



En primer lugar, no resulta razonable que en un mismo cuerpo legal existan dos definiciones distintas para el mismo concepto. La verdad es que no hay otros precedentes en la legislación en que un punto de tanta implicancia para el conjunto del ordenamiento sea definido para algunos efectos de una manera, y para otros, de modo diferente.



A mi juicio, en cierta forma contraría el sentido común el hecho de que en un mismo cuerpo legal existan dos conceptos de “empresa”. Y esta situación abrirá un conjunto de incertidumbres jurídicas que, obviamente, sería razonable evitar.



En segundo término, deseo hacer presente que la cuestión fue debatida explícitamente por el Senado en 2001. Y, para dejar constancia de ello en la historia fidedigna de la ley, voy a citar brevemente -dentro de mi tiempo- lo expresado por el entonces Senador señor Boeninger en esa oportunidad.

El señor GAZMURI.- Ex Senador.

El señor ALLAMAND.- Sí. ¡Y hace bastante falta!



En esa oportunidad señaló: “tengo la convicción de que esa parte” -aludiendo a la necesidad de mantener en la empresa el concepto de identidad legal, jurídica- “es esencial en la definición de la empresa pues todas tienen una individualidad legal determinada. En la medida en que esa frase no quede en la definición, se caerá en el terreno de la incerteza jurídica, y, en definitiva, será objeto de interpretación, en cada caso particular, si se trata o no de una empresa”.



Es exactamente la misma situación que existe hoy día.



Pero cabe mencionar que, en aquella ocasión, los entonces Senadores señores Foxley, Andrés Zaldívar, Hamilton y Moreno y los Honorables señores Adolfo Zaldívar, Frei y Sabag compartieron la opinión del señor Boeninger.



Es decir, desde un punto de vista conceptual, una doble definición de empresa es un error. Y, desde el punto de vista conceptual en sí mismo, el que el concepto de “empresa” no tenga individualidad jurídica es un error aún más grueso.



Y, en tercer lugar, quiero hacer expresa reserva de constitucionalidad respecto de este artículo. Básicamente, porque, a mi entender, en la forma como está redactado termina, en la práctica, por atentar tanto contra el derecho al libre emprendimiento como contra el derecho de asociación.



En consecuencia, voto en contra y -reitero- hago expresa reserva de constitucionalidad acerca de la norma.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gazmuri.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, creo que éste es el núcleo del proyecto, porque el elemento central que permite el abuso es precisamente la actual definición de “empresa” en el Código del Trabajo. Lo que aquí se ha denunciado hasta el cansancio, en cuanto a las ciento y tantas razones sociales en empresas como Almacenes Paris, por ejemplo, se basa precisamente en una interpretación abusiva de dicho concepto.



Ahora bien, es verdad que van a quedar dos definiciones. Pero esto se resuelve en forma muy fácil: derogando la otra. Como bancada del Partido Socialista, lo proponemos a manera de indicación, sin perjuicio de plantearlo como proyecto de ley una vez que se apruebe la norma que nos ocupa.



--(Aplausos en tribunas).

El señor GAZMURI.- Por supuesto, invitaremos a los señores Senadores a que lo apoyen cuando presentemos en junio la derogación, para que quede una sola definición de empresa en el Código del Trabajo.



Voto a favor.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, quiero precisar dos cosas respecto de este artículo, para responder lo que se ha manifestado.



Primero, me sumo a la reserva constitucional planteada.



En seguida, les diría a los socialistas que han hecho hincapié en un solo concepto de “empresa” que presentaran la iniciativa pertinente. Son mayoría en el Parlamento. No entiendo por qué no lo concretaron en el proyecto en debate. 



Por tanto, no sé a quién pretenden asustar con esta forma de expresarse. Si creen que eso es lo mejor para el país y los trabajadores, que lo hagan. Insisto en que tienen mayoría.



Lo segundo que deseo señalar es que -tal como ha dicho el señor Ministro- desde hace cuatro años toda la jurisprudencia ha sido una y clara, de modo que no va a cambiar en nada lo que ya están fallando los tribunales y la Inspección del Trabajo.



Creemos que todo lo que se pretende evitar se halla impedido en otros artículos. Todo lo concerniente a la constitución de sociedades, a la simulación, está sancionado drásticamente en otras normas. No se requiere, entonces, estar cambiando los conceptos de las cosas para evitar los efectos que generan. El proyecto recoge todas las figuras que obedecían precisamente a la multiplicidad de sociedades, lo que hoy ya no se puede hacer. Es decir, ya no habrá sociedades vinculadas que sean filiales y que se autopresten trabajo. Y quien incurra en una simulación recibirá sanciones drásticas, contemplándose cuantiosas multas para esos efectos. De modo que esto se resuelve adecuadamente en el texto propuesto.



Nosotros sugeríamos incluso un criterio más riguroso y sancionar a los gerentes generales de las empresas que hicieran simulación. Pero la redacción aprobada por la Cámara de Diputados contiene penas muy drásticas.



Esto es exactamente lo mismo que vender el “sillón de don Otto”. Aquí no se puede estar cambiando el concepto de las cosas, repito. El concepto de “empresa” es uno y no es lo que permite el abuso: éste lo comete la gente inescrupulosa.



CODELCO, por ejemplo, es una empresa del Estado -ni siquiera es una sociedad anónima, como tampoco una sociedad limitada, sin perjuicio de hallarse, además, en la Constitución-, y no hay nadie que atropelle más que ella los derechos de los trabajadores.



Entonces, lo importante no es cambiar el concepto de las cosas –reitero-, sino legislar bien.



Voto en contra.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, por supuesto que cada uno puede votar como estima conveniente, y en conciencia, y advertir prevenciones de constitucionalidad.



Sin embargo, yo, que preferí callar para escuchar las palabras del Honorable señor Ávila, quiero señalar hoy día que no entiende cuál es la prevención que se hace.



Porque resulta que estamos hablando de la ley. Y, al hacerlo, nos referimos a los conceptos y definiciones legales.



En Derecho Comercial, el concepto de “empresa” siempre ha sido definido como de carácter económico, aplicable a las actividades de prestación de bienes y servicios, independientemente de que tenga individualidad jurídica o no. De hecho, en Derecho Tributario, por ejemplo, una persona natural puede constituirse como contribuyente de esa índole o como contribuyente empresa de primera categoría. Porque lo que importa realmente es el concepto de la unidad bajo una dirección determinada de los factores productivos, con el fin de desarrollar actividades, sean económicas, productivas o de beneficio.



El concepto de “empresa” per se no es lo mismo que el de “sociedad”, como no es lo mismo éste que el de “establecimiento comercial”, ni éste que el de “local de comercio”.



En consecuencia, sinceramente, no veo dónde está la inconstitucionalidad de determinar lo que en Derecho es: que la empresa no tiene una individualidad legal determinada. La empresa es una conjunción económica para producir bienes y servicios u otros beneficios distintos.



En consecuencia, no obstante todo el derecho que los señores Senadores tienen para votar y prevenir de constitucionalidad, no observo ninguna razón para esto último.



Voto a favor.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, sólo quiero expresar lo siguiente. 



Sin duda, a algunos de nosotros, por lo menos, nos gustaría que el nuevo concepto del artículo 3º del proyecto fuera el de empresa en el Código del Trabajo, de la cual lo único que se hace es eliminar el que esté dotada de una individualidad legal determinada.



Aquí se ha planteado que en esa medida se entra en una limitación de la facultad del libre emprendimiento, lo que constituye una falsedad absoluta. Uno puede constituir todas las razones sociales y todas las personalidades jurídicas que quiera, pero, para los efectos del Código, no se podrán usar esas razones sociales ni será posible escudarse tras esas personalidades jurídicas para restringir el ejercicio de los derechos de los trabajadores.



Ése es el sentido del cambio de la definición: reafirmar el principio de realidad en la empresa.



Por eso, vamos a votar a favor de esta norma.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ávila.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, en la discusión anterior la Oposición parecía retozar dentro de las generalidades del proyecto, pero al llegarse a los puntos neurálgicos muestra las garras. Nos anuncia ahora que intentará dinamitar el núcleo básico de esta iniciativa apelando al Tribunal Constitucional.



Ojalá que no le presten oído en esa instancia, a diferencia de lo que tantas veces hemos tenido que sufrir.



Pero creo que es indispensable dejar constancia, para la historia de la ley, de que la intención de eliminar esta norma es simplemente hacer lo del “gatopardo”; esto es, cambiar para que todo quede igual.



¡No lo vamos a aceptar de ninguna manera!



Los delincuentes comunes -y algunos muy distinguidos- usan “chapa”.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ÁVILA.- Ahora bien, hay multitiendas que los imitan. Entre Almacenes Paris y Ripley acumulan, en conjunto, más de 300 razones sociales artificiales, concebidas únicamente para atomizar al máximo la fuerza laboral. Entonces, se dan absurdos como el que se observa en Valparaíso, donde Falabella tiene “un” empleado: su gerente. El resto pertenece a las “chapas” jurídicas, de modo que queda absolutamente inhabilitado para ejercer cualquier derecho, por elemental que sea.



Dejo constancia, señor Presidente, de que el solo intento de pretender eliminar esta disposición es echar por tierra todo lo que este proyecto, tímido aún, significa y con el cual se puede lograr un mínimo de equidad en las relaciones obrero-patronales.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, al fundamentar el voto, quiero decir que efectivamente en este punto radica la discusión y la diferencia más profunda que tenemos con la Derecha respecto de la iniciativa.



Uno debe preguntarse por qué se plantea una definición especial en este proyecto de ley. Las razones las han esgrimido diversos señores Senadores. Se ha tenido que clarificar la expresión a fin de tratar de terminar de una vez por todas con el abuso reiterado, permanente y consistente de las empresas, particularmente de las más grandes, que han mal utilizado la definición de “empresa” establecida en el Código, para engañar a los trabajadores, no pagarles los salarios que corresponden y no cumplir con las normas mínimas allí consignadas.



En respuesta a un colega que hizo referencia a la votación de la iniciativa durante el primer trámite en el Senado, debo decir que me alegro que la Cámara de Diputados haya aclarado aún más este concepto. Creo que los Senadores de mi Partido que en esa oportunidad votaron la iniciativa también se encuentran muy contentos de que ella hubiese sido mejorada en la otra rama del Congreso, para evitar así los abusos. 



No debería extrañar a Su Señoría que los Parlamentarios cambien su opinión cuando se convencen de que las cosas pueden hacerse mejor.



Al mismo señor Senador deseo recordarle que los Diputados de Renovación Nacional votaron a favor de esta definición en la Cámara Baja, lo que me parece bien. Pero me habría gustado que existiera consecuencia entre todos los Parlamentarios de tal colectividad política, pues los Diputados apoyaron a los trabajadores y ahora los Senadores están defendiendo los intereses de los empresarios.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el artículo 183 ter, nuevo, introducido por la Cámara de Diputados (20 votos contra 16 y una abstención).



Votaron por la afirmativa la señora Alvear y los señores Ávila, Bianchi, Escalona, Flores, Frei (don Eduardo), Gazmuri, Girardi, Gómez, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Pizarro, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Votaron por la negativa los señores Allamand, Arancibia, Chadwick, Coloma, Espina, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Matthei, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Romero.



Se abstuvo el señor Cantero.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- A continuación, corresponde pronunciarse respecto del artículo 152-A, que ha pasado a ser 183-A, sustituido por otro.



Dicha norma fue aprobada en la Comisión por los Senadores señores Letelier, Muñoz Aburto y Pizarro; se pronunciaron en contra los Honorables señores Allamand y Longueira.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión la modificación de la Cámara de Diputados.



Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, en la Comisión nosotros nos pronunciamos por el rechazo de esta disposición. 



En estos días logramos derrotar -por decirlo de alguna forma- a aquellas personas que no deseaban mejorar el proyecto o que no concurriéramos en forma unánime a perfeccionar diversas normas.



Por fortuna, el Acuerdo alcanzado permite un perfeccionamiento al artículo 183-A, respecto del cual nos abstendremos en la votación, ya que  próximamente, a través del “instrumento constitucional”, será perfeccionado para que la subcontratación esté referida al lugar de trabajo, como se establece en el inciso primero.



Distintos Senadores, no sólo de la Alianza por Chile, plantearon que era importante establecer también en este artículo el concepto de “habitualidad”. 



Sin embargo, como ello forma parte del primer punto del Protocolo de Acuerdo suscrito por Senadores de todas las bancadas, nos abstendremos, comprometiendo nuestros votos favorables una vez que ingresen a trámite al Congreso Nacional las normas que perfeccionan el proyecto y recogen lo planteado y lo que se ha concordado.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, en relación con este artículo, simplemente deseo reiterar el concepto expresado por el señor Senador que me precedió en cuanto a que el número 2 del Protocolo de Acuerdo establece específicamente una modificación sustantiva -porque de eso se trata: de una modificación sustantiva- sobre el contenido y alcance de la definición.



Pero, al margen de lo anterior, quiero llamar la atención respecto de una expresión utilizada en el mismo artículo 183-A, en la parte final del inciso primero -fue un aporte de la  Cámara Diputados a la definición original emanada del Senado-, donde se denomina “mandante” a la empresa contratante.



Más allá de las innumerables imperfecciones técnicas de que se ha hecho mención, aquí hay una cuestión que dilucidar en cuanto a si esta Corporación quiere o no quiere insistir en lo que derechamente constituye una aberración jurídica. 



La verdad, señor Presidente, es que la definición de “subcontratación” indica que se trata en definitiva de servicios o faenas que se ejecutan por cuenta y riesgo del contratista o del subcontratista. Pero posteriormente se denomina “mandato” a esta figura. Y si uno se remite al artículo 2116 del Código Civil, podrá ver que ahí se define lo que es “mandato”. Dice aquel precepto: “El mandato es un contrato en que una persona confía la gestión de uno o más negocios a otra, que se hace cargo de ellos por cuenta y riesgo de la primera”. 



Es decir, esa definición es del todo contraria a lo que se establece acá. Para esa denominación se escogió el único concepto del Código Civil que es exactamente contradictorio, inverso y conceptualmente opuesto a la figura jurídica que se pretende definir.



En consecuencia, sería muy útil que, por la vía constitucional que al efecto deba utilizarse, no se insistiera en esta aberración de “bulto”, porque francamente esta cuestión repugna al sentido común más elemental. Yo creo que a un alumno de primer año de Derecho simplemente lo “rajan” si en una definición utiliza un concepto jurídico exactamente opuesto al que corresponde.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, es muy importante tener claridad sobre lo que se votará, más aún cuando no sé si para los colegas que me han antecedido resulta tan sustantiva la diferencia, como ellos lo indican o como lo entendemos nosotros. A nuestro juicio, ella es absolutamente marginal, por cuanto en la definición de “subcontratación” lo que se hace es explicitar un punto que muchos damos por entendido y que la jurisprudencia resolvió hace bastante tiempo.



La subcontratación es más bien una relación laboral de subordinación y dependencia, y bajo este último concepto están la continuidad y la habitualidad. Contrario sensu, algo que no es de subordinación o dependencia y que no es continuo -es decir, un hecho esporádico y discontinuo- no da bases para una relación laboral.



Vamos a lo práctico. 



Si contratamos a una empresa como la CTC para que nos instale teléfonos, ¿tenemos una relación de subcontratación? No: es una compra de servicios. Si uno celebra con un banquetero un convenio sobre algo discontinuo, esporádico, ¿hay una relación de subcontratación? No.



Eso es lo único que se deberá precisar. Ése es el acuerdo respecto de esta definición, sin desvirtuar lo que la Cámara de Diputados aprobó en lo sustantivo en orden a entender que se trata de una relación entre una empresa -que tiene dirección, subordinación y dependencia de sus trabajadores- que contrata con otra que es mandante la realización de una obra o la prestación de un servicio.



Yo no soy especialista en Derecho Civil, pero entiendo que el “mandato” es una cosa y el “mandante” otra. En el texto se precisa que, para los efectos del Código del Trabajo, el mandante es lo que aquí se define. En subsidio funciona el Código Civil. Y en esto tengo discrepancias con el Senador señor Allamand. Lo discutimos en la Comisión. No me cabe la menor duda de que, para las decisiones de los tribunales, se entiende claramente cuál es el sentido del concepto de mandante que aquí se da.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En votación electrónica.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la modificación de la Cámara de Diputados (20 votos a favor y 17 abstenciones).



--(Aplausos en tribunas).



Votaron por la afirmativa la señora Alvear y los señores Ávila, Bianchi, Escalona, Flores, Frei (don Eduardo), Gazmuri, Girardi, Gómez, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Pizarro, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Se abstuvieron los señores Allamand, Arancibia, Cantero, Chadwick, Coloma, Espina, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Matthei, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Romero. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Enseguida, corresponde tratar el artículo 152-B, que ha pasado a ser 183-B, sustituido por otro que termina con la frase “cuando quien encargue la obra sea una persona natural.”.



La Comisión de Trabajo aprobó esta norma con los votos de los Honorables señores Letelier, Muñoz Aburto y Pizarro. Votaron en contra los Senadores señores Allamand y Longueira.

El señor NÚÑEZ.- Que se apruebe con la misma votación.

El señor ALLAMAND.- Pido la palabra.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión la enmienda.



Tiene la palabra el Senador señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, también hubo una discrepancia respecto de qué debía incorporarse entre los elementos sustantivos de la definición.



Además, el Acuerdo Político, en su punto 1, precisamente establece que cuando en este artículo se habla de responsabilidad se refiere sólo “a las obligaciones de dar” y que aquélla se limita “sólo a las indemnizaciones legales que corresponden por término de la relación laboral”.



Lo anterior no deja de ser significativo, porque, según la redacción de la Cámara de Diputados, las indemnizaciones son legales y contractuales. El disponer que fueran contractuales abría una caja de Pandora en términos de eventuales colusiones que podrían haber ido mucho más allá del objetivo que presumiblemente el legislador tenía.



La enmienda de la Cámara Baja también señala que la responsabilidad debe establecerse por eventuales indemnizaciones legales y contractuales. Incorporar en una norma legal que puede existir responsabilidad por una eventualidad no deja de ser significativo.



En consecuencia, señor Presidente, respecto de este artículo nos vamos a abstener, porque en virtud del Acuerdo Político y mediante la vía constitucional se introducirán las necesarias enmiendas para una corrección sustantiva de la redacción dada a este artículo.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, quiero complementar la exposición del Senador señor Allamand señalando que el punto que nos ocupa es el segundo de los seis del Acuerdo Político alcanzado en las últimas horas. Y creo que es muy importante, porque evita judicializar la relación empresario-trabajador al precisarse que todos compartimos un concepto de solidaridad, que acotamos claramente respecto de las materias que corresponden.


Lo anterior para algunos será sustancial; para otros, no.



Si lo sustancial de lo que estamos aprobando va a regirse por la jurisprudencia -como dijo un colega hace unos minutos-, no hay nada más irrelevante que el artículo 183 ter, intercalado al ARTÍCULO 3º del proyecto -éste establece el concepto de "empresa"-, porque desde hace cuatro años aquélla considera que para efectos laborales no corre la individualidad de la empresa. 



Por lo tanto, quiero dejar muy claro, para la historia de la ley y para no engañar a la opinión pública, que el artículo menos relevante de la iniciativa es precisamente aquél y que lo más importante radica en los preceptos que permiten sancionar drásticamente a quienes pretendan crear empresas de papel para autoprestarse servicios laborales o evitar cumplir con los derechos de los trabajadores.



Para quienes nos jugamos por el Acuerdo de manera resuelta, éste es un segundo punto muy significativo, que viene a perfeccionar el texto y a evitar la comisión de un abuso, en el sentido de que un contratista o subcontratista y un trabajador podrían ponerse de acuerdo en una indemnización contractual que finalmente sería exigida al mandante.



Aquí hay un punto muy importante, señor Presidente, porque muchas veces pensamos que en la relación entre el mandante y el subcontratante o contratista siempre el primero es más grande. En verdad, no es tan así en muchos rubros. Por ejemplo, una empresa que presta servicios de casino hoy día es más grande que muchos mandantes. Por ello, a los trabajadores les conviene mantener una relación laboral con el mandante que posee una empresa mucho más potente, con mayor capital, que la que pudieran tener con varias pequeñas empresas que solicitan o contratan el servicio. 



En tal sentido, pido que también exista en el país una visión de equilibrio, pues no necesariamente el mandante -nombre bastante rimbombante- representa a la gran empresa que se sugiere, ya que en diversas áreas hay muchos subcontratistas y contratistas bastante mayores que los mandantes.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, como en toda materia importante que demora años en modificarse, existe aquí un esfuerzo para precisar los términos, porque podría ocurrir que con uno de ellos llegáramos a lo contrario.



Para nosotros, lo sustantivo radica en las obligaciones que establece la redacción. 



Independientemente de que la Cámara de Diputados haya incurrido en imperfecciones en la redacción del proyecto, ellas no son tanto para quienes éramos miembros de ella en enero pasado. Son más las perfecciones que se introdujeron en esa rama legislativa. 



En tal sentido, queremos precisar que, desde el punto de vista del contenido de este artículo, las obligaciones laborales y previsionales son esenciales.



Hoy el país asiste a un diálogo en relación con la reforma previsional. Y yo siento que con este precepto estamos dando un gran paso en ella, porque una de las cosas más graves que existen en Chile dice relación al incumplimiento de las obligaciones previsionales vinculadas con los trabajadores, los cuales muchas veces carecen de la densidad suficiente para optar a una jubilación digna y decente. Y uno de los defectos más delicados del sistema de subcontratación es precisamente el no cumplir con esas obligaciones.



En consecuencia, el aspecto contenido en el texto resulta sustantivo.



Siempre hemos estado de acuerdo en que la redacción se puede modificar. Pero ello no significa renunciar, sacar ni excluir aspectos fundamentales. 



Al mismo tiempo, la relación laboral incluye indemnizaciones legales. En nuestra opinión, éstas no deben atentar contra los logros de la propia organización sindical. Dentro de esas obligaciones legales también están los beneficios alcanzados a través de la negociación colectiva. 



En consecuencia, asumiendo lo que señala la Oposición, lógicamente podemos concurrir a modificar la redacción con fines de perfeccionar el artículo, pero, por cierto, sin negar lo que él establece. 



El Senador señor Longueira recordó en su intervención anterior el chiste de don Otto. Lo que ocurre es que en este caso, al parecer, don Otto no tenía un solo sofá sino muchos, y tampoco un solo nombre, sino varios. Y lo que nosotros queremos es que ese empleador –se llame Otto, Jurgen, Michael o como sea- asuma el conjunto de sus obligaciones previsionales y laborales con los trabajadores.

El señor LONGUEIRA.- ¡Me parece bien, compañero…!

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En votación electrónica.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el artículo 152-B, que pasó a ser 183-B (20 votos a favor y 17 abstenciones). 



Votaron por la afirmativa la señora Alvear y los señores Ávila, Bianchi, Escalona, Flores, Frei (don Eduardo), Gazmuri, Girardi, Gómez, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Pizarro, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Se abstuvieron los señores Allamand, Arancibia, Cantero, Chadwick, Coloma, Espina, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Matthei, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Romero. 



--(Aplausos en tribunas).

El señor HOFFMANN (Secretario).- Seguidamente, hay que…

El señor LONGUEIRA.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Sí, señor Senador.

El señor LONGUEIRA.- Para acelerar un poco el trámite, propongo votar juntos los artículos 183-C y 183-D, ya que corresponden a la misma materia, y aprobar por unanimidad el 183-E, porque, dado el Acuerdo, vamos a votarlo a favor.

El señor ÁVILA.- Me parece muy bien.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Vamos por orden. Si no, nos podemos perder. Los trataremos a medida que vayan apareciendo.

El señor LONGUEIRA.- Pero vienen inmediatamente a continuación, señor Presidente. Si se acoge mi idea, podremos votar juntos los artículos que he señalado. De esa manera, si alguien quisiera fundamentar su voto, podría referirse a los dos que forman parte de una misma materia. En seguida, no hay inconveniente en dar por aprobado el 183-E, respecto del cual existe unanimidad.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Muy bien.

El señor HOFFMANN (Secretario).-  En consecuencia, corresponde votar en conjunto los artículos 152-C, que pasó a ser 183-C, y 183-D, nuevo. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión ambos artículos.

El señor ALLAMAND.- Pido la palabra.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Puede hacer uso de ella, señor Senador. 

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, también con relación a estos dos artículos cabe remarcar cuál es el contenido del Acuerdo Político alcanzado en esta materia. Éste se contiene en un Protocolo que señala exactamente sus alcances. Y lo hago presente porque, al escuchar las intervenciones de algunos señores Senadores que me han antecedido en el uso de la palabra, da la impresión de que aquello que se acuerda y queda claramente expuesto en el texto del Protocolo de alguna manera quiere dejarse en vilo o en entredicho desde el punto de vista de su materialización. 



Cuando uno concurre a un acuerdo, lo hace de buena fe, de frente; en definitiva, hace fe de aquello que dice. Entonces,  cuando el texto convenido señala: “Se cambia esto por esto otro”, debe entenderse, precisamente, que se hace eso, no que no se cambia nada. Porque, de lo contrario, sería mucho mejor no llegar a un acuerdo. Aquí hay en juego una cuestión de seriedad.



Efectuada esa salvedad, que me parece importante para los acuerdos que alcanzamos y para la permanencia de la buena fe en esta Corporación, quiero manifestar que el número 3 del Protocolo de Acuerdo señala dos aspectos extraordinariamente relevantes en términos de la operatividad y de los mecanismos que aquí se establecen. 



Se convino que a través de un reglamento, el cual deberá dictarse en un plazo de 90 días, se dispondrá “la forma en que la Inspección del Trabajo emitirá los certificados sobre el cumplimiento de obligaciones laborales y previsionales.”.



Eso es de suma importancia, porque, si no se opera de manera expedita en la materia, el entrabamiento del conjunto de estas normas va a ser un obstáculo mayor para la propia Inspección del Trabajo. 



También cabe destacar lo que señala el Acuerdo en términos de que el reglamento aludido va a definir la manera en que entidades e instituciones –obviamente distintas de la Inspección del Trabajo- podrán certificar el cumplimiento  de  las  obligaciones  laborales.  Ello, porque  sería muy útil, para que la norma pertinente tuviera una operatoria real y no generara un entrabamiento, que el referido reglamento abriera tal posibilidad, de manera de contar con un estatuto que permitiera a determinadas empresas privadas certificar el cumplimiento de las obligaciones laborales y previsionales.



Creo necesario, señor Presidente, esclarecer que éste fue un tema de arduo debate en la Comisión y que sobre él alcanzamos un acuerdo. Y el acuerdo establece que habrá un reglamento, que éste deberá dictarse dentro de 90 días y que se hará un conjunto de cosas. Y lo señalo para que nadie pueda aducir que donde dice “reglamento” no hay reglamento; que, a pesar de que se habla de “90 días”, no son 90 días, o que, cuando se señala que “tendrá que haber una reglamentación”, en realidad se quiere indicar que no habrá reglamentación.



Eso es todo.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, particularmente con relación a lo planteado por el Senador señor Espina…

El señor LONGUEIRA.- ¡El Honorable señor Espina no ha hablado!

El señor NAVARRO.- Perdón. Me refiero al Senador señor Allamand.



Señor Presidente, creo que la flexibilización derivada de establecer en la norma la expresión “o bien por medios idóneos” da cuenta de una experiencia que hemos tenido: la autorización de los notarios para certificar el pago de las obligaciones previsionales. 



Ésta es una situación compleja. Hemos visto frente a las notarías de nuestro país decenas de trabajadores esperando poder certificar dicho pago, pero sin ninguna asesoría legal en materia laboral. 



Más aún, el que la acreditación pueda no hacerse con documentos de la Dirección del Trabajo sino “por medios idóneos” y el que se autorice a empresas privadas para ello, francamente, me parece un exceso. Éste es el estado de excepcionalidad. 



En definitiva, me preocupa que, aparte de tener “medios idóneos” no claramente establecidos, podamos ampliar tal procedimiento a la externalización de servicios –por así decir-, al punto de que quien certifique en definitiva sea un tercero cuya calificación desconocemos. 



En ese sentido, creo que la regla general debe ser la Dirección del Trabajo, con todos los problemas que tiene. Llevar esto más allá implica flexibilizar al infinito la norma. 



No estoy de acuerdo con la interpretación extensiva que dio el Senador señor Allamand respecto de este inciso.

El señor ALLAMAND.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría. 

El señor ALLAMAND.- Por supuesto, señor Presidente, es muy respetable la opinión del Honorable señor Navarro. El único problema es que, si no está conforme con el acuerdo que alcanzamos, corresponde que vote en contra. Porque lo que convinimos es exactamente lo contrario de lo que Su Señoría ha argumentado. Lo que acordamos es que existan entidades privadas e instituciones –obviamente, no estamos pensando en las notarías- que puedan certificar el cumplimiento de las obligaciones en cuestión. 



Objetivamente, ése fue el acuerdo. Y lo que ha dicho el Senador señor Navarro –su opinión es respetable, por cierto- es exactamente lo contrario. Entonces, yo le sugiero que vote en contra de esta parte del Acuerdo.



Eso es todo.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, la práctica hoy en día es que la Dirección del Trabajo certifica el estado de cumplimiento de tales obligaciones; o sea, se establece un procedimiento ya validado. 



También es importante indicar que ya hubo una experiencia piloto tremendamente exitosa entre aquella Dirección y la Cámara de la Construcción, conforme a la cual el proceso de certificación se realizó a través de un tercero. 



Lo relevante es que el procedimiento de certificación será validado por la Dirección del Trabajo. Y eso se integra al Protocolo de Acuerdo. No hay ninguna dificultad para ello, en tanto la Dirección del Trabajo supervise ese proceso.



Para entender esta norma, es menester señalar que el empresario mandante, quien requiere la información, se preocupa de que la empresa contratista cumpla las obligaciones laborales y previsionales y demuestra que ha buscado un verificador con ese fin, deja de tener responsabilidades solidarias y pasa a tener responsabilidades subsidiarias.



Ése es el sentido de la disposición.



El Protocolo de Acuerdo apunta a precisar algo que en sí ya existe; no afecta en nada lo que establece el Código del Trabajo.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ávila.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, una observación muy breve: ojalá a partir de esta disposición no terminemos con el chiste de ¡subcontratar el control sobre la subcontratación...!



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En votación electrónica.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Debo recordar que el señor Presidente ha puesto en votación conjunta los artículos 152-C, que pasó a ser 183-C, y 183-D, nuevo. No está en votación la supresión del antiguo artículo 152-D.



¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueban los artículos 152-C, que pasó a ser 183-C, y 183-D, nuevo (20 votos a favor y 16 abstenciones).



Votaron por la afirmativa la señora Alvear y los señores Ávila, Bianchi, Escalona, Frei (don Eduardo), Flores, Gazmuri, Girardi, Gómez, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Pizarro, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez. 



Se abstuvieron los señores Allamand, Arancibia, Cantero, Chadwick, Coloma, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Matthei, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Romero.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Seguidamente, la Cámara de Diputados suprimió el artículo 152-D. La Comisión también aprobó su eliminación, por tres votos a favor (Honorables señores Letelier, Muñoz Aburto y Pizarro) y dos en contra (Senadores señores Allamand y Longueira).

El señor LONGUEIRA.- Aprobémoslo con la misma votación anterior.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si no hubiere objeción, se aprobaría en la forma mencionada.



--Se aprueba la supresión del artículo 152-D, con la misma votación anterior (20 votos a favor y 16 abstenciones).

El señor HOFFMANN (Secretario).- A continuación, respecto del artículo 152-E, que pasó a ser 183-E, reemplazado por otro, fue aprobado por tres votos a favor (Honorables señores Letelier, Muñoz Aburto y Pizarro) y dos en contra (Senadores señores Allamand y Longueira).



Cabe hacer notar que el primer inciso de dicha norma requiere quórum calificado para su aprobación, es decir, los votos favorables de 19 señores Senadores.

El señor LONGUEIRA.- Estamos todos de acuerdo.



--Se aprueba el artículo 152-E, que pasó a ser 183-E (36 votos a favor).

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, sólo quiero valorar la importancia de la disposición que se acaba de aprobar. 



En Chile, todos los años pierden la vida por accidentes laborales 400 trabajadores. De ellos, alrededor de 300 mueren en empresas contratistas y subcontratistas. 



Este artículo es muy relevante, porque justamente va a permitir que la empresa mandante sea responsable de las condiciones de trabajo y responda por esos accidentes.



En mi opinión, éste es uno de los puntos más valiosos de la iniciativa que estamos debatiendo.



--(Aplausos en tribunas).

El señor HOFFMANN (Secretario).- En cuanto al artículo 152-F, que pasó a ser 183-F con modificaciones, su letra a) fue aprobada en la Comisión por tres votos a favor (Honorables señores Letelier, Muñoz Aburto y Pizarro) y dos en contra (Senadores señores Allamand y Longueira).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión la letra a).



Tiene la palabra el Honorable señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, éste es otro de los artículos que en virtud del Acuerdo Político van a experimentar una modificación, en nuestro concepto, muy importante.



La enmienda introducida por la Cámara de Diputados establece una modalidad de giro exclusivo para este tipo de empresas de servicios transitorios.



En concreto, el punto 4 del Acuerdo Político dispone que a través de la vía constitucional que se utilizará para este efecto se va a “ampliar el giro de las empresas de servicios transitorios a la selección, capacitación y formación de trabajadores, así como también a otras actividades afines en el campo de los recursos humanos”.



Sin duda, ello es importante y de alguna manera retoma la redacción dada por el Senado a este precepto en su primer trámite constitucional.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En votación electrónica.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba la letra a) del artículo 152-F, que pasó a ser 183-F (19 votos a favor y 16 abstenciones).



Votaron por la afirmativa la señora Alvear y los señores Ávila, Bianchi, Escalona, Frei (don Eduardo), Flores, Gazmuri, Girardi, Gómez, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Pizarro, Sabag y Vásquez.



Se abstuvieron los señores Allamand, Arancibia, Cantero, Chadwick, Coloma, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Matthei, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Romero.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Luego, la Cámara de Diputados agregó, a continuación del epígrafe que antecede al artículo 152-I, dos artículos nuevos: el 183-I y el 183-J.



En cuanto al artículo 183-I, los dos primeros incisos ya fueron despachados por la Sala porque la Comisión los aprobó unánimemente. 



El inciso tercero fue acogido en dicho órgano técnico por tres votos a favor y 2 en contra, y tiene rango orgánico constitucional, por lo que para su aprobación se requieren 21 votos a favor.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión.



Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, después de escuchar las intervenciones de algunos señores Senadores de la Concertación, uno quisiera rechazar este artículo, porque no han valorado nuestra disposición ni el trabajo que realizamos con el Senador señor Allamand para perfeccionar su texto.



Esta disposición -convengamos todos-  es la más trascendental del proyecto. Para aprobarla se requiere quórum especial -nosotros la rechazamos en la Comisión e hicimos reserva de constitucionalidad; tal como dijo el señor Secretario, votamos a favor de los incisos primero y segundo, pero rechazamos el tercero-, porque, como exige a una empresa de servicios transitorios –estamos hablando de las pequeñas- consignar la mitad de una multa de 20 UTM por trabajador para tener derecho a reclamar ante un tribunal, obviamente mucha gente se verá impedida de acceder a un debido proceso.



Por ejemplo, según ya señalé al comienzo del debate de esta iniciativa, si a una empresa con 10 trabajadores se le aplica una multa de 20 UTM, tiene que consignar la mitad de la multa: 300 mil multiplicado por 10. Es decir, 3 millones de pesos para ejercer el derecho a reclamar.



Por lo tanto, para evitar la Comisión Mixta -porque éste es el texto que la evita-, votaremos a favor, con la convicción más profunda de que, sea por la vía de los instrumentos constitucionales antes mencionados o por la del “amigo del Ministro”, se van a cumplir rigurosamente los acuerdos que suscribimos.



Y, con la formalidad correspondiente, debo señalar que la Alianza por Chile confía en que ellos serán cumplidos, porque -y aquí quiero ser explícito-, a diferencia de los otros cinco puntos del Acuerdo, en aquél, a nuestro entender, se salva la inconstitucionalidad, pues el compromiso es bajar de media multa a un tercio, que es la norma general del Código del Trabajo; o sea, bajar las 20 UTM a 10 ó 5. Obviamente, nosotros desearíamos 5, porque estamos hablando de ejercer un derecho para reclamar.



--(Manifestaciones en tribunas).
El señor LONGUEIRA.- Es por esa razón que no rechazaremos el inciso pertinente, pues entendemos que el veto…



--(Manifestaciones en tribunas).
La señora MATTHEI.- ¡Votemos en contra mejor!

El señor LONGUEIRA.-…va a salvar el problema, ya que las 20 UTM y el porcentaje fijado para consignar generan un factor de inconstitucionalidad al impedir el ejercicio del legítimo derecho a reclamo ante los tribunales.



He dicho.

El señor LETELIER.- Pido la palabra.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, deseo consignar que esta materia, que fue discutida en la Comisión, se relaciona con la multa aplicable cuando se produce confusión del patrimonio societario de la empresa usuaria con el de la suministradora.



No está en discusión lo que no deseamos que ocurra. No queremos que exista una relación indebida entre la usuaria y la suministradora. Podemos tener diferencias de opinión acerca de cuán fundamental es esta norma; sin embargo, ello es irrelevante. Pero sí estamos de acuerdo con la regla general del Código del Trabajo en el sentido de que para apelar debe consignarse un tercio del monto de la multa.



La Cámara de Diputados aumentó el monto de la consignación a cincuenta por ciento.



Sin embargo, hay un segundo criterio muy importante. La norma general del Código Laboral es la apelación ante el juzgado de letras. La Cámara Baja hizo algo positivo, a juicio de muchos de nosotros, al radicar esa instancia en la Corte de Apelaciones.



Por ende, el motivo de la discrepancia en el inciso que nos ocupa radica más bien en el monto que ha de consignarse para apelar.



Nosotros no tenemos ningún problema en que, en vez de la mitad de la multa, sea un tercio, conforme a la regla general, porque deseamos que cuando se produzca una situación discutible exista el mecanismo para apelar y clarificarla.



Por consiguiente, entendemos que el Acuerdo en este punto es ir al criterio general contenido en el Código del Trabajo.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ávila.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, siempre se intenta imprimir un rasgo de ternura a la argumentación incorporando a las pymes, invocando el ejemplo de una empresita pequeña, de diez trabajadores. Pero, la verdad sea dicha, esta práctica es asumida constantemente por las grandes empresas, que crean redes con otras razones sociales, que les son muy cercanas, y, por lo tanto, conforman un plan para ir disminuyendo derechos adquiridos o, simplemente, ahorrar costos por la vía de la precarización de los salarios.

El señor LONGUEIRA.- Yo le pido al Senador señor Ávila que lea un poco el texto, porque estamos discutiendo el artículo referido a las empresas de servicios transitorios, que no tiene nada que ver con lo que él acaba de señalar.



Su Señoría sigue con el mismo “discursito” con que comenzó.



Cámbielo un poquito, Honorable colega, porque -reitero- nada tiene que ver con lo que estamos analizando.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En votación electrónica el inciso tercero del artículo 183-I.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Resultado de la votación: 36 votos a favor y 1 en contra.
El señor LONGUEIRA.- No funciona aquí el sistema. ¡Es un desastre!

El señor PIZARRO.- El Senador señor Longueira sigue con el “cuentecito” de votar “No”, “No”, “No”... Se malacostumbró. Siempre le pasa lo mismo.



Hay que fijarse en qué estamos votando. De lo contrario, no vamos a cumplir el Acuerdo.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- El resultado de la votación es 37 votos a favor.


--Se aprueba el inciso tercero del artículo 183-I (37 votos favorables).



Votaron los señores Allamand, Alvear, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei (don Eduardo), García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Matthei, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez. 
El señor HOFFMANN (Secretario).- Seguidamente está el artículo 183-J, nuevo, que fue aprobado sólo por mayoría.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- 
Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, éste es el último artículo del Acuerdo Político de seis puntos.



Para algunos, todos los puntos son poco trascendentes. Para nosotros, son bastante relevantes, porque nos costó mucho alcanzar ese gran Acuerdo.



Aquí, en el fondo, se recoge uno de los aspectos más unánimes en cuanto a las críticas al proyecto, en el sentido de que las exigencias establecidas eran muy altas para las empresas de que se trata. Y existe el compromiso de reducirlas en forma drástica.



Adicionalmente, de acuerdo con el texto de la Cámara de Diputados, las referidas empresas deberán ajustar cada tres meses la garantía que dispone el inciso primero. El espíritu es, para evitar el exceso de burocracia, ampliar ese plazo, porque no es necesaria una actualización tan seguida.



Por lo tanto, nos vamos a abstener en el sexto y último punto del gran Acuerdo que obtuvimos hoy.

El señor PIZARRO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, me alegro de que los colegas de la Oposición se hayan sumado a la propuesta que ya habíamos elaborado en la Concertación y al acuerdo que alcanzamos hace quince a veinte días en cuanto a rebajar el monto de la garantía; porque -lo digo por si no lo recuerdan- votaron en contra de este proyecto hace dos días.



Se trata de una acción positiva, porque es un aspecto que a nuestro juicio había que corregir, para los efectos de fortalecer el papel que juegan las pequeñas y medianas empresas.



Yo sé que a Sus Señorías no les gusta que les digan esto. Pero qué le vamos a hacer. Es parte de la discusión.



Reitero: me alegra que se hayan sumado a los planteamientos que nosotros ya habíamos formulado dos semanas atrás. Nos costó mucho convencer a la Oposición de no seguir resistiéndose de manera tan prejuiciada o con tanta tenacidad a avanzar en una legislación que lo único que busca es favorecer a los trabajadores. 



Me alegro de que Sus Señorías hayan recuperado el sentido común. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Allamand. 

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, por supuesto, debo lamentar la intervención que acabamos de escuchar, al margen de que pueda ser opinable lo que aporta o no aporta.



Nosotros simplemente planteamos en nuestro texto alternativo reducir, y de manera significativa, la garantía establecida en el primer inciso del artículo 183-J: de 500, a 100 unidades de fomento.



Ahora, entrar a debatir quién se suma o quién no se suma a las posiciones de cada cual demuestra la actitud con que se adoptan o se rechazan los acuerdos. 



Creo que una Corporación informada sobre tales materias y, particularmente, la opinión pública podrán formarse una idea muy clara sobre qué criterios prevalecieron y cuáles no. Entonces, lo que nosotros podamos señalar en tal sentido se transforma en una cuestión de tono menor que, en mi concepto, no aporta al clima que debiera existir cuando se alcanzan acuerdos como los que logramos.



Pero, al margen de ello -y esto no forma parte de ningún acuerdo; por ende, sólo quiero dejarlo establecido-, considero bien importante explicitar -estoy en el inciso cuarto del artículo en discusión- lo relativo a la forma de constituir la garantía.



Dicha norma señala: “La garantía deberá constituirse a través de una boleta de garantía, u otro instrumento de similar liquidez,”…



Es muy relevante que se entienda desde el principio que hay flexibilidad respecto de qué otros instrumentos pueden utilizarse. Específicamente, estoy pensando en la póliza de seguro de garantía -usada también en la Administración Pública en estas materias-, por una razón muy simple: porque la boleta de garantía afecta al crédito de las pequeñas y medianas empresas que la solicitan. 



Entonces, que exista flexibilidad -tal como lo señala el citado precepto en cuanto a los instrumentos factibles de usar-, en la práctica, facilita la correcta aplicación de la norma. 



Hago presente que esta clarificación es quizá a mayor abundamiento, porque el artículo en discusión ya dice “u otro instrumento de similar liquidez”. Y mi propósito es sólo hacer presente que la póliza de seguro de garantía emitida por una compañía de seguros cumple con el requisito en comento.



He dicho. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier. 

El señor LETELIER.- Señor Presidente, ésta fue una materia de discusión y reflexión entre varios y no de debate sólo entre la Concertación y la Alianza.



Yo me reconozco minoría en la aproximación al artículo en análisis, pero me sumo a esa aproximación, en aras del Acuerdo Político. 



Quiero tratar de explicar cuál es el punto de controversia. 



Aquí se exige a las empresas de servicios transitorios constituir una garantía por 500 unidades de fomento (ocho millones y medio de pesos), en razón de que no tienen capital fijo al cual echar mano si no cumplen sus obligaciones legales con sus trabajadoras y trabajadores. O sea, se procura asegurar el cumplimiento de esas obligaciones.



Ése es el sentido del precepto.



Sobre el particular, sólo deseo indicar lo siguiente. 



Si una empresa suministradora tiene 70 trabajadores a sueldo mínimo, con eso se agotan los 8 millones y medio de pesos (entonces, una garantía de 500 UF, a mi juicio, es bastante razonable). Después del trabajador número 100, se aumenta una UF de garantía por cada trabajador adicional contratado. Pero por sobre 150 el incremento es inferior a una UF, y más allá de 200, aún menor. 



Eso es lo que señala el texto actual. Y dicho punto fue motivo de discrepancia.



Sin embargo, llegamos a un acuerdo. Se planteó que para algunas empresas -no las grandes, que son mayoritarias, sino las chicas- la garantía de 500 UF (8 millones y medio de pesos) puede ser un obstáculo para su ingreso en el Registro correspondiente.



Ése es, en esencia, el asunto que estamos discutiendo.



Algunos creemos que las 500 UF son razonables para el proceso de arriendo de seres humanos que es el suministro. Pero, a los efectos del Acuerdo Político, se ha aceptado revisar la norma pertinente.



Señor Presidente, yo sólo quiero situar lo que estamos discutiendo.



Si las empresas que constituyen ese tipo de actividad son chicas, la garantía no debe ser una barrera para su entrada al Registro. Pero si son medianas o grandes, no es mucho: 8 millones y medio de pesos, que alcanzan para pagar un mes de sueldo mínimo a 70 trabajadores. 



Por eso, señor Presidente -para objetivar lo que estamos debatiendo-, entiendo que ésta es parte del Acuerdo, con el objeto de evitar dificultades a las micro y pequeñas empresas. Pero ello no debería servir para dar rienda suelta a la afirmación de que no hay garantía suficiente a los efectos de lograr que las grandes empresas, si no lo hacen, cumplan sus obligaciones laborales.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En votación electrónica el artículo 183-J, nuevo.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba (20 votos a favor y 17 abstenciones).



Votaron por la afirmativa la señora Alvear y los señores Ávila, Bianchi, Escalona, Flores, Frei (don Eduardo), Gazmuri, Girardi, Gómez, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Pizarro, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Se abstuvieron los señores Allamand, Arancibia, Cantero, Chadwick, Coloma, Espina, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Matthei, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Romero.
El señor HOFFMANN (Secretario).- Seguidamente, el artículo 152-N pasó a ser 183-O, con las siguientes enmiendas: 



“En el inciso final ha reemplazado los números “180” y “360” por “90” y “180”, respectivamente, las dos veces que aparecen.”.



Esta modificación fue aprobada con los votos favorables de los Honorables señores Letelier, Muñoz Aburto y Pizarro y el pronunciamiento contrario de los Senadores señores Allamand y Longueira.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En votación…

El señor LETELIER.- Con la misma votación anterior. 

El señor ÁVILA.- Sí, señor Presidente. 

El señor LARRAÍN.- Con la misma votación. 



--Se aprueba el artículo 152-N, que pasó a ser 183-O, con las enmiendas descritas (20 votos afirmativos y 17 abstenciones).
El señor HOFFMANN (Secretario).- Finalmente, el artículo 152-Ñ pasó a ser 183-P, con las siguientes modificaciones:



“En el inciso primero, ha sustituido el numeral “152-M” por “183-Ñ”.



“Ha reemplazado su letra b), por la siguiente:



“b) para reemplazar a trabajadores que han declarado la huelga legal en el respectivo proceso de negociación colectiva; o”.



Dicha norma fue aprobada por tres votos a favor y dos en contra.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, que se apruebe con la votación anterior, pero considerando nuestros votos como negativos. 

La señora MATTHEI.- Así es.



--Se aprueba el artículo 152-Ñ, que pasó a ser 183-O, con las enmiendas señaladas (20 afirmativos y 17 negativos).
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la discusión del proyecto en este trámite. Su texto será enviado a la Presidenta de la República para los efectos del veto.



--(Aplausos en tribunas).

PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)----------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor ALLAMAND:



A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo y al señor Secretario Ministerial de Vivienda de la Décima Región, solicitándoles FINANCIMIENTO PARA INICIO DE PAVIMENTACIÓN DE AVENIDA MANUEL RODRÍGUEZ, EN OSORNO.


Del señor CANTERO:



Al señor Director Nacional del Instituto de Normalización Provisional, a fin de que informe sobre TRÁMITE DE JUBILACIÓN DE SEÑORA MARÍA ELIANA VARAS.



Del señor ESPINA:



Al señor Presidente de la Excelentísima Corte Suprema, requiriéndole antecedentes acerca de CAUSAS INICIADAS EN JUZGADO DE FAMILA DE PUDAHUEL ENTRE OCTUBRE DE 2005 Y MARZO DE 2006. Al señor Director General de la Policía de Investigaciones, solicitándole AUMENTO DE DOTACIÓN DE POLICÍA CIVIL EN COMUNAS DE LAUTARO, GALVARINO Y PERQUENCO. Al señor Secretario Ministerial de Obras Públicas de la Novena Región, pidiéndole solución a CIERRE ARBITRARIO DE TRAMO DE CAMINO QUILLEM-EL SOL (reiteración de oficio).


Del señor FREI (don Eduardo):



Al señor Ministro de Obras Públicas, solicitándole solución para PROBLEMAS OCASIONADOS A FAMILIAS DE JUNTA DE VECINOS ALHUÉ, COMUNA DE LANCO, POR BY-PASS DE EX RUTA 5; consideración de PROPUESTA DE SINDICATO DE TRABAJADORES DE LA CONSTRUCCIÓN DE VALDIVIA PARA MEJORAMIENTO DE PROGRAMAS DE EMPLEO GUBERNAMENTALES, y remisión de datos sobre FINANCIAMIENTO DURANTE 2006 PARA PROYECTOS CAMINEROS EN OSORNO. A la señora Subsecretaria de Previsión Social, requiriéndole información en cuanto a PROPUESTA DE CUT-OSORNO PARA SOLUCIÓN DE DAÑO PREVISIONAL A EX TRABAJADORES DE PEM Y POJH. Al señor Director de Relaciones Económicas de la Cancillería, pidiéndole antecedentes sobre CUOTA MÁXIMA DE CARNE BOVINA EXPORTABLE A UNIÓN EUROPEA CONFORME A CONVENIO BILATERAL. Y al señor Vicepresidente Ejecutivo de la CORFO, solicitándole considerar INCLUSIÓN DE TRABAJADORES MINEROS DE CURANILAHUE ENTRE BENEFICIARIOS DE LEY N° 19.129.


Del señor GARCÍA:



Al señor Contralor General de la República, pidiéndole pronunciamiento en cuanto a EXCESO EN PAGOS EN SECTOR PÚBLICO POR HORAS EXTRAORDINARIAS Y VIÁTICOS DURANTE 2004-2005 y a AUMENTO EXCESIVO DE HONORARIOS EN REPARTICIONES FISCALES DURANTE 2005 CON RESPECTO A 2004.


Del señor HORVATH:



A los señores Ministro de Obras Públicas y Directores Nacional y Regional de Vialidad de Aisén, solicitándoles información respecto de SUSPENSIÓN DE CONTRATO CON SEÑOR SANTIAGO URZÚA PARA MEJORAMIENTO DE CAMINO AUSTRAL; y a los señores Ministro del Interior y Subsecretarios de Pesca y de Marina, pidiéndoles PROTECCIÓN ANTE VULNERACIÓN MEDIANTE PESCA INVESTIGATIVA A VEDA PARA EXTRACCIÓN DE ALGAS.



Del señor ROMERO:



A la Caja de Previsión de la Defensa Nacional, requiriendo solución para PROBLEMA EN PENSIÓN DE RETIRO DE DON ROBERTO ROJAS CERDA.

)------------(
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión. 



--Se levantó a las 19:53.








Manuel Ocaña Vergara, 








Jefe de la Redacción. 
ANEXOS

DOCUMENTOS

SECRETARÍA DEL SENADO

LEGISLATURA NÚMERO 354

ACTAS APROBADAS

SESION 13ª, ORDINARIA, EN MARTES 9 DE MAYO DE 2.006



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Frei.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei, y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar.



Actúan de Secretario General Subrogante y de Prosecretario Subrogante los señores José Luis Alliende Leiva y César Berguño Benavente, respectivamente.

________________________

ACTAS



Las actas de las sesiones undécima, ordinaria, de 2 de mayo de 2006 y duodécima, ordinaria, de 3 de mayo de 2006, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

___________________________

CUENTA

Mensajes



Ocho de Su Excelencia el señor Vicepresidente de la República:



Con el primero, retira la urgencia que hiciera presente para el despacho del proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que establece un sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación superior (Boletín Nº 3.224-04).



-- Queda retirada la urgencia, y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con los seis siguientes, retira la urgencia, y la hace presente, nuevamente, en el carácter de “simple”, respecto de los siguientes asuntos:



1) Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, sobre el trabajo en régimen de subcontratación, el funcionamiento de las empresas de servicios transitorios y el contrato de trabajo de servicios transitorios (Boletín Nº 2.943-13);



2) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales y perfecciona el Estatuto de Capacitación y Empleo (Boletín N° 3.507-13);



3) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre responsabilidad fiscal (Boletín N° 4.000-05); 


4) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre constitución y operación de sociedades de garantía recíproca (Boletín N° 3.627-03); 



5) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.913, que creó la Unidad de Análisis Financiero (Boletín Nº 3.626-07), y 



6) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula el lobby (Boletín N° 3.407-07).



-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones, y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el octavo, inicia un proyecto de ley que modifica el plazo de entrada en vigencia de la ley N° 20.084, sobre responsabilidad penal juvenil (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 4.197-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.

Oficios



De Su Excelencia la señora Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para prorrogar la autorización concedida para la salida de tropas nacionales del territorio de la República, a fin de continuar participando en la Misión de Estabilización de Naciones Unidas en Haití, por un nuevo período de seis meses (Boletín Nº S 852-05).



Agrega que, en uso de la facultad que le confiere el inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental, hace presente la urgencia para el despacho del acuerdo que recaba.



--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores y a la de Defensa Nacional.



Tres de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, comunica que ha dado su aprobación al proyecto de ley que asegura el derecho a la no discriminación de los usuarios y consumidores en las operaciones de crédito (Boletín N° 2.987-05).



-- Pasa a la Comisión de Economía.



Con el segundo, informa que ha prestado su aprobación al proyecto de ley que establece un nuevo plazo para la regularización de la inscripción de armas de fuego, establecido en el artículo 1° transitorio de la Ley N° 20.014 (Boletín N° 4.025-02).



-- Pasa a la Comisión de Defensa Nacional.



Con el tercero, comunica que ha dado su aprobación al proyecto de ley que concede, por especial gracia, la nacionalidad chilena a don Horst Paulmann Kemna (Boletín N° 4.093-17).



-- Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.



Dos del Excelentísimo Tribunal Constitucional, mediante los cuales informa de dos requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad presentados ante dicho tribunal; que han sido acogidos a tramitación, en los cuales se ha decretado remitir copia de los mismos y de dichas resoluciones al Senado, a fin de que en el plazo de diez días presente sus observaciones y acompañe los antecedentes que estime pertinentes. 



-- Se toma conocimiento, y se remiten los antecedentes a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, para que se agreguen a los previamente remitidos en consulta por la Sala.



Del Juzgado de Garantía de Valparaíso, mediante el cual comunica que en la causa R.U.C. 0410014322-K y R.I.T. 4685-04 se ha ordenado informar que, en audiencia de 8 de mayo en curso, se ha aprobado un acuerdo reparatorio y decretado el sobreseimiento definitivo de la causa incoada respecto del Honorable Senador señor Ávila y otros, quedando ambas resoluciones ejecutoriadas.



-- Se toma conocimiento.



De la señora Subsecretaria de Previsión Social, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre retraso en pago de pensiones asistenciales y subsidios familiares a los beneficiarios de la Región de Aysén, especialmente en las localidades de Puerto Aguirre y Caleta Andrade.



Dos del señor Superintendente de Seguridad Social:



Con el primero, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre fundamento legal por el cual el Instituto de Normalización Previsional rechaza las solicitudes de modificación del monto del bono de reconocimiento realizadas por las viudas de los beneficiarios.



Con el segundo, contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre situación de cotizantes y jubilados de las Administradoras de Fondos de Pensiones que optan por cambiar al sistema de rentas vitalicias.



Del señor Director Nacional del Instituto de Normalización Previsional, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Cantero, sobre el procedimiento para que en el cálculo del bono de reconocimiento se consideren las horas compatibles paralelas al cargo. 



Dos del señor Intendente de la Región de La Araucanía:



Con el primero, responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor García, sobre reposición de ambulancia para el consultorio de Trovolhue, en la comuna de Carahue.



Con el segundo, contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre reparación de escuelas que indica, de la comuna de Collipulli.



Del Fiscal de la Fiscalía Regional Metropolitana Oriente, por medio del cual da respuesta a un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre los delitos de robo ocurridos en la Región entre el día 16 de junio de 2005 y 31 de marzo de 2006.



Del señor Director Regional de Vialidad, subrogante, de la Región de La Araucanía, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre reparación de puentes en la comuna de Pucón.



Del señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Ercilla, por medio del cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre apoyo a ideas contenidas en cuatro mociones, de que es autor.



Del señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Nueva Imperial, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor García, sobre propiedad del bien raíz donde se ubica la sede del “Club de Adulto Mayor Renacer de Chol-Chol”.



Del señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Victoria, por medio del cual contesta un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre desmalezamiento y limpieza de sitio eriazo que indica.



Del Juzgado de Familia de Puerto Varas, por medio del cual contesta un oficio remitido en nombre de los Honorables Senadores señores Allamand, Espina y Kuschel, sobre el trámite de causas ingresadas al tribunal entre el 1 de octubre de 2005 y 31 de marzo de 2006.



Del Juzgado de Familia de Coyhaique, mediante el cual da respuesta a un oficio dirigido en nombre de los Honorables Senadores señores Espina y Horvath, sobre el trámite de causas ingresadas al tribunal entre el 1 de octubre de 2005 y 31 de marzo de 2006.



Del Juzgado de Familia de Castro, por medio del cual contesta un oficio enviado en nombre de los Honorables Senadores señores Allamand, Espina y Kuschel, sobre el trámite de causas ingresadas al tribunal entre el 1 de octubre de 2005 y 31 de marzo de 2006.



Del señor Administrador del Juzgado de Familia de Los Andes, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre de los Honorables Senadores señores Espina y Romero, sobre el trámite de causas ingresadas al tribunal entre el 1 de octubre de 2005 y 31 de marzo de 2006.



Del señor Administrador del Juzgado de Familia de Calama, por medio del cual contesta un oficio remitido en nombre de los Honorables Senadores señores Cantero y Espina, sobre el trámite de causas ingresadas al tribunal entre el 1 de octubre de 2005 y 31 de marzo de 2006.



Del señor Gerente General de la Ruta de La Araucanía Sociedad Concesionaria S.A., mediante el cual da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre solicitud de ejecución de obras o inversiones adicionales en el marco de la Concesión Ruta 5, Tramo Collipulli-Temuco.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Oficio reservado



Del señor Director Nacional de Gendarmería de Chile, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre las medidas adoptadas por el Servicio a su cargo respecto de cuatro personas que cumplen sus condenas en Angol, que se encuentran en huelga de hambre.



-- Queda a disposición de los Honorables señores Senadores, en la Secretaría de la Corporación.

Mociones



De los Honorables Senadores señores Navarro, Girardi y Letelier, con la que inician un proyecto de ley que permite conceder la libertad condicional a condenados por conductas terroristas y otros delitos, en causas relacionadas con reivindicaciones violentas de derechos consagrados en la ley N° 19.253 (Boletín N° 4.188-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Honorables Senadores señores Navarro y Girardi, con la que inician un proyecto de ley que modifica la Ley de Tránsito a fin de establecer como infracción grave el fumar mientras se conduce (Boletín N° 4.189-15).



-- Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.



De los Honorables Senadores señores Navarro, Girardi, Letelier y Muñoz Aburto, con la que inician un proyecto de ley que modifica el decreto ley N° 2.695, de 1979, que fija normas para regularizar la posesión de la pequeña propiedad raíz y para la constitución del dominio sobre ella (Boletín N° 4.190-12).



-- Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.

Proyectos de acuerdo



De los Honorables Senadores señores Navarro, Girardi, Letelier y Muñoz Aburto, mediante el cual proponen solicitar a la Directora del Área Socio Cultural de la Presidencia de la República estudiar la posibilidad de extender el Programa Sonrisa de Mujer, con la finalidad que indican (Boletín N° S 853-12).



De los Honorables Senadores señores Navarro, Girardi, Letelier, Muñoz Aburto y Ominami, mediante el cual proponen solicitar a Su Excelencia la señora Presidenta de la República la ratificación, por parte de Chile, del “Convenio internacional contra el reclutamiento, la utilización, la financiación y el entrenamiento de mercenarios”, de la ONU, de 4 de diciembre de 1989 (Boletín N° S 854-12 ).



De los Honorables Senadores señores Navarro, Girardi, Letelier, Muñoz Aburto y Ominami, mediante el cual proponen solicitar a la señora Ministra de Economía y al señor Ministro de Obras Públicas modificar los reglamentos que indican con el objeto de diferenciar el consumo de agua potable de la utilización de alcantarillado para el cálculo de sus tarifas (Boletín N° S 855-12).



-- Quedan para el tiempo de votaciones de la próxima sesión ordinaria.

Declaraciones de inadmisibilidad



Moción de los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Navarro, Girardi y Letelier, con la que presentan un proyecto de ley que crea seguro obligatorio contra riesgos personales de pescadores artesanales.



-- Se declara inadmisible por corresponder a materias de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, conforme lo dispuesto en el N° 6 del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.



Moción de los Honorables Senadores señores Navarro, Girardi, Letelier y Muñoz Aburto, con la que presentan un proyecto de ley que obliga a funcionarios públicos a informar sobre el derecho a acogerse a la calidad de refugiado.



-- Se declara inadmisible por corresponder a materias de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, conforme lo dispuesto en el N° 2 del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.



Moción de los Honorables Senadores señores Navarro, Girardi, Letelier y Muñoz Aburto, con la que presentan un proyecto de ley que suspende la institución de las sustituciones de embarcaciones pesqueras artesanales en los casos que indica.



-- Se declara inadmisible por corresponder a materias de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, conforme lo dispuesto en el N° 2 del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.



Moción de los Honorables Senadores señores Navarro, Girardi, Letelier y Muñoz Aburto, con la que presentan un proyecto de ley para la prevención y sanción de la violencia en espectáculos públicos masivos, y deroga la ley N° 19.237, que fija normas para la prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional.



-- Se declara inadmisible por corresponder a materias de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, conforme lo dispuesto en los Nos 1 y 2 del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Comunicación



De la Comisión de Agricultura, mediante la cual informa que ha reunido antecedentes sobre el impacto del tipo de cambio en la agricultura, los que pone a disposición de los Honorables señores Senadores, y solicita autorización de la Sala para remitirlos a los interesados, de acuerdo a una nómina que proporcionará a la Secretaría de la Corporación.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores y se concede la autorización solicitada.

Permiso constitucional



Comunicación del Honorable Senador señor Zaldívar, por medio de la cual solicita permiso constitucional para ausentarse del país a contar del día 13 de mayo en curso.



-- Se otorga el permiso solicitado.

o o o



Durante su lectura, se agrega a la Cuenta el siguiente asunto:

Informe



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el oficio de Su Excelencia la señora Presidenta de la República con el que somete a consideración del Senado, solicitando su acuerdo, la proposición para designar a doña Margarita Eliana Herreros Martínez como Ministra de la Excelentísima Corte Suprema (Boletín Nº S 850-05).


-- Queda para tabla.

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General Subrogante informa que los Comités, en sesión de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:



1) Citar a sesión especial, a las 15:45 horas de mañana miércoles, para ocuparse del oficio de Su Excelencia el Presidente de la República, por el que solicita el acuerdo del Senado para designar a doña Margarita Herreros Martínez, como Ministra de la Excelentísima Corte Suprema (Boletín N° S 850-05).



2) Disponer que la Moción de los Honorables Senadores señores Navarro, Girardi y Letelier, con la que inician un proyecto de ley que permite conceder la libertad condicional a condenados por conductas terroristas y otros delitos, en causas relacionadas con reivindicaciones violentas de derechos consagrados en la ley N° 19.253 (Boletín N° 4.188-07) sea informada, en primer lugar, por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, y posteriormente, por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



3) Determinar que la Solicitud de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, mediante el cual pide el acuerdo del Senado para prorrogar la autorización concedida para la salida de tropas nacionales del territorio de la Republica, a fin de continuar participando en la Misión de Estabilización de Naciones Unidas en Haití, por un nuevo período de seis meses (Boletín  N° S 852-05), sea estudiada por las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, Unidas, e incluir dicha iniciativa en la tabla de la sesión ordinaria del día martes 16 del mes en curso, siempre que esté informada por las referidas Comisiones Unidas.



4) Resolver que el proyecto de ley que (establece una regalía minera ad-valorem y) crea el Fondo de Innovación para la Competitividad (Boletín N° 3.588-08) vuelva a la Comisión Especial creada para el estudio de esta iniciativa legal.



5) Encomendar a la Comisión Especial Encargada de Estudiar el Número e Integración de las Comisiones (Boletín S 846-09) que continúe con el análisis de la Moción de los Honorables Senadores señores Larraín y Gazmuri, mediante la cual inician un Proyecto de acuerdo que modifica el Reglamento del Senado (Boletín S 760-09), y de las otras iniciativas que cambian dicho Reglamento.

________________



Enseguida, el señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Gazmuri, quien le solicita recabe el asentimiento de la Sala para que las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, puedan sesionar en forma paralela con la Sala, a partir de las 18:30 horas.



Consultado el parecer de la Sala, no habiendo oposición, unánimemente se accede a lo solicitado.

- - -

- - -



Luego, el señor Presidente otorga el uso de la palabra al Honorable Senador señor Navarro, el que respecto del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que permite conceder la libertad condicional a condenados por conductas terroristas y otros delitos, en causas relacionadas con reivindicaciones violentas de derechos consagrados en la ley Nº 19.253 (Boletín Nº 4.188-07), le solicita recoja el asentimiento de la Sala, en orden a enviar un oficio a S. E. la Presidenta de la República para que, si lo tiene a bien, haga presente la urgencia para su despacho, calificándola de “suma”.



La Sala acuerda enviar el oficio solicitado.

- - -



A continuación, el mismo señor Senador, solicita al señor Presidente que recabe el asentimiento de la Sala con el objeto de remitir un oficio, en nombre de la Corporación, a S. E. la Presidenta de la República para que, si lo tiene a bien, se sirva considerar la posibilidad de presentar a tramitación legislativa un proyecto de ley que recoja las ideas de la Moción relativa a la suspensión de la institución de las sustituciones de embarcaciones pesqueras artesanales en los casos que indica, de la que es autor en conjunto con los Honorables Senadores señores Girardi, Letelier y Muñoz Aburto, que fue declarada inadmisible por contener materias que son propias de la iniciativa legal exclusiva del Presidente de la República.



Así se acuerda.

- - -

ORDEN DEL DIA

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que hace aplicable el procedimiento simplificado y la franquicia de arancel a todo contrato en que se aplique cualquier tipo de subsidio habitacional estatal a la adquisición de una vivienda social, con informe de la Comisión 

de Vivienda y Urbanismo



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General Subrogante señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que hace aplicable el procedimiento simplificado y la franquicia de arancel a todo contrato en que se aplique cualquier tipo de subsidio habitacional estatal a la adquisición de una vivienda social, con informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo, correspondiente al Boletín Nº 3.992-14.



Agrega que la Comisión de Vivienda y Urbanismo, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe, aprobó la idea de legislar sobre la materia, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Cantero, Longueira, Pérez Varela y Sabag, y propone, en consecuencia, a la Sala, la aprobación en general de la iniciativa, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es del siguiente tenor

PROYECTO DE LEY:

 

“Artículo único. - Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 2.833, de 1979:

 

1) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 3°, la frase “y por los certificados y copias que entreguen, relacionados con ellas.” por la siguiente: “y por los certificados de dominio vigente, de hipotecas, de gravámenes, de prohibiciones y de bien familiar y las copias que se entreguen en el momento de efectuar las mencionadas inscripciones y anotaciones.”.

 

2) Agrégase, en el artículo 4°, el siguiente párrafo final:

 

“Esta normativa se aplicará igualmente respecto de los contratos que se celebren con beneficiarios del subsidio habitacional del Estado y que sean destinados a la adquisición o construcción de las viviendas sociales definidas en los artículos 3° del decreto ley N° 2.552, de 1979, y 40 de la ley N° 19.537, según corresponda.”.

 

3) Agrégase el siguiente artículo 5°: 

 

“Artículo 5°.- La contravención de lo dispuesto en los artículos 3° y 4° será sancionada disciplinariamente con la medida de censura por escrito. En caso de reincidencia, la sanción será la suspensión de funciones por un lapso no inferior a un mes.”.

 

Artículo transitorio.- Decláranse válidas las inscripciones practicadas por los Conservadores de Bienes Raíces con anterioridad a la fecha de publicación de esta ley, conforme al decreto ley N° 2.833, de 1979, respecto de los contratos a que se refiere el número 2) del artículo único, salvo que la nulidad de dichos actos hubiere sido declarada por sentencia firme dictada con anterioridad a la fecha de su entrada en vigencia.”.

- - -



En discusión en general el proyecto de ley, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Sabag y Pérez Varela.



Cerrado el debate y puesta en votación en general la iniciativa de ley, es aprobada por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Seguidamente, la Sala acuerda fijar como plazo para presentar indicaciones hasta las 12 horas del día 5 de junio de 2006.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto despachado en general por el Senado es el anteriormente transcrito.

_______________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que obliga a los bancos a repartir dividendos en casos que indica, con informe de la 

Comisión de Hacienda



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General Subrogante señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que obliga a los bancos a repartir dividendos en casos que indica, con informe de la Comisión de Hacienda, correspondiente al Boletín Nº 3.894-05.



Agrega que la Comisión de Hacienda deja constancia en su informe que, por tratarse de una iniciativa de artículo único, la discutió en general y en particular a la vez, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación y propone al señor Presidente que la Sala adopte igual resolución.



El señor Secretario General Subrogante expresa que, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe, la Comisión de Hacienda, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Escalona, Novoa, Ominami, Prokurica y Sabag, aprobó la idea de legislar sobre la materia. En cuanto a la discusión en particular, esta Comisión, por la misma unanimidad precedentemente señalada, acordó efectuar una enmienda a la letra a) del artículo único.



En consecuencia, manifiesta el señor Secretario General Subrogante, la Comisión de Hacienda propone a la Sala la aprobación de la iniciativa despachada por la Honorable Cámara de Diputados, con la siguiente modificación:

Artículo único



Sustituir, en la letra a), el vocablo “proposiciones” por la palabra “proporciones”.

- - -



En discusión en general y en particular a la vez, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Ominami, Novoa y Sabag.



Cerrado el debate y puesto en votación el proyecto de ley, es aprobado en general y en particular a la vez, por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto despachado por el Senado es el siguiente

PROYECTO DE LEY:

 

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 56 de la Ley General de Bancos, cuyo texto fue fijado por el artículo único del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda:

 

a) Sustitúyese el inciso tercero, por el siguiente:

 

“Tampoco podrá repartirse dividendo con cargo a utilidades del ejercicio o a fondos de reserva, si por efecto de ese reparto el banco infringe alguna de las proporciones que fija el artículo 66.”.

 

b) Suprímese el inciso cuarto.”.

- - -

Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Prokurica, en primer trámite constitucional, que modifica el Código Tributario, en lo relativo a derechos de los contribuyentes, con informe de la Comisión de 

Hacienda



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General Subrogante expresa que se trata del proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Prokurica, en primer trámite constitucional, que modifica el Código Tributario, en lo relativo a derechos de los contribuyentes, con informe de la Comisión de Hacienda, correspondiente al Boletín Nº 3.845-05.



Previene el señor Secretario General Subrogante que el informe de la Comisión de Hacienda deja constancia que, conforme a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 127 del Reglamento de la Corporación, discutió solamente en general esta iniciativa de ley, en atención a que su artículo único contiene disposiciones relativas a distintos temas.



El señor Secretario General Subrogante indica que la Comisión de Hacienda, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe, aprobó la idea de legislar sobre la materia, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Escalona, Novoa, Ominami, Prokurica y Sabag, y propone, en consecuencia, a la Sala, la aprobación en general de la iniciativa, cuyo texto es del siguiente tenor

PROYECTO DE LEY:

 

“Artículo único.- Agrégase al Código Tributario, a continuación de su artículo 5º, el siguiente artículo 5º bis:

 

“Artículo 5º bis.- Sin perjuicio de los derechos garantizados por la Constitución y las leyes generales, para los efectos del presente Código constituyen derechos de los contribuyentes, a lo menos, los siguientes:

 

El derecho a ser atendido cortésmente y a ser tratado equitativamente, con el debido respeto y consideración por el personal del Servicio, y a ser informado y asistido por el Servicio sobre el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones tributarias;

 

El derecho a obtener en forma completa y oportuna las devoluciones previstas en las leyes tributarias.

 

El derecho a conocer, en todo momento y por un medio expedito, su situación tributaria y el estado de tramitación de los procedimientos tributarios que lo afecten;

 

El derecho a conocer la identidad de las autoridades y personal del Servicio, bajo cuya responsabilidad se tramitan las actuaciones y procedimientos tributarios en los que tenga la condición de interesado;

 

El derecho a solicitar certificación y copia de las declaraciones por él presentadas, así como derecho a obtener copia autorizada de los documentos presentados ante el Servicio, y el derecho a la devolución de los originales de dichos documentos, en el caso de que no sea imprescindible que obren en el expediente;

 

El derecho a no aportar aquellos documentos no exigidos por las leyes o ya presentados por ellos mismos y que se encuentren en poder del Servicio, siempre que el contribuyente indique el día y procedimiento en el que los presentó;

 

El derecho a que se mantenga el secreto de los datos, informes o antecedentes obtenidos por el Servicio, en los términos previstos en este Código;

 

El derecho a que las actuaciones del Servicio que requieran su intervención se lleven a cabo en la forma expedita, evitando esperas y reiteraciones innecesarias; 

 

El derecho a formular alegaciones y a aportar documentos, que deben ser tenidos en cuenta por el Servicio en los asuntos en que tengan interés o que los afecten;

 

El derecho a ser informado, al inicio de cualquier acto de fiscalización, sobre la naturaleza y alcance de los mismas, así como de sus derechos y obligaciones en el curso de tales actuaciones y a que las mismas se desarrollen en dentro de plazos razonables;

 

El derecho a formular quejas y sugerencias en relación con el funcionamiento del Servicio o de la actuación de sus funcionarios, y

 

El derecho a obtener copia a su costa de los documentos que formen el expediente de cualquier procedimiento del Servicio que lo afecte.”.”.

- - -

 

En discusión en general el proyecto de ley, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Ominami, Prokurica, Sabag, Romero y Cantero.

- - -



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Cantero solicita al señor Presidente que recabe el asentimiento de la Sala, en orden a que se oficie, en su nombre, a S. E. la Presidenta de la República poniendo de manifiesto la importancia que reviste para nuestro sistema político el que las ideas contenidas en el proyecto de ley, que reafirman el principio constitucional de subsidiariedad del Estado, sean plasmadas de manera efectiva en el funcionamiento institucional del país.



El señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Prokurica, quien manifiesta su adhesión al oficio solicitado.



La Sala otorga su asentimiento para el envío del oficio requerido, en nombre del Honorable Senador señor Cantero, con la adhesión del Honorable Senador señor Prokurica.

- - -



Cerrado el debate y puesta en votación en general la iniciativa de ley, es aprobada por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Seguidamente, la Sala acuerda fijar como plazo para presentar indicaciones el día 5 de junio de 2006, a las 12 horas.



Queda terminada la discusión en general de este asunto.



El texto despachado en general por el Senado es el transcrito anteriormente.

________________

TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo presentado por diversos señores Senadores, mediante el cual se solicita a S. E. la Presidenta de la República dictar el Reglamento de Disciplina de Gendarmería de Chile y adecuar el Reglamento de 

Establecimientos Penitenciarios



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General Subrogante informa que, hace unos momentos, la Mesa ha recibido un nuevo texto del proyecto de acuerdo, en atención a que se le efectuaron algunos cambios formales por sus autores, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Horvath, Navarro, Prokurica y Ruiz-Esquide, correspondiente al Boletín Nº S 848-12 y que es del siguiente tenor

PROYECTO DE ACUERDO:

CONSIDERANDO:

 

1°.- Que la Ley Orgánica de Gendarmería de Chile, contenida en el decreto ley N° 2.859, de 1979, en el artículo 15 impone la obligación a su personal de otorgar a cada persona privada de libertad un trato digno y propio de su condición humana. Asimismo, se contemplan sanciones conforme a las leyes y reglamentos para cualquier trato vejatorio o abuso de autoridad.

 

2°.- Que mediante decreto supremo N° 518, de 1998, del Ministerio de Justicia, se estableció el Reglamento de Establecimientos Penitenciarios, que en su artículo 6º contempla la obligación de Gendarmería de Chile de velar por la vida e integridad de los internos, permitiendo el ejercicio de los derechos compatibles con su situación procesal, así como procurar la realización efectiva de los derechos humanos compatibles con la condición del interno, evitando asimismo las riñas y reyertas entre los reclusos.

 

3°.- Que el mismo artículo 6º del referido Reglamento contempla, por una parte, la prohibición de que cualquier interno pueda ser sometido a torturas, tratos crueles, inhumanos y degradantes, de palabra u obra, ni ser objeto de un rigor innecesario, y por otra, contiene un catálogo de ciertas garantías a las que tienen derecho los reclusos: libertad ideológica; libertad religiosa; derecho al honor; derecho a ser designado por su propio nombre; derecho a la intimidad personal; derecho a la información; derecho a la educación y a la cultura.

 

4°.- Que no obstante que este instrumento jurídico, referido a los estándares mínimos de derechos y garantías de los reclusos, constituye un notable esfuerzo por adaptar la legislación nacional a las obligaciones emanadas de los tratados de derechos humanos ratificados por Chile, aún no se ha implementado el correspondiente Reglamento de Disciplina de Gendarmería, que debió haberse dictado en un plazo máximo de 360 días desde la promulgación de la Ley Orgánica de este servicio estatal especializado, conforme a lo dispuesto en el artículo 1° transitorio del citado cuerpo legal.

 

5°.- Que el referido Reglamento de Disciplina fue establecido mediante decreto con fuerza de ley N° 253, de 1980, pero nunca entró en vigencia, por cuanto fue declarado inconstitucional, mediante dictamen N° 015681 de 1983, emitido por la Contraloría General de la República, sin que se haya dictado otro, que se ajuste plenamente a las disposiciones constitucionales.

 

6°.- Que pese a que existe un Estatuto del Personal de Gendarmería, contenido en el decreto con fuerza de ley N° 1.791, de 1980, cabe señalar que en lo que respecta a sus procedimientos disciplinarios, se le hacen aplicables las normas pertinentes del Estatuto Administrativo, contenido en la ley N° 18.834.

 

7°.- Que dadas las peculiares características de las funciones que desempeñan los efectivos de Gendarmería, se hace necesario establecer un procedimiento disciplinario acorde a dichas funciones tan específicas, ya que los sumarios administrativos incoados de conformidad al Estatuto Administrativo, no resultan idóneos a la hora de establecer sanciones proporcionales al mal causado, sobre todo cuando se trata de apremios ilegítimos aplicados a reclusos o entre ellos, situación que no es concordante con el número de sumarios administrativos instruidos por tales motivos. Si el sistema de control fuese realmente efectivo, las cifras de abusos cometidos por gendarmes serían, de seguro, mucho menores.

 

8°.- Que el insuficiente espacio y número de recintos carcelarios y falta de personal y medios para Gendarmería hace muy difícil cumplir sus labores y velar por la adecuada condición de los presos, haciéndolos casi equivalentes a un preso más.

 

9°.- Que asimismo se hace necesario modificar el Reglamento de Establecimientos Penitenciarios y redactar el de Disciplina, con el fin de adecuar sus normas para resguardar a los gendarmes de eventuales agresiones por parte de los reclusos, que deriven en lesiones o muerte de aquéllos, pero garantizando plenamente los derechos de los internos. Por ello, es necesario que el Ejecutivo envíe un proyecto de ley para estos efectos.

 

 En mérito de las consideraciones que anteceden, el Senado de la República viene en solicitar a Su Excelencia que, en virtud de lo dispuesto en el artículo 1º transitorio de la Ley Orgánica de Gendarmería de Chile, se sirva enviar, a la mayor brevedad, una ley para fijar las condiciones del Reglamento de Disciplina para su personal, y, asimismo, que se sirva adecuar las normas del Reglamento de Establecimientos Penitenciarios y las condiciones de los recintos carcelarios, con el fin de resguardar a los gendarmes de eventuales agresiones por parte de los reclusos, que deriven en lesiones o muerte de aquéllos, incorporando además medios de vigilancia audiovisuales que permitan mantener registros de las actividades que realizan los internos, especialmente cuando se encuentran en grupo, garantizando en todo caso los derechos de los internos.

- - -



Sometido a votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



El texto aprobado por el Senado es el transcrito anteriormente.

______________

______________________________



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día.

______________________________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los señores Senadores que a continuación se señalan, han solicitado se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



--Del Honorable Senador señor Allamand:



1) Al señor Ministro del Interior y al señor General Director de Carabineros de Chile, para que informen a esta Corporación respecto del avance en la implementación del Plan Cuadrante en las comunas de Valdivia y Osorno.



2) A la señora Ministra de Defensa Nacional y al señor General Director de Carabineros de Chile, acerca de la necesidad de dotar al sector Las Ánimas de la ciudad de Valdivia, de una Tenencia de Carabineros.



--Del Honorable Senador señor Espina:



1) Al señor Ministro de Educación, al señor Alcalde y señores Concejales de la Ilustre Municipalidad de Traiguén y al señor Secretario Regional Ministerial de Educación de la Novena Región, respecto de las medidas que se deben adoptar para resolver los problemas que enfrenta el área de la educación en la comuna de Traiguén.



2) A la señora Ministra de Salud, al señor Subsecretario de Redes Asistenciales, al señor Alcalde y señores Concejales de la Ilustre Municipalidad de Traiguén y al señor Secretario Regional Ministerial de Salud de la Novena Región, acerca de las medidas que se deben adoptar para resolver los problemas que enfrenta el área de la salud en la comuna de Traiguén.



3) Al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, al señor Alcalde y señores Concejales de la Ilustre Municipalidad de Traiguén y al señor Secretario Regional Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones de la Novena Región, en cuanto a las medidas que se deben adoptar para resolver los problemas que enfrenta el área del transporte en la comuna de Traiguén.



--Del Honorable Senador señor García:



1) Al señor Ministro de Hacienda, para que informe a esta Corporación sobre las razones de la disminución en la asignación de recursos para la Novena Región, en la distribución de la Provisión Compensación Inversión Sanitaria.



2) Al señor Ministro de Educación, respecto del nivel de avance, por cada Región, del programa de infraestructura educacional asociado a la Jornada Escolar Completa y el tiempo en que se espera completarlo.



3) Al señor Ministro de Educación, sobre el estado de tramitación del Proyecto Construcción Liceo de Trovolhue y de la suscripción del Convenio entre el Ministerio de Educación y la Ilustre Municipalidad de Carahue.



4) A la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, acerca del grado de avance, por cada Región, del Programa de Mejoramiento de Barrios-Chile Barrio.



5) Al señor Intendente y señores Consejeros Regionales de la Novena Región, respecto de las Resoluciones números 97, 98 y 99, de 27 de diciembre de 2005, y 07, de 10 de febrero de 2006, de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo. 



6) Al señor Vicepresidente Ejecutivo de la Corporación de Fomento de la Producción, acerca del premio a la calidad, en su modalidad unidades regionales, otorgado al Servicio de Registro Civil e Identificación de la Novena Región.



--Del Honorable Senador señor Horvath, al señor Ministro de Obras Públicas y al señor Director Nacional de Vialidad, respecto de la posibilidad de crear una Oficina Especial en la Región de Aysén dedicada a la atención de los vecinos afectados por problemas de mantenimiento de los caminos rurales y secundarios.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los señalados señores Senadores, en conformidad al Reglamento del Senado.

_________________

__________



En el tiempo del Comité Partido Unión Demócrata Independiente, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Orpis, quien se refiere a la situación acaecida en el hito 52, lugar determinado para llevar a cabo una actividad de integración entre parlamentarios bolivianos y autoridades municipales de Iquique, organizada por el señor Presidente del Senado de Bolivia, en la que no se observó un trato adecuado para las visitas extranjeras.



Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficio, en su nombre, a los señores Ministros del Interior y de Relaciones Exteriores para que, si lo tienen a bien, efectúen un seguimiento del referido caso.



Sobre el particular, el señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Pizarro, quien manifiesta su adhesión a los oficios solicitados.



Seguidamente, el señor Presidente, en consideración al interés manifestado por diversos señores Senadores, sugiere a la Sala enviar los respectivos oficios en nombre del Senado.



Así se acuerda.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de la Corporación, en conformidad al Reglamento del Senado.

__________

__________



En el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional e Independiente, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Cantero, quien se refiere a la celebración de un nuevo aniversario de la Cruz Roja Internacional y de la Media Luna Roja.



Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficio, en su nombre, a la señora Presidenta de la Cruz Roja Chilena y a la representante de la Cruz Roja Internacional saludándolas en este nuevo aniversario.



Sobre el particular, el señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Romero, el que pide que dichos oficios sean remitidos, asimismo, en nombre del Comité Partido Renovación Nacional e Independiente.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del mencionado señor Senador y del Comité Partido Renovación Nacional e Independiente, en conformidad al Reglamento del Senado.

__________



En seguida, en tiempo cedido por el Comité Partido Renovación Nacional, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Navarro, quien se refiere a la instalación de antenas para la transmisión de telefonía celular en diversas zonas del país y los efectos por ellas provocados.



Al respecto, el señor Senador solicita enviar, en su nombre, los siguientes oficios:



a) A S. E. la Presidenta de la República para que, si lo tiene a bien, considere asignarle urgencia al proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que regula la instalación de antenas de telefonía móvil (Boletín Nº 2.532-15).



b) Al señor Subsecretario de Telecomunicaciones para que, si lo tiene a bien, informe a esta Corporación sobre las solicitudes de concesión relativas a la ubicación de las referidas antenas que se encuentran pendientes y acerca de otras materias relacionadas.



El señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Romero, el que manifiesta su adhesión a los oficios requeridos.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los mencionados señores Senadores, en conformidad al Reglamento del Senado.

- - -



Luego, el señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Cantero, quien se refiere a las interferencias que las ondas emitidas por los teléfonos celulares producen en los aparatos electrodomésticos al interior de los hogares y reflexiona acerca de los efectos que acarrearán para los seres humanos las antenas que permiten el funcionamiento de la telefonía celular.



Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficio, en su nombre, a la señora Ministra de Salud para que, si lo tiene a bien, considere la posibilidad de crear una Comisión que informe respecto del impacto de las referidas ondas y frecuencias en la salud humana.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del mencionado señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.

- - -



Inmediatamente, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Navarro, quien se refiere al inminente pronunciamiento de la COREMA de la Región Metropolitana acerca de la Declaración de Impacto Ambiental denominada “Mejoramiento de la Seguridad Vial Camino Rinconada, Maipú, Región Metropolitana”, materia que dice relación con la Resolución de Calificación Ambiental Nº 479, del año 2001, con el Relleno Sanitario Santiago Poniente y con la ruta del lugar.



Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficio, en su nombre, a la señora Ministra de Salud, a la señora Directora Ejecutiva de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, al señor Director de la Comisión Regional del Medio Ambiente de la Región Metropolitana y al señor Director Nacional de Vialidad para que, si lo tienen a bien, informen a esta Corporación sobre la materia planteada.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del mencionado señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.

____________



Se deja constancia de que no hicieron uso de su tiempo en la Hora de Incidentes de esta sesión los Comités Partido Socialista, Partido Demócrata Cristiano y Mixto Partido Por la Democracia y Partido Radical Socialdemócrata.

_____________

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado

 SESION 14ª, ESPECIAL, EN MIÉRCOLES 10 DE MAYO DE 2.006



Presidencia del Honorable Senador señor Frei, Presidente del Senado.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei, y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Chadwick, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar.



Asisten, asimismo, la señora Ministra Secretaria General de la Presidencia, doña Paulina Veloso y el señor Ministro de Justicia, don Isidro Solís.



Actúan de Secretario General Subrogante y de Prosecretario Subrogante los señores José Luis Alliende Leiva y César Berguño Benavente, respectivamente.

________________

ORDEN DEL DIA

Informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el oficio de S. E. la Presidenta de la República por el que solicita el acuerdo del Senado para designar, como Ministra de la Excelentísima Corte Suprema, a la magistrada señora Margarita Eliana 

Herreros Martínez



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General Subrogante señala que se trata del informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el oficio de S. E. la Presidenta de la República, por el que solicita el acuerdo del Senado para designar a la magistrada señora Margarita Eliana Herreros Martínez, como Ministra de la Excelentísima Corte Suprema, correspondiente al Boletín Nº S 850-05.



Agrega el señor Secretario General Subrogante que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz Aburto, informa a la Sala que en la designación de Ministra de Corte Suprema en trámite se ha dado cumplimiento a los requisitos y formalidades previstos por nuestro ordenamiento jurídico.



Finalmente, el señor Secretario General hace presente que, de conformidad con lo dispuesto en el número 9) del artículo 53 y en el inciso tercero del artículo 78, ambos de la Constitución Política de la República, la designación debe contar para su aprobación con el voto conforme de los dos tercios de los señores Senadores en ejercicio.

- - -



A continuación, el señor Presidente pone en discusión la solicitud de Su Excelencia el Presidente de la República y concede la palabra al Honorable Senador señor Gómez, en su calidad de Presidente de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

- - -



Cerrado el debate, el señor Presidente pone en votación nominal la solicitud de Su Excelencia la Presidenta de la República, la que resulta aprobada por 31 votos a favor.



Votan a favor los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Chadwick, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar. Fundamentan su voto los Honorables Senadores señora Alvear y señores Ávila, Espina y Muñoz Aburto.



El señor Presidente expresa que, en consecuencia, queda designada como Ministra de la Corte Suprema, la señora Margarita Eliana Herreros Martínez.



El señor Presidente concede la palabra al señor Ministro de Justicia.



El señor Presidente otorga el uso de la palabra a la Honorable Senadora señora Matthei.



Queda terminada la discusión de este asunto.

____________________






CARLOS HOFFMANN CONTRERAS






Secretario General del Senado

SESION 15ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 10 DE MAYO DE 2.006



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Frei.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei, y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar.



Asisten, asimismo, la señora Ministra Secretaria General de la Presidencia, doña Paulina Veloso y el señor Ministro de Justicia, don Isidro Solís.



Actúan de Secretario General Subrogante y de Prosecretario Subrogante los señores José Luis Alliende Leiva y César Berguño Benavente, respectivamente.

________________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones undécima, ordinaria, de 2 de mayo de 2006 y duodécima, ordinaria, de 3 de mayo de 2006, que no han sido observadas.

___________________________

CUENTA

Mensaje



De Su Excelencia el Vicepresidente de la República, con el que retira la urgencia, y la hace presente, nuevamente, en el carácter de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el plazo de entrada en vigencia de la ley N° 20.084, sobre responsabilidad penal juvenil (Boletín N° 4.197-07).



-- Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación, y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



De la Honorable Cámara de Diputados, mediante el cual comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de acuerdo aprobatorio del “Acuerdo Estratégico Transpacífico de Asociación Económica”, incluidos sus anexos; el “Memorándum de Entendimiento sobre Cooperación Laboral”, incluido su anexo 1, y el “Acuerdo de Cooperación Ambiental”, ambos entre las Partes del Acuerdo Estratégico Transpacífico de Asociación Económica, todos suscritos entre Chile, Brunei Darussalam, Nueva Zelanda y la República de Singapur, en Wellington, Nueva Zelanda, el 18 de julio del año 2005 (Boletín N° 4.047-10).



-- Pasa a las Comisiones de Relaciones Exteriores, de Agricultura y de Hacienda.



De la señora Ministra Secretaria General de la Presidencia, por medio del cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, sobre los gastos en campañas de publicidad o difusión de políticas públicas realizados por el Servicio Nacional del Adulto Mayor, entre el 11 de septiembre de 2005 y el 15 de enero de 2006.



Del señor Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre la eventual enajenación del predio que indica, en la comuna de Cunco, a una empresa maderera que ya lo ha intervenido, talando bosque nativo para plantar pinos.



Del General de Carabineros Jefe de la IX Zona Araucanía, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre presencia policial en la Población Cacique Mariluan Cinco, de la comuna de Victoria.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



Dos de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaídos en los siguientes asuntos:



1) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 4.059-07), y



2) Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el plazo de entrada en vigencia de la ley N° 20.084, sobre responsabilidad penal juvenil (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín N° 4.197-07).



De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que amplía el plazo para reclamar por el avalúo de bienes raíces no agrícolas (Boletín N° 4.134-05).



De la Comisión de Salud, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Sanitario respecto de la receta médica (Boletín N° 3.915-11).



-- Quedan para tabla.

Comunicación



De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, por medio de la cual propone a la Sala archivar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece que son accidentes del trabajo los ocurridos en el trayecto directo, de ida o regreso, entre un lugar de empleo y otro (Boletín N° 3.776-13), en atención a que la iniciativa ha perdido oportunidad, debido a que la materia fue regulada en la ley N° 20.101, publicada el 28 de abril del presente.



-- Se accede a lo solicitado, previo acuerdo de la Honorable Cámara de Diputados.

_________________

TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señores Navarro, Girardi, Letelier y Muñoz Aburto, mediante el cual proponen solicitar a la señora Directora del Área Socio Cultural de la Presidencia de la República estudiar la posibilidad de extender el Programa Sonrisa de Mujer, con la 

finalidad que indican



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General Subrogante informa que el proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Girardi, Letelier y Muñoz Aburto, correspondiente al Boletín Nº S 853-12, es del siguiente tenor

PROYECTO DE ACUERDO:

Considerando:

 

1.- Que una de las acciones solidarias mejor evaluadas por la opinión pública en los últimos años ha sido el programa “Sonrisa de Mujer”, impulsado por la entonces Primera Dama, doña Luisa Durán, y que contó con la colaboración de Prodemu, el Banco del Estado, el Colegio de Odontólogos, medios de comunicación, personas y empresas privadas.

 

2.- Que esta positiva evaluación se debe, en parte, a que el tema dental constituye uno de los problemas sanitarios más importantes y latentes en las mujeres de escasos recursos.

 

3.- Que se trató de un programa exitoso en el que se logró atender al 100% de las mujeres inscritas dentro del plazo estipulado, con un impacto enorme en su autoestima y en su vida social, familiar y laboral.

 

4. Que la carencia de piezas dentales trasciende los aspectos médicos y nutricionales; genera impactos sicológicos y sociológicos de diversa índole sobre la mujer que sufre este problema; daña su imagen física, deteriora su autoestima, inhibe su vida social e incluso afecta sus posibilidades laborales.

 

5.- Que el programa consideraba un pago de las beneficiarias que ascendía, en promedio, a los $140.000, dependiendo del daño dental que mostrara la mujer. Cabe destacar que un tratamiento de estas características, atendido de manera particular, tiene un costo superior a los $600.000, lo que en términos reales imposibilitaba su acceso para mujeres de escasos recursos.

 

6.- Que esta iniciativa, durante dos años, atendió a más de 25 mil mujeres, de las cuales, 19.141 (75%) pagaron sus tratamientos a través de créditos y/o ahorros del Banco Estado, mientras que 6.286 (25%) recibieron el apoyo solidario de personas naturales, instituciones públicas y privadas, chilenos en el exterior y de algunos de los 1.097 dentistas que, en determinados casos, realizaron tratamientos sin costo alguno.

 

7.- Que esta experiencia ha trascendido las fronteras de nuestro país, habiéndose firmado convenios de cooperación con Chile para su implementación en México, donde la Secretaria de Salud, las Universidades, el Instituto Estatal de las Mujeres, Colegios y Asociaciones de Odontólogos, y empresas del ramo dental colaboran para su exitosa aplicación. Lo mismo en Panamá, donde la Facultad de Odontología de la Universidad de Panamá procesarán las prótesis provenientes del desarrollo del proyecto, operativizado por el Ministerio de Salud y la Caja de Seguro Social, entidades que efectuarán el diagnóstico de las pacientes.

 

8.- Que muchas de las 25 mil mujeres beneficiadas necesitarán revisar su tratamiento dental, modificar las prótesis recibidas y, en muchos casos, reforzar su educación en el tema de la salud bucal.

 

9.- Que siendo aún tan escasa la atención dental a nivel de atención primaria, es imprescindible abrir las posibilidades de que este programa pueda replicarse para atender a nuevas beneficiarias, implementando a través de ellas una campaña de prevención de salud bucal para sus familias.

 

En mérito a las consideraciones que anteceden, el Senado de la República acordó oficiar a usted a fin de solicitarle que pudiera evaluar la posibilidad de generar una segunda etapa del programa “Sonrisa de Mujer”, que no sólo permita brindar cobertura a mujeres de escasos recursos que requieran atención dental y que no hayan sido atendidas en la versión anterior, sino también reevaluar a aquellas anteriores beneficiarias que requieran seguimiento, aprovechando, asimismo, el desarrollo de esta iniciativa para entregar educación bucal a las familias a través de las mujeres que sean atendidas.

- - -



El señor Presidente expresa que, no obstante lo preceptuado por el artículo 100 del Reglamento del Senado y, en consideración al interés manifestado por diversos señores Senadores de exponer algunas apreciaciones sobre la materia, la Mesa, sin sentar un precedente, resuelve conceder el uso de la palabra respecto de este proyecto de acuerdo.

  

A continuación, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señor Girardi, señora Matthei y señores Longueira, Ruiz-Esquide, Navarro, García, Pizarro, Núñez y Gazmuri.

- - -



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Longueira solicita al señor Presidente que recabe el asentimiento de la Sala, en orden a que se envíe un oficio, en su nombre, a S. E. la Presidenta de la República para que, si lo tiene a bien, considere las expresiones por él vertidas.



Consultada la Sala, así se acuerda.

- - -



El Honorable Senador señor García, durante su participación sugiere al señor Presidente que el proyecto de acuerdo sea dirigido tanto a S. E. la Presidenta de la República como a la señora Ministra de Salud.



El señor Presidente consulta a la Sala y se acuerda enviar el proyecto de acuerdo a S. E. la Presidenta de la República y a la señora Ministra de Salud.

- - -



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Pizarro solicita al señor Presidente que recabe el asentimiento de la Sala, en orden a oficiar al señor Presidente de la Comisión de Salud para que dicha instancia evalúe, en conjunto con el Ministerio de Salud, el desarrollo de un programa de alcance nacional que satisfaga de manera más completa y adecuada los problemas asociados a la salud bucal de la población chilena.



La Sala acuerda enviar el referido oficio.

__________



Sometido a votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes. 



El texto aprobado por el Senado es el transcrito anteriormente.

_____________

Proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señores Navarro, Girardi, Letelier, Muñoz Aburto y Ominami, mediante el cual proponen solicitar a S. E. la señora Presidenta de la República la ratificación por parte de Chile, del “Convenio Internacional contra el reclutamiento, la utilización, la financiación y el entrenamiento de mercenarios”, de la ONU, de 4 de diciembre de 

1989



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General Subrogante informa que el proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Girardi, Letelier, Muñoz Aburto y Ominami, correspondiente al Boletín Nº S 854-12, es del siguiente tenor

PROYECTO DE ACUERDO:

Considerando:

 

1.- Que, en el conflicto bélico que se desarrolla en Irak, han reaparecido en la escena internacional los funcionarios de las empresas de seguridad, las que no son otra cosa que agencias de reclutamiento de combatientes a sueldo o “mercenarios”, tal como los define la Organización de las Naciones Unidas (ONU).

 

2.- Que, en las “corporaciones militares privadas” que están “trabajando” en Irak, operan entre diez mil y veinte mil personas, entre ellas más de un centenar de chilenos, en su mayoría ex uniformados, con lo que Irak se está convirtiendo en un campo de batalla de empresas privadas mantenidas por miles de ex militares.

 

3.- Que no existe ningún modo de controlar a estas empresas, que actúan por cuenta propia, pues, por un lado, son empresas civiles, y, por el otro, son empresas militares. Como no hay ningún organismo gubernamental o internacional que las supervise, es imposible saber cómo funcionan y cuáles son las condiciones impuestas a los contratistas militares.

 

4.- Que, en Chile, el señor José Miguel Pizarro Ovalle, ciudadano chileno, ex capitán de ejército, montó diversas empresas, por medio de las cuales se dedicó a seleccionar, entrenar y enviar a Irak, entre otros destinos, a ex militares chilenos para realizar labores militares y de vigilancia en recintos castrenses y privados.

 

5.- Que el señor José Miguel Pizarro fue declarado reo por infracciones del decreto ley N° 3.607, sobre Vigilantes Privados, por la Cuarta Fiscalía Militar de Santiago, en la causa rol N° 1229-2003, ante la denuncia efectuada por la Dirección General de Movilización Nacional por instrucción de la Ministra de Defensa Nacional.

 

6.- Que, a mayor abundamiento, el día miércoles 19 de octubre de 2.005, el equipo periodístico del programa de Televisión Nacional de Chile “Informe Especial” exhibió los resultados de una seria investigación acerca de las actividades de los mercenarios en Chile. El reportaje muestra a José Miguel Pizarro utilizando unas subametralladoras y armas en un polígono privado para probar chalecos antibalas que él vendía al Ejército (lo que le costó la baja a un oficial destacado), que por ser armas del Ejército, se está investigando el delito de uso no autorizado de armamento militar en la Fiscalía Militar correspondiente.

 

En el mismo programa se exhibe las instrucciones que realiza el imputado Pizarro, en Rinconada de Maipú y oros lugares, las que son propias de entrenamiento militar como "Das tres pasos y disparas, das tres más y disparas". Un ex colaborador, señaló a rostro descubierto que Pizarro daba entrenamiento ofensivo y defensivo, como el de despeje y limpieza de poblados.

 

Estos hechos han planteado la necesidad de prohibir y sancionar la actividad del mercenario, toda vez que lesionaría bienes jurídicos del derecho nacional e internacional.

 

7.- Que los mercenarios o “vigilantes privados” chilenos que ha llevado Redtáctica a Irak se han envuelto en una guerra ilegal, condenada por resoluciones de la ONU y que la comunidad internacional ha denostado y rechazado categóricamente.

 

8.- Que el Diccionario de Derecho Internacional de- los Conflictos Armados define a mercenario como el “individuo que se enrola voluntariamente en las fuerzas armadas combatientes de un Estado beligerante del que no es nacional, impulsado por el deseo de obtener un provecho personal”. Según este texto, el mercenario “no tiene derecho al estatuto de combatiente y, si es capturado por la parte adversa, tampoco tiene derecho al estatuto de prisionero de guerra [...].”. El mercenario no debe confundirse con el voluntario”.

 

9.- Que diversas resoluciones de la ONU se han pronunciado en contra de la actividad de los mercenarios por considerar que viola bienes jurídicos del Derecho Internacional como son la libre determinación de los pueblos, la integridad territorial, la independencia de los Estados, la unidad nacional, la soberanía sobre los recursos naturales, la paz y la seguridad internacionales, el respeto a los derechos humanos, y la moral, la seguridad nacional, el orden público y el interés nacional.

 

10.- Que la resolución 48/92 de la ONU, de 20 de diciembre de 1993, sobre la “Utilización de mercenarios como medio de violar los derechos humanos y obstaculizar el ejercicio del derecho de los pueblos a la libre determinación” señala que “la legitimidad de la lucha que libran los pueblos y sus movimientos de liberación por la independencia, la integridad territorial, la unidad nacional y la liberación de la dominación colonial, contra el apartheid y la intervención y ocupación extranjeras, no pueden en modo alguno considerarse una actividad mercenaria ni equipararse con una actividad de esa índole”.

 

11.- Que, asimismo, la resolución 54/151, relativa a la “Utilización de mercenarios como medio de violar los derechos humanos y obstaculizar el ejercicio del derecho de los pueblos a la libre determinación”, de 29 de febrero de 2000, reconoce que las actividades de los mercenarios siguen en aumento en muchas partes del mundo y adoptan nuevas formas que les permiten funcionar de forma mejor organizada, con una recompensa mayor, que su número está creciendo y que cada vez más personas están dispuestas a hacerse mercenarios.

 

12.- Que, en estas resoluciones, se afirma que los conflictos armados, el terrorismo, el tráfico de armas y las operaciones encubiertas de terceras potencias, entre otras cosas, fomentan la demanda de mercenarios en el mercado mundial, y se insta a los Estados a que “ejerzan el máximo de vigilancia contra la amenaza que entrañan las actividades de los mercenarios y que, mediante medidas legislativas apropiadas, se aseguren de que su territorio y otros territorios bajo su control, así como sus connacionales, no sean utilizados en el reclutamiento, la concentración, la financiación, el entrenamiento y el tránsito de mercenarios”.

 

13.- Que, desde hace diecisiete años la Comisión de Derechos Humanos de la ONU cuenta con un Relator Especial sobre las actividades de los mercenarios, quien presentó, el 24 de diciembre de 2003, un informe titulado “Utilización de mercenarios como medio de violar los derechos humanos y obstaculizar el ejercicio del derecho de los pueblos a la libre determinación”, en el que se muestra un panorama actual de la materia.

 

14.- Que, a propuesta del Relator Especial, el tema de las empresas de seguridad militar fue incluido en 2001 y 2002, en las dos reuniones de expertos acerca de mercenarios, organizadas por la Oficina del Alto Comisionado de la ONU para los Derechos Humanos, sobre la base de denuncias efectuadas por crímenes y delitos cometidos por miembros de estas empresas - los que incluyen asesinatos, violaciones y secuestro de niños - que suelen quedar impunes.

 

15.- Que, según el Relator Especial, en los últimos años el problema de los mercenarios ha estado indisolublemente vinculado con el terrorismo internacional, así como también se ha podido observar el crecimiento y diversificación de estas empresas, cuya publicidad las presenta incluso como alternativa a las fuerzas armadas regulares. Se han conocido propuestas en el sentido de que estas empresas sustituyan a las fuerzas gubernamentales en operaciones internacionales de mantenimiento de la paz.

 

16.- Que el “Convenio Internacional contra el reclutamiento, la utilización, la financiación y el entrenamiento de mercenarios”, de 4 de diciembre de 1989, de las Naciones Unidas, declara las actividades señaladas como “delitos”, aun las del mercenario mismo.

 

17.- Que el Convenio, que entró en vigor el 20 de octubre de 2001, obliga a los Estados Partes a no recurrir al reclutamiento, a la utilización, a la financiación o al entrenamiento de mercenarios y a prohibir tales actividades como medida de prevención.

 

En mérito a las consideraciones que anteceden, el Senado de la República acordó oficiar a Su Excelencia con el objeto de solicitarle la ratificación, por parte de Chile, del “Convenio Internacional contra el reclutamiento, la utilización, la financiación y el entrenamiento de mercenarios” de la ONU, de 4 de diciembre de 1989, a fin de prevenir que en el futuro empresas chilenas o internacionales recluten y entrenen mercenarios en el país, sean estos nacionales o extranjeros.

- - -



Sometido a votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 20 votos a favor, 1 voto en contra y 2 abstenciones.



Votan a favor los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei, y señores Allamand, Ávila, Bianchi, Escalona, Espina, Flores, Frei, Gazmuri, Gómez, Horvath, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Orpis y Prokurica.



Vota en contra el Honorable Senador señor Arancibia.



Se abstienen los Honorables Senadores señores García y Romero.



El texto aprobado por el Senado es el transcrito anteriormente.

_____________

Proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señores Navarro, Girardi, Letelier, Muñoz Aburto y Ominami, mediante el cual proponen solicitar a la señora Ministra de Economía, Fomento y Reconstrucción, y al señor Ministro de Obras Públicas modificar los Reglamentos que se indican con el objeto de diferenciar el consumo de agua potable de la utilización de alcantarillado 

para el cálculo de sus tarifas





El señor Secretario General Subrogante informa que el proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Girardi, Letelier, Muñoz Aburto y Ominami, correspondiente al Boletín Nº S 855-12, es del siguiente tenor

PROYECTO DE ACUERDO:

Considerando:

 

1. Que el artículo 1º de la Ley de Tarifas de los Servicios Sanitarios, establecida mediante el decreto con fuerza de ley N° 70, del Ministerio de Obras Públicas, de 1988, establece que “estarán sujetos a fijación de tarifas los servicios de agua potable y de alcantarillado de aguas servidas, prestados por servicios públicos y empresas de servicio público, en adelante, prestadores tanto a usuarios finales, como a otros que actúen como intermediarios respecto de aquellos”.

 

2. Que para el cálculo de las fórmulas tarifarias a utilizar, el artículo 7º del señalado cuerpo legal indica que deberán incluir un cargo fijo periódico y cargos variables por volumen consumido de agua potable y por volumen descargado de aguas servidas.

 

3. Que, por su parte, el artículo 14 del Reglamento de la Ley de Tarifas Sanitarias, establecido mediante el decreto supremo N° 453, del Ministerio de Economía, de 1989, señala que “para efectos de la aplicación de este reglamento, en relación al cálculo de las tarifas, se considerará que el volumen de aguas servidas es igual al volumen consumido de agua potable”.

 

4. Que el Reglamento de Prestación de Servicios Domiciliarios de Agua Potable y de Alcantarillado, fijado a través del decreto supremo N° 316, del Ministerio de Obras Públicas, de 1984, regula en sus artículos 10 y siguientes el precio y la medición del consumo de agua potable, señalando que se hará por medio de medidores que registren metros cúbicos, según el tipo que apruebe la Dirección Nacional del Servicio Nacional de Obras Sanitarias, la que podrá exceptuar las localidades cuyo clima pudiere afectar el funcionamiento de ellos, caso en el cual los decretos que aprueben las tarifas contemplarán procedimientos generales que permitan presumir equitativamente el consumo.

 

5. Que las cuentas por consumo de agua potable contienen un ítem denominado “Uso de Alcantarillado”, que corresponde al cobro por servicio de retiro de las aguas servidas desde los inmuebles o propiedades.

 

6. Que para el cobro por el servicio de alcantarillado se considera que el volumen descargado de aguas servidas es igual al volumen consumido de agua potable, situación que no es efectiva, toda vez que existen fuentes de consumo de agua que no se convierten en aguas servidas, como por ejemplo el agua que se utiliza para regar.

 

7. Que parece una fórmula más justa de cobro que los usuarios paguen por el uso real del alcantarillado, en relación a la cantidad de aguas servidas que produzca cada cliente, en forma equivalente al modo de cobro que existe para el agua potable, esto es, de acuerdo a los metros cúbicos que se registren en el respectivo medidor.

 

En mérito a las consideraciones que anteceden, el Senado de la República acordó oficiar a Usía con la finalidad de solicitarle, si lo tiene a bien, que se modifique el artículo 14 del Reglamento de la Ley de Tarifas Sanitarias, con el objeto de eliminar el criterio de que “para efectos de la aplicación de este reglamento, en relación al cálculos de las tarifas, se considerará que el volumen descargado de aguas servidas es igual al volumen consumido de agua potable”.

- - -



El señor Presidente, en conformidad a la decisión adoptada precedentemente por la Mesa respecto del proyecto de acuerdo, correspondiente al Boletín Nº S 853-12, concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Horvath y Navarro, señora Matthei y señores Romero y García.



El señor Presidente, en atención a las expresiones vertidas por los señores Senadores que han intervenido, sugiere a la Sala enviar el proyecto de acuerdo, para su consideración, a la Comisión de Obras Públicas.



La Sala así lo acuerda.

______________________________



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Tiempo de Votaciones. 

______________________________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los señores Senadores que a continuación se señalan, han solicitado se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



--Del Honorable Senador señor Bianchi, a la señora Ministra Secretaria General de la Presidencia, solicitando que el Ejecutivo envíe una indicación al proyecto de ley sobre responsabilidad fiscal (Boletín Nº 4.000-05), considerando las ideas contenidas en documento de su autoría enviado a esa Secretaría de Estado.



--Del Honorable Senador señor Cantero:



1) A los señores Ministros de Relaciones Exteriores y de Educación, al señor Presidente de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, al señor Director de la División Organizaciones Sociales del Ministerio Secretaría General de Gobierno, a la señora Directora de la Oficina Regional de la UNESCO en Chile, a los señores Presidentes de los Directorios de las Fundaciones Minera Escondida, Andes y Futuro, sobre el financiamiento del viaje y estadía de tres alumnos de la Escuela D-121 de la ciudad de Antofagasta, a la Feria Internacional de Ciencia y Tecnología que se realizará en la ciudad de Veracruz, México.



2) Al señor Intendente de la Quinta Región, respecto del envío a esta Corporación de las exposiciones y conclusiones del II Seminario Nacional realizado por el Consejo Regional de Ciencia y Tecnología, denominado “Institucionalidad para la Innovación Tecnológica, la Ciencia y el Emprendimiento”.



3) A la señora Directora Nacional del Instituto Nacional de Deportes, sobre el envío de información atinente al catastro de los recintos e instalaciones deportivas de los sectores público y privado de la Segunda Región, especificando materias que indica.



4) Al señor Secretario Regional Ministerial de Educación de la Segunda Región, acerca de petición efectuada por el Departamento de Administración de Educación y Salud Municipal de la Ilustre Municipalidad de María Elena.



5) Al señor Director Regional del Instituto de Normalización Previsional de la Segunda Región, respecto de situación previsional de los señores Pedro Bracamonte y Julio Alcaíno.



--Del Honorable Senador señor Espina:



1) A la señora Ministra de Defensa Nacional, sobre situación previsional de los integrantes de la Agrupación de Reservistas de Galvarino.



2) Al señor Subsecretario de Redes Asistenciales, al señor Alcalde y señores Concejales de la Ilustre Municipalidad de Traiguén y al señor Director de Salud del Servicio de Salud Araucanía Norte, respecto de la adquisición de equipo médico dental para el Servicio Dental del Hospital de Traiguén.



3) Al señor Alcalde y señores Concejales de la Ilustre Municipalidad de Lautaro, acerca de la necesidad de instalar una pasarela nueva en la Comunidad Santos López Lican.



4) Al señor Alcalde y señores Concejales de la Ilustre Municipalidad de Collipulli, al señor Director Nacional del Instituto de Desarrollo Agropecuario y al señor Presidente del Banco Estado, sobre la entrega de recursos asociados al Programa de Recuperación de Suelo Degradado del INDAP.



--Del Honorable Senador señor Romero:



1) A la señora Ministra Secretaria General de la Presidencia, solicitando el otorgamiento de suma urgencia al proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que regula la instalación de antenas de telefonía móvil (Boletín Nº 2.532-15).



2) Al señor Intendente de la Quinta Región y al señor Secretario Ejecutivo de la Comisión Embalse Chacrillas, comunicando el respaldo del señor Senador a la reactivación de la Comisión Embalse Chacrillas, de la comuna de Putaendo y de la necesidad que el señor Intendente Regional participe en la misma.



3) Al señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Los Andes, respecto de la preocupación de los vecinos de la Villa Horizonte por la instalación de una antena de telefonía celular.



--Del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, al señor Ministro de Obras Públicas, para que informe a esta Corporación sobre los daños que habría sufrido el emisario de Lebu como consecuencia de los últimos temporales, indicando la forma que se repararán.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los señalados señores Senadores, en conformidad al Reglamento del Senado.

_________________



En el tiempo del Comité Partido Unión Demócrata Independiente, hace uso de la palabra la Honorable Senadora señora Matthei, quien se refiere a la contratación de personal y a la remodelación de oficinas por parte de la nueva administración de la Empresa Nacional de Minería.



Al respecto, la señora Senadora solicita enviar oficio, en su nombre, al señor Ministro de Hacienda y a la señora Ministra de Minería y Energía para que si lo tienen a bien, informen a esta Corporación acerca del monto total de los gastos involucrados en la materia descrita.



El señor Presidente otorga la palabra al Honorable Senador señor Prokurica, quien manifiesta su adhesión a los oficios solicitados.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los mencionados señora y señor Senadores, en conformidad al Reglamento del Senado.

__________



En el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional e Independiente, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Prokurica, quien se refiere al cumplimiento del compromiso adquirido, en cuanto al traslado definitivo de las oficinas centrales de ENAMI a la ciudad de Copiapó.



Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficio, en su nombre, a la señora Ministra de Minería y Energía para que, si lo tiene a bien, informe a esta Corporación sobre el tema expuesto.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del mencionado señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.

- - -



Seguidamente, el mismo señor Senador hace uso de la palabra y se refiere al anunciado cierre de la División El Salvador de CODELCO.



Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficio, en su nombre, a Su Excelencia la Presidenta de la República y a la señora Ministra de Minería y Energía para que, si lo tienen a bien, efectúen un reestudio del mencionado cese de las actividades de la División El Salvador, en consideración a los efectos socioeconómicos que afectarán al país, a los trabajadores, a las empresas contratistas y, especialmente, a la Región de Atacama.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del mencionado señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.

__________



En el tiempo del Comité Partido Socialista, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Navarro, quien se refiere a las siguientes materias:



a) Calidad del agua potable que se está entregando a los vecinos de las comunas de Florida y de Talcahuano, Octava Región.

 

Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficio, en su nombre, al señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Talcahuano, al señor Superintendente de Servicios Sanitarios, al señor Director del Servicio de Salud de Concepción y al señor Director del Servicio de Salud de Talcahuano para que, si lo tienen a bien, informen a esta Corporación en cuanto a la calidad del agua potable que reciben los vecinos de las comunas de Florida y de Talcahuano, Octava Región.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del mencionado señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.



b) Daños producidos por temporales acaecidos el año 2005, en las comunas de Penco y Tomé, Octava Región.



Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficio, en su nombre, a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, a la señora Intendenta de la Octava Región, al señor Gobernador Provincial de Concepción, al señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Tomé, al señor Director Nacional de la Oficina Nacional de Emergencia y al señor Director Nacional del Servicio de Vivienda y Urbanización para que, si lo tienen a bien, informen a esta Corporación sobre las medidas adoptadas para efectuar las reparaciones necesarias y para prevenir la repetición del problema.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del mencionado señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.



c) Vida útil de los puentes Juan Pablo II y Llacolén, Octava Región.



Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficio, en su nombre, al señor Ministro de Obras Públicas para que, si lo tiene a bien, informe a esta Corporación acerca de los estudios técnicos que posee sobre la vida útil de los puentes Juan Pablo II y Llacolén.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del mencionado señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.



d) Paralización de la construcción del recinto carcelario El Manzano II.



Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficio, en su nombre, al señor Ministro de Justicia para que, si lo tiene a bien, informe a esta Corporación en cuanto a los motivos que llevaron a la paralización de la construcción de la referida cárcel.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del mencionado señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.



e) Reinserción y reintegro de ex funcionarios de Carabineros de Chile y de Gendarmería de Chile, que se retiraron de las instituciones por invalidez, discapacidad u otra causa similar.



Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficio, en su nombre, a la señora Ministra de Defensa Nacional, al señor Ministro de Justicia y al señor Subsecretario de Carabineros para que, si lo tienen a bien, informen a esta Corporación sobre las políticas que están adoptando las respectivas Instituciones en materia de reintegro y reinserción de sus ex funcionarios.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del mencionado señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado



f) Críticas emitidas por los partidos opositores a la decisión del Gobierno de postergar la entrada en vigencia de la ley Nº 20.084, que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal.



Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficio, en su nombre, al señor Ministro de Justicia para que, si lo tiene a bien, informe a esta Corporación acerca de los plazos estipulados para la construcción de los centros de detención preventiva, las capacidades y condiciones de los mismos y si los recursos que se necesitan se encuentran disponibles para el presente año.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del mencionado señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.

____________



Se deja constancia de que no hicieron uso de su tiempo en la Hora de Incidentes de esta sesión los Comités Partido Demócrata Cristiano y Mixto Partido Por la Democracia y Partido Radical Socialdemócrata.

_____________

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA EL DFL. Nº 2, DE 1998, DE EDUCACIÓN, SOBRE SUBVENCIONES A ESTABLECIMIENTOS EDUCACIONALES, Y OTROS CUERPOS LEGALES

(3953-04)


Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1º.- Modifícase el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, en el siguiente sentido:


1.- Agrégase, en la letra a) del artículo 6º, a continuación del guarismo “21º” y antes de la expresión “de la ley Nº 18.962;” el guarismo “y 21° bis”.


2.- En el artículo 9º:


a) Sustitúyese, en el inciso primero, el apartado “Educación General Básica Especial Diferencial 4,8216” por el de “Educación Especial Diferencial 4,8216”.


b) Intercálase, en el inciso primero, entre el nuevo apartado “Educación Especial Diferencial 4,8216” y el apartado “Educación Media Humanístico Científica 1,7631”, un nuevo apartado denominado “Necesidades Educativas Especiales de Carácter Transitorio 4,8216”.


c) Agréganse los siguientes incisos segundo, tercero, cuarto y quinto, nuevos, pasando el actual inciso segundo a ser sexto y así correlativamente:


“Para los efectos de esta ley, se entenderá por Necesidades Educativas Especiales de Carácter Transitorio, aquellas no permanentes que presentan los alumnos en algún momento de su vida escolar a consecuencia de un trastorno diagnosticado por un profesional competente, y que requieren de ayudas y apoyos extraordinarios para acceder o progresar en el currículum por un determinado período de su escolarización. El reglamento determinará los requisitos, instrumentos o pruebas diagnósticas para establecer los alumnos con necesidades educativas especiales que se beneficiarán de la subvención establecida en el inciso anterior.


Se entenderá por profesional competente, el idóneo que se encuentre inscrito en la Secretaría Ministerial de Educación respectiva. En todo caso, será inhábil para los efectos de esta ley el profesional que tenga la calidad de sostenedor de una escuela especial o de un establecimiento con proyectos de integración; o el cónyuge, hijo, adoptado o pariente hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad, inclusive, de un sostenedor de esos establecimientos, o el que sea dependiente de un sostenedor de los mismos establecimientos, y el que tenga intereses en dichas escuelas u otra institución que preste servicios a aquéllas.


Los diagnósticos realizados por los correspondientes profesionales del Ministerio de Educación prevalecerán por sobre los de los profesionales inscritos.


El monto de subvención para alumnos de Educación Especial Diferencial y/o con Necesidades Educativas Especiales de Carácter Transitorio fijado en el inciso primero, cuando se trate de alumnos atendidos en la enseñanza regular, podrá fraccionarse y pagarse en relación a las horas de atención que efectivamente requiera el alumno para la superación de su déficit, de acuerdo a lo establecido en el reglamento correspondiente. En las escuelas de educación especial que desarrollen en su totalidad el plan y programas de estudio correspondiente, en ningún caso se aplicará este fraccionamiento.”.


d) Sustitúyese, en el inciso cuarto, que pasa a ser octavo, la expresión “educación general básica especial diferencial” por la de “educación especial diferencial“.


e) Reemplázase, en el inciso sexto, que pasa a ser décimo, la expresión “subvención de la Educación General Básica Especial Diferencial” por la denominación “subvención de la Educación Especial Diferencial”.


f) Intercálase, en el mismo inciso sexto, que pasa a ser décimo, entre la nueva expresión “subvención de la Educación Especial Diferencial” y el punto final (.), la frase “o subvención de Necesidades Educativas Especiales de Carácter Transitorio, según corresponda”.


g) Reemplázase, en el inciso séptimo, que pasa a ser décimo primero, la expresión “subvención de la educación general básica especial diferencial” por la expresión “, subvención de la educación especial diferencial”.


h) Intercálase, en el mismo inciso séptimo, que pasa a ser décimo primero, entre la nueva expresión “subvención de educación especial diferencial” y el punto seguido (.), la frase “o subvención de necesidades educativas especiales de carácter transitorio, según corresponda”.


3. Sustitúyese el inciso primero del artículo 9º bis, por los siguientes:


“Artículo 9° bis.- Sin perjuicio de lo establecido en las tablas del artículo precedente, los establecimientos que atiendan alumnos con discapacidad visual, auditiva, disfasia severa, trastorno autista, deficiencia mental severa o con multidéficit, que de acuerdo a sus necesidades educativas especiales deban ser atendidos en cursos de no más de ocho alumnos, podrán percibir por ellos un incremento de la subvención establecida en el artículo anterior, en 4,00 Unidad de Subvención Educacional (USE), y en 4,51 Unidad de Subvención Educacional (USE) si se encontraren adscritos al sistema de Jornada Escolar Completa Diurna, el que se pagará conforme a las normas generales establecidas para los montos de subvención señalados en el artículo 9º.


El reglamento determinará los requisitos, instrumentos o pruebas diagnósticas para establecer los alumnos con discapacidades que se beneficiarán de lo dispuesto en el inciso anterior.”.


4. Sustitúyese, en el inciso cuarto del artículo 14, la expresión “Educación General Básica Especial Diferencial” por la siguiente “Educación Especial Diferencial”.


5. Intercálase, en el inciso primero del artículo 23, entre las expresiones “educación general básica diurna”, y la frase “y de educación media diurna”, la expresión “, educación especial diferencial”.


6. Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 36, la expresión “educación general básica especial diferencial” por la siguiente: “educación especial diferencial”.


7. En el artículo 37:


a) Sustitúyese, en el inciso primero el apartado “Educación Básica Especial Diferencial 1,5674”, por el de “Educación Especial Diferencial 1,5674”.


b) Agrégase, en el mismo inciso primero, entre el nuevo apartado “Educación Especial Diferencial 1,5674” y el apartado “Educación Media Humanístico-Científica 0,5792”, el nuevo apartado “Necesidades Educativas Especiales de Carácter Transitorio 1,5674”.


8. En el artículo 41:


a) Sustitúyese, en el inciso primero, el apartado “Educación General Básica Especial Diferencial $ 1.353” por el de “Educación Especial Diferencial $ 1.353”.


b) Intercálase, en el mismo inciso primero, entre el nuevo apartado “Educación  Especial Diferencial $ 1.353 ” y el apartado “Educación Media Científica-Humanista $ 561”, el nuevo apartado “Necesidades Educativas Especiales de Carácter Transitorio $ 1.353”.


c) Sustitúyese, en el inciso segundo, el apartado “Educación General Básica Especial Diferencial $ 2.374” por el de “Educación Especial Diferencial $ 2.374”.


d) Agrégase, en el mismo inciso segundo, entre el nuevo apartado “Educación  Especial Diferencial $ 2.374” y  el apartado “Educación Media Científico-Humanista $ 985”, el nuevo apartado “Necesidades Educativas Especiales de Carácter Transitorio $ 2.374”.


e) Sustitúyese, en el inciso sexto, el apartado “Educación General Básica Especial Diferencial $ 2.516,44” por el de “Educación Especial Diferencial $ 2.516,44”.


f) Intercálase, en el mismo inciso sexto, entre el nuevo apartado “Educación Especial Diferencial $ 2.516,44” y el apartado “Educación Media Científico-Humanista $1.044,10”, el nuevo apartado “Necesidades Educativas Especiales de Carácter Transitorio $ 2.516,44”.


9. En el artículo quinto transitorio:


a) Sustitúyese, en el inciso segundo, el apartado “Educación Básica Especial Diferencial 0,0813 USE” por el de “Educación Especial Diferencial 0,0813 USE”.


b) Agrégase, en el mismo inciso segundo, a continuación del nuevo apartado “Educación  Especial Diferencial 0,0813 USE”, el nuevo apartado “Necesidades Educativas Especiales de Carácter Transitorio 0,0813 USE”.


Artículo 2º.- Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo, en el artículo 16 de la ley Nº 19.410, pasando el actual tercero a ser cuarto y final:


“En la evaluación de desempeño de las escuelas especiales que no cuenten con información de niveles de logro provenientes de la aplicación del sistema de medición de la calidad de la educación del artículo 19 de la ley Nº 18.962, no se considerarán los factores establecidos en las letras a) y b) de este artículo, debiendo redistribuirse proporcionalmente los porcentajes asignados en el reglamento para estos factores en los porcentajes asignados por el mismo reglamento a los factores c), d), e) y f) del mismo artículo.”.


Artículo 3°.- Reemplázase el artículo 31 de la ley 19.284, por el siguiente:


“Artículo 31.- A los alumnos y alumnas del sistema educacional de enseñanza pre básica, básica o media que padezcan de patologías o condiciones médico-funcionales que requieran permanecer internados en centro especializados o en el lugar que el médico tratante determine o que estén en el tratamiento médico ambulatorio, el Ministerio de Educación les proporcionará la correspondiente atención escolar en el lugar que por prescripción médica deban permanecer, la que será reconocida para efectos de continuación de estudios y certificación de acuerdo con las normas que establezca ese Ministerio.”.”.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): ANTONIO LEAL LABRÍN,

Presidente de la Cámara de Diputados.-

CARLOS LOYOLA OPAZO,

Secretario General de la Cámara de Diputados.-
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INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, QUE CREA EL CARGO DE PRESIDENTE DE LA COMISIÓN NACIONAL DEL MEDIO AMBIENTE Y LE CONFIERE RANGO DE MINISTRO DE ESTADO

(4148-06)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene a honra emitir su informe acerca del proyecto señalado en el epígrafe, en primer trámite constitucional e iniciado en mensaje de S.E. la señora Presidenta de la República, con urgencia calificada de “simple”.


A las sesiones en que la Comisión se abocó al estudio de esta iniciativa asistieron, además de sus miembros, la Ministra Secretaria General de la Presidencia, señora Paulina Veloso; el Subsecretario de esa Cartera, señor Edgardo Riveros; la Abogada de la División Jurídica Legislativa de ese Ministerio, señora Susana Rioseco; el Director Ejecutivo de la Fundación Oceana, señor Marcel Claude; el Director de la Campaña Salmonicultura de la Fundación Oceana, señor Cristian Gutierrez; la Directora de la Campaña Contaminación Marina de la Fundación Oceana, señora Antonia Fortt; el Coordinador de la Unidad de Desarrollo y Estrategia Institucional del Centro Nacional del Medio Ambiente de la Universidad de Chile, señor Jaime Durán; la Investigadora del Centro Nacional del Medio Ambiente de la Universidad de Chile, señora Patricia Matus; el Director Ejecutivo de la Fundación Terram, señor Rodrigo Pizarro, y la Coordinadora del Programa de Medio Ambiente de la Fundación Terram, señora Paola Vasconi.

I. OBJETIVO DE ESTA INICIATIVA DE LEY


El proyecto de ley tiene por objeto avanzar hacia una institucionalidad ambiental renovada, dotada de una autoridad superior con la competencia y jerarquía necesarias para conducir la política ambiental del país.

II. CUESTIÓN PREVIA


Prevenimos que las letras a) y c) del Nº 1 y el Nº 2, ambos del artículo 1º del proyecto, de aprobarse, deben serlo con rango de ley orgánica constitucional por recaer en normas de esa jerarquía, como son los artículos 69 y 71 de la ley Nº 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente.

III. ANTECEDENTES

3.1. De Derecho


1. Ley Nº 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente.


2. Ley Nº 19.863, sobre Remuneraciones de Autoridades de Gobierno.


3. D.F.L. Nº 1/19653, que fijó el texto refundido de la Ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases de la Administración del Estado.

3.2. De Hecho


El mensaje con que S.E. la señora Presidenta de la República inició este proyecto de ley está estructurado en cuatro grandes acápites. El primer de ellos, “El desempeño ambiental de Chile”, está conformado por cuatro números que se refieren a la institucionalidad ambiental a partir de la ley Nº 19.300; al ente encargado de las políticas y acciones en materia ambiental; a los criterios con que se ha abordado el diseño de la institucionalidad ambiental, y a la evaluación que sobre este asunto ha hecho la Organización de Cooperación y Desarrollo Económico.


Por lo que hace al primer aspecto, la ley Nº 19.300, el mensaje explica que la dictación de este cuerpo legal -hace más de una década- dio un paso relevante en materia de medio ambiente.


Agrega que no obstante las dificultades que obstaculizaban instituir un aparato estatal para el medio ambiente, se logró crear la Comisión Nacional del Medio Ambiente como el organismo rector de la política medio ambiental. En el desarrollo de este proceso, se llegó al convencimiento de que el país no se insertaría en el mundo desarrollado sin una legislación ambiental internacionalmente aceptable, ni podría aspirar al desarrollo sin instrumentos protectores del medio ambiente.


Continúa expresando el mensaje que a partir de este criterio se estructuró una legislación que ha permitido reducir el riesgo ambiental y establecer las condiciones para que el crecimiento económico no sea una amenaza del medio ambiente. Esta institucionalidad, concluye el mensaje en este número, ha reunido valiosas experiencias técnicas y políticas y científicos y expertos en políticas públicas, todo lo cual, también, ha permitido crear mayor conciencia ambiental en la comunidad.


En el segundo número, “La estructura organizativa”, el mensaje explica que la Comisión Nacional del Medio Ambiente es un servicio público descentralizado, con una estructura nacional y regional. En la nacional, los órganos resolutivos son el Consejo Directivo, la Dirección Ejecutiva y el Consejo Consultivo.


En las regiones existen las comisiones regionales de medio ambiente y los consejos regionales como órganos asesores.


En el tercer número de este acápite, “Criterios seguidos para el diseño de la institucionalidad ambiental”, el mensaje expresa que acorde con la estructura de la Administración del Estado, la institucionalidad ambiental reunió varios organismos con competencia en esta materia en un sistema de cooperación y coordinación bajo la autoridad del Consejo, lo que se explica por el carácter multisectorial del medio ambiente (recursos y elementos naturales y socioculturales que permiten la vida en sus diversas manifestaciones). Lo anterior hace que la gestión ambiental sea diferente a la de otras actividades y que impacte a una multiplicidad de sectores.


Además, continúa el mensaje, el diseño debió conciliar la dispersión de competencias ambientales con una institucionalidad rectora llamada a conducir toda la actividad ambiental en el país.


Consigna enseguida el mensaje que como las políticas de CONAMA afectan a muchos sectores, la ley Nº 19.300 estatuyó que su dirección superior estuviera a cargo de un Consejo Directivo integrado con Ministros de cuyas carteras dependen o se relacionan los organismos públicos con competencias ambientales.


Esta conformación permite definir políticas que comprendan todas las variables sectoriales y, también, que en el diseño de las políticas sectoriales se incluyan las variables de política ambiental.


Enuncia, a continuación, los Ministerios y el aspecto competencial que vincula a cada uno de ellos con la Comisión Nacional:


El de Relaciones Exteriores (política internacional en materia ambiental): Defensa Nacional (tuición sobre organismos con competencia en el borde costero); Economía, Fomento y Reconstrucción (pesca y fomento industrial y empresarial); Planificación (estrategia de desarrollo social y protección de las etnias); Educación (fomento del respeto por el medio ambiente en el proceso formativo y tuición sobre el Consejo de Monumentos Nacionales); Obras Públicas (desarrollo de infraestructura y competencias en materia de derechos de aguas); Salud (aspectos sanitarios y de salud ambiental); Vivienda y Urbanismo (desarrollo de los centros urbanos); Agricultura (protección de los bosques y áreas silvestres protegidas); Minería (tuición sobre organismos fiscalizadores de la actividad minera); Transportes y Telecomunicaciones (políticas portuarias y transporte colectivo), y Bienes Nacionales (tuición sobre parques nacionales y bienes fiscales en general).


Agrega que por la diversidad de los factores involucrados en el tema ambiental no se consideró oportuno entregar a un Ministerio sectorial la presidencia del Consejo. Antes bien, se estimó más adecuado radicarla en el Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que juega un rol más ligado a la marcha global del Gobierno.


Finalmente, el número cuatro de este primer acápite del mensaje se ocupa de la evaluación ambiental efectuada por la Organización de Cooperación y Desarrollo Económico (OCDE).


Expresa el mensaje en este apartado que no obstante haber superado la institucionalidad ambiental las dificultades que hubo de enfrentar al tener que coordinar una gran diversidad de organismos, la gestión de la Comisión no ha estado exenta de problemas e insuficiencias, de los cuales el Ejecutivo ha tomado nota mediante varias medidas para la evaluación del desempeño ambiental y los correctivos que se requieren.


Una de esas medidas fue someter al país, por intermediación de la CEPAL, a un programa de evaluación desarrollado en conjunto con la Organización de Cooperación y Desarrollo Económico, instancia internacional conformada por 30 países, que colabora en la tarea de abordar los desafíos económicos sociales y ambientales derivados de la globalización.


Como método de trabajo, la OCDE considera el grado de cumplimiento de los objetivos nacionales y los compromisos internacionales; los registros históricos ambientales; la dotación física de recursos naturales del país, su situación económica y sus tendencias demográficas.


La evaluación se practicó los días 24 al 26 de enero del año 2005, y sus conclusiones y recomendaciones fueron aprobadas por representantes de los países miembros y por Chile.


Destaca el mensaje que en el informe de la OCDE se consigna que “Durante el período de evaluación (1990-2004), Chile fortaleció sus instituciones ambientales, en especial con la Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente de 1994, en virtud de la cual se creó la Comisión Nacional del Medio Ambiente (CONAMA)”, y que “en ciertos temas aún habrá un largo trecho por recorrer hasta alcanzar la convergencia ambiental con la mayoría de los países de la OCDE, para lo cual será necesario fortalecer y ampliar considerablemente las instituciones ambientales.”.


Una de las recomendaciones es hacerse cargo de los vacíos institucionales en el modelo de coordinación sectorial, “que puede funcionar tan bien como cualquier otro, siempre que todos los intereses estén representados y bien equilibrados.”


Agrega el informe que el modelo chileno no toma suficientemente en consideración que la protección de la naturaleza y diversidad biológica van más allá de la gestión sustentable de los recursos por parte de sus fiscalizadores: silvicultura, pesca, agricultura, entre otros.


El informe, finalmente, propone instituir un organismo de protección de la naturaleza único e integral, que mantenga la coherencia con el modelo de coordinación y llene el vacío de la actual estructura.


II. El segundo gran acápite del mensaje “Fundamentos del proyecto”, expresa que tras más de diez años de vigencia de la ley Nº 19.300, conviene avanzar hacia una institucionalidad que impulse políticas y estrategias que permitan alcanzar los estándares de protección y sustentabilidad ambiental propias de las sociedades desarrolladas.


Declara, enseguida, que es menester implementar una nueva política ambiental basada en el concepto del desarrollo sustentable que compatibilice crecimiento económico y protección de la naturaleza y equidad social, con una institucionalidad a tono con los tiempos y una entidad pública autónoma, con recursos, jerarquía política para impulsar esta tarea.


En una primera etapa, continúa, es menester que la Comisión Nacional del Medio Ambiente sea liderada por una autoridad con rango de Ministro que potencie sus labores de planificación y regulación ambiental y, enseguida, que este organismo se transforme en Ministerio. 


Adicionalmente se propondrá la creación de una superintendencia ambiental para garantizar el cumplimiento de la normativa ambiental.


Expresa el mensaje que con un Presidente de CONAMA con rango de Ministro se resolverán varias de las actuales deficiencias. Por de pronto, habrá una autoridad que actuará como colaborador directo de la Presidencia de la República en el diseño y gestión de la política ambiental, cuya responsabilidad técnica y política será concreta y específica, con lo cual se superará la crítica que se hace al actual modelo por el doble rol que cumple el Ministro Secretario General de la Presidencia de Presidente del Consejo de CONAMA y Ministro del equipo político. Además, concluye, la CONAMA se relacionará directamente con la Presidencia de la República y no por intermedio de otro Ministerio como ocurre actualmente.


El tercer gran acápite del mensaje comenta el nuevo diseño que sigue a los existentes en instituciones que tienen una autoridad con rango de Ministro de Estado.


Al efecto, menciona el Servicio Nacional de la Mujer, SERNAM, servicio público encabezado por un Director con rango de Ministro, y la Comisión Nacional de Energía, con dos órganos de dirección: el Consejo Directivo, presidido por un miembro nombrado por el Presidente de la República, con rango de Ministro, e integrado por los Ministros de Minería, Economía, Hacienda, Defensa, MIDEPLAN y Secretaría General de la Presidencia. El otro órgano es el Secretario Ejecutivo, a quien corresponde la administración del Servicio y su representación.


También está el Consejo Nacional de la Cultura y de las Artes, servicio público descentralizado, con un directorio colegiado de once personas designadas de distinta forma: una persona que haya recibido un premio nacional, elegido por el resto de los distinguidos con ese galardón; otros en función de su cargo: Ministro de Educación y de Relaciones Exteriores; otros designados por el Presidente de la República, libremente o dentro de ciertas categorías. El Presidente del Consejo, designado por el Presidente de la República, es el jefe superior del Servicio y tiene rango de Ministro de Estado. El Subdirector es designado por el Presidente del Consejo y le corresponde la supervisión de las unidades administrativas.


Destaca el mensaje que, al igual que la CONAMA, los tres organismos señalados son servicios descentralizados que se relacionan con el Ejecutivo a través de un Ministerio: (MIDEPLAN, Minería y Educación, respectivamente, en el orden de los ejemplos propuestos); pero los que más se asemejan a la CONAMA son la Comisión Nacional de Energía y el Consejo Nacional de la Cultura, pues presentan órganos de dirección colegiados y otro, interno, encargado de su administración.


El último gran acápite del mensaje se refiere al contenido del proyecto, en primer término, a la creación del cargo de Ministro Presidente de CONAMA.


Este directivo se define como un funcionario de la exclusiva confianza del Presidente de la República, responsable de la gestión del organismo, con rango de Ministro, lo cual supone la ampliación de la planta directiva, con el grado, jerarquía y remuneración de los Secretarios de Estado.


Agrega el mensaje que la dirección del servicio mantiene sus actuales funciones y potestades.


Además, el Ministro Presidente de Conama integra y preside el Consejo Directivo y el Ministro Secretario General de la Presidencia pasa a ser miembro de éste.


Finalmente, explica que al crearse el cargo de Ministro Presidente de la Comisión es improcedente que este organismo continúe relacionándose con el Ejecutivo a través de un Ministerio. Antes bien, lo hará directamente por intermedio de su Presidente, tal como ocurre con el Consejo Nacional de la Cultura, pero mantendrá su vinculación con la Secretaría General de la Presidencia por tratarse de un servicio público que aún no se transforma en Ministerio.

- - -

IV. ESTRUCTURA Y CONTENIDO DEL PROYECTO 


La iniciativa en informe está estructurada en cuatro artículos que se refieren a la nueva autoridad que se crea; a su régimen de remuneraciones; a la oportunidad de su designación, y al financiamiento de la aplicación de esta ley.


El artículo 1º, en su numeral 1, propone tres enmiendas a la ley Nº 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente.


La primera -literal a)- reemplaza la norma en vigor que establece que la Comisión Nacional del Medio Ambiente está sometida a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio Secretaría General de la República, por otra que preceptúa que dicha entidad se relacionará directamente con el Ejecutivo.


Para tal efecto, se sugiere la correspondiente enmienda a su artículo 69.


La segunda modificación, letra b), agrega al mencionado precepto, inciso primero, una frase final que radica en el Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la sede donde se celebrarán los actos administrativos de la Comisión, respecto de los cuales la ley exija la intervención de un Ministerio.


La tercera enmienda de este numeral, contenida en una letra c), establece como órgano de la Comisión al “Ministro Presidente de la Comisión Nacional del Medio Ambiente”.


El numeral 2 del artículo 1º también modifica la mencionada ley que, en su artículo 71, señala que el Ministro Secretario General de la Presidencia preside el Consejo Directivo, entidad a la que corresponde la dirección superior de la Comisión.


La modificación de este número -literal a)- reemplaza en el artículo citado la frase “el Ministro Secretario General de la Presidencia quien lo presidirá con el título de Presidente de la Comisión Nacional del Medio Ambiente” por “el Presidente de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, quien lo presidirá”. (El Consejo Directivo).


En una letra b), este número del artículo 1º del proyecto también intercala en el referido inciso primero del artículo 71, a continuación de las expresiones “y por los Ministros”, la frase “Secretario General de la Presidencia”, con lo cual reconoce como miembro del Consejo Directivo de la Comisión a esta autoridad.


El número 3 del artículo 1º agrega a la ley Nº 19.300, un nuevo artículo 74 bis que declara que el Presidente de la Comisión Nacional del Medio Ambiente es un funcionario de la exclusiva confianza del Presidente de la República, responderá ante esa autoridad suprema de la gestión de la Comisión, y tendrá el rango de Ministro de Estado.


Finalmente, el número 4 del artículo 1º incorpora a la planta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente el cargo de “Presidente de la Comisión Nacional del Medio Ambiente”, grado E.U.S. 1B (artículo 88 de la ley Nº 19.300).


El artículo 2º del proyecto recae en el artículo 1º de la ley Nº19.863, que establece una asignación de dirección superior para diversas autoridades del Ejecutivo (Presidente de la República, Ministros de Estado, Subsecretarios, Intendentes, Gobernadores, Director SERNAM y otros).


Agrega que el monto de la asignación, que no se considera como base de cálculo para determinar otras remuneraciones, será el porcentaje que en cada caso se expresa calculado sobre las remuneraciones brutas de carácter permanente.


La enmienda propuesta por este artículo consiste en agregar a dicho artículo la siguiente letra h):


“h) Presidente de la Comisión Nacional del Medio Ambiente: 135% de dichas remuneraciones.”.


El artículo 3º otorga al Presidente de la República el plazo de 30 días contados desde la publicación de esta ley para designar al Presidente de la Comisión Nacional del Medio Ambiente (inciso primero), y en un inciso segundo dispone que esta ley entrará en vigor a contar de dicha designación.


Finalmente, el artículo 4º declara que el mayor gasto que implique la aplicación de esta ley para el presente año se financiará con cargo al presupuesto de la Comisión Nacional del Medio Ambiente y, si no fuere suficiente, con cargo a la Partida Tesoro Público.

V. DISCUSIÓN GENERAL


En sesión de 19 de abril de 2006, la Comisión escuchó al señor Edgardo Riveros, Subsecretario General de la Presidencia, quien enfatizó algunos planteamientos del mensaje y agregó otros antecedentes respecto de este proyecto de ley.


Así, explicó que la iniciativa cuyo estudio inicia esta Comisión propone crear el cargo de Ministro Presidente de la Comisión Nacional del Medio Ambiente con rango de Ministro de Estado. Mediante el presente proyecto, el Ejecutivo inaugura un ambicioso proceso de rediseño institucional en materia ambiental, comprometido por S.E. la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet, en su programa de gobierno, que incluye, además de la reforma que ahora se propone, la creación de una superintendencia ambiental y la transformación de la CONAMA en un Ministerio del Medio Ambiente.


En consecuencia, contar con una autoridad ambiental con rango de Ministro de Estado con completa dedicación a colaborar con la Presidencia de la República en el diseño y ejecución de las políticas ambientales, será el primer paso hacia la transformación de la CONAMA en un Ministerio del Medio Ambiente, iniciativa cuya formulación requiere de un mayor estudio. Al presentar e impulsar este proyecto no sólo se da cumplimiento a la palabra comprometida en el programa de gobierno, sino, también, se honran los consensos alcanzados con el conjunto de organizaciones no gubernamentales ambientalistas durante la campaña electoral, expresados en el pacto ambiental de noviembre de 2005.


También se avanza hacia los estándares internacionales que se exigen en esta materia, pues la creación de la autoridad ambiental que se propone recoge una de las principales recomendaciones formuladas al país como resultado de la evaluación de nuestro desempeño ambiental realizada por la Organización de Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE), en los años 2004 y 2005.


Cuando en 1990 se resolvió abordar la insuficiencia de nuestra organización administrativa frente a los crecientes desafíos ambientales tanto internos como externos, Chile dio un salto cualitativo en esta materia, creando en 1994 una institucionalidad ambiental que ha sido eficiente y, por más de una década, suficiente para atender dichos requerimientos. El diseño institucional por el que entonces se optó estuvo fuertemente determinado por dos circunstancias. 


De un lado, la visión sistémica del medio ambiente que nuestra legislación recogió y consagró, que le confiere un carácter multisectorial no asimilable a la gestión de un sector o actividad, y que las políticas ambientales impacten a una multiplicidad de sectores. 


Del otro, la estructura administrativa existente a la época, con una dispersión de competencias ambientales en una diversidad de organismos, que obligaba a conciliar ese diseño con la existencia de una institucionalidad rectora llamada a conducir la actividad ambiental sectorial de todos esos organismos.


Dichas circunstancias llevaron a que se descartara, entonces, la creación de un Ministerio del Medio Ambiente, estructura que responde a una concepción de sector o actividad distinguible o característica, y se optara por una organización que integra al conjunto de los Ministerios sectoriales en un sistema de coordinación y cooperación.


De este modo, recordó, la ley Nº 19.300 creó un servicio público descentralizado, denominado Comisión Nacional del Medio Ambiente, encargado de definir y proponer al Presidente de la República la política ambiental del país, y encomendó su dirección superior a un Consejo Directivo integrado, exclusivamente, por los Ministros de cuyas carteras dependen o se relacionan los servicios y organismos públicos con competencias ambientales.


Además de los Ministros señalados, el Consejo quedó integrado con el Ministro Secretario General de la Presidencia, al que se le encomendó su presidencia.


Explica, enseguida, que esta decisión obedeció, por una parte, a la estructura y conformación que se otorgó a la institucionalidad ambiental que integra a todos los Ministros en cuyos sectores se insertan aspectos del medio ambiente y, por la otra, a las competencias que corresponden a este Ministerio en la estructura del Gobierno, no asociadas a ningún sector específico. También, se consideró la gran innovación estructural e institucional que representaba la creación de este organismo, lo cual hacía recomendable que quedara radicada en un Ministerio cuya responsabilidad no está asociada a un ámbito del quehacer del Gobierno, sino a la marcha global de éste.


De acuerdo con lo anterior, expresó, la institucionalidad creada fue adecuada para enfrentar los requerimientos ambientales del país, pero después de doce años de expericiena, evidencia insuficiencias que es necesario corregir para avanzar hacia una política ambiental más moderna y consistente con el desarrollo sustentable. El diseño e implementación de esta nueva política exige una institucionalidad que tenga la debida autonomía, recursos y jerarquía política para llevarla adelante.


El proyecto responde, entonces, a la necesidad de avanzar hacia una institucionalidad ambiental renovada y de mayor estatura, dotada de una autoridad superior con la competencia y jerarquía necesarias para conducir la política ambiental del futuro.


La fórmula que propone el proyecto es simple, no presenta dificultades para su inserción en la actual institucionalidad y no entorpece el funcionamiento de CONAMA.


En primer lugar, se crea el cargo de Ministro Presidente de la CONAMA. Se lo define como un funcionario de la exclusiva confianza de la Presidencia de la República, responsable de la gestión de la CONAMA y se le confiere el rango de Ministro de Estado.


La Dirección Ejecutiva de la CONAMA mantiene sus actuales funciones y potestades. Con ello, se busca evitar toda invasión mayor en la operatoria de la Comisión, con excepción de la creación del cargo de Ministro Presidente.


Agregó que el Ministro Presidente de CONAMA integrará y presidirá el Consejo Directivo, mientras que el Ministro Secretario General de la Presidencia pasa a ser un miembro más de dicho Consejo. El nuevo Ministro, además de presidir el órgano colegiado superior en el que se radican las competencias regulatorias y normativas de la institución, será el colaborador del Presidente de la República en la gestión de las políticas ambientales.


Por otra parte, al crearse el cargo de Presidente de CONAMA con rango de Ministro, es improcedente que ésta siga relacionándose con el Presidente de la República a través de un Ministerio, sino que deberá hacerlo directamente por intermedio del propio Ministro Presidente. De esta forma, continuó, se sigue un modelo ya probado en nuestra organización gubernamental, cuyo ejemplo más reciente es el del Consejo de la Cultura y las Artes. Esta institución, al igual que CONAMA, es un servicio público descentralizado cuyo órgano de dirección superior es un Consejo cuyo Presidente tiene rango de Ministro.


Para finalizar, destacó los logros que se obtendrían en caso de instituir una autoridad como la descrita.


En primer término, se contará con una autoridad ambiental equivalente a un Ministro de Estado, que actuará como colaborador directo de la Presidencia de la República en el diseño y gestión de la política ambiental.


En segundo lugar, existirá una autoridad ambiental cuya responsabilidad técnica y política será concreta y específica, superando las críticas que se han formulado al actual modelo por el doble rol que corresponde al Ministro Secretario General de la Presidencia como Presidente del Consejo Directivo de CONAMA y como Ministro del equipo político del Gobierno.


En tercer lugar, se instalará un interlocutor válido y con responsabilidades políticas e institucionales propias, frente a los demás Ministerios sectoriales.


Culminó su exposición expresando que la iniciativa en trámite facilitará la relación directa de CONAMA con S.E. la Presidenta de la República, a través de su Ministro Presidente, y no por intermedio de otro Ministerio como ocurre actualmente.


Luego de la intervención precedente, el Honorable Senador señor Larraín inquirió acerca de por qué no se crea de una vez el Ministerio del Medio Ambiente, puesto que esta propuesta dilata una solución frontal a los diversos problemas que genera el medioambiente, más aun cuando no se otorgan al funcionario sugerido las facultades propias de un Ministro de Estado. Señaló que este proyecto es un mero traslado de un funcionario de un lugar a otro, lo cual no corrige la problemática medioambiental.


Seguidamente, manifestó no disponer de los antecedentes necesarios para votar la idea de legislar en este momento, pues, a su juicio, no se explican las razones que postergan la creación del Ministerio del ramo. De esta forma, solicitó posponer la votación y, para una decisión acertada, escuchar a organizaciones y especialistas en el tema.


El Subsecretario General de la Presidencia, señor Edgardo Riveros, señaló que el proyecto que crea el Ministerio del Medio Ambiente está absolutamente vigente, pero requiere de un estudio más profundo que tiene que ser compartido con el Parlamento. Recordó que el proyecto que hoy se discute es un primer paso para afianzar la institucionalidad medioambiental, siendo una de sus misiones principales la de trabajar en la conformación y estructuración de lo que será la futura cartera del ramo.


El Honorable Senador señor Núñez consultó acerca de la incidencia que esta nueva institucionalidad tendrá en las regiones, destacando que actualmente todo se regula a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia. Con la creación de esta entidad lo lógico es que este nuevo funcionario tenga responsabilidades claras en torno a la problemática medioambiental en las regiones, pues de no ser así esta iniciativa sólo será una modificación formal. Insistió en que ha de debatirse acerca de la pronta creación del Ministerio del Medioambiente.


A este respecto, el Honorable Senador señor Pérez valoró la intención del Gobierno de darle un impulso político a la idea de crear un Ministerio del Medioambiente. Sin perjuicio de lo anterior, solicitó se definieran las potestades reales del Presidente de CONAMA, puesto que se mantiene al Director Ejecutivo, con lo que existirá un cargo asimilable al de Ministro sin ninguna facultad inherente a él. Así, es partidario de la idea de crear un Ministerio propiamente tal a efectos de que se haga cargo de la actividad intersectorial que se requiere, debiendo ser una autoridad de nivel nacional que pueda asumir dicha responsabilidad. De otra forma, el problema seguirá radicado en instituciones regionales o nacionales que harían inoperante el trabajo de este nuevo funcionario.


Sobre el particular, la abogada del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Susana Rioseco, expresó que la integración de las COREMAS está regida en la ley, por lo que al Gobierno sólo le corresponde el nombramiento de los Intendentes que las presiden. Enseguida, expuso que el Ejecutivo está conciente acerca de que el proyecto no genera grandes cambios en lo que se refiere a la estructura regional de la CONAMA, porque la reformulación de la institucionalidad tiene que ver también con la reingeniería de esta institución, y es ahí donde cobra relevancia la figura del Ministro Presidente de la Comisión.


Explicó que el proyecto considera que para efectos administrativos y para la dictación de actos administrativos la institución ha de continuar relacionándose con el Ministro Secretario General de la Presidencia, situación que ocurre en las tres instituciones que existen hoy en el país que cuentan con Jefes de Servicio o Presidentes de Consejo con rango de Ministro, como son el SERNAM, el Consejo de la Cultura y la Comisión Nacional de Energía. Esta es una restricción constitucional que ha sido, además, precisada en sus alcances por el Tribunal Constitucional, a propósito del control preventivo de la ley que creó la institucionalidad cultural. En dicha ocasión, el Tribunal objetó una disposición que convocaba a la dictación de un reglamento que debía ser firmado por el Ministro de Hacienda y por el Ministro de la Cultura, invocando como argumento que de acuerdo con el artículo 35 de la Constitución son los Ministros de Estado -y no un Jefe de servicio con rango de Ministro- quienes están llamados a concurrir con su firma al ejercicio de la potestad reglamentaria del Presidente de la República. Esa es la razón de la proposición que se hace en este proyecto. En el mismo sentido, afirmó que lo anterior no difiere con lo que ocurre hoy, pues todas las decisiones ambientales normativas y regulatorias emanan del Consejo Directivo de la CONAMA y no del Ministro Secretario General de la Presidencia.


Finalmente, señaló que por las razones anteriores no es este el mejor momento para discutir la creación del “Ministerio del Medio Ambiente”, pues las complejidades de la actual institucionalidad y las diversas tareas que este Ministerio ha de asumir son indicadores de que es un tema que merece un estudio más profundo.


El Honorable Senador señor Larraín reiteró que el proyecto sólo reemplaza al Ministro Secretario General de la Presidencia por otro funcionario que va a ocupar esa función para el tema del medioambiente, sin existir modificaciones de fondo a esta problemática. De esta forma, este nuevo funcionario tendrá rango de Ministro en lo relativo a lo que actualmente hace el Ministro Secretario General de la Presidencia, quedando toda otra solución en espera. En cuanto a los recursos, señaló que es clara la carencia de ellos para llevar a cabo las funciones que se pretende que cumpla. Dejó constancia de su interés por que sea ésta la primera señal que el nuevo Gobierno da en materia de medioambiente, que es un tópico complejo que no se ha podido agotar ni tratar a cabalidad durante los gobiernos de la Concertación. Sugirió tomar un tiempo mayor para analizar en profundidad el proyecto, escuchando, si es necesario, a expertos en la materia.


El Honorable Senador señor Núñez concordó con lo expresado por el Honorable Senador señor Larraín en lo que respecta a la necesidad de una discusión de fondo acerca de la institucionalidad medioambiental chilena. Expresó que sería muy útil reestructurar las COREMAS, porque la manera en que están constituidas no representan a organismos técnicos en la materia. Cree que este es el momento de afrontar la composición de los organismos ambientales, privilegiando por sobre todo la capacidad técnica y fiscalizadora de sus miembros.


El Subsecretario General de la Presidencia, señor Edgardo Riveros, precisó que el Ejecutivo está conciente de que con este proyecto de ley no se supera el problema ambiental del país, siendo éste un primer eslabón en la cadena de soluciones en materia de política ambiental. Según su opinión, esta no es una medida meramente formal, porque será este Presidente de CONAMA el encargado de iniciar los estudios correspondientes para la futura creación del Ministerio del Medioambiente. Subrayó la necesidad de que dicha idea sea debatida y consensuada con el Parlamento.

- - -

En sesión de 2 de mayo de 2006, la Comisión recibió en audiencia al señor Marcel Claude, Director de la Fundación OCEANA, quien expresó  que la propuesta gubernamental que crea el cargo de Presidente de la CONAMA y le confiere el rango de Ministro de Estado corresponde a un primer paso en el Gobierno de S.E. la Presidenta de la República hacia el fortalecimiento de la institución ambiental. Sin embargo, agregó, es fundamental destacar que como inicio del proceso no hay una modificación real a la institucionalidad ambiental pues no se entregan nuevos recursos y no hay mayor poder de fiscalización. La creación de un Ministerio no soluciona por sí sola el problema ambiental si este no viene acompañado de mayor poder político. Citó como ejemplos al Ministerio de Medio Ambiente en Brasil; el Ministerio de Medio Ambiente en Ecuador, y el Ministerio de Medio Ambiente de España.


Expresó que la autoridad ambiental debe tener alta injerencia en la política económica que afecte la depredación de los recursos naturales. Esta mayor influencia debe ir acompañada de una estrecha relación con el Ministerio de Hacienda a la hora de definir cómo serán gastados los recursos de Chile; con el Ministerio de Economía, que es el que dicta la forma como se desarrolla el país y que ha sido el impulsor del modelo neoliberal; con el Ministerio de Relaciones Exteriores, pues es el precursor de los Tratados de Libre Comercio con países tan depredadores como China y USA; el Comité de Inversión Extranjera, que ha forjado proyectos con fuerte oposición ciudadana como el proyecto Pascua Lama de Barrick Gold en la III Región; con el Ministerio de Minería que debería ser el principal impulsor de un royalty a los recursos mineros que son el patrimonio de todos los chilenos; con la Corporación Nacional Forestal (CONAF), que ha impulsado la política de deforestación del Bosque Nativo y la instalación de plantas de celulosa de gran envergadura como las de la empresa CELCO en Valdivia o Itata; y, finalmente, con la Subsecretaría de Pesca, con su política de límite máximo de captura y no de freno a armadores que utilizan la pesca de arrastre para extraer los recursos.


Para hacer un cambio institucional real, consideró que se debe priorizar la creación de una autoridad ambiental independiente de la autoridad de turno al estilo de una superintendencia o del Banco Central de Chile. Además -dijo- se debe reconocer el valor de nuestro capital natural a través de una contabilidad ambiental y patrimonial. Los recursos naturales poseen valor económico y deberían incluirse en las cuentas ambientales como parte de la preocupación por el desarrollo del país. Debieran establecerse plebiscitos para proyectos de inversión con alto impacto social y ambiental como son los casos de CELCO en Valdivia e Itata, Pascua Lama en Vallenar y Endesa en Aysén.


Asimismo, es menester avanzar hacia la evaluación ambiental estratégica que considera dos aspectos fundamentales: el análisis del impacto en el largo plazo más que en el corto plazo; y el análisis de sus efectos ecosistémicos incorporando elementos relacionados con la dinámica económica regional a los encadenamientos productivos, a las tradiciones culturales locales (pueblos originarios), a los costos de aglomeración, al uso y ordenamiento del territorio, y a la estrategia de desarrollo regional.


Dentro de las medidas tendientes al perfeccionamiento de la política medioambiental, señaló que debería incorporarse en la malla curricular de educación básica y media la educación ambiental, pues, a su juicio, es esta la única manera de que toda la ciudadanía posea información para avanzar hacia un desarrollo sustentable donde se consideren a los recursos naturales como bienes no infinitos y se resguarden para las generaciones venideras; incorporar el enfoque ecosistémico en las normativas ambientales y sectoriales, es decir, considerar todas las variables que influyen en los cuerpos de agua, en el suelo o el aire. Finalmente, un proyecto de modificación a la institucionalidad ambiental ha de incluir la fiscalización y su fortalecimiento para evaluar el desempeño de las empresas que se sometieron al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental y verificar el cumplimiento de sus compromisos.


En cuanto a las modificaciones al mencionado Sistema existente, precisó que es fundamental el fortalecimiento de la opinión técnica y la participación ciudadana en todas las etapas de evaluación de los proyectos, mejorando el acceso a la información pública y los canales de comunicación cada vez que se presente un proyecto con consecuencias ambientales y sociales. Y, por último, mejorar las líneas de base de los proyectos que presenten estudios y declaraciones de impacto ambiental. Expresó que si se establece un Ministerio de Medio Ambiente, éste organismo debe contar con independencia técnica, pero sobre todo con capacidad de influir políticamente en la toma de decisiones del Gobierno.

- - -


En la misma sesión ya anotada intervino el Director Ejecutivo de la Fundación TERRAM, señor Rodrigo Pizarro, quien valoró la decisión del Ejecutivo y, además, destacó que su mensaje enfatiza la necesidad que tiene Chile de contar con una nueva política ambiental que permita encaminar al país hacia el desarrollo sustentable, de manera de compatibilizar crecimiento económico, protección ambiental y equidad social. Para ello, Chile precisa de una nueva institucionalidad capaz de impulsar e implementar políticas y estrategias en tal sentido.


El nombramiento del Ministro Presidente de la CONAMA constituye el primer paso para avanzar hacia la creación del Ministerio y de la Superintendencia Ambiental, como lo ha expresado el Ejecutivo en su iniciativa. Asimismo, entiende que la lógica del proyecto es exclusivamente la creación del cargo, para posteriormente iniciar una discusión más amplia sobre la institucionalidad. Cree que es necesario generar consenso y aprobar el proyecto en el breve plazo.


Sin perjuicio de lo anterior, expresó el punto de vista de la Fundación que representa con relación a las funciones y tareas que cumplirá y desarrollará el Ministro Presidente de la CONAMA, con el único objetivo de generar mayor transparencia en el proceso de reformulación de la institucionalidad ambiental que se iniciará una vez que la señora Presidenta de la República designe a la persona que ocupará ese cargo. Espera que en todo este proceso se invite a participar a las organizaciones ambientales, la sociedad civil y demás actores vinculados con la temática ambiental, dando paso a una sociedad más democrática y participativa.


En relación con los fundamentos de la propuesta, afirmó que esta no altera las funciones con que actualmente cuenta la CONAMA, ni su estructura institucional. Así, aún manteniendo el marco del proyecto enviado, se puede aprobar un texto que no imponga nuevas funciones para la actual CONAMA, salvo la de formulación de la propuesta de la nueva institucionalidad.


La propuesta explicita las funciones del Ministro Presidente de la Comisión Nacional de  Medio Ambiente, funciones que cumple en la actual estructura institucional el Ministro Secretario General de la Presidencia y otras funciones puntuales con que cuenta el Director Ejecutivo de CONAMA. Además, reconoció que desde el punto de vista legal la formulación de actos administrativos debe hacerse a través de un Ministerio (en este caso el Ministerio Secretaría General de la Presidencia). Sin embargo, estimó que es más transparente introducir un artículo transitorio que explicite esta relación hasta que se cree el Ministerio del Medio Ambiente.


Finalmente, manifestó su preocupación en el sentido de que para el financiamiento de este proyecto se recurra al presupuesto actual de CONAMA, lo que significará un desmedro para la entidad que, en los últimos años, ha visto reducido su presupuesto. Por ello, propone que esta iniciativa incorpore una partida presupuestaria para el cargo que se crea.
- - -


A continuación, se refirió a este tema la señora Patricia Matus, Investigadora del Centro Nacional del Medio Ambiente de la Universidad de Chile, quien señaló que luego de más de una década de gestión ambiental en Chile, administrada por la Comisión Nacional del Medio Ambiente y caracterizada por la implementación de los instrumentos de gestión  ambiental bajo  los principios de política que dicho cuerpo legal explicitó, los avances en materia ambiental en el país son incuestionables. Sin embargo, la necesidad de introducir ajustes a la estrategia diseñada a comienzo de los años noventa es también un hecho incuestionable. Es así como durante el último tiempo se han elaborado estudios de evaluación de la gestión ambiental, destacando el documento de Evaluación del Desempeño Ambiental en Chile OCDE-CEPAL (2005), el que entre otras sugerencias, se estableció como esencial en materia institucional, el desafío para el país de “aplicar sus políticas ambientales de forma cabal y eficiente y profundizar en la integración de las consideraciones ambientales en las decisiones  económicas, sociales y sectoriales”.

En otras palabras, las principales falencias del modelo actualmente en práctica es que no ha logrado, según su opinión, establecer un sistema nacional de gestión ambiental efectivo, que implique que los Ministerios sectoriales expliciten y debatan las consecuencias ambientales de sus prioridades. Y que varios de los instrumentos de gestión ambiental actualmente en uso (normas, planes de prevención, planes de descontaminación, educación y resoluciones de calificación ambiental, participación ciudadana) sean en cierta medida “letra muerta”, pues carecen de la capacidad de hacer cumplir la política ambiental definida y aceptada dentro del marco de la ley Nº 19.300. Sin embargo, estas decisiones posteriormente no han sido llevadas a cabo, o lisa y llanamente no se han cumplido cabalmente por inercias o presiones sectoriales, cuando son de responsabilidad del Estado, o por trasgresión no sancionada.


El anteproyecto propuesto, continuó, viene a solucionar un aspecto ampliamente discutido, como es la falta de autoridad en el tema, pues la Ley de Bases del Medio Ambiente establecía para CONAMA una autoridad colegiada, representada por el Consejo de Ministros de la Comisión, cuya visibilidad para la ciudadanía siempre fue escasa. En este sentido el nuevo Ministro Presidente de CONAMA sería la cara de la institucionalidad ambiental. Sin embargo, la cuestión central es si la nueva autoridad estará o no investida de las potestades y capacidades requeridas para ejercer la coordinación y conducción trans e intersectorial que demanda una efectiva política ambiental. Las modificaciones  a la ley sólo hacen referencia a la creación del cargo manteniéndose las funciones del Consejo de Ministro sin  modificación, por lo que la cuestión central no se aborda en absoluto.


Enseguida, fue de la idea de mantener el espíritu de “Ley Marco” de la ley Nº 19.300, que instauró el modelo coordinador e integrador, evitando crear una nueva ley de carácter sectorial. Consideró que la perspectiva suprasectorial actual ha sido una fortaleza que debe ser acompañada por mecanismos que permitan superar la incapacidad demostrada por el sistema imperante para generar leyes específicas, tales como la Ley del Bosque Nativo, Ley de Bonos de Emisiones Transables, leyes sobre bioseguridad, biodiversidad, ordenamiento territorial, participación ciudadana. La actual ley Nº 19.300, en relación con los instrumentos de gestión ambiental que propone, presenta un marcado énfasis hacia el Sistema de Evaluación del Impacto Ambiental en desmedro de otros instrumentos de gestión, en particular lo referente a la investigación, educación y fiscalización que apenas son mencionados.


Como nuevos componentes de la política ambiental, sugirió incluir otros instrumentos de gestión modernos como la Evaluación Ambiental Estratégica que aborda las políticas, planes y programas sectoriales. Asimismo, agregar a la legislación ambiental el fomento de los instrumentos voluntarios y promover la certificación ambiental de modo de favorecer el autocumplimiento y el mejoramiento ambiental continuo por parte de los distintos sectores. Según su opinión, se debe aprovechar y profundizar la experiencia ganada en estos años a través de los Acuerdos de Producción Limpia. También estimó plausible avanzar en la dirección del ordenamiento territorial del país, sin amenazar las capacidades comparativas y competitivas de las distintas regiones y zonas geográficas, de modo que se facilite un desarrollo regional y nacional sustentable. 


Además de la creación de la Superintendencia de Fiscalización Ambiental, y frente a la debilidad de recursos y cuerpos técnicos de Gobierno encargados de velar por el cumplimiento de las regulaciones ambientales, debieran incorporarse coadyuvantes al rol fiscalizador del Estado. Al respecto, es posible utilizar una fórmula similar a la Ley Nº 19.937, de Autoridad Sanitaria y Gestión que determina que “la labor de inspección o verificación del cumplimiento de las normas podrá ser encomendada a terceros idóneos debidamente certificados conforme al reglamento”. El costo de este tipo de fiscalización podría considerarse como parte del costo ambiental del proyecto o actividad, bajo el principio “el que contamina paga”. Continuando con la Superintendencia de Fiscalización Ambiental, fue de la idea de ampliar sus potestades a todos los ámbitos y no restringirlos a las normas de emisión, normas de calidad, planes de prevención, planes de descontaminación y resoluciones de calificación ambiental. El manejo de los residuos sólidos y líquidos, de origen domiciliario o industrial, así como los hospitalarios debieran ser parte del ámbito de responsabilidad de la Superintendencia. Las potestades actuales de otros órganos de fiscalización (SEREMIS de Salud, DIRECTEMAR, SAG, SERNAGEOMIN, Ministerio de Transporte) debieran concentrarse en la nueva Superintendencia así como las atribuciones del control sobre los recursos naturales.


En lo que respecta al control de la degradación de la riqueza natural de Chile, estimó que la nueva ley ha de enfatizar el conocimiento y valoración de los ecosistemas y comunidades locales y perfeccionar los planes de manejo establecidos en la ley Nº 19.300, que no han sido operacionalizados. Además para impulsar la Estrategia Nacional de Biodiversidad, ha de instituirse el Servicio Nacional de Biodiversidad y Áreas Protegidas.


Planteó la necesidad de reconocer la importancia, para la toma de decisión política, de un adecuado manejo y acceso a la información. Propuso la creación del Centro de Referencia Ambiental en materia de análisis de calidad del medio ambiente, que genere y entregue información pública, manteniendo el carácter descentralizado de la gestión ambiental y profundizando la participación y gestión ambiental local o municipal.


Continuando con su exposición, consideró apropiada la idea de que la institucionalidad ambiental nacional cuente con una autoridad administrativa de alto rango para liderar la gestión ambiental del país. Sin embargo, advirtió que la conveniencia o inconveniencia de crear esta autoridad estará finalmente determinada por las características, capacidades y potestades con las que ella quede investida, pues la creación de una autoridad carente de las características, capacidades y potestades requeridas podría significar, incluso, un grave retroceso. Para establecer un sistema coordinado y efectivo de gestión ambiental nacional, bajo el liderazgo del propuesto nuevo Ministro de Medio Ambiente, consideró necesario que a éste se le adicionen las siguientes funciones:


a) Tendrá por responsabilidad revisar y aprobar la evaluación ambiental estratégica de los planes y programas sectoriales, en particular de los sectores agrícola, minero y de obras públicas.

b) Deberá ser un miembro más (con voz y voto) en el Consejo de la Comisión Nacional de Energía y en el Consejo Nacional de Pesca.

c) Deberá dar cuenta pública anual sobre el estado del medio ambiente en Chile, informando sobre los problemas detectados, tanto en el ámbito del manejo sustentable de los recursos naturales como del estado de la contaminación del medio y sus efectos sobre la salud pública de la población.

d) Deberá dar cuenta pública también sobre el grado de avance de los compromisos internacionales celebrados y el grado de avance de las políticas nacionales específicas (por ejemplo, la política nacional sobre sitios contaminados); el grado de avance en la implementación de las normas de calidad ambiental, y el grado de cumplimiento de las normas de emisión y de los planes de prevención y descontaminación.

e) Habrá de participar o ser consultado durante el proceso de elaboración de los presupuestos anuales de los Ministerios sectoriales, de modo de cautelar los recursos necesarios para que ellos cumplan, por medio de glosas explícitas, con los compromisos definidos por los objetivos de las políticas ambientales sectoriales y por las decisiones tomadas en el marco del Consejo de Ministros de CONAMA.
- - -


La Ministra Secretaria General de la Presidencia, señora Paulina Veloso, se refirió, enseguida, a las atribuciones del cargo que se crea en virtud de esta ley.


Expuso que tanto el texto de la Constitución Política como el de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de Administración del Estado, impiden que una autoridad con rango de Ministro pero que no es tal, asuma funciones propias de un Jefe de Servicio, por cuanto este último es un ejecutor, mientras que un Presidente de Consejo es un gestor de políticas y no un mero ejecutor. Señaló que las normas constitucionales admiten diversas interpretaciones, y si bien ésta no es la que más le agrada, es éste último el sentido que le ha dado el Tribunal Constitucional y la Contraloría General de la República. Por lo anterior, la Secretaría General de la Presidencia no puede enviar un proyecto de ley al Congreso sabiendo, o al menos debiendo saber que incurrirá en vicios de constitucionalidad en el trámite que corresponda. Explicó, además, que tanto el SERNAM, la Comisión Nacional de Energía y el Ministerio de la Cultura han funcionado así desde el principio, sin que hasta ahora se hayan escuchado críticas de ineficiencia administrativa.


Respecto de las soluciones que se pueden dar al problema antes planteado, surge como la más lógica la de crear derechamente un Ministerio, idea que no se podrá concretar de manera rápida a efectos de liderar las soluciones que se requieren en materia medioambiental. Se necesita en el intertanto una persona que guíe este proyecto, que le de un “in put” especial, por lo que se ha optado por una solución intermedia, cual es la creación del cargo de Presidente de la Comisión Nacional de Medioambiente con rango de Ministro de Estado. 


Solicitó la pronta aprobación en general del presente proyecto, expresando su convencimiento de que este es un gran paso para la creación del Ministerio del Medio Ambiente, y señalando su disposición a revisar todos los aspectos que sean necesarios para el mejor funcionamiento de la institución que se está creando.


Finalmente, afirmó que los avances en materia medioambiental durante los Gobiernos de la Concertación han sido numerosos y de gran envergadura, mejorando en tramos relevantes en cuanto a la institucionalidad medioambiental y en los estudios de impacto ambiental que hoy se exigen ante cualquier proyecto de relevancia en la materia. La idea del actual Gobierno es perfeccionar lo que existe, siendo la creación del cargo de Presidente de la Conama con rango de Ministro un paso clave en la modernización del Estado. 


El Honorable Senador señor Núñez señaló que existe conciencia de que modificar la institucionalidad medioambiental en esta etapa podría resultar engorroso y lento. Al mismo tiempo le parece que éste pudo ser el momento de iniciar un debate profundo sobre el problema medioambiental en Chile, como también de las instituciones fiscalizadoras y promotoras de políticas en la materia. En relación con el proyecto en discusión, apuntó que, al menos, llena algunos vacíos que existen hoy en la legislación medioambiental, debiendo aprovecharse esta oportunidad para cubrir esas lagunas en la etapa de la discusión particular. Resaltó dentro de estos tópicos la composición de las COREMAS, que tienen muchas atribuciones y responsabilidades en la materia que regulan, pero su componente técnico no parece ser el más idóneo para el cometido de sus funciones. Citó como ejemplos los casos de CELCO y de Pascua Lama, en los cuales las soluciones son requeridas para hoy y no para dos años más.


El Honorable Senador señor Pérez comentó que lo señalado por el Honorable Senador señor Núñez será, tal vez, el centro del debate del proyecto, esto es, por qué razón no se discute la creación del Ministerio del Medioambiente, o, en subsidio, porqué no se otorgan mayores facultades a quien asuma como Presidente de CONAMA. En relación con lo expresado por la señora Ministra Secretaria General de la Presidencia, señaló estar conciente de los problemas de constitucionalidad que podría acarrear el proyecto en caso de que se le hubieren entregado mayores atribuciones al cargo que se pretende crear. En este sentido, sugirió que se hagan todas aquellas precisiones que sean necesarias para que el futuro Presidente de la CONAMA cuente con las facultades necesarias para llevar adelante el proceso de creación del Ministerio de Medioambiente, como también para dar las soluciones adecuadas a las carencias que existen en el sector.


Concluidas las audiencias precedentes, la Comisión se abocó a discutir su pronunciamiento acerca de la idea de legislar respecto de este proyecto de ley.

VI. ACUERDO


El Honorable Senador señor Núñez manifestó su intención de votarlo favorablemente, sin perjuicio de hacer constar algunos aspectos que, en su opinión, deben ser considerados en la discusión particular. Entre estos, destacó la composición de las Coremas y su impacto en las regiones, así como la importancia de la valoración técnica de quienes compongan estas comisiones, pues hasta el momento éstas no han sido capaces de iluminar de manera correcta los proyectos más relevantes en materia de medioambiente. En relación con la figura del Presidente de la CONAMA, quien tendría el rango de Ministro de Estado, señaló que éste ha de ser una persona que se instale frente a la opinión pública con mucha decisión y autoridad, entendiendo esta última como una forma de otorgarle credibilidad y poder en las soluciones medioambientales, siempre conectadas fuertemente con la ciudadanía. Por lo anterior, su intención es que se nombre a un profesional altamente calificado que actúe de acuerdo con las normas de transparencia que actualmente rigen en nuestro país.


El Honorable Senador señor Larraín señaló que si bien lo que se discute no es una solución definitiva para el problema medioambiental, de alguna manera representa una señal en la búsqueda de una verdadera respuesta a todos los cuestionamientos que generalmente se hacen a la institucionalidad medioambiental. Continuó con la idea de que no es su intención paralizar los avances que el Ejecutivo quiera impulsar para el tema en cuestión, por lo que votará favorablemente la iniciativa, dejando constancia, en todo caso, que la materialización de este proyecto de ley no debe generar grandes expectativas pues no propone soluciones de fondo a la problemática medio ambiental.


Los Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez y Sabag coincidieron en la necesidad de profundizar, en la discusión particular, las aprensiones que se advierten en las intervenciones precedentes, y proveer a esta nueva forma de organización de la autoridad ambiental de los medios adecuados que permite solucionar a las actuales necesidades ambientales del país.


Puesta en votación la idea de legislar respecto de la iniciativa en informe, resultó aprobada por la unanimidad de los miembros de esta Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Larraín, Núñez, Pérez y Sabag.

- - -


En consecuencia, y en virtud de la relación precedente, esta Comisión tiene a honra proponer a la Sala la aprobación en general del siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente:


1.- En el artículo 69:


a) Sustitúyese en el inciso primero, la frase “sometido a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia”, por la siguiente: “que se relacionará directamente con el Presidente de la República”.


b) Agrégase al inciso primero, la siguiente oración final:


“Sin perjuicio de esta relación, todos aquellos actos administrativos de la Comisión en los que, según las leyes, se exija la intervención de un Ministerio, deberán realizarse a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.”.


c) Intercálase en el inciso final, a continuación de la expresión “Consejo Directivo,” la expresión “el Ministro Presidente de la Comisión Nacional del Medio Ambiente,”.


2.- En el inciso primero del artículo 71:


a) Reemplázase la expresión “el Ministro Secretario General de la Presidencia, quien lo presidirá con el título de Presidente de la Comisión Nacional del Medio Ambiente”, por la siguiente:


“el Presidente de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, quien lo presidirá”.


b) Intercálase, a continuación de la expresión “y por los Ministros” la frase “Secretario General de la Presidencia, y”.


3.- Intercálase, a continuación del artículo 74, el siguiente Párrafo 3°, pasando los actuales Párrafos 3° al 6° del Título Final, a ser Párrafos 4° al 7°, respectivamente:

“Párrafo 3°

Del Presidente de la Comisión Nacional del Medio Ambiente


Artículo 74 bis. El Presidente de la Comisión Nacional del Medio Ambiente será funcionario de la exclusiva confianza del Presidente de la República, responderá directamente ante él de la gestión de la Comisión, y tendrá el rango de Ministro de Estado.”.


4.- En el artículo 88, créase e incorpórase a la planta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, el siguiente cargo:

“Plantas/Cargos
       Grados E.U.S.
Número de






     cargos

Presidente de la Comisión 

Nacional del Medio Ambiente
        1 B

                1”.



Artículo 2º.- Agrégase al inciso segundo del artículo 1º de la Ley Nº 19.863, la siguiente letra h) nueva:


“h) Presidente de la Comisión Nacional del Medio Ambiente: 135% de dichas remuneraciones.”.


Artículo 3°.- El Presidente de la República designará al Presidente de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, dentro del plazo de 30 días, contados desde la publicación en el Diario Oficial de la presente ley. 


La presente ley entrará en vigencia a contar de la designación del Presidente de la Comisión Nacional del Medio Ambiente.


Artículo 4°.- El mayor gasto que implique la aplicación de esta ley, para el presente año, se financiará con cargo al presupuesto de la Comisión Nacional del Medio Ambiente y en lo que no alcanzare, con cargo a aquellos recursos que se consulten en la Partida Presupuestaria Tesoro Público.”.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 19 de abril y 2 de mayo, ambos de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señores Pérez (Presidente), Bianchi, Larraín, Núñez y Sabag


Sala de la Comisión, a 4 de mayo de 2006.

(Fdo.): Mario Tapia Guerrero,

Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE MEDIO AMBIENTE Y BIENES NACIONALES  RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, QUE CREA EL CARGO DE PRESIDENTE DE LA COMISIÓN NACIONAL DEL MEDIO AMBIENTE Y LE CONFIERE RANGO DE MINISTRO DE ESTADO

(4148-06)

Honorable Senado:


La Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley individualizado en el rubro, en primer trámite constitucional, iniciado en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República, con urgencia calificada de “simple”.


El proyecto de ley en estudio, inició su tramitación en el Senado con fecha 11 de abril de 2006 y la Sala lo envió en primer lugar a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, luego a la de Medio Ambiente y Bienes Nacionales y, posteriormente, a la de Hacienda.



A las sesiones que celebró la Comisión, en representación del Ejecutivo concurrieron, de la Subsecretaría General de la Presidencia, el Subsecretario, señor Edgardo Riveros y la asesora, señora Susana Rioseco y del Ministerio de Hacienda, el asesor, señor David Noé.


Asimismo, concurrieron, especialmente invitados, de la Fundación OCEANA, el Director de la Campaña Salmonicultura, señor Cristian Gutierrez, y la Directora de la Campaña Contaminación Marina, señora Antonia Fortt; de la Fundación RENACE: la Presidenta, señora Isabel Lincolao y el Director, señor Eduardo Medina; del Instituto de Ecología Política, el Presidente, señor Manuel Baquedano y la asesora señorita Laura Safier; del Instituto Libertad, el Coordinador Programa Medio Ambiente, señor José Ignacio Pinochet; del Instituto Libertad y Desarrollo, la Directora Programa Medio Ambiente, señora Ana Luisa Covarrubias; de la Fiscalía del Medio Ambiente (FIMA), el Presidente, señor Fernando Dougnac; del Instituto del Medio Ambiente de la Universidad de la Frontera, el Director señor Itilier Salazar; del Centro Nacional del Medio Ambiente de la Universidad de Chile, el Director Ejecutivo, señor Eugenio Figueroa, el Coordinador de la Unidad de Desarrollo y Estrategia Institucional, señor Jaime Durán, y la Investigadora, señora Patricia Matus; de la Fundación TERRAM, el Director Ejecutivo, señor Rodrigo Pizarro y la Coordinadora del Programa de Medio Ambiente, señora Paola Vasconi; de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, el Asistente de Investigación del Departamento de Medio Ambiente, señor Cristián Youlton; de la Universidad de Playa Ancha, la Jefa de Carrera de Ingeniería Civil Ambiental, señora Eva Soto; de la Universidad Técnica Federico Santa María, el Director del Departamento de Proceso Químicos, Biotecnológicos y Ambientes, señor Juan de la Fuente; de la Sociedad Nacional de Agricultura: el Presidente de la Comisión de Medio Ambiente, señor Juan Carlos Urquidi; la abogada, señorita Leila Abdul, y el abogado, señor Miguel Quintana; de la Universidad de Viña del Mar, el Director del Departamento de Ciencias Ambientales, señor Osvaldo Pacheco; de la Universidad de la Frontera: el Director Instituto del Medio Ambiente, señor Itilier Salazar; de la Corporación Industria Sustentable (Indusus), el Presidente, señor Felipe Hurtado; y del Consejo de Desarrollo Sustentable (CDS), el Director, señor Miguel San Martín y el Secretario, señor Marcelino Collio.

- - - - -

Cabe dejar constancia de que el artículo 1° númeral 1 en sus letras a) y c), y numerales 2 y 4 del texto propuesto, es materia de Ley Orgánica Constitucional y debe ser aprobada con quórum especial, en cumplimiento de lo preceptuado en el artículo 63 de la Constitución Política de la República.

- - - - -

ANTECEDENTES

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


a) El numeral 8º, del artículo 19, de la Carta Fundamental, que consagra el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación; 


b) La Ley de Bases Generales del Medio Ambiente N° 19.300;


c) La ley N° 19.863 sobre remuneraciones de autoridades de gobierno y cargos críticos de la Administración Pública y da normas sobre gastos reservados;


d) El D.F.L N° 1 del año 2001 de la Secretaría General de la Presidencia, que fijó el texto refundido de la Ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases de la Administración del Estado, y


e) El decreto supremo N° 30 de 1997, de la Secretaría General de la Presidencia que contiene el Reglamento de Evaluación de Impacto Ambiental.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO

Mensaje de S.E. el Presidente de la República

En él se señala que hace más de una década, nuestro país dio un paso relevante hacia el desarrollo, entendido como el crecimiento integral y sustentable de nuestra economía y de nuestro medio ambiente, con la dictación de la ley Nº 19.300, de Bases Generales del Medio Ambiente.

En esa ocasión, el Ejecutivo indicó que, no obstante las claras dificultades que planteaba la estructura y organización del aparato estatal para la instauración de una institucionalidad medioambiental, existía el consenso necesario para la creación de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, como organismo rector de las políticas medio ambientales. Se compartió, entonces, un diagnóstico categórico: Chile no podría conseguir su inserción en el mundo como país desarrollado, ni operar en igualdad de condiciones en los mercados externos, sino contando con una legislación ambiental que cumpliera los estándares internacionalmente aceptados. Tampoco se podía aspirar al desarrollo sin contar con instrumentos que aseguren la protección del medio ambiente y la preservación de la naturaleza.

Agrega que el diagnóstico fue correcto y la legislación que a partir de él pudo dictarse, trajo beneficios significativos al país. En efecto, ella permitió reducir en forma importante el riesgo ambiental y estableció las condiciones para que el crecimiento económico no significara una amenaza para la sostenibilidad ambiental del desarrollo del país.

Asimismo, se señala que la vigencia del marco normativo ambiental ha permitido, también, acopiar una invaluable experiencia técnica y política, contar con una comunidad de científicos y expertos en políticas públicas más desarrollada y crear una mayor conciencia ambiental en las autoridades, la comunidad y el sector productivo.

En cuanto a la estructura organizativa que se creó, desde el punto de vista administrativo ésta se caracterizó por tratarse de un servicio público descentralizado. Como tal, tiene personalidad jurídica y patrimonio propio y se relaciona con el Presidente de la República a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia. 

En segundo lugar, se precisa que la institucionalidad actual tiene una estructura nacional y una estructura regional. La estructura administrativa nacional tiene órganos resolutivos y órganos asesores. Los órganos resolutivos son el Consejo Directivo y la Dirección Ejecutiva y el órgano asesor es el Consejo Consultivo. Al Consejo Directivo le corresponde la dirección superior del servicio; mientras que a la Dirección Ejecutiva le corresponde su administración.

Por otra parte, se indica que a nivel territorial, existen las comisiones regionales del Medio Ambiente, como órgano resolutivo y los consejos regionales como órganos asesores.

En relación a los criterios seguidos para el diseño de esta institucionalidad ambiental, se señala que la Administración del Estado diseñó una institucionalidad ambiental que buscó integrar al conjunto de organismos con competencias ambientales en un sistema de cooperación y coordinación liderado por un organismo rector superior, que adoptó la forma de Consejo.

También, se agrega que este diseño respondió al carácter multisectorial del medio ambiente, pues su ámbito propio corresponde a un sistema global, integrado por el conjunto de los recursos naturales, elementos socioculturales y demás elementos naturales o artificiales, que rige y condiciona el desarrollo de la vida en sus diversas manifestaciones. De este modo, la visión sistémica del medio ambiente que nuestra legislación recogió y consagró, determina que la gestión ambiental no sea asimilable a la gestión de un sector o actividad y que las políticas ambientales impacten a una multiplicidad de sectores.

Además, se precisa que este diseño institucional debió enfrentar el desafío de conciliar la dispersión de competencias ambientales en una multiplicidad de organismos ya existentes, con la existencia de una institucionalidad rectora encargada de la política ambiental general del país, llamada a conducir la actividad ambiental sectorial de todos esos organismos.

Continúa el Mensaje exponiendo que en ese entonces, se descartó, por las mismas razones, la creación de un Ministerio del Medio Ambiente, estructura que responde a una concepción de sector o actividad distinguible o característica y, por lo tanto, susceptible de ser abordada en forma independiente de las demás. El carácter multisectorial que presenta la gestión ambiental fue determinante a la hora de optar por una estructura que, en vez de establecer un ministerio sectorial, integrara al conjunto de los ministros sectoriales en un sistema de coordinación y cooperación.

Se dictó la ley Nº 19.300, de Bases Generales del Medio Ambiente, la cual creó un servicio público descentralizado, denominado Comisión Nacional del Medio Ambiente, encargado de definir y proponer al Presidente de la República, la política ambiental del país. 

Las políticas ambientales que este servicio debe definir afectan a una multiplicidad de sectores, cada uno de ellos a cargo del respectivo Secretario de Estado, lo que llevó a la ley Nº 19.300 encomendar la dirección superior de la Comisión a un Consejo Directivo integrado, exclusivamente, por los Ministros de cuyas carteras dependen o se relacionan los servicios y organismos públicos con competencias ambientales.

La configuración de este Consejo Directivo permite que en la definición de las políticas ambientales se consideren todas las variables sectoriales en que aquellas impactan y, a la vez, que en el diseño de las políticas sectoriales por cada uno de los Ministros sectoriales, se integren las variables y estrategias que conforman la política ambiental.

De acuerdo a lo anterior, se precisa que el Consejo Directivo de la CONAMA está actualmente integrado por los Ministros de Relaciones Exteriores, al que le compete la política internacional del país, incluyendo los aspectos ambientales; de Defensa Nacional, del que dependen los organismos con competencia sobre el borde costero; de Economía, Fomento y Reconstrucción, a cargo de las políticas de pesca y de los organismos competentes en dicha materia, así como de las políticas de fomento industrial y empresarial; de Planificación, al que le competen las estrategias de desarrollo social y de protección de las etnias originarias; de Educación, en cuyas políticas ha de insertarse la variable ambiental para integrar el respeto del medio ambiente en el proceso formativo de las personas, y del que depende el Consejo de Monumentos Nacionales; de Obras Públicas, a cargo del desarrollo de la infraestructura caminera, portuaria, y, además, del organismo competente en materia de derechos de agua; de Salud, competente en las materias sanitarias y de salud ambiental; de Vivienda y Urbanismo, al que corresponden las políticas relativas al desarrollo de los centros urbanos; de Agricultura, del que dependen la protección de los bosques y de las áreas silvestres protegidas; de Minería, al que responden los organismos que regulan y controlan el desarrollo de la actividad minera; de Transportes y Telecomunicaciones, en cuyo sector se insertan las políticas portuarias y las de transporte colectivo; y de Bienes Nacionales, a cargo de los parques nacionales del Estado y de los bienes fiscales en general.

Además de los ministros señalados, se añade que el Consejo quedó integrado por el Ministro Secretario General de la Presidencia, al que se le encomendó la presidencia del Consejo. Esta decisión obedeció a la estructura y conformación que se otorgó a la institucionalidad ambiental, en que, por la diversidad de sectores involucrados en el tema ambiental, no se contempló un ministro sectorial del medio ambiente, sino la integración de todos los ministros en cuyos sectores se insertan aspectos del medio ambiente. En esta conformación, el Ministro Secretario General de la Presidencia, por sus competencias y su rol en la estructura del gobierno, no asociado a ningún sector específico, resultó ser el Secretario de Estado más adecuado para presidir el Consejo.

También, se señala que la decisión de entregar la presidencia del Consejo Directivo de CONAMA al Ministro Secretario General de la Presidencia respondió a la gran innovación estructural e institucional que entonces representó la creación de este organismo, cuyas competencias serían transversales y afectarían a múltiples sectores. De este modo, se sostiene que se estimó conveniente que la presidencia quedara radicada en un ministro cuya responsabilidad no está asociada a un ámbito del quehacer del gobierno, sino a la marcha global de éste.

Por otra parte, se hace referencia a la evaluación ambiental efectuada por la Organización de Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE), la cual señaló que la institucionalidad ambiental creada en 1994 no sólo ha funcionado, sino que ha logrado superar las principales dificultades que se previó enfrentaría, al tener que integrar y coordinar a una multiplicidad de organismos y sectores.

No obstante, también se detectó que la gestión ambiental desarrollada por la Comisión Nacional del Medio Ambiente no ha estado exenta de problemas e insuficiencias. De ello se comenta que se tomó conciencia hace algún tiempo, desarrollándose varias iniciativas gubernamentales para la evaluación del desempeño ambiental y la identificación de las medidas correctivas que se requieren.

En tal contexto, Chile, a través de la CEPAL, se sometió a un programa de evaluación ambiental desarrollado en conjunto por dicho organismo y la Organización de Cooperación y Desarrollo Económico. Luego, se hace presente que esta instancia internacional es un foro en el que los gobiernos de 30 países democráticos colaboran para abordar los desafíos económicos, sociales y ambientales de la globalización. 

Acto seguido, se enfatiza que para evaluar el desempeño ambiental, la OCDE toma en cuenta el grado de cumplimiento de los objetivos nacionales y los compromisos internacionales. Para situar la evaluación del desempeño ambiental en su contexto, también se consideran los registros históricos ambientales, la situación actual del medio ambiente, la dotación física de recursos naturales del país, su situación económica y sus tendencias demográficas.

Asimismo, se precisa que el Grupo de trabajo sobre desempeño ambiental de la OCDE llevó a cabo la evaluación de Chile en las reuniones que sostuvieron los días 24 al 26 de enero del 2005 y agregó que sus conclusiones y recomendaciones fueron aprobadas por los representantes de los países miembros de la OCDE y de Chile.

Luego, se trae a colación a una de las conclusiones del informe de la OCDE, en la cual se consignó que “Durante el período de evaluación (1990-2004), Chile fortaleció sus instituciones ambientales, en especial con la Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente de 1994, en virtud de la cual se creó la Comisión Nacional del Medio Ambiente (CONAMA)”. Asimismo, se agrega que “en ciertos temas aún habrá un largo trecho por recorrer hasta alcanzar la convergencia ambiental con la mayoría de los países de la OCDE, será necesario fortalecer y ampliar considerablemente las instituciones ambientales”.

Al mismo tiempo, se destacan dentro de las recomendaciones que formuló el grupo de la OCDE la que proponía: “Eliminar los vacíos institucionales en el modelo de coordinación sectorial”, precisando que el modelo de coordinación sectorial adoptado por Chile “puede funcionar tan bien como cualquier otro, siempre que todos los intereses estén representados y bien equilibrados”, pero que “en la práctica actual este modelo no toma en cuenta suficientemente que la protección de la naturaleza y la diversidad biológica van más allá de la gestión sustentable de los recursos naturales comerciables por parte de los organismos sectoriales que supervisan la agricultura, silvicultura, pesca, acuicultura, entre otros”. 

En virtud de lo anterior, se arguye que este informe postula que “Una entidad dedicada a la protección de la naturaleza constituida al amparo de una ley de protección de la naturaleza completa y única tendría más probabilidades de éxito que la estructura actual, con sus vacíos y transposiciones”, agregando que esa entidad “mantendría la coherencia con el modelo de coordinación y llenaría el vacío de la estructura actual: tendría su asiento en el directorio de la CONAMA junto con los organismos actuales y constituiría una voz clara dentro del gobierno a favor de la naturaleza y la diversidad biológica”. 

Como fundamento de esta iniciativa legal, se indica que después de una década de vigencia de la Ley Nº 19.300, en otro estadio de desarrollo y con nuevos y cada vez más exigentes desafíos ambientales, se debe avanzar hacia una institucionalidad fortalecida y capaz de generar e impulsar las políticas y estrategias que nos permitan alcanzar los estándares de protección y sostenibilidad ambiental que distinguen a las sociedades desarrolladas. En tal sentido, se arguye que esta iniciativa está enmarcada dentro del programa del nuevo gobierno, el cual incluye un conjunto de medidas que, progresivamente, permitirán instaurar una institucionalidad que responda a este nuevo desafío.

Asimismo, se sostiene que este proyecto de ley corresponde a la nueva política ambiental, mucho más exigente y moderna, basada en el concepto de desarrollo sustentable, el cual busca compatibilizar el crecimiento económico, la protección de la naturaleza y la equidad social.

También, se asevera que esta nueva política ambiental requiere de una institucionalidad a tono con los nuevos tiempos; lo que implica una institución pública autónoma, con recursos propios y con una jerarquía política adecuada para llevar adelante esta tarea.

Para tal efecto, este proyecto de ley propone como primera medida, que la Comisión Nacional del Medio Ambiente cuente con un Presidente con rango de ministro, para así poder potenciar sus labores de planificación y regulación ambiental. Ello, con miras a que, en una segunda etapa, CONAMA se convierta en un ministerio.

Paralelamente, esta iniciativa legal plantea crear una Superintendencia Ambiental, centrada en las funciones fiscalizadoras y sancionatorias, para así garantizar que las normas ambientales se cumplan.

Bajo este contexto, se precisa que este proyecto de ley tiene como fundamento la necesidad de avanzar hacia una institucionalidad ambiental renovada y de mayor estatura, dotada de una autoridad superior con la competencia y jerarquía necesarias para conducir la política ambiental que se desea para desarrollar el futuro.

Con esta iniciativa, se enfatiza que se busca escalar un peldaño hacia la creación de un ministerio del medio ambiente, tarea que se asumirá en una etapa posterior. Asimismo, se indica que se lograrían resolver una serie de insuficiencias que nuestra actual institucionalidad acusa.

Posteriormente, el Ejecutivo destaca que se contará con una autoridad ambiental equivalente a un Ministro de Estado, que actuará como colaborador directo del Presidente de la República en el diseño y gestión de la política ambiental. 

En segundo lugar, se sostiene que esta nueva autoridad ambiental tendrá una responsabilidad técnica y política concreta y específica, superando las críticas que se han formulado al actual modelo, por el doble rol que le corresponde al Ministro Secretario General de la Presidencia como Presidente del Consejo Directivo de CONAMA y como ministro del equipo político de gobierno.

En tercer lugar, se acota que mediante esta autoridad se instaurará un interlocutor válido y con responsabilidades políticas e institucionales propias, frente a los demás ministros sectoriales.

Y en cuarto lugar, se arguye que la CONAMA se relacionará directamente con el Presidente de la República, a través de su Ministro Presidente y no por intermedio de otro ministerio como ocurre en la actualidad. 

Luego, se indica que este nuevo diseño sigue a los actuales modelos de instituciones que tienen una autoridad con rango de Ministro de Estado. Añade que nuestro sistema administrativo contempla sólo tres instituciones en que la autoridad superior tiene rango de Ministro.

En primer lugar, se menciona al Servicio Nacional de la Mujer, regulado por la ley Nº 19.023. Este organismo es un servicio público a cuya cabeza se encuentra un Director, quien tiene el rango de Ministro de Estado.

En segundo lugar, se trae a colación a la Comisión Nacional de Energía, normada por el decreto ley Nº 2.224. Esta Comisión es un servicio público descentralizado, que tiene dos órganos fundamentales. Por un lado, está el Consejo Directivo, que es un organismo colegiado integrado por un representante del Presidente de la República, a quien le corresponde la Presidencia de la Comisión Nacional de Energía, y que tiene el rango de Ministro de Estado; también lo integran: el Ministro de Minería, el Ministro de Economía, el Ministro de Hacienda, el Ministro de Defensa, el Ministro de Mideplan y el Ministro Secretario General de la Presidencia. Por otro lado, está el Secretario Ejecutivo, a quien le corresponde su administración y representación legal, judicial y extrajudicial. 

Y en tercer lugar, se hace referencia al Consejo Nacional de la Cultura y de las Artes, el cual es servicio público descentralizado, regido por la ley Nº 19.891. Este Consejo tiene como Presidente a una persona designada por el Presidente de la República, quien es el jefe superior del servicio y tiene rango de Ministro de Estado. 

Finalmente, se concluye que los tres organismos citados tienen en común con la CONAMA el hecho de ser servicios descentralizados. También, el de relacionarse con el Gobierno a través de un Ministerio. Así, la Comisión Nacional de Energía se relaciona a través del Ministerio de Economía el Servicio Nacional de la Mujer a través del Ministerio de Mideplan, y el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes se relaciona directamente con el Presidente de la República, aunque para efectos administrativos lo hace a través del Ministerio de Educación.


Conforme a lo anteriormente expuesto, los objetivos del proyecto son:



1.- Avanzar hacia una institucionalidad fortalecida y que sea capaz de generar e impulsar las políticas y estrategias que permitirán alcanzar los estándares de protección y sostenibilidad ambiental que distinguen a las sociedades desarrolladas;
2.- Permitir una acción política más vinculada al medio ambiente al tener una presidencia del Consejo Directivo de la CONAMA con rango de Ministro distinto al que actualmente desempeña el Ministro Secretario General de la Presidencia;

3.- Ayudar a la implementación de una institucionalidad ambiental renovada y de mayor estatura, dotada de una autoridad superior con la competencia y jerarquía necesarias para conducir la política ambiental que se desea desarrollar para el futuro y permitir la elaboración de las políticas y proyectos de ley para cumplir con los compromisos ambientales asumidos por el nuevo Gobierno, y

4.- Resolver las insuficiencias que la actual institucionalidad medio ambiental acusa. 

ESTRUCTURA DEL PROYECTO

Consta de 4 artículos permanentes.

El artículo 1° consta de cuatro numerales e introduce modificaciones a la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente.


El artículo 2° modifica la ley N° 18.963, sobre remuneraciones de autoridades de gobierno y cargos críticos de la Administración Pública y da normas sobre gastos reservados;

El artículo 3° se refiere a la designación del Presidente de la CONAMA y a la entrada en vigencia de la ley.

Finalmente el artículo 4° se refiere al financiamiento.

- - - - - -

DISCUSIÓN GENERAL


Durante la discusión general del proyecto, la Comisión escuchó a representantes de diversas entidades vinculadas a la materia en estudio.


El Subsecretario del Ministerio Secretaría General de la Presidencia comenzó su exposición señalando que el presente proyecto de ley busca iniciar un proceso que se relaciona con el desarrollo de la tarea medio ambiental del Estado. Luego de 12 años de la promulgación de la Ley de Bases Generales del Medio Ambiente, precisó que han cambiado las circunstancias del país, por lo cual expresó que en la actualidad se debe enfrentar este nuevo desafío desde una perspectiva institucional y pública.


Acto seguido, destacó que este proyecto de ley representa el primer paso de una serie de iniciativas legales que se presentarán ante este Parlamento, como la creación de un Ministerio del Medio Ambiente y de una Superintendencia Medio Ambiental. 


Comentó que en esta primera etapa se requiere contar con una autoridad con rango de Ministro de Estado que se dedique exclusivamente a colaborar con la Presidenta de la República en el diseño y ejecución de las políticas medio ambientales y en la elaboración de los mentados proyectos de ley.


Con respecto a este proyecto de ley, señaló que tiene como objetivo central el otorgarle rango de Ministro de Estado al Presidente de la CONAMA, quien a su vez se constituirá en el Presidente del Consejo Directivo de la misma entidad. 


Agregó que en la actualidad existe una Presidenta del Consejo Directivo de la CONAMA, quien a la vez cumple la función de Ministro de la Secretaría General de la Presidencia. Luego, comentó que no es recomendable centralizar tantas funciones en una misma persona, razón por la cual este proyecto de ley plantea personalizar esta función.


A continuación, indicó que esta iniciativa legal es de carácter simple y no presenta dificultades para su inserción en la actual institucionalidad, porque no entorpece el funcionamiento de la CONAMA. 


Posteriormente, comenzó a describir el proyecto de ley y precisó que se crea el cargo de Presidente de la CONAMA, a quien se lo define como un funcionario de exclusiva confianza del Presidente de la República, responsable ante él de la gestión de la CONAMA y a quien se le confiere el rango de Ministro de Estado. Luego, acotó que la Dirección Ejecutiva de la CONAMA mantendrá sus actuales funciones y potestades, con el objeto de evitar así una mayor invasión en la operatoria de esta entidad. Continuó, indicando que el Presidente de la CONAMA integrará y presidirá el Consejo Directivo de la CONAMA, mientras que el Ministro Secretario General de la Presidencia pasará a ser un miembro más de este Consejo.


Enfatizó que el Presidente de la CONAMA se relacionará directamente con el Presidente de la República, tal como sucede con el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes y con la Presidencia de la Comisión de Energía.


Dentro de las ventajas de esta propuesta destacó que se resolverán las insuficiencias de la actual institucionalidad; se creará un colaborar directo del Presidente de la República para el diseño y gestión de las políticas ambientales; se contará con una autoridad ambiental cuya responsabilidad técnica y política será concreta y específica; se instalará un interlocutor válido con responsabilidad política e institucionalidad propia; se instaurará una relación directa entre la CONAMA y el Presidente de la República, a través de su Ministro Presidente.


Finalmente, enfatizó que existe un fuerte compromiso por reformular el sistema medio ambiental y que este proyecto de ley constituye el primer paso de la agenda legislativa en esta materia.


La Directora de la Campaña Contaminación Marina de la Fundación OCEANA explicó que la institución que representa está muy interesada en esta propuesta legal, porque desde el año pasado se ha evidenciado la debilidad de la actual autoridad ambiental y la necesidad de realizar cambios para contar con una institucionalidad de carácter fuerte, con poder de fiscalización, que vele por la explotación racional y la conservación de los recursos naturales para las generaciones venideras. 


En Chile, continúo, se ha desarrollado una estrategia de desarrollo basado en la explotación y exportación de los recursos naturales, lo que ha producido una fuerte presión sobre los ecosistemas terrestres y acuáticos, lo que ha generado la necesidad de dar una mirada más estratégica a la gestión de los recursos naturales. 


A raíz de esto, precisó que nace la discusión de que debe existir una autoridad ambiental, puesto que ha quedado en evidencia que la actual institucionalidad no entrega condiciones adecuadas para la conservación y uso de nuestro patrimonio natural. Añadió que ya no es suficiente contar con un ente como es la Comisión Nacional de Medio Ambiente (CONAMA) que coordina a las diferentes organizaciones gubernamentales que regulan o tienen alguna injerencia en las decisiones de manejo de los recursos naturales, sino que hace falta una autoridad independiente que, además de coordinador sea capaz de influir a nivel político y que sea capaz de ejercer funciones fiscalizadoras y canalizadoras de los intereses de los ciudadanos afectados por la degradación de los ecosistemas.


A continuación, se refirió al proyecto de ley en estudio e indicó que corresponde a un primer paso en el gobierno de la actual Presidenta de la República hacia el fortalecimiento de la institución ambiental. No obstante, comentó que esta propuesta no implica una modificación real a la institucionalidad ambiental, ni un aumento de recursos, ni un mayor poder de fiscalización. 


Luego, agregó que la creación de un Ministerio es un trabajo que requiere de profundas modificaciones a diferentes textos legales. Por esta razón, precisó que una rápida forma para solucionar las actuales carencias de la institucionalidad medio ambiental es reformular la Ley de Bases del Medio Ambiente, confiriéndole más poder fiscalizador y recursos a la actual CONAMA y respectivas COREMAS.


Por otra parte, señaló que la creación de un Ministerio del Medio Ambiente no soluciona el problema ambiental si no viene acompañado de una voluntad política de cambiar el actual esquema de desarrollo, promoviendo el uso de tecnologías de punta por las grandes industrias, potenciando a las PYMES para el uso racional de los recursos naturales y creando herramientas de protección de los ecosistemas frágiles o únicos.


Añadió que la autoridad ambiental debe tener una alta injerencia en las discusiones políticas y en la política económica del país, porque en la actualidad la CONAMA está supeditada a las decisiones de otros ministerios. El ideal, prosiguió, es que la CONAMA o la autoridad ambiental existente fije las pautas de la explotación de los recursos naturales.


Asimismo, indicó que esta mayor influencia debe ir acompañada de una estrecha relación con los siguientes ministerios: el de Hacienda, para definir el presupuesto y los gastos que se deben realizar para el estudio de los recursos naturales; el de  Economía, para definir la estrategia de desarrollo; el de Relaciones Exteriores, para promover la suscripción de tratados, y el  de Minería, para impulsar una real protección a los recursos naturales no renovables.


Acto seguido, enfatizó que Oceana considera que para hacer un real cambio institucional se debe priorizar la creación de una autoridad ambiental independiente de la autoridad de turno, al estilo de un Banco Central y/o Contraloría General de la República. Además, agregó que se debe reconocer el valor de nuestro capital natural a través de una contabilidad ambiental y patrimonial, ya que los recursos naturales poseen valor económico y, como tales, deben incluirse en cuentas ambientales como parte de la preocupación de desarrollo del país.


Asimismo, sugirió que se desarrollen plebiscitos para conocer la postura de la ciudadanía frente a los proyectos de inversión con alto impacto social y ambiental como son los casos de CELCO en Valdivia e Itata, Pascua Lama en Vallenar y Endesa en Aysén.


También, planteó que se debe avanzar hacia una evaluación ambiental estratégica, que considera dos aspectos fundamentales: el análisis del impacto en el largo plazo, el análisis de los efectos ecosistémicos, el ordenamiento territorial y la estrategia de desarrollo regional.


Luego, acotó que un proyecto de ley que modifica la institucionalidad ambiental debe incorporar la fiscalización y la evaluación  del desempeño de las empresas que se someten al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental (SEIA), con el objeto de verificar el cumplimiento de sus compromisos. Al mismo tiempo, arguyó que deben incorporarse los principios de precautoriedad y de quien contamina paga, con el fin de garantizar la reparación del daño ambiental. 


Por otra parte, propuso incorporar en la malla curricular de la educación básica y media el ramo de la Educación Ambiental, modificando el artículo 6° de la ley N°19.300, pues considera que es la única manera de que toda la ciudadanía posea información para avanzar hacia un desarrollo sustentable donde se consideren a los recursos naturales como bienes finitos y se resguarden para las generaciones venideras. También, hizo hincapié en que debe fortalecerse la participación ciudadana en todas las etapas de la evaluación de los proyectos. 


Finalmente, planteó modificar el artículo 80 de la ley N° 19.300, para fortalecer la opinión técnica de las COREMAS y dar mayor incidencia a los comités técnicos.


El Coordinador  del Programa de Medio Ambiente del Instituto Libertad señaló que es evidente que la gestión ambiental chilena está en crisis. En efecto, precisó que el sistema creado por la ley Nº 19.300, si bien introdujo formalmente mecanismos de gestión ambiental en nuestro país, no ha cumplido sus objetivos y ha provocado conflictos entre grupos de la sociedad.


Acto seguido, argumentó que el mayor error de la institucionalidad creada en el año 1994 y del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental -operativo desde el año 1997- es que no fomentan el cumplimiento de la ley, pues permiten que órganos compuestos por personas dependientes de los gobiernos de turno, aprueben proyectos y actividades que no cumplen con las leyes y reglamentos. Agregó que entre 1994 y la actualidad la influencia política del Poder Ejecutivo ha sido absolutamente determinante en la aprobación o rechazo de los proyectos más importantes e, incluso, en la génesis o materialización de tales proyectos, hecho que contraviene los principios de igualdad de oportunidades y del bien común como tarea fundamental del Estado.


Esta influencia política, acotó, es determinada por las necesidades y puntos de vista de corto plazo y se ha visto facilitada por el diseño actual de la Comisión Nacional del Medio Ambiente (CONAMA), principalmente por los siguientes aspectos: su carácter coordinador; la composición del Consejo Directivo; el ejercicio de una fiscalización dispersa, a través de distintos organismos del Estado, y su dependencia con el Ministerio Secretaría General de la Presidencia.


Luego, explicó que los objetivos del Instituto Libertad se enmarcan en las ideas de un orden social libre, pacífico, próspero y justo. Desde ese punto de vista, indicó que desde antes del compromiso de la Presidenta de la República, el Instituto se había pronunciado a favor de un cambio profundo en la institucionalidad,  para así asegurar un respeto irrestricto de la ley y la eliminación de los favoritismos, en el cual la actual Comisión Nacional del Medio Ambiente se convierta en un Ministerio del Medio Ambiente que proponga y evalúe las políticas y planes, estudiando y proponiendo las normas aplicables, velando además por su cumplimiento, asignando recursos y fiscalizando las actividades del sector, tal como corresponde a los altos órganos en conformidad a la ley.


En lo que toca a la Ley 19.300, expuso que este proyecto de ley está dirigido a reformar los artículos 69 y 71 y a agregar un artículo 74 bis. 


Con respecto al artículo 69, comentó que esta iniciativa legal mantiene textualmente la definición y conceptualización de la CONAMA como un servicio público funcionalmente descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, por lo tanto, arguyó que no habría una modificación sustancial a la institución, lo que se ratifica con la mantención íntegra del texto del artículo 70 que enumera las funciones de este servicio público y el artículo 28 de la ley N° 18.575 Orgánica Constitucional de Bases de la Administración del Estado que define a los servicios públicos. 


Luego, agregó que el texto propuesto declara que la CONAMA se relacionará directamente con el Presidente de la República. Sin embargo, sostuvo que con la siguiente frase pareciera que se relativiza tal afirmación al señalar: “Sin perjuicio de esta relación, todos aquellos actos administrativos de la Comisión en los que, según las leyes, se exija la intervención de un Ministerio, deberán realizarse a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.”.


En la redacción original del artículo 69, comentó que se utilizaba la frase “sometido a la supervigilancia del Presidente de la República”, la cual es una explicitación de una de las dos fórmulas que admite la ley N° 18.575 Orgánica Constitucional de Bases de la Administración del Estado para el caso excepcional de servicios públicos que no dependen de un Ministerio. No obstante, arguyó que la fórmula propuesta en el presente proyecto de ley no se señala si la relación excepcional de independencia de la CONAMA respecto de un Ministerio se da con motivo de una relación de “dependencia” o “supervigilancia” del Presidente de la República. 


Dados, los hechos, enfatizó que con la redacción propuesta, la CONAMA adquiere un nexo real con el Presidente de la República, pero mantiene condicionado su actuar institucional al Ministerio de la Secretaría General de la Presidencia. Sobre este punto, recalcó que la dependencia que la CONAMA ha tenido con este Ministerio ha traído consigo una gran debilidad de su autoridad y estabilidad, porque supedita su actuar a la contingencia y a la agenda diaria, lo que ha generado una excesiva politización de las decisiones ambientales.


Con respecto al artículo 71, que crea el cargo de Presidente de la CONAMA y que establece que el Ministro Secretario General de la Presidencia se mantiene como miembro del Consejo Directivo, señaló que esta modificación puede agregar un elemento más que entorpezca el funcionamiento del Consejo Directivo, ya que este Ministro de Estado se configura ahora como miembro subordinado al nuevo cargo. Trajo a colación el concepto de “presidir” según el Diccionario de la Real Academia Española: “Tener el primer puesto o lugar más importante o de más autoridad en una asamblea, corporación, junta, tribunal, acto o empresa.”

En relación al artículo 74 bis, que otorga el rango de Ministro de Estado al Presidente de la CONAMA, indicó que según el artículo 33 de la Constitución Política de la República, se establece que: 


“Los Ministros de Estado son los colaboradores directos e inmediatos del Presidente de la República en el gobierno y administración del Estado.


La ley determinará el número y organización de los Ministerios, como también el orden de precedencia de los Ministros titulares.”


Si bien, arguyó que anteriormente en Chile ya se ha otorgado el rango de Ministro de Estado al Presidente de la Comisión de Energía (1978), a la Directora del Servicio Nacional de la Mujer (1991) y al Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes (2003), nunca antes se pretendió hacerles aparecer ante la opinión pública como “Ministros”, ya que por definición un Ministro de Estado se relaciona directa e inmediatamente con el Presidente de la República y no a través del órgano que “preside”, ni menos a través de un Ministerio diferente y, por lo tanto, actúa como tal sin la necesidad de la intermediación o intervención de otro ministerio. Lo anterior, concluyó, no se da en el caso del proyecto de ley en cuestión.


Desde un punto de vista sustantivo, expuso que los Ministros tienen sectores que les son propios, los cuales corresponden a los campos específicos de actividades en que deben ejercer sus funciones, debiendo proponer y evaluar las políticas y planes correspondientes, estudiar y proponer las normas aplicables a los sectores a su cargo, velar por el cumplimiento de las normas dictadas, asignar recursos y fiscalizar las actividades del respectivo sector. En contraposición a esto, aseveró que el presente proyecto de ley sólo contempla como función de este funcionario con rango de Ministro el presidir un órgano preexistente que, también, carece de estas características, deberes y atribuciones y cuyas funciones permanecen inalteradas en el artículo 70.


Desde una perspectiva procedimental y de responsabilidad, argumentó que los Ministros de Estado tienen el deber de firmar “Los reglamentos y decretos del Presidente de la República” –según el artículo 35 de la Constitución Política de la República- y “serán responsables individualmente de los actos que firmaren y solidariamente de los que suscribieren o acordaren con los otros Ministros.”. Pero, prosiguió, estas normas tampoco son aplicables al cargo que el proyecto de ley crea.


Finalmente, expuso que cuando el Ejecutivo anunció el envío de este proyecto de ley al Congreso, los medios de prensa sostuvieron que a través de esta iniciativa la Jefa de Estado daba cumplimiento a una de las 36 medidas que se comprometió impulsar en los primeros cien días de su Gobierno. No obstante, aclaró que aparece de manifiesto que el texto propuesto no satisface el compromiso de la Mandataria de Estado. En consecuencia, concluyó que esta iniciativa legal no constituye un avance respecto a las falencias de la actual institucionalidad e, incluso, afirmó que esta propuesta podría contribuir a ahondar la actual crisis de la institucionalidad ambiental nacional.


La Presidenta de la Fundación Renace señaló que la Fundación Renace valora la propuesta de la Presidenta de la República, que enfatiza la necesidad de contar con una nueva política ambiental que genere las condiciones para la plena integración de los temas ambientales y del desarrollo sustentable.


Asimismo, indicó que las funciones que cumplirá el nuevo Ministro Presidente de la CONAMA se establecen por la necesidad de traspasarle algunas de las atribuciones que hoy recaen en el Director Ejecutivo de la CONAMA. Dentro de las atribuciones que se le traspasan mencionó:

a) El nombramiento de los Directores de las CONAMAS regionales;

b) La designación  de los fondos de protección ambiental, y

c) el diseño del programa anual de actividades y del presupuesto de la entidad.

Por otra parte, precisó que este proyecto de ley debería establecer que el nuevo Presidente de la CONAMA y el Presidente de la República sean las únicas autoridades que puedan convocar al Consejo de Ministros.

En relación a los actos administrativos que se mencionan en el proyecto de ley, comentó que éstos legalmente deben tramitarse a través de un ministerio. De tal modo, sugirió introducir un artículo transitorio que establezca que dicha tramitación quedará supeditada al Ministerio Secretaría General de la Presidencia mientras se crea el Ministerio del Medio Ambiente.

También, propuso realizar algunas modificaciones en el área presupuestaria y enfatizó que los recursos que sustentan este proyecto no pueden provenir del exiguo presupuesto de la CONAMA. Asimismo, planteó que este proyecto de ley debe fijar en forma expresa el plazo máximo de un año contado desde su aprobación para que el Presidente de la CONAMA presente su proyecto de ley para crear un Ministerio del Medio Ambiente.

Posteriormente, sugirió que esta iniciativa legal debe fortalecer la fiscalización, aumentar la participación ciudadana y solucionar los problemas del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental.

El Presidente del Instituto de Ecología Política sostuvo que esta modificación constituye una de las mayores reformas a la Ley General de Bases Generales del Medio Ambiente. Agregó que se crea una nueva autoridad de carácter transitorio, porque su misión será facilitar la instauración de un Ministerio del Medio Ambiente.

Luego, indicó que en la actualidad el país ha crecido pero no ha cambiado la institucionalidad ambiental. Destacó que la mayoría de los países desarrollados cuentan con un Ministerio del Medio Ambiente o al menos con una entidad similar, como sucede con la Agencia de Protección Medio Ambiental de Estados Unidos (EPA). En consecuencia, arguyó que hoy la inserción internacional del país hace requerir la intervención de un Ministro del Medio Ambiente, que sea una persona distinta al Director Ejecutivo de la CONAMA, quien debe continuar con la gestión administrativa de la entidad. 

Por último, señaló que coincide con la sugerencia de la Presidenta de la Fundación Renace, en el sentido de dotar de nuevos recursos al nuevo cargo que se crea, para así no mermar el presupuesto actual de la CONAMA.

La Directora del Programa de Medio Ambiente del Instituto Libertad y Desarrollo expuso que este proyecto de ley crea el cargo de Presidente de la CONAMA, de exclusiva confianza del Presidente y con rango de Ministro, pero con sueldo de jefe de servicio. Asimismo, precisó que deja todos los actos administrativos de la Comisión en los que se exija la intervención de un ministerio, en las manos del Ministerio Secretaría General de la Presidencia. En este sentido, arguyó que el único cambio importante que vislumbra en esta iniciativa legal es la dependencia directa de esta nueva figura con el Presidente de la República. 

A continuación, hizo referencia a la decisión gubernamental que optó por crear una Comisión Nacional del Medio Ambiente y no un Ministerio, como la vía para superar los conflictos ambientales nacionales. Acotó que según el artículo 2° letra ll) de la ley N° 19.300 el medio ambiente debe ser entendido como un sistema global constituido por elementos naturales y artificiales, socioculturales y sus interacciones, que rige y condiciona el desarrollo de la vida en sus diversas manifestaciones. En tal sentido, expuso que las políticas ambientales afectan a una multiplicidad de sectores, los que deben coordinarse y cooperar entre sí. De este modo, en el año 1994 se pensó en un servicio público descentralizado, relacionado con el gobierno a través de la Secretaría General de la Presidencia, con una estructura nacional y una regional, dirigido por un Consejo de Ministros y apoyado por un Consejo Consultivo.

Sin embargo, comentó que a pesar de toda esta institucionalidad, hoy día no se está cumplimiento la ley, ya que existen multiplicidad de regulaciones inconsistentes entre sí y con la Ley de Bases del Medio Ambiente. Por otra parte, sostuvo que hay una suerte de dispersión y superposición de competencias ambientales de los organismos públicos, lo que dificulta más aún establecer las responsabilidades individuales. También, exteriorizó que falta una mayor fiscalización y que percibe una politización y discrecionalidad en las decisiones por falta de claridad en la normativa, lo que se ha traducido en una traba para la inversión.

Añadió que las decisiones del Consejo de Ministros no son vinculantes respecto a los ministerios que representan, lo que hace que sus decisiones se transformen en letra muerta. Por otra parte, expuso que vislumbra una carencia de mecanismos de incentivos, falta de información y recursos destinados para el medio ambiente. Al respecto, indicó que la CONAMA tiene un presupuesto anual de $ 9.000 millones.  

También, propuso una racionalización de la legislación ambiental, modernización de la gestión de fiscalización, una mayor coordinación entre los distintos organismos ambientales y la implementación de mecanismos de autorregulación como: las auditorías ambientales externas de certificación ambiental, o los acuerdos de producción limpia o una ley de bonos de descontaminación.

En cuanto al Director de la CONAMA propuso que sea contemplado dentro de la Alta Dirección Pública y, por ende, su designación se realice mediante el procedimiento establecido en dicha normativa. Acto seguido, se refirió al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental y sugirió que cuente con una normativa que exija el monitoreo de las variables que se consideran importantes.


Por último, planteó que la aprobación de la normativa y planes de prevención y descontaminación se adjunten a un programa de tareas responsables y con presupuesto asociado propio para cada tarea designada. Al respecto, trajo a colación al fracasado Plan de Descontaminación de la Región Metropolitana. En síntesis, concluyó que este proyecto de ley no soluciona ninguno de los problemas medio ambientales nacionales.


El Presidente de la Fiscalía del Medio Ambiente observó que es evidente que las funciones entregadas por la ley Nº 19.300 a la CONAMA han sido sobrepasadas por la realidad. En efecto, prosiguió que la misión coordinadora de los diferentes órganos públicos no se ha podido lograr, fundamentalmente, por carecer de peso político, lo que se demuestra por la disminución progresiva de la inversión estatal en materia ambiental.  En consecuencia, expuso que urge crear un referente político del más alto nivel que diseñe, encause y defienda el medio ambiente y los recursos naturales. Acto seguido, acotó que vislumbra que el objetivo de este proyecto de ley es dirigirse hacia esta meta. 

Luego, afirmó que el Consejo Directivo o Consejo de Ministros, como vulgarmente se le llama, ha sido el elemento más entorpecedor de la consolidación de la institucionalidad ambiental. Agregó que los ministros que lo integran no siempre asisten y si concurren lo hacen normalmente representados por sus subsecretarios. Normalmente, prosiguió, su participación se traduce en defender con demasía al sector que representan, lo que se aprecia en los fallos de los reclamos presentados en contra de las COREMAS. Dadas estas circunstancias, propuso este Consejo traspasar sus atribuciones, transitoriamente, a un Ministro del Medio Ambiente.


Por otra parte, comentó que no le parece adecuado que dentro de un ordenamiento institucional se confundan las labores ejecutoras de la CONAMA con las labores de diseño de políticas propias de un ministerio. Aunque no se diga, sin el injerto del Consejo Directivo tales políticas deberían haber quedado en manos del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, como en el hecho parcialmente ha sucedido por desinterés de los demás ministros miembros del Consejo Directivo de la CONAMA.

De acuerdo a lo expuesto, precisó que no ve como se puede sostener que el Ministro del Medio Ambiente sea un órgano de la CONAMA cuando ésta es un servicio público, debería estar sujeto a éste y ser la ejecutora de sus políticas y no una creadora de ellas. Además, agregó que en este proyecto de ley el Presidente de la CONAMA carece de funciones relevantes, salvo presidir el Consejo Directivo.

En consecuencia, propuso mejorar transitoriamente el cargo de Presidente de la CONAMA , traspasándole in íntegrum las funciones del Consejo Directivo. Además, arguyó que se debería resaltar expresamente la transitoriedad del nuevo cargo que se crea, fijándole como condición para su existencia la proposición al Presidente de la República de un proyecto de de ley que cree el Ministerio del Medio Ambiente y Recursos Naturales. 

Prosiguió diciendo que no le parece adecuado que el mayor gasto que signifique la creación de este nuevo cargo sea solventado con el presupuesto de la CONAMA. Sugirió que debería hacerse con cargo al Ministerio de la Secretaría General de la Presidencia.


Finalmente, propuso el siguiente nuevo articulado:

“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente:

1.-
En el artículo 69:


a)
Sustitúyese en el inciso primero, la frase “sometido a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia”, por la siguiente: “que se relacionará directamente con el Presidente de la República”. 


b)
Agrégase al inciso primero, la siguiente oración final:


“Sin perjuicio de esta relación, todos aquellos actos administrativos de la Comisión en los que, según las leyes, se exija la intervención de un Ministerio, deberán realizarse a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.”.


c)
Elimínase la expresión “Consejo Directivo,” y se la sustituye por la expresión “Ministro del Medio Ambiente,”.


2.-
En el inciso primero del artículo 71:


a) Elimínanse las expresiones que van desde “a un Consejo… hasta Planificación y Cooperación” sustituyéndolas por el “Ministro del Medio Ambiente”


b) Sustitúyese en el artículo 72 las palabras “a un Consejo Directivo” por “al Ministro del Medio Ambiente”.


c) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 72 “ Consejo Directivo” y remplazase por “Ministro del Medio Ambiente” y elimínase la letra c del artículo 72. 


3.- En el artículo 73 sustitúyese la frase “Los acuerdos adoptados por el Consejo Directivo de la Comisión del Medio Ambiente” por la frase “Las decisiones del Ministro del Medio Ambiente...”


4. Elimínase el artículo 74.


5.- Reemplázase en los artículos 20, 76, 77, 79 las menciones al “Consejo Directivo” por mención al “Ministro del Medio Ambiente”. En general, cualquiera referencia que se efectuare en la ley Nº 19.300 en otras leyes especiales al Consejo directivo de la CONAMA deberá entenderse efectuada al Ministro del Medio Ambiente, mientras no se apruebe la creación del Ministerio del Medio Ambiente y Recursos Naturales.


6. Intercálase, a continuación del artículo 74, el siguiente Párrafo 3°, pasando los actuales Párrafos 3° al 6° del Título Final, a ser Párrafos 4° al 7°, respectivamente:

“Párrafo 3°

Del Ministro del Medio Ambiente”


Artículo 74 bis. El Ministro del Medio Ambiente será un funcionario de la exclusiva confianza del Presidente de la República; estará encargado de diseñar y proponerle las políticas medioambientales del país, responderá directamente ante él de la gestión de la Comisión en cumplimiento de estas políticas, y tendrá el rango de Ministro de Estado.”.


7.-
Créase el cargo de Ministro del Medio Ambiente como encargado transitoriamente de las políticas medio ambientales de la Nación hasta la creación del Ministerio del Medio Ambiente, e incorpórase a la planta del Ministerio Secretaría General de la Presidencia de la República, el siguiente cargo: 







Planta/Cargo



      Grados E.U.S.
   Número de cargos

Ministro del Medio Ambiente
             1 B



1”.


Para el año fiscal 2006 increméntase el presupuesto del Ministerio Secretaría General de la Presidencia en $ …. a fin de costear los gastos que irrogue la realización del proyecto de Ministerio del Medio Ambiente y Recursos Naturales. Estos fondos serán administrados directamente por el Ministro del Medio Ambiente y girados a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia de la República.

Artículo 2º.- Agrégase al inciso segundo del artículo 1º de la Ley Nº 19.863, la siguiente letra h) nueva:

“h)
Ministro del Medio Ambiente: 135% de dichas remuneraciones.”.

Artículo 3°.- El Presidente de la República designará al Ministro del Medio Ambiente, dentro del plazo de 30 días, contados desde la publicación en el Diario Oficial de la presente ley. 

La presente ley entrará en vigencia a contar de la designación del Presidente de la Comisión Nacional del Medio Ambiente.

Artículo 4°.- El mayor gasto que implique la aplicación de esta ley, para el presente año, se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio Secretaría General de la Presidencia de la República y en lo que no alcanzare, con cargo a aquellos recursos que se consulten en la Partida Presupuestaria Tesoro Público.”

Artículo Transitorio.- El Ministro del Medio Ambiente tendrá un plazo fatal de un año contado desde su nombramiento para proponer al Presidente de la República un proyecto de ley que cree el Ministerio del Medio Ambiente y Recursos Naturales. Durante este lapso de tiempo deberá consultar a las organizaciones ciudadanas a fin de conocer y evaluar sus sugerencias.”.


El Director Ejecutivo del Centro Nacional del Medio Ambiente de la Universidad de Chile indicó que la administración de la CONAMA se ha caracterizado por la implementación de instrumentos de gestión  ambiental bajo los principios de una política que dicho cuerpo legal explicitó. Luego, comentó que los avances en materia ambiental en el país son incuestionables. Sin embargo, hizo presente la necesidad de introducir ajustes a la estrategia diseñada a comienzo de los años noventa.


Acto seguido, hizo alusión a los estudios de Evaluación del Desempeño Ambiental en Chile OCDE-CEPAL (2005), en el que se estableció como esencial para el país en materia institucional el “aplicar sus políticas ambientales de forma cabal y eficiente y profundizar en la integración de las consideraciones ambientales en las decisiones económicas, sociales y sectoriales”.


En otras palabras, manifestó que las principales falencias del modelo actualmente en práctica, es que no ha logrado establecer un Sistema Nacional de Gestión Ambiental efectivo, que implique que los Ministerios Sectoriales expliciten y debatan las consecuencias ambientales de sus prioridades. Añadió que los instrumentos de gestión ambiental en uso como normas, planes de prevención, planes de descontaminación, educación y resoluciones de calificación ambiental deben hacer cumplir la política ambiental definida y aceptada dentro del marco que la ley N° 19.300 define. 


Precisó que el Consejo de Ministros de la CONAMA toma decisiones políticas e intenta cautelar consensos intersectoriales. Sin embargo, denunció que incluso estas decisiones no son llevadas a cabo, por inercias o presiones sectoriales.


El presente proyecto de ley, prosiguió, viene a solucionar la falta de autoridad en el tema medio ambiental, ya que la Ley de Bases del Medio Ambiente establece para la CONAMA una autoridad colegiada, representada por el Consejo de Ministros, cuya visibilidad para la ciudadanía siempre ha sido escasa. En este sentido, acotó que el nuevo Presidente de CONAMA será la cara visible de la institucionalidad ambiental. Sin embargo, sostuvo que el problema medular aún no se soluciona, porque esta autoridad no estará investida de las potestades y capacidades requeridas para ejercer la coordinación y conducción trans e intersectorial que demanda una efectiva política ambiental que logre un desarrollo nacional verdaderamente sustentable.


Posteriormente, hizo una serie de recomendaciones y sugerencias con el objeto de modificar en el futuro la Ley de Bases del Medio Ambiente, destacándose las siguientes: 


a) Mantener el espíritu de “Ley Marco” de la Ley 19.300, que instauró el modelo coordinador e integrador, evitando crear una nueva ley ambiental de carácter sectorial. Por otra parte, postuló superar la incapacidad demostrada por el sistema imperante para generar leyes específicas indispensables, tales como: la Ley del Bosque Nativo y la Ley de Bonos de Emisiones Transables;


b) Equilibrar la tendencia actual de la ley N° 19.300, en relación al instrumento de gestión ambiental que propone, denominado Sistema de Evaluación del Impacto Ambiental;


c) Incorporar otros instrumentos de gestión ambiental modernos como la Evaluación Ambiental Estratégica, que aborda las políticas, planes y programas sectoriales. Asimismo, postula incorporar a nuestra legislación ambiental el fomento de los instrumentos voluntarios y  promover la certificación ambiental de modo de favorecer el autocumplimiento y el mejoramiento ambiental continuo, por parte de los distintos sectores económicos y los organismos del estado;


d) Avanzar en la implementación de un Ordenamiento Territorial del país, sin amenazar la expresión y explotación de las capacidades comparativas y competitivas de las distintas regiones y zonas geográficas, de modo que se facilite un desarrollo regional y nacional más sustentable; 


e) Crear una Superintendencia de Fiscalización Ambiental, que frente a la debilidad de los recursos y cuerpos técnicos de gobiernos, vele por el cumplimiento de las regulaciones ambientales;


f) Con respecto a la Superintendencia de Fiscalización Ambiental, propuso ampliar sus potestades a todos los ámbitos, y no restringirlos a las normas de emisión, normas de calidad, planes de prevención, planes de descontaminación, resoluciones de calificación ambiental, manejo de los residuos sólidos y líquidos. Las potestades actuales de otros órganos de fiscalización, prosiguió, tales como SEREMIS de Salud, SISS, DIRECTEMAR, SAG, SERNAGEOMIN, Ministerio de Transporte, entre otros, deben  centralizarse en esta nueva Superintendencia, así como sus atribuciones del control sobre los recursos naturales;


g) Poner un énfasis en el conocimiento y valoración de los ecosistemas y comunidades locales, perfeccionando los planes de manejo establecidos en la ley N° 19.300 y que no han sido operacionalizados. Además, sugirió, para impulsar la Estrategia Nacional de Biodiversidad, que se establezca un Servicio Nacional de Biodiversidad y Áreas Protegidas;


h) Reconocer definitivamente la importancia para la toma de decisiones políticas el adecuado manejo y acceso a la información. Para esto planteó la creación de un Centro de Referencia Ambiental en materia de análisis de la calidad del medio ambiente, que genere y entregue información pública sobre ellos, e 


i) Mantener el carácter descentralizado de la gestión ambiental, profundizando la participación y gestión ambiental local y/o municipal.


Por su parte, la Investigadora del Centro Nacional del Medio Ambiente de la Universidad de Chile hizo una serie de recomendaciones a este proyecto de ley. Planteó que la institucionalidad ambiental nacional debe contar con una autoridad administrativa de alto rango para liderar la gestión ambiental del país, para así establecer un sistema coordinado y efectivo de gestión ambiental nacional, bajo el liderazgo del propuesto nuevo Ministro de Medio Ambiente.


Luego, propuso que al nuevo Presidente de la CONAMA se le deben entregar adicionalmente las siguientes funciones:


a) Revisar y aprobar la evaluación ambiental estratégica de los planes y programas sectoriales, en particular del sector agrícola, minero y de obras públicas;


b) Integrar con voz y voto el Consejo de la Comisión Nacional de Energía, y el Consejo Nacional de Pesca;


c) Dar cuenta pública anual sobre el estado del Medio Ambiente en Chile, informando sobre los problemas ambientales detectados, tanto en el ámbito del manejo sustentable de los recursos naturales, como del estado de la contaminación del medio y sus efectos sobre la salud pública de la población chilena;


d) Dar cuenta pública sobre el grado de avance de los compromisos internacionales establecidos y el grado de avance de las políticas nacionales específicas, el grado de avance en la implementación de las normas de calidad ambiental, el grado de cumplimiento de las normas de emisión y de los planes de prevención y descontaminación, y


e) Participar en el proceso de elaboración de los presupuestos anuales de los ministerios sectoriales, de modo de cautelar los recursos necesarios para que ellos cumplan, por medio de glosas explícitas, con los compromisos definidos por los objetivos de las políticas ambientales sectoriales y de las decisiones tomadas en el marco del Consejo de Ministros de la CONAMA.


El Director Ejecutivo de la Fundación Terram señaló que para cumplir con uno de los compromisos en materia ambiental asumidos por la Presidenta de la República Michelle Bachelet, durante su campaña presidencial, el Ejecutivo envió este proyecto de ley que crea el cargo de Presidente de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, con rango de Ministro de Estado.


Acto seguido, precisó que la Fundación que representa valora la decisión de la Presidenta y, además, destacó que en su mensaje enfatiza la necesidad que tiene el país de contar con una nueva política ambiental que permita encaminar al país por la senda del desarrollo sustentable, de manera de compatibilizar el crecimiento económico, la protección ambiental y la equidad social. Para ello, acotó que Chile necesita de una nueva institucionalidad que sea capaz de impulsar e implementar las políticas y estrategias en tal sentido.


Luego, indicó que el nombramiento del Ministro Presidente de la CONAMA constituye el primer paso para avanzar hacia la creación del Ministerio y de la Superintendencia Ambiental, tal como lo ha expresado el Ejecutivo en su iniciativa. Asimismo, expuso que entiende que la lógica de este proyecto de ley es exclusivamente la creación de este cargo, para posteriormente iniciar una discusión más amplia sobre la institucionalidad. De este modo, comentó que es prioritaria esta primera etapa por lo que se trata de una medida importante. 


Sin embargo, expuso que no puede dejar pasar esta oportunidad para expresar su opinión sobre esta iniciativa legal, con el objeto de mejorar el proyecto de ley y generar mayor transparencia en el proceso de reformulación de la institucionalidad ambiental que se iniciará una vez que la Presidenta de la República designe a la persona que ocupará este cargo. 


Continuó, señalando que esta propuesta no altera las funciones con que actualmente cuenta la CONAMA, ni altera su estructura institucional. No obstante, agregó que le parece más adecuado aprobar un proyecto de ley que distribuya de mejor manera y explícitamente el compromiso que asume el actual gobierno de crear un Ministerio del Medio Ambiente.


Esta propuesta, prosiguió, explicita las funciones del Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Medio Ambiente, que asumirá dentro de la actual estructura institucional en que participan el Ministro Secretario General de la Presidencia y el Director Ejecutivo de la CONAMA.


Además, reconoció que desde el punto de vista legal la formulación de los actos administrativos que emanen de esta nueva instancia, serán tramitados con la firma del Ministro de la Secretaría General de la Presidencia. Sin embargo, sostuvo que considera más transparente introducir un artículo transitorio que explicite esta relación hasta que se cree el Ministerio del Medio Ambiente.

Finalmente, manifestó su preocupación por el financiamiento de este proyecto de ley, de tal modo que no se recurra directamente al presupuesto actual de la CONAMA, lo que significaría un desmedro para la entidad que, en los últimos años, ha visto mermado su presupuesto. En consecuencia, propuso que esta iniciativa legal incorpore una partida presupuestaria con el objeto de costear los fondos necesarios para crear dicho cargo.


A partir de los antecedentes antes expuestos, planteó las siguientes modificaciones al presente proyecto de ley:

“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente:


1.- En el artículo 69:

a) Igual al proyecto del Ejecutivo

b) Eliminar 


c) Igual al proyecto del Ejecutivo


2.- En el inciso primero del artículo 71:


a) Igual al proyecto del Ejecutivo


b) Igual al proyecto del Ejecutivo


3.- Igual al proyecto del Ejecutivo, pero agregar

Artículo 74 bis bis. Corresponderá al Ministro Presidente de la Comisión Nacional del Medio Ambiente:  

a) Convocar al Consejo de Ministros. Función que sólo compartirá con el Presidente de la República.

b) Presentar en el plazo de un año a partir de su nombramiento la propuesta de estructura de la nueva institucionalidad ambiental.

c) Cumplir y hacer cumplir los acuerdos e instrucciones del Consejo Directivo, y realizar los actos y funciones que éste le delegue en el ejercicio de sus atribuciones;

d) Proponer al Consejo Directivo el programa anual de actividades del Servicio, así como cualesquiera otras materias que requieran de su estudio o resolución;

e) Preparar el proyecto de presupuesto de la Comisión para someterlo al Consejo Directivo, 

f) Proponer al Consejo Directivo la organización interna del Servicio y sus modificaciones;

g) Informar periódicamente al Consejo Directivo acerca de la marcha de la institución y del cumplimiento de sus acuerdos e instrucciones;

h) Designar a los Directores Regionales de las Comisiones Regionales del Medio Ambiente, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 80;

i) Administrar los recursos destinados al financiamiento de proyectos y de actividades orientadas a la protección del medio ambiente, la preservación de la naturaleza y la conservación del patrimonio ambiental, conforme a las bases generales fijadas por el Consejo Directivo;

j) Delegar parte de sus funciones y atribuciones en funciones del Servicio, y

k) Vincularse técnicamente con los organismos internacionales dedicados al tema ambiental, sin perjuicio de las atribuciones que le corresponden al Ministro de Relaciones Exteriores.

4.- Igual al proyecto del Ejecutivo

Agregar..

5.- En el artículo 32:

a) Sustitúyese en el inciso primero, “Ministro Secretario General de la Presidencia” por “Ministro Presidente de la Comisión Nacional del Medio Ambiente”.

b) Sustitúyese en el inciso segundo, “Ministro Secretario General de la Presidencia” por “Ministro Presidente de la Comisión Nacional del Medio Ambiente”. 

6.- En el artículo 40:

a) Sustitúyese en el inciso primero, “Ministro Secretario General de la Presidencia” por “Ministro Presidente de la Comisión Nacional del Medio Ambiente”. 

7.- En el artículo 43:

a) Sustitúyese en el inciso primero, “Ministro Secretario General de la Presidencia” por “Ministro Presidente de la Comisión Nacional del Medio Ambiente”. 

8.- En el artículo 44:

a) Sustitúyese en el inciso primero, “Ministro Secretario General de la Presidencia” por “Ministro Presidente de la Comisión Nacional del Medio Ambiente”. 

9.- En el artículo 67:

a) Sustitúyese en el inciso primero, “Director Ejecutivo de la Comisión Nacional de Medio Ambiente” por “Ministro Presidente de la Comisión Nacional del Medio Ambiente”. 

10.- En el artículo 76:

a) Deróguese los incisos d, e, f, h, j, ll y n.
11.- En el artículo 77:

a) Sustitúyese “Director Ejecutivo de la Comisión Nacional de Medio Ambiente” por “Ministro Presidente de la Comisión Nacional del Medio Ambiente”. 

12.- En el artículo 80:

a) Sustitúyase en el inciso primero, “Director Ejecutivo de la Comisión Nacional de Medio Ambiente” por “Ministro Presidente de la Comisión Nacional del Medio Ambiente”. 

13.- En el artículo 91: 

a) Modifíquese el inciso 2, donde dice: “el Director podrá” deberá decir “el Ministro Presidente de la Comisión Nacional del Medio Ambiente y/o el Director Ejecutivo de la CONAMA podrán”.

Artículo 2º.- Igual al proyecto del Ejecutivo

Artículo 3º.- Igual al proyecto del Ejecutivo

Artículo 4º.- Modificar. El gasto que implique la aplicación de esta ley, para el presente año, se financiará con cargo a aquellos recursos que se consulten en la Partida Presupuestaria Tesoro Público.

Artículo Transitorio

Artículo 1º.- Sin perjuicio de la relación entre el Ministro Presidente de la Comisión Nacional del Medio Ambiente y el Presidente de la República, en todos aquellos actos jurídicos administrativos de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, en los que, según las leyes, se exija la intervención de un Ministerio, utilizando expresiones tales como “Ministerio del ramo”, “Ministerio correspondiente”, u otras semejantes, se realizarán a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia mientras no se cuente con el Ministerio del Medio Ambiente.

De la Jefa de Carrera Ingeniería Civil Ambiental de la Universidad de Playa Ancha.”. 

El Presidente de la Sociedad Nacional de Agricultura señaló que el único avance que plantea esta iniciativa legal es que reconoce jurídicamente una situación que en la práctica ya existía. Así, sostuvo que el cargo de Presidente de la CONAMA y del Consejo Directivo siempre ha sido una persona que se ha vinculado directamente con el Presidente de la República. En consecuencia, agregó que no vislumbra ninguna novedad en este proyecto de ley, ni menos un cumplimiento de los compromisos asumidos por la Presidenta de la República.

Asimismo, postuló la necesidad de realizar cambios más profundos a la institucionalidad ambiental. Partió haciendo alusión a la ausencia total de una dimensión internacional en la institucionalidad de la CONAMA. Destacó que Chile ha ratificado numerosos tratados internacionales de libre comercio, los cuales contienen un número importante de sanciones y de estructuras jurídicas que abiertamente se han ignorado por la autoridad. De este modo, sostuvo que se crea un riesgo cierto para algunas actividades, como la agricultura y la minería, ya que no se sabe con certeza los derroteros y los medios para continuar haciendo valer sus derechos. En este mismo sentido, también criticó la falta de conocimientos profesionales y técnicos de los funcionarios de la CONAMA como para pronunciarse sobre el Protocolo de KIOTO, las Convenciones de Basilea y de Montreal. En consecuencia, planteó reforzar en la parte medio ambiental a las instituciones existentes desde la autoridad central.

Luego, propuso terminar con la presencia de los secretarios regionales ministeriales en las COREMAS, porque quienes reciben el peso del análisis técnico, la evaluación y estudio de un proyecto de inversión son los jefes de los servicios públicos. En consecuencia, planteó refundar las COREMAS, reemplazando a los secretarios regionales ministeriales por los jefes de servicios atingentes. Por otra parte, agregó que percibe una falta de conectividad entre los Comités Técnicos y las COREMAS.

Posteriormente, hizo hincapié en la falta de certeza jurídica del sistema ambiental, porque según él la institucionalidad ambiental ha sido incapaz de responder por los actos de la administración que habiendo aprobado un estudio o declaración de impacto ambiental generan daños ambientales. Añadió que no hay criterio común de parte de la autoridad. En efecto, comentó que ha detectado que se revocan sin justificación consideraciones técnicas que han incorporado ciertas autoridades.

Finalmente, precisó que se debe incorporar un aspecto internacional a la institucionalidad ambiental, tratar de ser más eficiente a nivel económico y del uso de los recursos y simplificar la integración actual de las COREMAS.

El Director del Departamento de Ciencias Ambientales de la Universidad de Viña del Mar destacó que el Ministerio del Medio Ambiente que se cree deber tener atribuciones sobre el manejo y conservación de los recursos naturales y ser capaz de implementar un sistema de ordenamiento territorial, con el fin de aplicar una distribución geográfica de las actividades del país.

La Jefa de la Carrera de Ingeniería Civil Ambiental de la Universidad de Playa Ancha indicó que en la década del noventa se configuró el ordenamiento jurídico medio ambiental, fundado en la ley N° 19.300 y en el derecho constitucional de vivir en un medio ambiente libre de contaminación. Asimismo, agregó que las experiencias extranjeras en esta materia han tendido a consagrar el desarrollo sustentable, con el objeto de asegurar la protección al medio ambiente y la preservación de la naturaleza.

Dentro de las actividades desempeñadas por la CONAMA destacó: la regularización de los aspectos de la contaminación atmosférica en la región metropolitana; la disposición de información sobre contaminantes y la identificación de las fuentes de contaminación.

Luego, se refirió al programa de gobierno de la nueva mandataria, quien se comprometió, entre otros aspectos a modernizar y mejorar la institucionalidad ambiental, mediante el nombramiento de un ministro o ministra del medio ambiente. No obstante, prosiguió, con esta iniciativa legal sólo se crea el cargo de Ministro Presidente de la CONAMA. 

Acto seguido, comentó que este proyecto de ley se originó por los siguientes motivos: 

a) Cumplir con el programa del actual gobierno,  

b) Superar los deficientes resultados de la evaluación de la OCDE, 

c) Responder a la necesidad del Presidente de la República de contar con un colaborador directo en el diseño y gestión de la política ambiental y

d) Evitar la doble función del Ministro de la Secretaría General de la Presidencia.

Posteriormente, comentó que este proyecto de ley establece una relación directa entre el Presidente de la CONAMA y el Presidente de la República. No obstante, precisó que se establece que en todos los actos administrativos de la CONAMA en que se exija la intervención de un ministro, deberán ejecutarse a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia. Por otra parte, arguyó que el nuevo Ministro Presidente de la CONAMA debería proponer y evaluar las políticas y planes ambientales; estudiar y proponer las normas y velar por su cumplimiento; asignar recursos y fiscalizar las actividades de su sector.

Finalmente, formuló las siguientes interrogantes: ¿se garantiza realmente con la creación de este nuevo cargo que se mejorará sustantivamente la protección al medio ambiente?; ¿este cargo político, en qué favorece al común de los chilenos?; ¿la agenda ambiental 2006 – 2010, será realmente inclusiva, participativa, fundada y respaldada por estudios técnicos, económicos y sociales?, y ¿qué rol jugará verdaderamente el Nuevo Ministro?

El Asistente de Investigación del Departamento de Medio Ambiente de la Facultad de Agronomía de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso señaló que se requiere de mayor independencia de los servicios públicos que colaboran con las COREMAS. Asimismo, puntualizó que este nuevo ministro deberá tener mayores facultades de fiscalización y contar con las herramientas legales adecuadas para regular el uso y explotación de los recursos naturales.

El Director del Departamento de Procesos Químicos, Biotecnológicos y Ambientales de la Universidad Federico Santa María expuso que el problema medio ambiental nacional se funda en la ausencia de un marco regulador eficiente y preciso y en la falta de una entidad responsable del daño ambiental generado. De este modo, instó a fortalecer la estructura de la CONAMA y COREMAS, mediante la instauración de Comités de Especialistas que desarrollen un trabajo consultivo de carácter permanente en las distintas áreas específicas. Asimismo, propuso desarrollar un programa de capacitación y formación del recurso humano con competencias demostradas en el área ambiental para así fortalecer a los interlocutores de la institucionalidad ambiental.

Por otra parte, formuló la necesidad de fomentar la investigación, mediante el aumento de los recursos para proyectos específicos de interés nacional y el aumentar los canales de divulgación en orden a reforzar la importancia de proteger el medio ambiente y su valoración económico-social.

El Presidente de la Corporación Industria Sustentable (INDUSUS) expuso que se requiere de una autoridad que fije políticas medio ambientales, que tenga facultades y atribuciones sobre los recursos humanos y económicos del país. Asimismo, enfatizó que esta autoridad debe asumir la responsabilidad internacional de Chile, ya que el país ha firmado un sin número de tratados internacionales que se refieren al tema ambiental.

El Director del Consejo de Desarrollo Sustentable (CDS) señaló que la organización que representa lleva ocho años asesorando al Presidente de la República en materia medio ambiental, mediante la canalización de las demandas ciudadanas en esta área. No obstante, precisó que este proyecto de ley no ha considerado potenciar esta instancia de participación. En este sentido, planteó que se debe dar una mayor relevancia a este Consejo, principalmente por su valor técnico y experiencia en la materia.

Luego, explicó que la gestión ambiental no es ajena a la sustentabilidad del desarrollo. En consecuencia, enfatizó que ambos criterios no deben desvincularse y, en tal sentido, aseguró que deben estar incorporados en la institucionalidad ambiental que se cree. 

Con respecto al presente proyecto de ley, indicó que se debe eliminar el mal llamado Consejo de Ministros, traspasando sus funciones al nuevo Presidente de la CONAMA, porque este Consejo es un ente que carece de responsabilidad y que tiende a diluir la eficacia de los actos en materia ambiental. Asimismo, sostuvo que debe definirse una cartera ministerial responsable y que vele por el cumplimiento de los tratados internacionales suscritos por Chile.

El Director del Instituto de Medio Ambiente de la Universidad de la Frontera enfatizó que es necesario incorporar la dimensión humana del concepto de medio ambiente.

Luego, explicó que se requiere de un ministerio que tenga la adecuada independencia para adoptar las medidas que estime pertinentes, sin que otras entidades entren a cuestionar las resoluciones que haya adoptado. También, sostuvo que se requiere de una mayor coordinación entre los distintos servicios con competencia en materia ambiental. Finalmente, destacó la importancia de establecer una educación ambiental en los distintos niveles de la educación, con el objeto de fomentar el respeto al entorno natural y humano.

El Honorable Senador señor Allamand comentó que el gobierno debe proveer de los fondos necesarios para financiar este nuevo cargo, sin que se desmedre el exiguo presupuesto de la CONAMA.  Asimismo, expuso que se debe definir mejor la competencia de esta nueva autoridad, fijándole un plazo y objetivos a su mandato. 

Luego, reflexionó que vislumbra una suerte de tensión conceptual entre la figura del Presidente de la CONAMA con rango de Ministro y la anhelada autonomía que se pretende instaurar con la nueva institucionalidad ambiental. En consecuencia,  planteó que se debe resolver si el nuevo modelo que se pretende crear se dedicará exclusivamente a formular el proyecto de ley sobre el Ministerio de Medio Ambiente o si, también, asumirá funciones de gestión.

Posteriormente, consultó a la Directora del Programa de Medio Ambiente del Instituto Libertad y Desarrollo cómo la CONAMA puede perder su rol coordinador. Luego, se dirigió al Director Ejecutivo del Centro Nacional de Medio Ambiente de la Universidad de Chile y le consultó en qué consiste la evaluación medio ambiental estratégica. Finalmente, le preguntó al Subsecretario del Ministerio Secretaría General de la Presidencia sobre la responsabilidad del Presidente de la CONAMA respecto de la gestión de la CONAMA, acotando que percibe una suerte de incongruencia en esta materia, porque considera que el Presidente de la CONAMA no puede responder de los actos de gestión del Director Ejecutivo de la CONAMA.

La Directora del Programa de Medio Ambiente del Instituto Libertad y Desarrollo respondió que la función coordinadora de la CONAMA se perdería por el hecho de que el Presidente de esta entidad sólo tendría la función de relacionarse con el Presidente de la República.

Por su parte, el Director Ejecutivo del Centro Nacional de Medio Ambiente de la Universidad de Chile respondió que la evaluación estratégica implica la responsabilidad política del gobierno y la medición de los impactos ambientales de los distintos proyectos de inversión.

Finalmente, el Subsecretario del Ministerio Secretaría General de la Presidencia comentó que dentro del Mensaje de este proyecto de ley se precisa la finalidad de la creación de este nuevo cargo, cual es elaborar una propuesta legal para crear un Ministerio del Medio Ambiente y una Superintendencia Medio Ambiental. Luego, respondió la consulta formulada por el Honorable Senador señor Allamand y explicó que el Director Ejecutivo responde ante el Presidente de la CONAMA y éste a su vez responde ante el Presidente de la República. En este sentido, sostuvo que no existe ninguna incongruencia de responsabilidades. No obstante, precisó que este comentario se podría considerar para la discusión en particular de este proyecto de ley.
El Honorable Senador señor Horvath solicitó al Ejecutivo que señale el financiamiento  con que contará el Presidente de la CONAMA para cumplir su cometido, entre otros, los medios e infraestructura de que dispondrá para crear el Ministerio del Medio Ambiente.

El Subsecretario del Ministerio Secretaría General de la Presidencia expuso que luego de haber escuchado a las distintas organizaciones, entendió que existe una ánimo generalizado de aprobar esta primera etapa del proceso de creación del Ministerio del Medio Ambiente y de la Superintendencia.

Asimismo, recalcó que el Ejecutivo está abierto a discutir todas las sugerencias que se formulen al presente proyecto de ley y acotó que con el objeto de facilitar la discusión particular de esta iniciativa legal se solicitará al Senado que el segundo informe sea por las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y Medio Ambiente y Bienes Nacionales, unidas.

Dejó de manifiesto que el nuevo cargo de Presidente de la CONAMA no se financiará directamente con el presupuesto asignado a la CONAMA, sino con fondos que se consulten previamente de la Partida Presupuestaria Tesoro Público.

El Honorable Senador señor Allamand destacó que en este proyecto de ley existen, a lo menos, tres aspectos que deben ser reformulados: uno, que se refiere al financiamiento autónomo de este nuevo cargo; otro, que se relaciona con la delimitación de la responsabilidad del Presidente de la CONAMA sobre la gestión de la CONAMA y de su Director Ejecutivo, y, por último, otro que precise la competencia del Presidente de la CONAMA, en el sentido de acotar su cometido y de fijarle un plazo para tal efecto.

Acto seguido, recalcó que es fundamental definir si el Presidente de la CONAMA tendrá funciones restrictivas que lo habiliten únicamente para elaborar los proyectos de ley que crean el Ministerio del Medio Ambiente y la Superintendencia Ambiental o una competencia amplia que lo faculte para conocer de toda la temática ambiental. 

El Honorable Senador señor Horvath solicitó al Ejecutivo que precise, para la discusión en particular, los aspectos que a continuación se indican, a fin de dar garantías para la votación en general en la Sala del Senado.

Estos son los siguientes:

1.- El que el presupuesto para el financiamiento de este nuevo cargo, tiene que provenir de fondos adicionales de la CONAMA y no de su presupuesto vigente.

2.- Precisar las funciones que cumplirá este nuevo cargo de Presidente del Consejo Directivo, a saber, su participación en instancias internacionales y a nivel nacional, como se reguló para los casos de la Comisión Nacional de Energía y el Consejo Nacional de Pesca; en la elaboración de leyes y políticas para cumplir con los compromisos asumidos por el Gobierno en materia de medio ambiente.

3.- Se debe dejar claramente establecido el funcionamiento de esta doble dependencia de la CONAMA: en lo administrativo, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia y en las otras materias del Consejo Directivo.

El Subsecretario del Ministerio Secretaría General de la Presidencia explicó que el Director Ejecutivo de la CONAMA responde ante el Consejo Directivo y, por ende, su Presidente responde de su gestión ante el Presidente de la República. Añadió que el órgano superior de la institucionalidad ambiental es el Consejo Directivo, actualmente presidido por el Ministro de la Secretaría General de la Presidencia, quien será reemplazado por el nuevo cargo que se crea. De este modo, acotó que todas las funciones del Ministro de la Secretaría General de la Presidencia serán traspasadas al nuevo Presidente del Consejo de Ministros, salvo aquellas que se refieran a materias de gestión.

El Honorable Senador señor Allamand sugirió al Ejecutivo que delimite la relación entre el Director Ejecutivo de la CONAMA y su Presidente. Acto seguido, consultó sobre la resolución de conflictos que surjan entre ambas figuras. 

El Subsecretario del Ministerio Secretaría General de la Presidencia respondió que en esos casos el Presidente de la CONAMA deberá citar al Consejo de Ministros con el objeto de que resuelva dicha divergencia.

El Honorable Senador señor Ávila señaló que preferiría una fórmula distinta para concretizar la elaboración del proyecto de ley que crea el Ministerio del Medio Ambiente. 

El Subsecretario del Ministerio Secretaría General de la Presidencia indicó que recogerán la sugerencia planteada por el Honorable Senador señor Allamand de delimitar la responsabilidad del Presidente de la CONAMA sobre la gestión del Director Ejecutivo.

Posteriormente, se refirió a la definición de la competencia del Presidente de la CONAMA y expuso que preferiría que se opte por una competencia restringida. No obstante, acotó que estaría abierto a discutir otra fórmula distinta.

A continuación, el Honorable Senador señor Horvath reiteró su consulta sobre los medios que utilizará el Presidente de la CONAMA para cumplir su función.

Al respecto el Subsecretario del Ministerio Secretaría General de la Presidencia respondió que este tema será resuelto cuando este proyecto de ley sea estudiado por la Comisión de Hacienda. Por el momento, aclaró que esta iniciativa legal será solventada con fondos provenientes de la Tesorería General de la República.


- Sometida a votación la idea de legislar en la materia fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Allamand, Ávila, Horvath, Longueira y Navarro.
- - - - - -


Como consecuencia de los acuerdos adoptados, vuestra Comisión tiene el honor de proponer a la Sala la aprobación en general del siguiente proyecto de ley:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente:

1.- En el artículo 69:

a) Sustitúyese en el inciso primero, la frase “sometido a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia”, por la siguiente: “que se relacionará directamente con el Presidente de la República”.

b) Agrégase al inciso primero, la siguiente oración final:

“Sin perjuicio de esta relación, todos aquellos actos administrativos de la Comisión en los que, según las leyes, se exija la intervención de un Ministerio, deberán realizarse a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.”.

c) Intercálase en el inciso final, a continuación de la expresión “Consejo Directivo,” la expresión “el Ministro Presidente de la Comisión Nacional del Medio Ambiente,”.

2.- En el inciso primero del artículo 71:

a) Reemplázase la expresión “el Ministro Secretario General de la Presidencia, quien lo presidirá con el título de Presidente de la Comisión Nacional del Medio Ambiente”, por la siguiente:

“el Presidente de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, quien lo presidirá”.

b) Intercálase, a continuación de la expresión “y por los Ministros” la frase “Secretario General de la Presidencia, y”.

3.- Intercálase, a continuación del artículo 74, el siguiente Párrafo 3°, pasando los actuales Párrafos 3° al 6° del Título Final, a ser Párrafos 4° al 7°, respectivamente:

“Párrafo 3°

Del Presidente de la Comisión Nacional del Medio Ambiente

Artículo 74 bis. El Presidente de la Comisión Nacional del Medio Ambiente será funcionario de la exclusiva confianza del Presidente de la República, responderá directamente ante él de la gestión de la Comisión, y tendrá el rango de Ministro de Estado.”.

4.- En el artículo 88, créase e incorpórase a la planta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, el siguiente cargo:

“Plantas/Cargos
     Grados E.U.S.
            Número de cargos

Presidente de la Comisión 

Nacional del Medio Ambiente    1 B
         1”.

Artículo 2º.- Agrégase al inciso segundo del artículo 1º de la Ley Nº 19.863, la siguiente letra h) nueva:

“h) Presidente de la Comisión Nacional del Medio Ambiente: 135% de dichas remuneraciones.”.

Artículo 3°.- El Presidente de la República designará al Presidente de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, dentro del plazo de 30 días, contados desde la publicación en el Diario Oficial de la presente ley. 

La presente ley entrará en vigencia a contar de la designación del Presidente de la Comisión Nacional del Medio Ambiente.

Artículo 4°.- El mayor gasto que implique la aplicación de esta ley, para el presente año, se financiará con cargo al presupuesto de la Comisión Nacional del Medio Ambiente y en lo que no alcanzare, con cargo a aquellos recursos que se consulten en la Partida Presupuestaria Tesoro Público.”.

· - - - - -


Acordado en sesiones celebradas los días 9 y 16 de mayo de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señores Antonio Horvath Kiss (Presidente), Andrés Allamand Zavala, Nelson Ávila Contreras, Pablo Longueira Montes (Jaime Orpis Bouchon) y Alejandro Navarro Brain.


Sala de la Comisión, a 17 de mayo de 2006.

(Fdo.). María Isabel Damilano Padilla,

Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL CONVENIO ENTRE CHILE Y NUEVA ZELANDIA PARA PREVENIR LA EVASIÓN FISCAL CON RELACIÓN A IMPUESTOS A LA RENTA 

(3973-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, de fecha 24 de mayo de 2005.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 4 de abril de 2006, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores y por la de Hacienda, en su caso.





A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados, el Coordinador de Asuntos Internacionales del Ministerio de Hacienda, señor Raúl Sáez, y la Jefe del Departamento de Normas Internacionales del Servicio de Impuestos Internos, señora Liselott Kana.

- - -





Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, del Ministerio de Relaciones Exteriores, del 22 de junio de 1981.





c) Decreto Ley Nº 824, Ley sobre Impuesto a la Renta, del 31 de diciembre de 1974.





d) Decreto Ley Nº 600, Estatuto de la Inversión Extranjera, del 13 de julio de 1974.





2.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.- Señala el Mensaje que este instrumento es similar a los suscritos con Brasil, Canadá, Corea, Croacia, Dinamarca, Ecuador, España, México, Noruega, Perú, Polonia y Reino Unido, los cuales se basan en el modelo elaborado por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE); con diferencias específicas derivadas de la necesidad de cada país de adecuarlo a su propia legislación y política impositiva. Debe hacerse presente que, si bien los comentarios a ese modelo no están destinados a figurar como anexo al convenio que se firme, que es el único instrumento jurídicamente obligatorio de carácter internacional, pueden, no obstante, ser de gran ayuda para la aplicación e interpretación del mismo.





El Ejecutivo expresa que los objetivos perseguidos por el presente Convenio, son los siguientes:





a) Reducir la carga tributaria total a la que estén afectos los contribuyentes que desarrollan actividades transnacionales entre los Estados Contratantes;





b) Asignar los respectivos derechos de imposición entre los Estados Contratantes;





c) Otorgar estabilidad y certeza a dichos contribuyentes, respecto de su carga tributaria total y de la interpretación y aplicación de la legislación que les afecta;





d) Establecer mecanismos que ayuden a prevenir la evasión fiscal por medio de la cooperación entre las administraciones tributarias de ambos Estados Contratantes;





e) Proteger a los nacionales de un Estado Contratante, que invierten en el otro Estado Contratante o desarrollen actividades en él, de discriminaciones tributarias, y





f) Establecer, mediante un procedimiento de acuerdo mutuo, la posibilidad de resolver las disputas tributarias que se produzcan en la aplicación de las disposiciones del Convenio.





En cuanto a los efectos para la economía nacional, indica el Mensaje que la eliminación o disminución de las trabas impositivas que afectan a las actividades e inversiones desde o hacia Chile, tiene incidencias muy importantes para la economía nacional.





Indica que, en efecto, por una parte, permiten o facilitan un mayor flujo de capitales, lo que redunda en una profundización y diversificación de las actividades transnacionales, especialmente respecto de aquellas actividades que involucran tecnologías avanzadas y asesorías técnicas de alto nivel, por la menor imposición que les afectaría. Por la otra, facilitan que nuestro país pueda constituirse en una plataforma de negocios para empresas extranjeras que quieran operar en otros países de la región.





Asimismo, constituye un fuerte estímulo para el inversionista y prestador de servicios residente en Chile, quien verá incrementado los beneficios fiscales a que puede acceder en caso de desarrollar actividades en Nueva Zelandia.





Manifiesta el Ejecutivo, en relación a la aplicación del convenio y recaudación fiscal, que, si bien, la aplicación de este Convenio podría suponer una disminución de la recaudación fiscal respecto de determinadas rentas, el efecto final en el ámbito presupuestario es menor. Ello se debe, en primer lugar, a que las inversiones extranjeras hacia Chile se concentran mayoritariamente en actividades sujetas al pago de los impuestos de primera categoría y adicional, los que no se verán afectados por el Convenio, ya que en atención a la forma en que se estructura la norma que regula la imposición de los dividendos, los límites ahí establecidos no son aplicables en el caso de los dividendos pagados desde Chile.





En segundo término, indicó que hay que tener presente que una menor carga tributaria incentiva el aumento de las actividades transnacionales susceptibles de ser gravadas con impuestos, con lo que se compensa la disminución inicial. Incluso más, en el ámbito presupuestario, la salida de capitales chilenos al exterior y el mayor volumen de negocios que genera aumentan la base tributaria sobre la cual se cobran los impuestos a los residentes en Chile.





Continua el Mensaje señalando los aspectos esenciales del convenio. Agrega que este Convenio se aplica a las personas residentes de uno o de ambos Estados Contratantes, respecto a los impuestos sobre la renta que los afecten.





Añade que su objetivo central, como se ha señalado, es evitar la doble tributación internacional. Para lograrlo, establece en su Capítulo III, una serie de disposiciones que regulan la forma en que los Estados Contratantes se atribuyen la potestad tributaria para gravar los distintos tipos de rentas.





Respecto de ciertos tipos de rentas, sólo uno de los Estados tiene el derecho de someterlos a imposición, siendo consideradas rentas exentas en el otro Estado, con ello se evita la doble imposición. Respecto de las demás rentas, se establece una imposición compartida, esto es, ambos Estados tienen derecho a gravarlas, pero limitándose en algunos casos la imposición en el Estado donde la renta se origina o tiene su fuente, como ocurre con los intereses y regalías.





Hace presente que cuando el Convenio establece límites al derecho a gravar un tipo de renta, estos son límites máximos, manteniendo dicho Estado el derecho a establecer tasas menores o incluso no gravar dicha renta de acuerdo a su legislación interna.





Agrega el Ejecutivo que, en esta última situación, es decir, cuando ambos Estados tienen el derecho de someter a imposición un tipo de renta, el Estado de la residencia, esto es, donde reside el preceptor de la renta, debe evitar la doble imposición por medio de los mecanismos que contempla su legislación interna, ya sea eximiendo de impuestos a las rentas de fuente externa, o bien otorgándoles un crédito por los impuestos pagados en el otro Estado, lo que se recoge en el artículo 21, único artículo del Capítulo IV del Convenio, que regula los “Métodos para Eliminar la Doble Imposición”.





Finalmente, el Mensaje expresa que para Chile operan los Artículos 41 A, 41 B y 41 C de la Ley sobre Impuesto a la Renta, que regulan el crédito que se reconoce contra el Impuesto de Primera Categoría e impuestos finales, Global Complementario o Adicional, por los impuestos pagados en el extranjero, para todos los tipos de rentas contempladas en el Convenio.





3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, el 6 de septiembre de 2005, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana y la de Hacienda.





Dicha Comisión estudió la materia en sesión efectuada el día 8 noviembre de 2005 y aprobó, por unanimidad, el proyecto en informe.





Posteriormente, con fecha 21 de marzo de 2006, la Comisión de Hacienda aprobó este proyecto también por unanimidad.





Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 22 de marzo de este año, aprobó el proyecto, en general y en particular, por unanimidad.





4.- Instrumento Internacional.- El instrumento internacional en informe consta de un Preámbulo, seis Capítulos (con 29 artículos) y un Protocolo. Los Capítulos se estructuran sobre la base de los artículos respectivos.





En el Preámbulo, los Estados Contratantes manifiestan la intención perseguida con la suscripción del Convenio.





El Capítulo I se denomina “Ámbito de Aplicación del Convenio” y consta de dos Artículos. El artículo 1 se refiere a las personas comprendidas en el Convenio, en tanto que el artículo 2 se refiere a los impuestos comprendidos por el mismo.





Dado que el Convenio sólo se aplica a los impuestos sobre la renta exigibles por cada uno de los Estados Contratantes, se incluye en el artículo 2 una lista indicativa de los impuestos vigentes en ambos Estados Contratantes al momento de la firma, precisándose expresamente que el Convenio también se aplicará a impuestos de naturaleza idéntica o sustancialmente análoga que se añadan a los actuales o les sustituyan. Se aclara que este Convenio no se aplica respecto de los impuestos indirectos o aranceles.





En el artículo 2 del Protocolo se precisa, para una mayor certeza, que entre los impuestos comprendidos por el Convenio, no se incluye ninguna cantidad que represente penalizaciones o intereses de acuerdo a las leyes de cualquiera de los Estados Contratantes.





El Capítulo II contiene las definiciones usuales en esta clase de instrumentos y en él se incluyen tres artículos. El artículo 3 trata de las definiciones generales del Convenio; el artículo 4 establece lo que ha de entenderse por residente; y el artículo 5, consigna el concepto de establecimiento permanente.





El artículo 3 del Protocolo, contiene una disposición que tiene por finalidad precisar que el transporte entre un lugar de un Estado Contratante y una plataforma marítima no constituye transporte internacional.





El artículo 4 del Protocolo, complementa al artículo 5 del Convenio, señalando que la expresión “establecimiento permanente” incluye actividades consistentes en o que están conectadas con, la exploración o la explotación de recursos naturales, incluyendo las forestales.





En el Capítulo III, referente a la imposición de las rentas, se contemplan quince artículos, cuyos contenidos son enunciados brevemente a continuación:





El artículo 6 regula la imposición de las rentas de bienes inmuebles; el artículo 7 se refiere a los beneficios empresariales; el artículo 8 contempla los beneficios procedentes del transporte internacional; el artículo 9 se refiere a las empresas asociadas; el artículo 10 regula la situación de los dividendos; el artículo 11 regula la imposición de los intereses; el artículo 12 establece el régimen aplicable a las regalías; el artículo 13 regula la forma en que se someterán a impuesto las ganancias de capital.





Por su parte, en el artículo 14 se contempla el tratamiento de las ventas provenientes de un empleo, mientras que el artículo 15 cuida la forma en que se gravan las participaciones de directores y otros pagos similares; el artículo 16 regula las rentas obtenidas por artistas y deportistas; en el artículo 17 se observa el tratamiento de las pensiones y pagos de manutención; el artículo 18 se refiere a las remuneraciones por el desempeño de funciones públicas; el artículo 19 determina la imposición por las cantidades que reciben los estudiantes y, por último, el artículo 20 es una disposición residual que comprende a todas las otras rentas no reguladas anteriormente.





El Capítulo IV, titulado “Eliminación de la Doble Imposición”, consta de un solo artículo, el 21, en el cual se establecen los métodos de imputación para la eliminación de la doble imposición en el caso de Chile y en el caso de Nueva Zelandia.





En el Capítulo V, que consta de seis artículos, se contemplan disposiciones especiales. En el artículo 22, se acuerda como limitar los beneficios del convenio en ciertos casos, mientras que en el artículo 23 se establece el principio de no discriminación. Por su parte, en el artículo 24 se regula el procedimiento de acuerdo mutuo; en el artículo 25 se alude al intercambio de información; en el artículo 26 se norma la situación de los miembros de misiones diplomáticas y de oficinas consulares y en el artículo 27 se incluyen una serie de disposiciones misceláneas.





En el Capítulo VI, que es el último, se consignan las disposiciones finales. En él se contienen dos artículos, el 28, que establece la entrada en vigor del convenio, y el 29, que regula la denuncia del mismo.





Finalmente, el Convenio contempla un Protocolo, el que forma parte integrante del mismo y en el que se abordan situaciones especiales.





El Capítulo VI. Contempla el tratamiento específico de las rentas.





1. Rentas Inmobiliarias Las rentas que un residente de un Estado Contratante obtiene de bienes inmuebles situados en el otro Estado Contratante, incluidas las provenientes de explotaciones agrícolas o forestales, pueden gravarse en ambos Estados, sin que se aplique límite alguno para el gravamen impuesto por el Estado donde se encuentre situado el bien (artículo 6).





En el artículo 5 del Protocolo, se establece que cualquier derecho mencionado en el párrafo 2 del artículo 6 y que de acuerdo a dicha disposición debe considerarse como bien inmueble, estará situado donde la propiedad está situada o donde la exploración o la explotación puede tener lugar.





2. Beneficios empresariales. Los beneficios de una empresa de un Estado Contratante solamente pueden someterse a imposición en ese Estado, es decir, en aquel donde reside quien explota dicha empresa. Sin embargo, si la empresa realiza actividades en el otro Estado Contratante por medio de un establecimiento permanente situado en él, los beneficios de la empresa también pueden someterse a imposición en ese otro Estado Contratante sin límite alguno, pero sólo en la medida en que puedan atribuirse a ese establecimiento permanente.





En todo caso, para determinar la renta sujeta a impuesto, se permite la deducción de los gastos necesarios en que se haya incurrido para la realización de los fines del establecimiento permanente, comprendidos los gastos de dirección y generales de administración para los mismos fines, tanto si se efectúan en el Estado en que se encuentre el establecimiento permanente como en otra parte. La calidad de necesario o no de un gasto, se determina de acuerdo al significado que a ese concepto le da la ley interna de cada país.





Las rentas provenientes de la prestación de servicios profesionales y otras actividades de carácter independiente sólo pueden gravarse en el Estado Contratante donde reside la persona que los presta.





Sin embargo, pueden gravarse también en el otro Estado Contratante si esos servicios o actividades son desarrollados dentro de ese Estado Contratante durante un período o períodos que en total excedan de 183 días, dentro de un período cualquiera de doce meses, o bien, el residente que presta esos servicios o que desarrolla esas actividades está presente en ese Estado Contratante durante un período o períodos que en total excedan de 183 días, dentro de un período cualquiera de doce meses.





En el artículo 6 de Protocolo, se precisa que las rentas, primas o beneficios de cualquier clase de seguros pueden someterse a imposición de acuerdo con la legislación de uno u otro de los Estados Contratantes.





3. Transporte Internacional. Los beneficios procedentes de la explotación de buques o aeronaves en tráfico internacional, sólo pueden ser gravados en el Estado Contratante donde reside la persona que explota dichos buques o aeronaves (artículo 8).





4. Empresas asociadas. Cada Estado mantiene la facultad para proceder a la rectificación de la base imponible de las empresas asociadas (sociedades matrices y sus filiales, o sociedades sometidas a un control común), cuando su renta no refleje los beneficios reales que hubieran obtenido en el caso de ser empresas independientes (artículo 9).





El párrafo 2 de este artículo establece que cuando un Estado ha rectificado la base imponible de una empresa asociada, residente en su territorio, el otro Estado practicará un ajuste del monto del impuesto que ha percibido sobre la renta obtenida por la otra empresa, siempre que esté de acuerdo que el ajuste efectuado por el primer Estado está justificado tanto en sí mismo como con respecto de su monto.





5. Dividendos. Los dividendos pagados por una sociedad residente de un Estado Contratante a un residente del otro Contratante pueden someterse a imposición en ambos Estados. Pero respecto del Estado donde reside la sociedad que paga los dividendos, se aplican las siguientes reglas:





a. si el beneficiario efectivo de los dividendos es un residente de Chile, el impuesto así exigido en Nueva Zelandia no excederá del 15 por ciento del importe bruto de los dividendos, y





b. si el beneficiario efectivo de los dividendos es un residente de Nueva Zelandia, se aplica el Impuesto Adicional de acuerdo con la legislación de Chile, en otros términos, no hay ninguna limitación para aplicar el Impuesto Adicional de la Ley de la Renta.





Respecto de lo señalado en el párrafo precedente, cabe señalar que en el artículo 7 del Protocolo se acuerda, con respecto a la aplicación del Impuesto Adicional contemplado en la legislación chilena, que si el Impuesto de Primera Categoría deja de ser totalmente deducible en la determinación del monto del Impuesto Adicional a pagar, o la tasa del Impuesto Adicional que afecta a un residente de Nueva Zelandia, excede del 42 por ciento, los Estados Contratantes se consultarán con la finalidad de modificar el Convenio para restablecer el equilibrio de los beneficios que contempla.





En el artículo 8 del Protocolo se establece asimismo, que un “trustee”, sujeto a impuesto en un Estado Contratante respecto de los dividendos que percibe, será considerado el beneficiario efectivo de esos dividendos.





6. Intereses y Regalías. Los intereses y regalías, por su parte, pueden ser gravados en ambos Estados Contratantes. Sin embargo, se limita el derecho a gravarlos por parte del Estado del que procedan, si el beneficiario efectivo de los intereses y regalías es residente del otro Estado Contratante, en cuyo caso el impuesto exigido no puede exceder de los límites que se indican a continuación:





a. Intereses. El impuesto exigido no puede exceder del 10 por ciento del importe bruto de los intereses provenientes de: préstamos otorgados por bancos y compañías de seguros y del 15 por ciento del importe bruto de los intereses en todos los demás casos (artículo 11), y





b. Regalías. El impuesto exigido no puede exceder del 10 por ciento del importe bruto de las regalías (artículo 12).





Debe tenerse presente sin embargo, que en el artículo 9 del Protocolo se establece que, si en una futura Convención concluida por nuestro país con otro Estado, Chile limitara la tributación en la fuente de los intereses sobre préstamos, distinto de los préstamos otorgados por bancos y compañías de seguros, a una tasa más baja que la prevista en el artículo 11, párrafo 2 (b) del Convenio, esa tasa más baja (que en ningún caso podrá ser inferior a 10 por ciento), se aplicará a los intereses provenientes de Chile cuyo beneficiario efectivo sea un residente de Nueva Zelandia y a los intereses provenientes de Nueva Zelandia cuyo beneficiario efectivo sea un residente de Chile, bajo las mismas condiciones como si esa tasa más baja hubiera sido especificada en el Convenio.





Con referencia al artículo 12 (Regalías), en el artículo 10 del Protocolo se establece que, si en un futuro Convenio con otro Estado, Nueva Zelandia limitara la tributación en la fuente de las regalías que son pagadas por el uso o el derecho al uso de equipos industriales, comerciales o científicos, a una tasa más baja que la prevista en el artículo 12, párrafo 2 del Convenio, esa tasa más baja (que en ningún caso podrá ser inferior a 5 por ciento), se aplicará a las regalías provenientes de Chile cuyo beneficiario efectivo sea un residente de Nueva Zelandia y a las regalías provenientes de Nueva Zelandia cuyo beneficiario efectivo se un residente de Chile, bajo las mismas condiciones como si esa tasa más baja hubiera sido especificada en el Convenio.





En el artículo 11 del Protocolo, se establece que el término “regalías” tal como se define en el párrafo 3 del artículo 12 del Convenio, incluye pagos totales o parciales por la abstención en el uso o suministro de cualquier propiedad o derecho mencionado en ese párrafo. El artículo 8 del Protocolo, establece que un “trustee”, sujeto a impuesto en un Estado Contratante respecto de los intereses y regalías que percibe, será considerado el beneficiario efectivo de esos intereses y regalías.





7. Ganancias de capital. Las ganancias de capital que un residente de un Estado Contratante obtiene de la enajenación de bienes inmuebles situados en el otro Estado Contratante, pueden gravarse en ambos Estados, sin restricciones de ninguna especie.





Enseguida, también pueden gravarse en ambos Estados, y sin restricciones de ninguna especie, las ganancias de capital que obtiene un residente de un Estado Contratante, derivadas de la enajenación de bienes muebles que formen parte del activo de un establecimiento permanente que tenga en el otro Estado Contratante, comprendidas las ganancias derivadas de la enajenación de ese establecimiento permanente.





Las ganancias de capital derivadas de la enajenación de buques y aeronaves explotadas en tráfico internacional, o de bienes muebles afectos a la explotación de dichos vehículos, sólo pueden someterse a imposición en el Estado Contratante donde reside el enajenante.





Las ganancias de capital provenientes de la enajenación de cualquier otro tipo de propiedad, distinta de las mencionadas en los párrafos anteriores, pueden gravarse en ambos Estados, sin restricciones de ninguna especie.





8. Rentas de un empleo. Las rentas provenientes de un empleo pueden gravarse tanto en el Estado de residencia como en el Estado donde se presta el servicio. Sin embargo, sólo el Estado de residencia podrá gravar esta renta cuando el preceptor permanece en el Estado donde presta el servicio por menos de 183 días, las remuneraciones se pagan por o en nombre de una persona que no sea residente de ese otro Estado y no son soportadas por un establecimiento permanente que dicha persona tenga en el otro Estado (artículo 14).





9. Participaciones de directores, artistas y deportistas, pensiones, funciones públicas y estudiantes. Las participaciones y otros pagos similares que reciba un residente de un Estado Contratante como miembro de un directorio o de un órgano similar de una sociedad del otro Estado Contratante, pueden gravarse en ambos Estados (artículo 15).





De igual forma, pueden gravarse en ambos Estados las rentas que reciba un deportista o artista residente en un Estado Contratante, por actividades realizadas en el otro Estado Contratante (artículo 16).





Por su parte, las pensiones sólo pueden someterse a imposición en el Estado Contratante de residencia del perceptor. Los alimentos y otros pagos de manutención efectuados a un residente de un Estado Contratante sólo pueden someterse a imposición en ese Estado; sin embargo, si el pagador, residente en un Estado Contratante, no tiene derecho a deducir esos pagos, éstos sólo se pueden someter a imposición en ese Estado (artículo 17).





Enseguida, las remuneraciones pagadas por un Estado Contratante o por una de sus subdivisiones políticas o autoridades locales a una persona natural por servicios prestados a ese Estado, subdivisión o autoridad, sólo pueden gravarse por el Estado que paga dichas rentas (artículo 18).





Finalmente, las cantidades que reciba para sus gastos un estudiante que se encuentre en un Estado Contratante, que es o haya sido, inmediatamente antes de llegar a ese Estado, residente del otro Estado, no pueden gravarse en el primer Estado, siempre que procedan de fuentes situadas fuera de ese Estado (artículo 19).





10. Otras rentas. En cuanto a las rentas no mencionadas expresamente, el Convenio resguarda el derecho que cada Estado tiene de gravarlas conforme a su legislación interna (artículo 20).





Otras disposiciones relativas a rentas, son:





1) Eliminación de la doble imposición. Para evitar la doble imposición, el Convenio establece en aquellos casos en que ambos Estados tienen el derecho de someter a imposición una renta, que el Estado Contratante donde reside el perceptor de la renta debe otorgar un crédito por los impuestos pagados en el otro Estado Contratante de conformidad a las disposiciones pertinentes de su legislación interna, que en el caso de nuestro país están contenidas en los Artículos 41 A, 41 B y 41 C de la Ley sobre Impuesto a la Renta (artículo 21).





2) Limitación de beneficios. El artículo 22 establece algunas restricciones a los beneficios que el Convenio contempla en las situaciones que se explican en los párrafos que siguen.





En el párrafo 1 de este artículo se establece, que cuando los dividendos, intereses y regalías provenientes de un Estado Contratante son recibidos por una sociedad residente en el otro Estado Contratante y una o más personas no residentes de ese último Estado tienen directa o indirectamente o a través de una o más sociedades, donde quiera que sean residentes, un interés substancial en esa sociedad, ya sea en la forma de una participación o de otra manera, o ejercen directa o indirectamente, solo o en forma conjunta, la dirección o el control de esa sociedad, cualquier exención o reducción de impuestos que el convenio contemple, sólo se aplicará en la medida que los dividendos, intereses y regalías estén sujetos a impuesto en el Estado mencionado en último lugar.





Esa disposición no se aplica, cuando la sociedad demuestre que su propósito principal para operar en la forma indicada está motivada por razones legítimas de negocios y no tiene como propósito principal o uno de sus propósitos principales el de obtener beneficios de acuerdo al Convenio.





El párrafo 2 por su parte, establece que las disposiciones de los artículos 10, 11 y 12, que se refieren a la imposición de los dividendos, intereses y regalías, no se aplicarán si el propósito principal o uno de los principales propósitos de cualquier persona vinculada con la creación o atribución del derecho o crédito por el cual esas rentas se pagan, sea el de obtener ventajas de esos artículos mediante tal creación o atribución.





En el párrafo 3 se señala que, en el caso que las disposiciones del Convenio sean utilizadas para obtener beneficios no contemplados ni pretendidos por él, las autoridades competentes de los Estados Contratantes deberán, de conformidad al procedimiento de acuerdo mutuo, recomendar modificaciones específicas al convenio, las que deben ser discutidas de manera expedita.





El párrafo 4 precisa que, cuando un residente de un Estado Contratante posee como beneficiario, ya sea directamente o a través de la interposición de uno o más trust que no son tratados como una sociedad para propósitos tributarios, una parte de los beneficios empresariales de una empresa explotada en el otro Estado Contratante por el trustee, y en relación con el cual ese trustee tendría un establecimiento permanente de acuerdo con los principios del artículo 5, esa empresa será considerada un negocio explotado por un residente a través de un establecimiento permanente situado en el otro Estado Contratante.





3) Principio de no discriminación. El Convenio reconoce este principio de la no discriminación, al disponer que los nacionales de un Estado Contratante no serán sometidos, en el otro Estado Contratante, a un trato menos favorable que el que se aplica a los nacionales de este último Estado que se encuentren en las mismas condiciones (artículo 23).





4) Procedimiento amistoso. Se dispone, asimismo, que las Autoridades Competentes de ambos Estados Contratantes, mediante un Procedimiento de Acuerdo Mutuo, harán lo posible para resolver las dificultades o las dudas que surjan en la aplicación e interpretación del Convenio, en especial la situación de los contribuyentes que sean objeto de una imposición que no esté conforme con sus disposiciones (artículo 24).





5) Intercambio de información. A fin de hacer posible la aplicación del Convenio, se contempla el mecanismo de intercambio de información entre las Autoridades Competentes (artículo 25).





6) Miembros de misiones diplomáticas y de oficinas consulares. El Convenio no afecta los privilegios fiscales de miembros de misiones diplomáticas o representaciones consulares (artículo 26).





7) Disposiciones misceláneas:





a. Fondos de Inversión. El Convenio establece que sus disposiciones no serán interpretadas en el sentido de restringir la imposición en Chile del impuesto sobre la remesa de rentas provenientes de cuentas de inversión conjunta o fondos (como por ejemplo los Fondos de Inversión de Capital Extranjero), con respecto de las inversiones en bienes situados en Chile y cuya administración debe efectuarse por un residente de Chile (artículo 27, párrafo 1). El artículo 12 del Protocolo, dispone que la Autoridad Competente de Chile informará a la Autoridad Competente de Nueva Zelandia de cualquier legislación que se introduzca en Chile después de la entrada en vigencia del Convenio, que establezca cuentas o fondos como los mencionados anteriormente.





b. Relación con el Acuerdo General sobre Comercio de los Servicios. Se contempla una norma que busca evitar conflictos respecto de la prevalencia del procedimiento amistoso que contempla el Convenio, y el mecanismo de resolución de controversias previsto por el Acuerdo General sobre el Comercio de los Servicios, basada en la concurrencia del consentimiento de ambos Estados Contratantes (artículo 27, párrafo 2).





c. Relación con el Estatuto de la Inversión Extranjera. Por otro lado, se busca evitar cualquier colisión que pudiera producirse por la aplicación del Convenio en relación a las disposiciones del Decreto Ley Nº 600 (“Estatuto de la Inversión Extranjera”). Para ello, se señala expresamente que nada del Convenio afectará la aplicación de las disposiciones de dicho Estatuto, conforme estén en vigor a la fecha de este Convenio y aún cuando fueren eventualmente modificadas sin alterar su principio general (artículo 21, párrafo 3), y





d. Beneficios atribuibles a un establecimiento permanente. Se precisa que nada en el Convenio impedirá que Chile grave los beneficios de un establecimiento permanente que un residente de Nueva Zelandia tenga en Chile, tanto bajo el impuesto de primera categoría como el impuesto adicional, siempre que el impuesto de primera categoría sea deducible contra el impuesto adicional (artículo 27, párrafo 4).





8) Entrada en vigor, duración y denuncia del Convenio. Por último, cabe señalar que el Convenio entrará en vigor luego que los Estados Contratante culminen con sus procedimientos legales internos y lo notifiquen al otro Estado Contratante, rigiendo a partir de la fecha de recepción de la última de dichas notificaciones (artículo 28).





El Convenio tendrá una vigencia indefinida y podrá ser denunciado por cualquiera de las partes a más tardar el 30 de junio de cada año calendario, una vez transcurrido cinco años desde su entrada en vigencia, mediante un aviso por escrito, a través de la vía diplomática (artículo 29).





Protocolo del Convenio.





Como se ha señalado, el Protocolo del Convenio, que forma parte integrante del mismo, contempla doce artículos, que regulan situaciones de carácter general o específicas. Respecto de estas últimas, ellas se tratan en los artículos que afectan.





En el artículo 1 letra a) del Protocolo, se acuerda que, si alguno de los Estados Contratantes introduce un impuesto sobre el patrimonio, después de la fecha en el cual el Convenio entre en vigor, se iniciarán negociaciones con la finalidad de concluir un Protocolo para modificarlo, extendiendo su ámbito a cualquier impuesto sobre el patrimonio que hubieran introducido.





En el artículo 1 letra b), los Estados Contratantes acuerdan que el Convenio será interpretado en una forma que no afecte los derechos de cualquiera de ellos para gravar la renta, beneficios o ganancias derivadas de la pesca de acuerdo con la legislación respectiva de cada uno de los Estados.

----------

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Coloma, colocó en discusión el proyecto.





Hizo uso de la palabra el Coordinador de Asuntos Internacionales del Ministerio de Hacienda, señor Raúl Sáez, quien señaló que este Convenio se enmarca dentro de la política de negociación que busca evitar la doble tributación entre Chile y otros países. Agregó que actualmente hay catorce Tratados vigentes y otros siete que se encuentran suscritos.





Explicó que a través de estos Convenios se reducen las tasas de impuestos que gravan ciertas transacciones entre las que cuentan las relacionadas con la prestación de servicios y el intercambio de tecnología.





Indicó que el Convenio en estudio viene a complementar el reciente acuerdo de asociación estratégica suscrito con Nueva Zelandia, y en el cual también participan Singapur y Brunei, actualmente en trámite en el Congreso Nacional.





En consecuencia, manifestó que el proyecto en estudio debe ser visto como un componente de la alianza estratégica que se busca construir con Nueva Zelandia para incursionar en terceros mercados. Agregó que, además, facilita las inversiones neozelandesas en Chile y las chilenas en Nueva Zelandia.





Explicó que el Acuerdo, a través de sus normas sobre trabajo temporal, permite que profesionales chilenos se desempeñen por hasta seis meses en Nueva Zelandia sin pagar impuesto a la renta en ese país y viceversa. Añadió que existe un creciente intercambio de profesionales con el citado país.





Agregó que, de la misma manera, por medio del Convenio se rebajan los impuesto a las regalías asociadas a la tecnología proveniente desde Nueva Zelandia, de manera que se contribuye a la alianza estratégica recién mencionada, particularmente, por lo que se pueda aprender.





Destacó que Nueva Zelandia es vista como un caso exitoso de una economía que ha logrado altos niveles de bienestar y de ingreso per cápita, combinando sus exportaciones de recursos naturales con innovación y adaptación de tecnologías asociadas a esos recursos naturales, lo cual está en línea con la política de innovación y desarrollo tecnológico que se está implementando en Chile.





A continuación, el Honorable Senador señor Gazmuri consultó si tenían similitud con los otros Convenios sobre doble tributación firmados por Chile.





La Jefe del Departamento de Normas Internacionales del Servicio de Impuestos Internos, señora Liselott Kana, respondió que básicamente eran iguales a los otros catorce Tratados celebrados por nuestro país en esta materia, ya que se tomaba como base el modelo elaborado por la OCDE.





Por su parte, el Honorable Senador señor Romero preguntó cuál era el concepto de regalía que entendía el proyecto.





La señora Liselott Kana contestó que la definición de regalía del Acuerdo es más amplia que la definición de la ley nacional. Añadió que, en todo caso, en las negociaciones se ha logrado mantener nuestro sistema nacional, en lo que se refiere a la tasa de retención de los dividendos.





A su vez, el Honorable Senador señor Coloma consultó si han existido reclamos por “discriminación” a raíz de la aplicación de diferentes tasas en los Convenios.





La señora Liselott Kana respondió que no, porque como es un modelo, son básicamente iguales. En todo caso, aclaró que la norma sobre no discriminación, citada por el Honorable Senador señor Coloma, se encuentra establecida para proteger al extranjero, a fin de que tenga el mismo trato que un inversionista nacional.





Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado en general y en particular por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Gazmuri, Muñoz Barra y Romero.

----------





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO





“Artículo único.- Apruébanse el “Convenio entre la República de Chile y Nueva Zelandia para evitar la doble imposición y para prevenir la evasión fiscal con relación a los impuestos a la renta, y su protocolo”, suscritos en Wellington, Nueva Zelandia, el 10 de diciembre de 2003.”.

----------





Acordado en sesión celebrada el día 2 de mayo de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señores Roberto Muñoz Barra (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, Jaime Gazmuri Mujica y Sergio Romero Pizarro





Sala de la Comisión, a 2 de mayo de 2006.





 (Fdo.): JULIO CÁMARA OYARZO,


                                                            Secretario 
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL CONVENIO ENTRE CHILE Y NUEVA ZELANDIA PARA PREVENIR LA EVASIÓN FISCAL CON RELACIÓN A IMPUESTOS A LA RENTA 

(3973-10)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República.


A la sesión en que vuestra Comisión debatió el proyecto de acuerdo asistieron, además de sus miembros, el Director del Servicio de Impuestos Internos, señor Ricardo Escobar; los profesionales de dicha Repartición del Estado, señora Lisselot Kana y señor Marcelo Freyhoffer; el asesor del Ministerio de Hacienda, señor Raúl Sáez, y el asesor de la Dirección de Relaciones Económicas Internacionales de la Cancillería, señor Felipe Sandoval.


El proyecto de acuerdo en informe fue estudiado previamente por la Comisión de Relaciones Exteriores, la que lo aprobó en general y en particular, por la unanimidad de sus miembros presentes, en los mismos términos en que lo había despachado la Cámara de Diputados.


Cabe señalar que dicha Comisión ha hecho presente en su informe que, por tratarse de un proyecto que consta de un artículo único, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, propone discutir la iniciativa en general y en particular a la vez.

- - -

DISCUSIÓN

Los representantes del Ejecutivo señalaron que el convenio en informe se sujeta al patrón común que inspira a los convenios que Chile ha suscrito en la matera.


Explicaron que el convenio se enmarca dentro de la política de negociación que busca evitar la doble tributación entre Chile y otro país.


Recordaron que actualmente hay 14 convenios en vigencia y 7 suscritos, entre los cuales está éste, y señalaron que próximamente se enviará a la aprobación del Congreso Nacional un conjunto de 5 más. Plantearon que a través de estos convenios se reducen las tasas de impuestos que gravan ciertas transacciones, entre las que se cuentan las relacionadas con la prestación de servicios y el intercambio de tecnología, asegurando que lo último es particularmente importante en el caso de Nueva Zelandia.


Hicieron presente que el convenio complementa el reciente “Acuerdo de Asociación Estratégica” suscrito con Nueva Zelandia, en el cual también participan Singapur y Brunei, que se encuentra en tramitación ante el Congreso Nacional.


Destacaron que el Ejecutivo considera que el convenio es un componente de la alianza estratégica que se busca construir con Nueva Zelandia para incursionar en mercados recíprocos y facilitará las inversiones neozelandesas en Chile y las chilenas en Nueva Zelandia.


Informaron que algunas de sus disposiciones permiten que profesionales chilenos se desempeñen hasta por seis meses en Nueva Zelandia sin pagar impuesto a la renta allí, pero sí en Chile, y viceversa.


Asimismo, se rebajan los impuestos a las regalías, o sea a la tecnología proveniente de Nueva Zelandia, lo que contribuirá a la mencionada alianza estratégica. Observaron, además, que existe un creciente intercambio de profesionales con ese país.


Concluyeron haciendo hincapié en que Nueva Zelandia se considera un ejemplo exitoso de una economía que ha logrado altos niveles de ingreso y bienestar combinando sus exportaciones de recursos naturales con innovación y adaptación de tecnología asociada a los mismos, lo que está en la línea de la política de innovación y desarrollo tecnológico que se implementa en Chile, razón por la cual el Gobierno asigna al convenio con Nueva Zelandia particular importancia.


El Honorable Senador señor Ominami consultó a los personeros del Ejecutivo acerca de la forma en que operan los convenios y solicitó su opinión sobre los convenios que están actualmente en funcionamiento.


El Director del Servicio de Impuestos Internos expresó que la evaluación del Gobierno es positiva en varios aspectos:


- Los convenios han permitido a Chile acercarse a la relación comercial y de inversiones con países desarrollados de una manera más acorde con los tiempos, porque estaba quedando fuera de los estándares normalmente usados en la actualidad en las relaciones de inversión, transferencia de tecnología, prestación de servicios personales, etc.


- Los convenios han facilitado, también, el intercambio de información entre las administraciones tributarias, lo que es favorable por cuanto permite acceder a información sobre los contribuyentes y sus operaciones en los países con los cuales se han suscrito, simplificando la fiscalización.


Destacó que en todos los tratados suscritos Chile ha logrado mantener el principio de aplicar el total de la tributación en las utilidades de las empresas, esto es el 35% del impuesto adicional, lo que constituye una excepción en el concierto internacional de convenios.


Anunció que existe el interés de que en los próximos años el esfuerzo se concentre en negociar sólo algunos convenios, con países que se consideren estratégicos para nuestro desarrollo. Asimismo, sostuvo, el Ejecutivo desea revisar la administración que se está haciendo de los convenios, que generan trabajo adicional por los requerimientos de información desde otros países; revisar también las normas y prácticas internas que se requieren para acreditar los impuestos que han sido pagados en el exterior contra los impuestos chilenos, y mejorar la forma en que se entregan las certificaciones por los impuestos pagados en Chile para poder ser utilizados como crédito en los otros países.


- Puesto en votación el proyecto de acuerdo, fue aprobado en particular por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa y Ominami.

- - -

FINANCIAMIENTO



El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda señala que el Convenio tiene un “impacto negativo en las finanzas públicas, que alcanzaría aproximadamente a $294 millones anuales, en moneda de 2005, en una primera etapa”. Agrega que “En compensación a este costo, se pueden esperar los siguientes efectos, siendo el último de ellos de carácter rezagado:


- Mayor impuesto de Primera Categoría de las empresas chilenas que tienen inversiones en el país respecto del cual se propone este convenio, originado en una mayor renta por menor pago de impuestos.


- Estímulo a la inversión extranjera, con el consecuente incremento en la actividad económica, que redundaría en mayor recaudación tributaria.”.


En consecuencia, el proyecto de acuerdo no producirá desequilibrios macroeconómicos ni incidirá negativamente en la economía del país.

- - -


En mérito de las consideraciones anteriores, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hiciera la Comisión de Relaciones Exteriores.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado es del siguiente tenor:


PROYECTO DE ACUERDO:





“Artículo único.- Apruébanse el “Convenio entre la República de Chile y Nueva Zelandia para evitar la doble imposición y para prevenir la evasión fiscal con relación a los impuestos a la renta, y su protocolo”, suscritos en Wellington, Nueva Zelandia, el 10 de diciembre de 2003.”.

- - -


Acordado en sesión realizada el día 10 de mayo de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Ominami Pascual (Presidente), José García Ruminot y Jovino Novoa Vásquez.


Sala de la Comisión, a 11 de mayo de 2006.

                                                        (Fdo.): ROBERTO BUSTOS LATORRE,

                                                                     Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE INTERESES MARÍTIMOS, PESCA Y ACUICULTURA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS SOBRE PESCA RECREATIVA

(3424-21)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura tiene a honra emitir su informe acerca del proyecto señalado en el epígrafe, en segundo trámite constitucional e iniciado en mensaje de S.E. el Presidente de la República.


A las sesiones en que la Comisión se abocó al estudio de esta iniciativa asistieron, además de sus miembros, el Subsecretario de Pesca, señor Carlos Hernández, con sus asesores, señora Jessica Fuente y señores Alex Brown y Osvaldo Urrutia; el ex Subsecretario de Pesca, señor Felipe Sandoval, acompañado de su asesora, señora Edith Saa; el Presidente y el Director de la Fundación Nuevo Caudal, señores Mauricio Cristino y Raúl Vargas; el asesor de la Fundación Chile, señor Javier Marín; el Presidente de la Federación Chilena de Pesca, señor Bernardo Ugalde; el representante del Comité de Defensa de la Pesca Recreativa en Chile, señor Lautaro Maldonado, y el académico de la Universidad de Los Lagos, señor Tirso Poblete.

- - -

I. OBJETIVO


El proyecto de ley en informe tiene por finalidad asegurar la sustentabilidad del ejercicio de las actividades de pesca recreativa y fomentar las actividades turísticas y económicas asociadas a ellas, mediante un marco que otorgue certeza jurídica basado en los principios de conservación, descentralización, planificación territorial, participación y flexibilidad.

II. CUESTIÓN PREVIA


1. Hacemos presente que tanto el Senado como la Cámara de Diputados consultaron a la Excma. Corte Suprema de Justicia, de conformidad con el artículo 77 de la Constitución Política, acerca de las normas sobre infracciones y procedimientos sancionatorios que contiene el proyecto, por incidir en las atribuciones y organización del Poder Judicial.


2. Igualmente, prevenimos que los artículos 12, 13, 15 17, 19, 21, 23, 24, 26, 27, 28, 29, 30, 41, 42, 51 y 58, Nº 3, letra a), del texto despachado por la Honorable Cámara, de aprobarse, deben serlo con rango de ley orgánica constitucional pues afectan normas de esa jerarquía. (Atribuciones de los consejos regionales y municipios; la organización básica de la administración del Estado, y la organización y atribuciones de los Tribunales de Justicia).


Los artículos 6º, 7º, 25, 37 y 39 deben ser aprobados con quórum calificado, pues recaen en limitaciones o requisitos para adquirir el dominio de ciertos bienes.

III. ANTECEDENTES

3.1. De Derecho


1. Ley General de Pesca y Acuicultura.


2. Ley Nº 18.465, que otorga facultades que indica al Director del Servicio Nacional de Pesca.


3. Ley Nº 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente.


4. Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades.


5. Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.


6. Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional.

3.2. De Hecho


Expresa el mensaje con que S.E. el Presidente de la República sometió a trámite legislativo este proyecto de ley, que nuestro territorio ofrece grandes ventajas comparativas para el turismo, particularmente para el ecoturismo o turismo de la naturaleza, rubro dentro del cual destaca la pesca deportiva que, día a día, conquista mayores adeptos, lo cual está íntimamente relacionado con la conservación de las especies y su ecosistema y con los servicios asociados a esta actividad deportiva.


Reitera que el país cuenta con un gran potencial para el desarrollo de la pesca recreativa, tanto por sus inexplorados y atractivos paisajes, como por la existencia de especies de importancia para la actividad. Sin embargo, la falta de cuidado de estos recursos naturales y la intervención de pescadores furtivos han deteriorado la pesca en el norte y centro de Chile, forzando a los aficionados a trasladarse a las regiones australes.


Las circunstancias anotadas, señala el mensaje, hacen necesaria la dictación de una nueva normativa que promueva el ejercicio de la actividad asegurando la sustentabilidad de las especies, que es el propósito que persigue este proyecto de ley.


En un segundo acápite, el mensaje observa que la Ley General de Pesca es el único instrumento legal que regula la pesca deportiva -que el proyecto denomina pesca recreativa- el cual adolece de vacíos pues su objetivo es, más bien, organizar la pesca comercial. Tampoco considera medidas de conservación específicas ni sanciones que permitan un control eficaz pues, además, la autoridad carece de los recursos y atribuciones adecuados para resguardar la sustentabilidad de la actividad.


Impide también una administración oportuna y adecuada de la pesca recreativa la centralización de las decisiones que se adoptan por el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción y por la Subsecretaría de Pesca, pues sus regulaciones desconocen la realidad de los cuerpos de agua, las particularidades de su entorno y las de las especies asociadas a ellos.


En un tercer acápite, el mensaje comenta la explotación turística de la pesca recreativa.


A este efecto, señala que no existe un reconocimiento que fomente el potencial de desarrollo de las actividades económicas asociadas, lo cual ha quedado restringido a la iniciativa privada. Esta, no obstante, ha demostrado capacidad de gestión aunque reconoce la necesidad de controlar la actividad para asegurar la mantención de las condiciones ambientales en beneficio de una buena calidad de pesca.


Expone el mensaje que la experiencia internacional deja de manifiesto la necesidad de dar certeza y estabilidad al sector privado mediante una normativa que proteja las especies; un sistema de pesca adecuado, la recuperación de especies deterioradas y mecanismos de coordinación con el sector público.


Agrega que la creciente preocupación por la pesca recreativa y el fomento de la actividad turística asociada a ella se expresa en diversas iniciativas, una de las cuales es la moción del Honorable Senador señor Antonio Horvath, que aborda las medidas de administración y afectación de áreas para la pesca recreativa, la regulación de los guías de pesca y un fondo de investigación.


El proyecto en informe -dice el mensaje- recoge estas materias desarrollándolas para lograr los objetivos indicados.


Concluye este acápite del mensaje recordando que el proyecto responde a una antigua aspiración de pescadores deportivos, asociaciones de clubes de pesca, dueños de lodges y guías de pesca, quienes han colaborado en la preparación de esta normativa.


En el siguiente acápite el mensaje explica que el proyecto persigue dos objetivos: asegurar la sustentabilidad de la pesca recreativa y fomentar la actividad turística y económica asociada a ella.


El marco jurídico para lograr esos objetivos, continúa, ha de tener sustento en los principios de conservación, descentralización, planificación territorial, participación y flexibilidad.


Con relación a la conservación, el proyecto propone fortalecer las atribuciones de la autoridad; el establecimiento de nuevas medidas específicas; la incorporación de agentes fiscalizadores; un sistema infraccional y sancionatorio específico, y el reconocimiento de un área protegida denominada “área preferencial para la pesca recreativa”, que resguarda espacios para el ejercicio de la actividad sometiéndolo a un determinado régimen de administración y fiscalización.


Por lo que hace al principio de la descentralización en el ámbito de la pesca recreativa, el proyecto contiene dos enfoques: uno relativo a la autoridad pesquera y otro consistente en regular el uso del territorio y su conciliación con otras actividades.


La autoridad pesquera tutora de las aguas terrestres será el Director Zonal de la Subsecretaría de Pesca, por su cercanía con las áreas que deben ser resguardadas mediante medidas específicas y oportunas, en tanto que en el ámbito territorial, que adopta la fórmula de las áreas preferenciales cuyo establecimiento será de competencia del gobierno regional, intervendrá, en su administración el municipio de la comuna se en que éstas se encuentren.


En materia de planificación territorial las resoluciones se adoptarán por los gobiernos regionales, los cuales determinarán los espacios protegidos sometidos a un régimen particular de manejo, administración y fiscalización, con lo que se asegura mayor coherencia respecto de las decisiones que propicien áreas de turismo en torno a las áreas preferenciales.


El cuarto principio, el de la participación, se manifiesta en el reconocimiento del papel que debe jugar la comunidad en las decisiones que inciden en el desarrollo de la actividad.


A este respecto, el mensaje expresa que la pesca recreativa y la caza se ejercen sobre especies que no viven aisladas en su ecosistema sino vinculadas a su entorno, de modo que es necesario compatibilizar los distintos usos y el acceso a las aguas mediante pronunciamientos en que intervengan la comunidad, especialmente quienes pueden ser afectados por dichas decisiones.


Finalmente, el mensaje comenta el principio de la flexibilidad, que se expresa en la creación de instrumentos que permitan impulsar el desarrollo de la actividad, siempre supeditados a la decisión superior de la región en su conjunto: autoridades y ciudadanía.


En otras palabras, termina el mensaje en este apartado, con esta ley se crea una normativa que habilita a las regiones para desarrollar el potencial de pesca recreativa, identificándolas con sus propias características, es decir, sin que la misma decisión se imponga a otra región que privilegie actividades distintas. Es, entonces, la región la que determina las condiciones bajo las cuales se instauran los instrumentos previstos en el proyecto.

IV. CONTENIDO DEL PROYECTO


El quinto epígrafe del mensaje describe el contenido del proyecto primitivo propuesto por el Ejecutivo, dividido en apartados que se refieren específicamente a las disposiciones generales; las condiciones generales para el ejercicio de la pesca recreativa; las medidas de administración; las aguas reguladas para el ejercicio de la pesca recreativa; los guías de pesca; la educación y difusión; la fiscalización, infracciones y sanciones, y disposiciones varias.


Como quiera que este proyecto de ley está radicado en el Senado en segundo trámite constitucional, su contenido se describirá en relación con el texto aprobado por la Cámara de Diputados, en primer trámite. Dicho esto el que está estructurado en 58 artículos permanentes y 5 transitorios, divididos en los títulos y párrafos que se enuncian a continuación:


El Título I, disposiciones generales, comprensivo de los artículos 1º al 3º, fija el ámbito de aplicación de esta ley, cual es la regulación de la pesca recreativa en las aguas terrestres, aguas interiores, mar territorial y zona económica exclusiva.


Entiende por pesca recreativa la actividad pesquera realizada por personas naturales con el objeto de capturar especies hidrobiológicas con aparejos de pesca de uso personal, sin fines de lucro para el pescador y con propósitos de deporte, turismo o entretención, incluyendo la pesca deportiva submarina.


Previene enseguida que el objetivo de esta ley es fomentar la pesca recreativa, conservar las especies hidrobiológicas y proteger su ecosistema, fomentar las actividades económicas y turísticas asociadas a la pesca recreativa y fortalecer la participación regional.


Finalmente, este título consigna diversas definiciones de términos que emplea esta ley, de los cuales han de destacarse:


uno) área preferencial: sección de cursos o cuerpos de aguas terrestres de una cuenca, que comprende sectores interdependientes que requieren de un manejo integrado para la conservación de la fauna íctica y el desarrollo de actividades de pesca recreativa.


dos) área degradada: sección de cursos o cuerpos de aguas terrestres de una cuenca que ha sido alterada por acción antrópica o natural, produciendo una disminución significativa de la abundancia de las especies de importancia para la pesca recreativa o de la fauna íctica nativa.


tres) es aparejo de pesca todo sistema o artificio preparado para la captura de especies hidrobiológicas, asociado a una modalidad de pesca recreativa, formado por una línea, lastrada o no, dotada de anzuelo o anzuelos, manipulada directamente o a través de una estructura que facilite su operación.


cuatro) pesca submarina: captura de fauna íctica marina, mediante buceo deportivo apnea y el empleo de uno o más arpones de elástico o de aire comprimido.


cinco) coto de pesca: curso de aguas superficiales que escurren por cauces artificiales o cuerpos de agua que se acumulan en un depósito artificial, destinado al desarrollo de actividades de pesca recreativa, con fines de lucro para su dueño.


También es coto de pesca el curso o cuerpo de agua que está en la situación prevista en el inciso segundo del artículo 20 del Código de Aguas (en general aguas que están, nacen, corren y mueren en un mismo predio o heredad con excepción de los lagos navegables por buques de más de cien toneladas).


seis) guía de pesca: es la persona con conocimiento o experiencia en pesca recreativa que desarrolla actividades de turismo por cuenta propia o ajena, dirigiendo personalmente expediciones de pesca recreativa.


siete) operador de pesca: es la persona natural o jurídico que organiza expediciones turísticas para realizar pesca recreativa, con fines de lucro.


ocho) plan de manejo: es el conjunto de medidas que regulan las actividades de pesca recreativa y otras actividades compatibles en un área preferencial.


El Título II, condiciones generales para el ejercicio de la pesca recreativa, artículos 4º al 6º, se refiere a los aparejos de pesca, a la prohibición de comercializar las especies capturadas con aparejos de uso personal y a la licencia de pesca recreativa.


Respecto de los primeros, declara que éstos deben ser de uso personal, los cuales serán definidos por decreto. Prohíbe, además, la pesca recreativa mediante el uso de elementos tóxicos o nocivos: explosivos, armas de fuego, sustancias tóxicas y electricidad.


Impone a toda persona natural que realice actividades de pesca recreativa en el territorio nacional y en la zona económica exclusiva, la obligación de contar con una licencia otorgada por el Servicio. Esta será personal e intransferible; deberá portarse durante la práctica de la actividad. Tendrá una vigencia de un año y un valor de 0,7 unidades de fomento para chilenos y extranjeros residentes y 1,5 unidades de fomento para turistas extranjeros.


El Título III, artículos 7º al 11, medidas generales de administración, el proyecto distingue dos clases de medidas de administración. Las generales que se consignan en la Ley General de Pesca y Acuicultura, y las especiales reguladas por esta ley.


Respecto de estas últimas, se consideran como tales los límites diarios de captura por pescador, que se expresen en número o peso de ejemplares, fijados por área y especie; la talla o peso máximo permitido en la captura; la prohibición de captura en áreas vulnerables; la prohibición de pesca embarcada en un área determinada; la fijación de horario para desarrollar actividades de pesca; el establecimiento del método de pesca con devolución, y la regulación y las dimensiones de los aparejos de pesca. 


Preceptúan, también, estas disposiciones que las medidas de administración deben coordinarse con las autoridades; que en el ejercicio de la pesca recreativa han de respetarse las medidas dispuestas en la Ley General de Pesca; que en las zonas de aguas limítrofes pueden establecerse medidas en conjunto con el país correspondiente que afecten a especies compartidas.


Regula, igualmente, los campeonatos de pesca y la repoblación de las especies.


En relación con los primeros, incluida la pesca submarina, estatuye que sus bases deben comunicarse a la autoridad pesquera y cumplir las condiciones generales consignadas en el Título II de esta ley.


Remite al reglamento el establecimiento de las normas a que ha de ajustarse la forma y condiciones en que se hará la repoblación y siembra de las especies, a efectos de proteger el patrimonio sanitario ambiental, y las autorizaciones que habrán de obtener los interesados en realizar siembras o repoblaciones.


El Título IV, sobre aguas especialmente reguladas para el ejercicio de la pesca recreativa, artículos 12 al 38, se refiere a diversas materias tales como la autoridad que declara las áreas preferenciales; los procedimientos para formular tal declaración: los estudios técnicos que han de practicarse y los efectos de la declaración; el caudal mínimo pesquero; el plan de manejo y su contenido; las licitaciones para la administración de las áreas preferenciales: los convenios de administración; las obligaciones del administrador del área preferencial; el término y la renovación del área preferencial; los cotos de pesca, y las regulaciones de la pesca recreativa en aguas bajo protección oficial (reservas marinas, parques nacionales).


Respecto del primer rubro, declaración de áreas preferenciales, el proyecto propone que éstas se establezcan mediante resolución del gobierno regional en un procedimiento que habilita al intendente para elaborar los estudios técnicos que sirvan de fundamento a la declaración y previa consulta al consejo de pesca recreativa de la región, a otras autoridades y a la respectiva municipalidad.


Además de fijar un plazo de sesenta días para evacuar la consulta, el proyecto prohíbe declarar como tales a las áreas preferenciales que no hayan sido aprobadas por la Subsecretaría de Marina en el caso de ríos, lagos navegables por buques de más de cien toneladas y en los bienes fiscales.


Transcurrido el plazo señalado (dentro del cual también han de publicarse las áreas preferenciales en el Diario Oficial y en un diario de circulación local), el intendente cita a sesión especial del consejo regional.


Aprobada que sea la declaración del área preferencial por el Consejo, el intendente dicta una resolución que declara el área por un período de veinte años o un máximo de treinta en el caso de las áreas degradadas. Esta resolución también se publica en un diario de circulación local y en el Diario Oficial.


La declaración del área preferencial produce los siguientes efectos:


En primer término, sólo se admite practicar con devolución hasta la aprobación del área de manejo.


Enseguida, la alteración del lecho del curso o cuerpo de agua debe someterse previamente a una evaluación de impacto ambiental o certificación de la autoridad marítima que no afecte la libre navegación; el reconocimiento de que el área preferencial quede bajo tuición municipal y la prohibición que se impone a la administración de entregar ésta al uso particular.


Finalmente, se prevé que la declaración de área preferencial no afecta a las concesiones, destinaciones o derechos obtenidos a la fecha de la declaración.


Consigna, también, este Título, normas sobre el caudal mínimo pesquero; elaboración, contenido del plan de manejo y la licitación de las áreas preferenciales.


Por lo que hace al primer aspecto, el caudal mínimo pesquero, se prevé que éste será fijado en las áreas preferenciales por la Dirección General de Aguas. Los derechos de aprovechamiento no podrán afectarlo dicho caudal mínimo.


En relación con la elaboración del plan de manejo, el proyecto prescribe que cada área preferencial deberá contar con uno, aprobado por el Director Zonal. Serán financiados con recursos del Fondo de Investigación Pesquera y adjudicados por licitación pública.


El proyecto prevé que el plan de manejo debe someterse al sistema de evaluación de impacto ambiental, y contendrá los antecedentes generales del ecosistema, la identificación de las especies hidriobiológicas presentes en el área; estudios previos si los hubiere; sus objetivos; medidas de administración y un programa de seguimiento del estado de las especies y, finalmente, las acciones de repoblación, si fuera del caso, y las demás actividades que se puedan ejercer y que sean compatibles con la pesca recreativa.


El plan puede limitar el número de pescadores y establecer otras prohibiciones de actividad deportiva. Para alterar el lecho o las riberas se requerirá la autorización prevista en el Código de Aguas.


Finalmente, los preceptos que regulan el plan de manejo prescriben que éste será aprobado por el Director Zonal y publicado en la forma que se indica (Diario Oficial y periódico de circulación regional).


En relación con la licitación del área preferencial, habrán de aprobarse previamente las correspondientes bases que deben contener el tiempo de duración del convenio; los requisitos que habrán de cumplir los participantes; el monto que pagará el adjudicatario por los gastos de la licitación y el porcentaje del permiso de pesca; los criterios de evaluación de las ofertas técnicas y económicas; los sectores liberados del pago del permiso especial; los beneficios que habrá de otorgarse a los ribereños del área; las multas que se aplicarán en caso de incumplimiento del convenio, y el lugar y fecha de cierre de la recepción de ofertas.


Agrega que a la licitación podrán concurrir las personas naturales nacionales o extranjeras y las personas jurídicas constituidas con arreglo a la ley chilena, y que en una región no puede otorgarse a una misma persona natural o jurídica más del 50% de las áreas preferenciales declaradas.


Consigna a continuación los requisitos que han de presentar los participantes en la licitación; el procedimiento que se seguirá para la adjudicación y los efectos de esta última, culminando con el convenio, el cual deberá contener la individualización del administrador, la duración del convenio; el monto del precio diario máximo del permiso especial de pesca; el sistema de oferta pública del permiso; la obligación de cumplir el plan de manejo, y las multas que se aplicarán por incumplimiento del contrato.


Se ocupa el proyecto de la licitación de la administración del área preferencial por el gobierno regional, situación que ocurre cuando el área abarque dos o más comunas dentro de la región, siempre que concurra alguna de las siguientes circunstancias:


a) Que haya transcurrido un año desde la declaración del área preferencial y ninguno de los municipios involucrados hubiere encargado la elaboración del plan de manejo, o


b) Si transcurridos dos años desde esa declaración no se hubiere aprobado el plan de manejo.


Contiene también el proyecto normas que regulan las obligaciones del administrador del área preferencial o del adjudicatario, que dicen relación con la correcta mantención del área (limpieza, cumplimiento del plan de manejo; informaciones a los usuarios de las limitaciones impuestas por el plan, fiscalización de la actividad pesquera; ejecución del plan de seguimiento y la entrega de permisos especiales).


Agrega que la municipalidad debe fiscalizar el cumplimiento del convenio y el administrador, por intermediación de los inspectores ad honorem o municipales, las medidas dispuestas en el plan de manejo. El proyecto hace responsable al adjudicatario por el hecho de los inspectores ad honorem, sin perjuicio de la responsabilidad civil o penal de ellos.


Enseguida, el proyecto se refiere a las condiciones para desarrollar la pesca recreativa en áreas preferenciales.


En estas áreas el pescador ha de disponer de un permiso especial otorgado por el administrador a cambio de un precio pero reserva al menos el 20% del área destinada a la pesca recreativa, a la cual se permitirá el acceso liberado de pago. Dispone el proyecto, en esta parte, mecanismos para garantizar el acceso igualitario al área de pesca, pero admite la fijación de montos diferenciados para turistas extranjeros. También permite otorgar otros beneficios para los residentes en el área, guías de pesca y pescadores que ejerzan frecuentemente en el área.


Además, regula el término del convenio de administración, el que tendrá lugar, en general, por quiebra o fallecimiento del administrador o disolución de la persona jurídica administradora; incumplimiento de las obligaciones del administrador, incluido el hecho de haber sido sancionado en tres oportunidades por infracciones o delitos cometidos por los inspectores ad honorem en un período de tres años; cumplimiento del plazo; acuerdo mutuo, y por solicitud del administrador fundada en causa mayor que modifique sustantivamente las condiciones del área.


Reconoce el proyecto la transferibilidad del convenio de administración, previa aprobación del concejo municipal, siempre que el tercero adquirente cumpla los requisitos para la adjudicación del área preferencial. Con todo, no procederá la transferencia durante los tres primeros años de vigencia del convenio ni en el último.


También la iniciativa se ocupa de regular la forma cómo termina el área preferencial.


Al respecto, estatuye que si transcurridos 5 años desde su declaración la municipalidad no lo hubiere administrado ni el gobierno regional entregado en administración a un tercero, el área queda desafectada.


Lo mismo ocurre si el área pierde las condiciones que la hicieron posible. La desafectación, declarada de oficio o a petición de parte, por resolución del Intendente, se publica en extracto en el Diario Oficial y en otro de circulación regional.


Para renovar el área preferencial, a su turno, el proyecto prevé que dos años antes de su vencimiento el Intendente consulte al consejo de pesca recreativa a los organismos que intervinieron en la declaración y posteriormente, convoca al consejo regional para que apruebe el respectivo informe (mayoría absoluta de presentes).


En relación con los cotos de pesca, el proyecto impone al Ministerio Secretaría General de la Presidencia la función de dictar un reglamento sobre protección del medio ambiente que ha de aplicarse durante la construcción y funcionamiento de los cotos de pesca. Previa su inscripción en el registro de cotos de pesca el Director Regional de Pesca debe verificar si se cumplen o no los requisitos exigidos en el reglamento aludido.


Además, previene el texto que para ejercer pesca recreativa en los cotos de pesca los pescadores quedan exentos de observar las condiciones generales del Título II (empleo de aparejos de pesca, prohibición de comercialización de las piezas capturadas, licencia de pesca recreativa) y de las medidas de administración del Título III (límites diarios de captura, talla o peso máximo, prohibición de captura en zonas vulnerables, horarios de pesca).


Enseguida prescribe normas para la siembra y repoblación de los cotos de pesca y la obligación de inscribirlos en un registro que llevará el Servicio por regiones.


El siguiente párrafo del mensaje, “De la pesca recreativa en aguas bajo protección oficial”, regula las actividades de pesca recreativa en áreas de manejo, reservas marinas, parques nacionales y otras aguas bajo protección.


Al efecto, autoriza la pesca en las primeras -áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos- en la forma que determine el reglamento, en tanto que en las reservas marinas la práctica de este deporte deberá ajustarse a las medidas que adopte la Subsecretaría o el director zonal, previo informe técnico del Servicio.


En los parques nacionales cuyos cursos de agua no hayan sido declarados áreas preferenciales sólo podrá practicarse pesca con devolución (de orilla, no embarcada) en lugares especialmente habilitados, y por lo que hace a otras aguas bajo protección oficial, estatuye que se encuentren bajo planes de manejo, deben ser objeto de una aprobación especial de la Subsecretaría o del Director Zonal parar desarrollar actividades de pesca recreativa.


En este aspecto, propone normas para el financiamiento de la elaboración del plan de manejo en áreas bajo protección oficial que comprendan pesca recreativa. Igualmente, declara que en las aguas que se encuentran en esta condición (protección oficial), el pescador deberá portar un permiso especial, y que, en los parques nacionales el plan de manejo debe privilegiar los equilibrios ecológicos y preservar los ecosistemas naturales.


El Título V, comprensivo de los artículos 39 y 40, trata sobre los “Guías de Pesca”, cargo al que se accede por designación del Servicio Nacional de Turismo. El postulante debe ser chileno o extranjero con permanencia definitiva en Chile; mayor de edad, con los conocimientos necesarios de esta disciplina deportiva. La correspondiente credencial es personal e intransferible y los valores para su obtención estarán determinados en el reglamento.


La certificación de la condición de guía de pesca caduca en el caso de fallecimiento del titular; por haber incumplido las normas de la presente normativa, y; por sentencia judicial firme o ejecutoriada que establezca la responsabilidad penal o civil en su desempeño como guía.


El Título VI, compuesto por los artículos 41 y 42, regula los “consejos de pesca recreativa”.


Estos órganos serán creados, cuando proceda, por el Director Zonal de Pesca, y tendrán como misión asesorar el fomento y desarrollo de la pesca recreativa. Estarán integrados por el Director Zonal de Pesca; el Director Regional de Turismo; el Director Regional de Pesca; un representante del gobierno regional designado por el Intendente; cuatro representantes de los agentes del sector de la pesca recreativa, entendiendo por tales a las organizaciones de operadores y guías de pesca recreativa, los clubes de pesca, y todas aquellas agrupaciones sin fines de lucro que así determine el Intendente. Por último, integrará este consejo un representante de las universidades de la zona vinculadas a los estudios pesqueros de mar o de lagos y aguas dulces.


Los integrantes del consejo desempeñarán sus labores ad honorem.


Dentro de las funciones que desarrollará el consejo, están la de pronunciarse sobre las materias que someta a su conocimiento el Director Zonal, como también emitir su parecer sobre los aparejos de pesca; el reglamento de siembra y repoblación; las medidas de administración; los informes técnicos para la determinación de áreas preferenciales y, finalmente, los planes de manejo de dichas áreas y los resultados de sus programas de seguimiento.


Los consejos estarán también facultados para plantear al Fondo de Administración Pesquera las prioridades relativas a la pesca recreativa. De la misma manera podrán sugerir propuestas para la declaración de áreas preferenciales al Fondo de Investigación Pesquera o a otras entidades.


El Título VII, artículos 43 y 44, de la “Educación y Difusión”, se refiere a los planes de estudio  y al manual de pesca recreativa.


Respecto de los primeros, estatuye que los textos educacionales (básicos y medios), han de considerar guías que ayuden en la identificación de la mayor cantidad de especies biológicas e ípticas del país, destacando el valor de la preservación de la ecología y la conservación del medioambiente. 


El Título VIII, artículos 45 al 52, trata de la fiscalización, de las infracciones y de las sanciones.


Entiende por fiscalizadores a los funcionarios del Servicio, como también a los miembros de la Armada y Carabineros de Chile, dentro del ámbito de sus competencias, siéndoles aplicables las reglas contempladas en sus respectivas leyes orgánicas como también las contenidas en la Ley General de Pesca y Acuicultura.


El proyecto en informe tipifica las infracciones menos graves, graves y gravísimas, respectivamente, distinguiendo de la misma forma las sanciones aplicables a cada una de ellas y el destino de las multas. El procedimiento aplicable es el contenido en el Título IX de la ley General de Pesca y Acuicultura.


Como infracciones menos graves las de realizar actividades de pesca recreativa sin licencia; no inscribir los cotos de pesca en los registros correspondientes; efectuar actividades de pesca recreativa o submarina contraviniendo las reglas de administración y, por último, infringir las prohibiciones y limitaciones referentes a actividades diversas a la pesca recreativa en el plan de manejo de un área preferencial. Estas contravenciones serán sancionadas con multa de 1 a 3 UTM.


Como infracciones graves considera la realización de actividades de pesca recreativa sin los permisos del artículo 26, que se refiere a la autorización para pescar en áreas preferenciales; contravenir el plan de manejo vigente; pescar en aguas protegidas en oposición con la regulación establecida en párrafo tercero del Título IV; excederse en sus atribuciones por parte de los inspectores ad honorem y, finalmente, comercializar especies hidrobiológicas con aparejos de pesca personales. La sanción consistirá en una multa de 3 a 10 UTM.


Por último establece cuáles serán las infracciones gravísimas: sembrar o repoblar sin autorización; realizar actividades de pesca recreativa en cuerpos de agua limítrofes contraviniendo las medidas de administración acordadas con países vecinos; efectuar dichas actividades con elementos tóxicos para la conservación del medio ambiente, y, por último, construir cotos de pesca sin la autorización correspondiente. Estas infracciones acarrearán multas de 30 a 100 UTM.


El Título IX, disposiciones varias, artículos 53 al 58, contiene normas relativas a los registros, convenios y licencias. Además prevé modificaciones a otros cuerpos legales.


Prescribe que el Servicio Nacional de Pesca deberá llevar registros de cotos de pesca y de consultores y de operadores de pesca por región. 


En el primero de ellos se inscribirán las personas (naturales o jurídicas) que estén habilitadas para desarrollar los planes de manejo en las áreas preferenciales y su seguimiento.


En cuanto a los convenios para la entrega de licencias, la iniciativa prescribe que el Servicio estará facultado para la celebración de los mismos y para cobrar los derechos que corresponda.  


Finalmente, se introducen enmiendas a la ley Nº 18.465, que otorga facultades al Director del Servicio Nacional de Pesca, relativas a los inspectores ad honorem.

Las disposiciones transitorias, consignadas en 5 artículos, se refieren a la puesta en vigencia de la ley y la vigencia de las medidas dictadas por la autoridad relativas a la pesca recreativa; la fecha de dictación del reglamento, fijándolo en 180 días contados desde la entrada en vigencia de la ley; el plazo de inscripción de los cotos de pesca; las atribuciones del Subsecretario de Pesca y, finalmente, los requisitos y condiciones que deberán cumplir los consultores mientras no se establezca el registro de consultores considerado en esta ley.

V. DISCUSIÓN GENERAL


En sesión de 2 de mayo de 2006, la Comisión escuchó al Subsecretario de Pesca, señor Carlos Hernández, quien expresó que el territorio nacional ofrece enormes ventajas comparativas para el desarrollo del turismo, fundamentalmente por la diversidad de sus ecosistemas y bellezas naturales. Destacó el progresivo interés por el ecoturismo o turismo de la naturaleza que se ha desarrollado en el mundo en los últimos años, que ha generado un sector económico de fuerte crecimiento, brindando oportunidades de desarrollo y bienestar socioeconómico a países y ciudadanos. Dentro de este rubro, resaltó la pesca recreativa, que cada día cuenta con mayor cantidad de aficionados y, por ende, requiere de un mayor nivel de exigencias en cuanto a la calidad de la pesca. Ello está íntimamente relacionado con la conservación de las especies y su ecosistema con los servicios asociados al ejercicio de la actividad.


Continuó explicando que nuestro país presenta un considerable potencial de desarrollo de la pesca recreativa, tanto por sus paisajes, que proporcionan un atractivo escenario al pescador, como por la existencia en nuestras aguas de especies de importancia para la pesca recreativa. Sin embargo, el diagnóstico actual de la pesca recreativa en Chile lleva a concluir la necesidad de mejorar nuestra actual legislación en algunos aspectos. Así por ejemplo, señaló que la actual Ley General de Pesca y Acuicultura es el único texto legal vigente que regula la pesca deportiva. Pero en esta normativa se advierten vacíos pues se trata de un cuerpo legal que regula la pesca comercial, y no ha contemplado instrumentos específicos necesarios para asegurar el ejercicio sustentable de la pesca recreativa (medidas de administración y conservación específicas).


Históricamente, la conciencia en torno al cuidado de los recursos naturales no ha regido el ejercicio de la actividad, lo que unido a la explotación ejercida por pescadores furtivos ha llevado a un deterioro de la calidad de la pesca en la zona norte y central de Chile, trasladando a los aficionados hacia las regiones más australes del país. En seguida, expresó que no existe un reconocimiento legal de la explotación turística de la actividad de pesca recreativa. Por ello el potencial de desarrollo de las actividades económicas asociadas ha quedado restringido a la iniciativa privada, que aprovechando las ventajas de nuestro país ha demostrado gran capacidad de gestión, reconociéndose en este ámbito la necesidad de controlar la actividad con el fin de asegurar el mantenimiento de las condiciones ambientales que propician una buena calidad de pesca. 

En seguida, argumentó que la experiencia internacional en la materia, donde modernos instrumentos permiten, fomentan y apoyan la explotación turística de la actividad, generando importantes recursos económicos derivados de ella y de los servicios asociados, pone de manifiesto la necesidad de otorgar certeza y estabilidad al sector privado, fundamentalmente a través de un adecuado marco normativo de protección de las especies hidrobiológicas, de un sistema de investigación y fiscalización eficiente que asegure el mantenimiento de las actuales áreas con buena calidad de pesca y la recuperación de aquéllas actualmente deterioradas, como asimismo, mecanismos de actuación coordinada y coherente con el sector público.


A continuación, se refirió a los objetivos centrales del proyecto de ley que regula la pesca deportiva. Estos son: asegurar la sustentabilidad del ejercicio de la actividad de pesca recreativa, y fomentar las actividades turísticas y económicas asociadas. La concreción de ambos objetivos pasa por establecer un marco jurídico coherente que otorgue certeza, basado en los principios de conservación, descentralización, planificación territorial, participación y flexibilidad.


Señaló que el principio de conservación debe informar toda moderna regulación relativa a la utilización de recursos naturales, en este caso, de las especies hidrobiológicas. Conforme a este principio –continuó--, se propone el fortalecimiento de las atribuciones de la autoridad pesquera, el establecimiento de medidas de conservación específicas para la pesca recreativa, la incorporación de nuevos agentes a la función fiscalizadora, la creación de un sistema infraccional y sancionatorio específico y la instauración de un tipo de área protegida denominada “área preferencial para la pesca recreativa”, que resguarde ciertos espacios particularmente relevantes para el ejercicio de la actividad, sometiéndola a un régimen de administración y fiscalización específico.


En cuanto al principio de descentralización, expresó que éste se materializa en el presente proyecto de ley de dos maneras. Por un lado, desde el punto de vista de la autoridad pesquera y, por el otro, desde el punto de vista del uso del territorio y su conciliación con otras actividades: 


- Se propone que en las aguas terrestres la autoridad pesquera sea el Director Zonal de la Subsecretaría de Pesca respectivo, lo que se justifica por la cercanía de esta autoridad respecto de las áreas que deben ser resguardadas mediante medidas específicas y oportunas. 


- En el ámbito del uso del territorio, se incorpora la participación de los gobiernos locales, a través de la figura del área preferencial, cuyo establecimiento dependerá de la decisión del gobierno regional. La administración de esta área preferencial fue planteada en términos de entregársela a la municipalidad en cuya comuna se encuentre, con la posibilidad de licitar el área en favor de privados; sin embargo, en la Cámara de Diputados el proyecto fue objeto de algunas modificaciones y actualmente sólo considera la posibilidad que las municipalidades liciten a terceros la administración del área. 


Destacó que durante la discusión del proyecto en la Honorable Cámara, se generó una fuerte oposición al mismo debido a que el sector de los pescadores recreativos veían como una amenaza la posibilidad de que los privados pudieren hacerse cargo de las áreas preferenciales, imposibilitando el acceso a los pescadores tradicionales por la vía del cobro de precios exagerados por los permisos especiales que se requieren en estas áreas. Por este motivo el Ejecutivo llegó a un acuerdo en virtud del cual se previeron normas que garantizaban el acceso a estas áreas, entre ellas, que la licitación se decida en iguales condiciones técnicas a favor de quien ofrece cobrar el menor precio diario por pescar en el área preferencial. Asimismo, se contemplaba la posibilidad que la municipalidad administrara directamente. Sin embargo, la Cámara de Diputados eliminó esta posibilidad pudiendo preverse que eventualmente exista nuevamente alguna oposición al proyecto en estas condiciones.


Sobre el principio de planificación territorial, explicó que éste regirá las decisiones adoptadas por los gobiernos regionales en torno a las áreas preferenciales. Se pretende que los gobiernos regionales establezcan las áreas preferenciales, eligiendo entre las aguas terrestres de la región y determinando de este modo los espacios que son particularmente protegidos y sometidos a un régimen especial de manejo pesquero, administración y fiscalización. 


A continuación, se refirió al principio de la participación. Señaló que la pesca recreativa y la pesca submarina se ejercen sobre especies hidrobiológicas que no viven aisladas de su ecosistema y, por ende, las poblaciones de importancia para la pesca recreativa no pueden manejarse y conservarse sin vincularlas a su entorno. De este modo, la necesidad de compatibilizar los distintos usos y el acceso a las aguas, impone necesariamente un pronunciamiento que incluya a la comunidad en general y, en particular, a quienes puedan verse afectados por las decisiones.


Finalmente, por lo que hace al principio de la flexibilidad, manifestó que éste se manifiesta en el proyecto en que no impone decisiones a las autoridades sino que crea los instrumentos que permitirán impulsar el desarrollo de la actividad en la región o comuna, pero siempre entregada a una decisión superior proveniente de la región en su conjunto, entendida como las autoridades regionales, sectoriales y la ciudadanía. 


Respecto del contenido del proyecto, precisó que este está estructurado en nueve Títulos, además de sus disposiciones transitorias.


En primer término, se define el ámbito de aplicación de la ley, señalando que corresponde a las aguas terrestres, aguas interiores, mar territorial y zona económica exclusiva de la República. Asimismo, se establece que las actividades sometidas son la pesca recreativa y la caza submarina. 


Enseguida define la pesca recreativa estableciendo una clara diferencia respecto la pesca comercial: es ejercida sólo por personas naturales, con aparejos de pesca personales y sin fines de lucro. Se determinan de este modo, distintos ámbitos de competencia para la autoridad al momento de regular, fiscalizar y sancionar. De otro lado, se establece un conjunto de definiciones que aclaran el sentido que se pretende dar, para efectos del proyecto, a las palabras que ésta emplea.


A continuación, anunció que se establecen como condiciones para el ejercicio de la pesca recreativa y pesca submarina, la utilización de aparejos de pesca personales, la prohibición de comercialización de las especies capturadas y la posesión de una licencia personal e intransferible durante la práctica de la actividad y el transporte de las especies capturadas. Los aparejos que califiquen como personales se definirán por decreto. Las licencias, por su parte, se clasificarán por área geográfica, especie hidrobiológica y período de vigencia. Se fija en el proyecto un monto determinado para el cobro de los derechos respectivos.


A propósito de las medidas de administración, señaló que se mantienen las medidas de conservación previstas en la Ley General de Pesca y Acuicultura y el procedimiento para su dictación, estableciéndose que sólo en el caso de aguas terrestres dichas medidas serán dictadas por el Director Zonal de Pesca. Por otra parte, se define una fórmula de conciliación para las medidas de administración que pueden ser dictadas por la autoridad pesquera en ejercicio de las atribuciones que otorga la Ley General de Pesca y Acuicultura. 


Enseguida, se regula un nuevo catálogo de medidas de conservación, especiales para la pesca recreativa, superando una de las principales falencias que presenta la regulación actual, consistente en la falta de especificidad y, por tanto, de acciones adecuadas para ejercer una protección eficaz y eficiente de las especies hidrobiológicas. Finalmente, por el efecto que producen sobre el ecosistema, se establece que un reglamento determinará la forma y condiciones para efectuar actividades de siembra y repoblación de especies hidrobiológicas para fines de pesca recreativa, de modo que se asegure la debida protección del patrimonio sanitario y ambiental y, en especial, la biodiversidad.


A juicio del Ejecutivo, una de las innovaciones más importantes del proyecto es la creación de un tipo de área especialmente protegida para el ejercicio de la pesca recreativa, denominada área preferencial, definiéndola como el curso o cuerpo de aguas terrestres, o parte de él, que por razones turísticas o por sus especiales características hidrobiológicas, es especialmente idóneo para desarrollar actividades de pesca recreativa, declarado como tal por el gobierno regional.


La regulación de las áreas preferenciales se estructura del siguiente modo:


a) Declaración.


El procedimiento dirigido a la declaración de un área preferencial es reglado, técnico, participativo y descentralizado: 


- Reglado en todas sus etapas con plazos, determinando las autoridades consultadas e informantes y regulando la consulta pública y su decisión; 


- Técnico, porque comprende la opinión fundada de organismos sectoriales en el ámbito de sus competencias, el Director Zonal, Director Regional de Turismo, Dirección General de Aguas, Subsecretaría de Marina, Corporación Nacional Forestal y Corporación Nacional Indígena. Se basa en estudios previos que determinen la idoneidad del área a declarar como preferencial.


- Participativo, porque comprende la opinión de la municipalidad o municipalidades involucradas y de la comunidad regional, y


- Descentralizado, por cuanto el organismo que dirige el procedimiento es el gobierno regional.


b) Límites y restricciones.


Por otra parte y reconociendo que la declaración del área preferencial puede provocar ciertos conflictos con otras actividades en aguas terrestres, se han previsto las siguientes normas que pretenden evitarlos: 


- El área preferencial tiene una duración de 20 años renovables conforme al mismo procedimiento previsto para su declaración.


- Se prohíbe declarar más de la mitad de las aguas terrestres de la región como preferenciales para la pesca recreativa.


- Conjuntamente con la declaración del área preferencial, debe establecerse el caudal mínimo pesquero, que genera la obligación para la Dirección General de Aguas de resguardarlo en el otorgamiento de nuevos derechos de aprovechamiento de aguas.


- Se prescribe la desafectación del área si en el plazo de 5 años desde su declaración, la municipalidad no hubiere ejercido la administración o si el gobierno regional no hubiere entregado dicha administración a un tercero.


c) Efectos del área preferencial.


La declaración del área preferencial genera los siguientes efectos:


- Sólo puede realizarse pesca con devolución hasta la aprobación del respectivo plan de manejo.


- La alteración del lecho del curso o cuerpo de agua y de su ribera deberán someterse al sistema de evaluación de impacto ambiental.


- Se limita el otorgamiento de los derechos de aprovechamiento de aguas al caudal mínimo pesquero.


- La tuición del área es ejercida por la municipalidad, quedando su administración supeditada a la aprobación del plan de manejo.


- El Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría de Marina, debe abstenerse de otorgar el uso particular del área por el plazo de vigencia de la misma.


d) Administración y plan de manejo.


Si bien el proyecto original establecía que la administración del área preferencial corresponde a la municipalidad o municipalidades respectivas, actualmente la administración en definitiva queda en manos de un tercero particular, luego de un proceso de licitación. Para el ejercicio de dicha administración se requiere en todo caso la elaboración de un plan de manejo que determinará las condiciones bajo las cuales puede ejercerse la pesca recreativa en el área. Finalmente, y con el objeto de resguardar adecuadamente la seriedad e idoneidad en la elaboración del plan de manejo, se establece la obligación para la municipalidad de encargarlo a un consultor inscrito en un registro que llevará el Servicio. Asimismo, el proyecto de ley establece los contenidos mínimos que deberá contener el plan de manejo.


Argumentó que estas exigencias se fundan en la circunstancia de que el plan de manejo constituye una herramienta primordial para la conservación de las especies. En primer lugar, porque se elabora a partir del estudio particular del área respectiva y, por ende, considera sus condiciones específicas. En segundo lugar, porque prevé un programa de seguimiento cuyos resultados determinan acciones de perfeccionamiento o, incluso, un cambio en la titularidad de la administración del área. Finalmente, porque los antecedentes que se obtengan de la elaboración y aplicación de los planes de manejo proporcionarán a la autoridad pesquera información acerca del estado de las especies hidrobiológicas de importancia para la pesca recreativa y de sus ecosistemas.


La administración del área preferencial sólo puede ejercerse una vez aprobado el plan de manejo. La entrega de la administración a terceros se realiza mediante un proceso de licitación. Decidida la adjudicación, se celebra un convenio de administración que contendrá las condiciones esenciales en que se ejercerá dicha administración. Asimismo, y a fin de establecer un procedimiento que facilite la iniciativa privada, en los casos en que la municipalidad no hubiere procedido a la elaboración del plan de manejo en el plazo de un año, o si transcurridos dos años desde la declaración de área preferencial no se hubiese aprobado el plan de manejo, el gobierno regional licitará la administración del área preferencial, para lo cual encargará la elaboración del plan de manejo. 


Se consignan, por último, las obligaciones del administrador del área preferencial y las causales de término del convenio de administración, resguardando así los intereses del Estado y del tercero administrador. Asimismo se impone para el administrador culpable del término, la prohibición de adjudicarse la administración de otra área preferencial por el término de cinco años.


e) Fiscalización.


La municipalidad ejercerá la fiscalización del área mediante inspectores municipales, y el adjudicatario de la administración a través de inspectores municipales conforme se establezca en el convenio de administración o de inspectores ad honorem designados en conformidad con la Ley Nº 18.465, estableciéndose la responsabilidad de estos últimos en caso de delitos e infracciones cometidos por el respectivo inspector ad honorem.


f) Permisos especiales.


Se prevé el derecho de exigir un permiso especial para ejercer la pesca recreativa en un área preferencial, y con el fin de resguardar el acceso igualitario de los pescadores al área se incorpora la obligatoriedad de mantener un sistema de oferta pública del permiso; también se regula la publicidad del monto de los derechos a cobrar y se estatuye la prohibición de modificarlo más de una vez al año. Todas estas condiciones deberán constar en el convenio de administración. En todo caso, no podrá exigirse la posesión de un permiso especial para el ejercicio de actividades de pesca recreativa en el área preferencial mientras no se hubiere aprobado el plan de manejo del área. 


En relación con los cotos de pesca, explicó que estos son cursos de aguas superficiales o cuerpo de agua que se acumulan en un depósito artificial destinados al desarrollo de actividades de pesca recreativa, como asimismo aquellos que destinados al mismo fin, se encuentran en la situación del artículo 20, inciso 2° del Código de Aguas, esto es, aguas sometidas a un régimen privado de propiedad. En el proyecto se establece que un reglamento determinará las medidas de protección del medio ambiente que deberán observarse en la construcción y funcionamiento de los cotos de pesca. Asimismo, los titulares de cotos de pesca deberán inscribirlos en un registro que llevará  el Servicio Nacional de Pesca, por regiones.

A propósito de la pesca recreativa en aguas bajo protección oficial, el proyecto propone reglas para conciliar otras áreas de protección con las normas que informan la nueva regulación sobre pesca recreativa. En definitiva, señaló, se pretende que el ejercicio de la pesca recreativa en áreas protegidas esté sometido a idénticas condiciones.


Sin perjuicio de lo anterior, continuó, el proyecto no modifica competencias ni procedimientos establecidos en otras normas legales sino que se limita a imponer la obligación de que los planes de manejo de dichas áreas, en cuanto comprendan actividades de pesca recreativa, consulten a la autoridad pesquera en el marco de su competencia. Por otro lado, se concilia, a través de un reglamento, el ejercicio de la pesca recreativa y la pesca submarina con las áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos. De este modo se obliga a la autoridad a compatibilizar las actividades que en la actualidad se enfrentan por el uso del espacio marino. En este punto cabe destacar los esfuerzos que se iniciaron el año pasado en términos de regular esta actividad en áreas de manejo y el escaso avance conseguido en la materia debido a la oposición de los pescadores artesanales. Sin embargo, es un elemento relevante ya que se trata de dos intereses legítimos que deben ser compatibilizados.


Sobre los guías de pesca precisó que, con el objeto de darles un reconocimiento, éstos podrán solicitar que el Servicio Nacional de Pesca los acredite y otorgue una credencial.


Expuso que los consejos de pesca recreativa funcionarán como órganos asesores para el fomento y desarrollo de las actividades de pesca recreativa. Dicho consejo será creado por el Director Zonal, en cada región de la zona correspondiente, y será integrados por actores tanto del sector público como privado. Los consejos de pesca recreativa deben ser consultados en materias tales como aparejos de pesca de uso personal, siembra y repoblación, medidas de administración, declaración de áreas preferenciales, planes de manejo y programas de seguimiento -sin perjuicio que, como órgano consultivo, su opinión no es vinculante-.

Resaltó que un punto importante del proyecto es el que dice relación con la educación y difusión. Reconoció la importancia de sensibilizar a la población, principalmente a la juventud, respecto de la importancia de la pesca recreativa y del respeto del ecosistema. El proyecto establece que se propenderá a que tales materias se incorporen en los textos de educación de enseñanza básica y media. Asimismo, se prevé para el Ministerio de Economía la obligación de elaborar y difundir un manual con prácticas responsables y seguras de pesca recreativa. 


Reconoció también la limitación de los recursos disponibles para enfrentar esta tarea, por lo que se complementa el actual sistema de fiscalización mediante la incorporación de nuevos fiscalizadores y el perfeccionamiento de la normativa sobre sanciones. De esta forma, en materia de fiscalización se mantiene la competencia de los funcionarios del Servicio Nacional de Pesca y del personal de la Armada y Carabineros, además de los inspectores ad honorem, cuyas facultades se perfeccionan. Además, se agrega la competencia de los inspectores municipales y de los guardaparques en el ámbito de su respectiva competencia, esto es, áreas preferenciales y áreas que se encuentren bajo la tuición de la Corporación Nacional Forestal CONAF, respectivamente. De este modo, en las áreas que obedecen a un pronunciamiento expreso de la comunidad en torno a su protección y relevancia para la pesca recreativa, como son las áreas preferenciales, se contará con fiscalizadores municipales o inspectores ad honorem del tercero administrador, si es que la municipalidad aplica dicho sistema. 


En el caso de los guardaparques, se aclara una competencia que permitirá el adecuado control de otras áreas cuya protección puede no obedecer en forma principal a la pesca recreativa pero sí comprenderla como actividad y, por ende, requiere de un especial control.


En materia de infracciones, se tipifican las figuras específicas para la pesca recreativa graduando su sanción según se trate de infracciones menos graves, graves y gravísimas. Tales sanciones corresponden a multas que serán aplicadas por el tribunal competente y que irán a beneficio municipal en su totalidad.


La ley también tiene un título referido a disposiciones varias, entre las cuales se encuentra el tema de los registros que crea: dos registros que estarán a cargo del Servicio Nacional de Pesca: de cotos de pesca y de consultores. Asimismo, se crea un registro de operadores que será llevado por el Servicio Nacional de Turismo.


Según su opinión, particular relevancia reviste el registro de consultores, que incorpora requisitos que acreditan su idoneidad para realizar los planes de manejo de las áreas preferenciales, pilares fundamentales de la investigación e información con que contará el país acerca del estado de las especies hidrobiológicas y de sus ecosistemas.


Finalmente expuso que en las disposiciones transitorias se prevé la subsistencia de las medidas de administración que se encontraren vigentes a la fecha de publicación de la ley y de los montos de los derechos por licencia hasta que no se dicten las normas que los reemplacen. Asimismo, se establece un plazo de 180 días para dictar el reglamento que regulará los registros que crea la ley y de 90 días para que los titulares de cotos de pesca en funcionamiento puedan solicitar su inscripción.

- - -


A continuación, la Comisión escuchó al Profesor de la Escuela de Acuicultura y Recursos Acuáticos de la Universidad de los Lagos, señor Tirso Poblete Arellano, quien agradeció la invitación cursada por la Comisión y entregó su apoyo al proyecto en examen.


Señaló que su departamento tiene una extensa labor de investigación y desarrollo sobre el tema de la acuicultura y los recursos acuáticos en la zona sur austral, y que hace dos años el equipo de la Universidad comenzó a desarrollar una nueva línea de investigación  que está directamente relacionada con este tipo de pesquerías.  En este sentido, y con financiamiento de Fondef, se desarrollará un proyecto que se denomina “Formación y conservación de stocks de reproductores salvajes para  sustentar la producción natural de salmonideos  en la región Sur Austral X, XI Y XII regiones.”


Los fundamentos de este proyecto se basan en que la pesca recreativa ha alcanzado un  gran desarrollo mundial. Países como Estados Unidos generan ingresos superiores a los US$ 21.000 millones, Nueva Zelandia US$ 800 millones y Argentina US$ 150 millones. En nuestro país los ingresos son del orden de los US$ 7.5 millones, aun cuando Chile dispone del mayor potencial para el desarrollo de esta actividad en el hemisferio sur, dada la gran diversidad de sus ecosistemas.  Esta actividad no se ha podido consolidar principalmente por la carencia de planes de manejo sobre las poblaciones salmonideas silvestres, las cuales no han sido capaces de autosustentarse a través de su producción natural. Manifestó que el objetivo del proyecto es convertirse en una herramienta de apoyo para fortalecer el crecimiento de esta actividad a través de prácticas de acuicultura y así suplementar las poblaciones silvestres destinadas a la pesca recreativa cuando la situación lo amerite. Específicamente propone, previa selección de áreas de interés, la formación de stocks para cada lugar, que permita generar un banco genético y producir ovas, alevines, smolt y reproductores destinados a sustentar programas de repoblación y siembra y de esta manera conservar el patrimonio genético. El estudio inicial se realizará en cuerpos de agua de las regiones de los Lagos y Aysén. Según su opinión, los resultados que se obtengan permitirán desarrollar una estrategia a fin de aprovechar, de manera sostenida, este recurso en toda la zona sur-austral del país. En esta etapa se trabajará al menos con tres recursos: Salmo trutta (trucha café) y Oncorhynchus mykiss, con 2 variedades (trucha arcoiris variedad residente y variedad anádroma).


Expresó que en el proyecto de ley se cautelan  los temas de investigación y sus fuentes de financiamiento, que redundarán en los planes de manejo de estas pesquerías recreacionales para su conservación y sustentabilidad.


A través de los programas de investigación futuros sobre las especies de salmonideos se podrán conocer las características biológicas de estas especies, que constituyen stocks discretos que son específicos en sus componentes de identificación para áreas geográficas bien determinadas. Finalizó su exposición afirmando que con esta información se desarrollarán medidas de regulación acotadas a determinadas áreas geográficas que permitirán la conservación y sustentabilidad de estas especies.

- - -


Enseguida, el señor Javier Marín, en representación de la Fundación Chile, señaló que la pesca recreativa se ha venido posicionando en el mundo como una vigorosa industria en rápida y sostenida expansión que significa movilizaciones de miles de millones de dólares y cuantiosos empleos y negocios conexos. 


La pesca recreativa es una de las pocas expresiones de turismo de intereses especiales capaz de motivar per se viajes de larga distancia. Chile, con una distribución de poblaciones de peces de interés recreativo en ríos y lagos prácticamente a lo largo y ancho de todo su territorio, es uno de los escasos oferentes del hemisferio sur (privilegio que comparte con Argentina, Nueva Zelanda y en menor medida Australia y el sur de África) de pesca de salmónidos para un enorme mercado demandante constituido por 9 millones de pescadores de Estados Unidos, Canadá y Europa occidental (Fundación Chile-FDI, 2000) que se desplazan por el mundo en la práctica de su afición. 


Señaló que no obstante las ventajas comparativas del país para esta modalidad de turismo (factores inherentes a la seguridad, estabilidad, conectividad, diversidad ambiental y bellezas naturales), el aporte de la pesca recreativa no está a la altura del potencial de los recursos por un deterioro de  la calidad de la pesca como resultado de explotaciones indiscriminadas, efecto de la pesca furtiva, limitaciones para el control y la fiscalización, debilidad en la conciencia colectiva en torno al cuidado de los recursos naturales, entre otras causas. Manifestó que en la actual normativa que regula la pesca recreativa (4 artículos de la Ley General de Pesca y Acuicultura) se aprecian deficiencias derivadas del objetivo en que se inserta (conservación de especies y su ecosistema en la pesca comercial). En efecto, no se contemplan instrumentos específicos necesarios para asegurar el ejercicio sustentable de la pesca recreativa y no existe vinculación entre la disponibilidad de especies y la explotación a la que pueden ser sometidas. Se advierte una excesiva “centralización” de las decisiones que dificulta una administración adecuada y oportuna de la pesca y en general no hay normas que regulen el acceso a la actividad recreativa. (Del mensaje presidencial N° 68-350, 13-10-2003) Lo anterior ha llevado al Ejecutivo a proponer un proyecto de ley que establece una regulación específica para la pesca recreativa en Chile.


En concordancia con la propuesta mencionada la Universidad de Los Lagos, el Instituto de Fomento Pesquero y la Fundación Chile, instituciones vinculadas directamente a las materias tratadas, desde sus ámbitos de investigación, experiencia y competencia, han venido desarrollando diferentes proyectos que aportan fundamento técnico al desarrollo y sustentación de la industria de la pesca recreativa y que buscan apoyar la materialización e implementación de nuevas normas, herramientas y criterios técnicos para la sostenibilidad y el fortalecimiento de las actividades comerciales y emprendimientos vinculados al turismo de pesca recreativa en Chile. 


Enseguida, explicó que la industria de ecoturismo y particularmente de la pesca deportiva han logrado una extraordinaria significación en países como Estados Unidos, Canadá, Nueva Zelanda, Escocia, Irlanda y Argentina, entre otros. En estos países, además de la existencia de recursos, se han logrado elevados niveles de eficiencia en la perfección de los mercados, incorporación de valor a la actividad con circuitos y programas de alto atractivo, la aplicación de una normativa ágil y dinámica que posibilita la actividad y cautela los equilibrios ambientales, sistemas de manejo y repoblamiento sostenido que aseguran la mantención de la productividad deportiva en sus cursos de agua.


Reiteró que con la incorporación de este tipo de manejos, programas de difusión y aseguramiento de la oferta turística, la pesca recreativa constituye hoy día una de las expresiones del Turismo de Intereses Especiales de mayor crecimiento en el mundo y base de una sólida industria que genera enormes ingresos y empleo productivo. En efecto, estudios desarrollados por Fundación Chile dan cuenta que esta industria reporta a EE.UU. ingresos por US$ 21.000 millones, más de US$ 800 millones a Nueva Zelanda (cifra similar a los retornos de la industria de la salmonicultura en Chile), US$ 4000 millones a Canadá y del orden de US$ 150 millones a Argentina. En Chile, esta incipiente industria genera ingresos de tan solo de US$ 7,5 millones. Cabe hacer mención que los oferentes de pesca recreativa de salmónidos en el hemisferio sur están circunscritos a Nueva Zelanda, Argentina, Chile, y en mucha menor medida Australia y Sudáfrica, siendo Chile el país que más recursos hídricos e hidrobiológicos presenta. De acuerdo a las cifras entregadas, señaló que esta situación coloca al país frente al enorme desafío de aprovechar este valioso activo potencial para la atracción de parte de los aproximadamente 9 millones de cultores de esta disciplina residentes en el hemisferio norte que se desplazan en su temporada invernal a estos países para la práctica de su deporte.


Afirmó que dentro de las oportunidades que abre esta actividad, la pesca turística constituye una industria productiva no contaminante, en pleno desarrollo mundial y de alta rentabilidad económica. Por ello la Universidad de Los Lagos en conjunto con la Fundación Chile ha desarrollado estudios preliminares cuyo objetivo es apoyar la instauración, en el país, de un marco normativo sustentado en  tecnologías y medidas administrativas que tengan como resultado la protección de los ciclos reproductivos y la recuperación de las poblaciones de peces silvestres, dando así mejores oportunidades para el desarrollo de los negocios turísticos relacionados con la pesca recreativa .

Entre los fundamentos tenidos en consideración y que justifican establecer nuevas normas y estimular nuevas prácticas en la pesca recreativa, cabe señalar que no existe un reconocimiento legal de la explotación turística de la actividad de pesca recreativa. Por ello, el potencial de desarrollo de las actividades económicas asociadas ha quedado restringido a la iniciativa privada, que aprovechando las ventajas de nuestro país, ha demostrado gran capacidad de gestión, aunque reconociendo, en este ámbito, la necesidad de controlar la actividad a fin de asegurar la mantención de las condiciones ambientales que sustentan una buena calidad de pesca. Sin embargo, la participación del sector público en esta materia, da cuenta de escasos instrumentos de gestión y de la carencia de una planificación territorial dirigida a potenciar la actividad.


La experiencia internacional en la materia, donde modernos instrumentos permiten, fomentan y apoyan la explotación turística de la actividad, generando importantes recursos económicos derivados de ella y de los servicios asociados, ponen de manifiesto la necesidad de otorgar certeza y estabilidad al sector privado, fundamentalmente a través de un adecuado marco normativo de protección de las especies hidrobiológicas, de un sistema de investigación y fiscalización eficiente que asegure la mantención de las actuales áreas con buena calidad de pesca y la recuperación de aquéllas actualmente deterioradas, como asimismo, mecanismos de actuación coordinada y coherente con el sector público.


En este sentido, junto a un marco normativo que reconozca los aspectos centrales de la pesca recreativa como son la promoción de los emprendimientos turísticos, el manejo de los recursos, el cuidado y el monitoreo de los ambientes, se considera importante la dictación de reglamentos que surjan del desarrollo de bases y criterios técnicos, ambientales, productivos y educacionales, que permitan la aplicación de una nueva norma para la regulación, el ejercicio y el desarrollo de los negocios relacionados con la pesca recreativa en Chile.


La nueva ley, agregó, da cuenta de instituciones, relaciones y prácticas completamente innovadoras y sin precedentes en Chile, como son la posibilidad de declarar áreas preferentes para pesca recreativa, la obligación de establecer planes de manejo para los cuerpos de agua, la necesidad y requerimiento de estudiar y aplicar medidas de protección ambiental de las especies de interés turístico, las regulaciones que regirán  los cotos privados de pesca en Chile, entre otras innovaciones.


Es en este cuadro de innovaciones y ausencia de preexistencias que incorpora la Ley de Pesca Recreativa, que instituciones de reconocida experiencia en el tema, como son la Universidad de Los lagos y Fundación Chile, propongan profundizar los estudios disponibles para apoyar la implementación de la ley a partir de un trabajo conjunto con los principales actores y referentes del sector, autoridades, gremios y expertos nacionales e internacionales. 


Expresó que el conjunto de actores señalados debiera plantearse como objetivo aportar bases, criterios técnicos y propuestas que permitan la instauración en Chile de aspectos centrales de la ley como son los criterios para definir las áreas preferenciales, las bases para establecer planes de manejo, los aspectos técnicos a considerar para las medidas de protección de las especies de interés turístico, criterios ambientales para el manejo de cotos de pesca y proponer consideraciones técnicas, ambientales y criterios económicos que han de observarse para establecer los programas de repoblación y re stocking en cuerpos de aguas de demanda turístico recreativa.


Finalmente, señaló que a juicio de ambas instituciones, y junto con un nuevo marco como el dado a conocer a los principales actores de la pesca recreativa en Chile, se debieran desarrollar las bases técnicas, ambientales sociales y económicas para el establecimiento de áreas preferenciales; implementar las bases técnicas y contenidos para establecer planes de manejo de cuerpos de aguas terrestres; complementar los criterios y consideraciones técnicas y ambientales para la adopción de medidas de protección de las especies de interés en pesca recreativa; desarrollar las bases reglamentarias para el establecimiento de medidas de protección ambiental en la construcción y funcionamiento de cotos de pesca; coordinar los criterios técnicos y ambientales para establecer programas de repoblación; y los contenidos educativos relativos a la pesca recreativa, el cuidado de las especies de interés turístico aplicados a niveles de educación básica y media, y finalmente, editar un manual de prácticas responsables  seguras en pesca recreativa.

- - -


Luego, la Comisión escuchó la exposición del señor Bernardo Ugalde, representante de la Asociación de Pesca Deportiva de Chile, sobre el proyecto en informe:


En primer lugar se refirió a la fiscalización, la cual constituye, a su juicio, el principal problema a enfrentar con la nueva ley. Para la solución del mismo, propuso preparar el escenario de una fiscalización eficiente que consiste en dar las facultades legales para una mayor cobertura de puntos de venta de licencias, especialmente los fines de semana. También es de la idea de posibilitar un acuerdo público-privado para aumentar los recursos destinados a fiscalización e investigación. Luego, estimó que la distribución de los recursos recaudados en regiones por venta de licencias debe repartirse de la siguiente forma: 15% para el fondo nacional de educación; 35% para el fondo regional de investigación y desarrollo; y, finalmente, 50% para fiscalización en la región.


Sobre este punto, expresó que la fiscalización puede desarrollarse contratando empresas privadas, creando la figura de guardapesca y aportando recursos a Sernapesca. 


En segundo término manifestó que si se quiere desarrollar la pesca deportiva en su conjunto, no se debe minimizar la pesca de mar. Cifras que se han manejado hasta ahora en la discusión respecto a los ingresos por concepto de pesca deportiva en países como EEUU y Nueva Zelanda, corresponden a la actividad en general y no sólo a la pesca de salmónidos como se pretende desarrollar en Chile. Afirmó que hoy en Chile con casi 25.000 kms de costa, el impacto de la pesca deportiva de mar que se realiza durante todo el año y en todo el litoral, debe ser igual o superior a los ingresos que genera el flyfishing. Importante sería el desarrollo de iniciativas de flyfishing en el mar con corvinas, sierras, palometas, jureles, reinetas, etc.


En cuanto a las capturas, expresó que con la actual legislación se permite matar hasta 3 ejemplares por excursión, mayores de 35 cms. Esos son justamente -según su opinión- los que se deben cuidar, ya que si han llegado a ese tamaño es porque cumplen con los principios que rigen la ley de evolución de Darwin. Para asegurar que los ríos y lagos mantengan sustentablemente poblaciones sanas se tienen que cuidar los reproductores.


Señaló por último que es de la idea de poner énfasis en la educación. Sustituir (capturar y liberar) por ejemplo, la palabra “procurarán” por la palabra “incluirán” en el articulo 43, así como también en las guías de identificación en los textos de estudio. Respecto del artículo 44, que se refiere a un manual de pesca recreativa, sugirió mejorar la información que se entrega en el momento de adquirir la licencia por una cartilla como la que se proporcionaba años atrás o como la que se expide actualmente en Argentina.

- - -


Por último, la Comisión escuchó al señor Lautaro Maldonado, de la Fundación Nuevo Caudal, quien señaló que la Subsecretaría de Pesca presentó un proyecto de ley de pesca recreativa en el 2002, para cuya elaboración se realizaron reuniones y encuentros con clubes de pesca, representantes de organizaciones de guías, boteros, alcaldes y una amplia gama de personas que trabajan o se recrean comúnmente mediante la pesca recreativa.


Dada la premisa establecida por el Gobierno respecto de la inexistencia de presupuesto para asignar mayor cantidad de recursos al desarrollo de esta actividad desde el punto de vista social y económico, y concientes de que el anhelado mejoramiento pasa por disponer de recursos para el estudio, ordenamiento y mayor fiscalización, luego de varias reuniones de debate y negociación se llegó a la solución de establecer el concepto de “Áreas Preferenciales de Pesca Recreativa”.


Manifestó que el proyecto fue analizado durante más de un año por la Comisión de Pesca de la Cámara de Diputados, período en el cual se realizaron discusiones y audiencias principalmente enfocadas en torno a las “Áreas Preferenciales” (AP) y su forma de administración. Estas áreas consisten en tramos de ríos o lagos en los cuales se puede restringir el número de pescadores por día y cobrar por su acceso, con el objetivo de mejorar la calidad de pesca y ordenar una actividad hasta ahora informal. Debido a los múltiples intereses involucrados se generó una larga discusión, que finalmente se solucionó mediante la firma de un acuerdo entre el Ministro de Economía, el Subsecretario de Pesca y los representantes de los pescadores representados por el “Comité de Defensa de la Pesca Recreativa de Chile”.


Explicó que a diferencia del caso argentino, país que exhibe un buen desarrollo social y económico asociado a esta disciplina, se ha comprobado que el Estado asigna una partida presupuestaria para el desarrollo y fiscalización de la pesca deportiva, proveniente de las patentes de pesca industrial. En este caso, los gobiernos regionales de la Patagonia se han puesto de acuerdo para elaborar y aplicar un reglamento conjunto financiado mediante este mecanismo. Hoy, el desarrollo del turismo de calidad ligado a la actividad de pesca deportiva existente en la Patagonia Argentina es sorprendente. Vale decir, el Estado ha generado una base que propicia un progreso económico y social relevante, incorporando en el modelo a las comunidades locales, lo que indica una buena distribución del ingreso ligado al turismo.


En relación con la iniciativa en discusión, precisó que el acuerdo contraído se materializó en la presentación de indicaciones al proyecto, las cuales fueron en gran parte acogidas por la Comisión de Pesca y posteriormente en la Sala de la Cámara de Diputados en el segundo semestre de 2005. Las indicaciones introdujeron cambios positivos al proyecto, tales como suprimir la entrega de derechos sobre los recursos de pesca y aguas a privados que se adjudiquen la administración de áreas preferenciales. A cambio de ello se propuso que la administración y fiscalización quedaría preferencialmente en manos de las respectivas municipalidades, permitiendo también la participación de privados mediante licitación de la administración, o de algunos servicios contenidos en esta administración. Uno de los principales criterios de adjudicación acordados es el mínimo costo de acceso para el pescador nacional o extranjero residente.


Otras partes del acuerdo consideran reservar para la municipalidad, en las bases de las licitaciones, el derecho a establecer un precio máximo al acceso de pescadores. También se acordaron medidas antimonopolio, oferta pública obligatoria a los permisos de pesca en áreas preferenciales y un porcentaje de zonas libres de cobro al interior de ellas, un aumento en la extensión de las áreas preferenciales y se clarificó la extensión, elaboración y contenidos del plan de manejo obligatorio para las áreas preferenciales. El acuerdo también señaló que los ingresos que se percibieran en las áreas preferenciales se destinarían a investigación en aguas continentales, destinados a la pesca recreativa y se simplificó su creación al interior de las zonas protegidas por el Estado, señalando que los ingresos por concepto de la venta de permisos especiales, quedarán en la misma área.


Concluyó expresando que los acuerdos mencionados son sólo algunos de los realizados con los representantes de los pescadores y fueron íntegramente acogidos como indicaciones. Sin embargo, la aprobación del proyecto por parte de la Cámara de Diputados incluyó una modificación al texto acordado con los usuarios, en el sentido de restringir la posibilidad a las municipalidades de administrar las áreas preferenciales, dejando con carácter de obligatoria la licitación de la administración a privados, aspecto que no guarda sentido considerando que existen muchos municipios con capacidad para abordar la administración. Este aspecto guarda especial atención en zonas donde existe la demanda por accesos, por ejemplo la zona de Coyhaique, donde un estamento público sería garante de aplicar la ley con justicia y equidad para los diversos operadores y usuarios.

- - -


Finalmente, hacemos presente en este acápite que a petición de la Comisión , el señor Adrian Dufflocq Borie, operador de programas de pesca deportiva, envió un informe de su autoría en el que formula diversos planteamientos y comentarios sobre el contenido del proyecto de ley en debate. El referido informe está en la Secretaría de la Comisión, a disposición de los señores Senadores.

- - -

VI. ACUERDO


En virtud de la relación precedente, por la unanimidad de sus miembros presentes, esta Comisión acordó aprobar en general el proyecto de ley en informe.


Estimó la Comisión que un cuerpo legal orgánico que regula la pesca recreativa puede ser una herramienta eficaz para que esta actividad pueda desarrollarse con sustento de la masa de peces, especialmente en aguas terrestres. Lo anterior permite el desenvolvimiento de varias actividades asociadas al turismo, que deben ser reguladas por el impacto social y económico que generan.


Finalmente, fue de parecer la Comisión que la institucionalidad que el proyecto crea es un elemento útil para orientar la educación y la conciencia ecológica de la población. Se pronunciaron afirmativamente los Honorables Senadores señores Arancibia, Bianchi, Escalona y Horvath

- - -


En consecuencia, el proyecto aprobado que se propone a la Sala es del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES


Artículo 1º.- Ámbito de aplicación de la ley. A las disposiciones de la presente ley quedarán sometidas las actividades de pesca recreativa que se realicen en las aguas terrestres, aguas interiores, mar territorial y zona económica exclusiva de la República. 


Se entenderá por pesca recreativa la actividad pesquera realizada por personas naturales que tiene por objeto la captura de especies hidrobiológicas con aparejos de pesca de uso personal, sin fines de lucro para el pescador y con propósito de deporte, turismo o entretención.


Quedará también sometida a las disposiciones de esta ley la pesca submarina, sólo en cuanto dicha actividad sea realizada sin fines de lucro y con los propósitos señalados en el inciso anterior.


Artículo 2º.- Principios y objetivos de la ley. El objetivo de la presente ley será fomentar la actividad de pesca recreativa, conservar las especies hidrobiológicas y proteger su ecosistema, fomentar las actividades económicas y turísticas asociadas a la pesca recreativa y fortalecer la participación regional.


Artículo 3º.- Definiciones. Para los efectos de esta ley se entenderá por:


a) Área preferencial para la pesca recreativa o área preferencial: sección de cursos o cuerpos de aguas terrestres de una cuenca, que comprende sectores interdependientes que requieren de un manejo integrado para la conservación de la fauna íctica y el desarrollo de actividades de pesca recreativa.


Podrán declararse áreas preferenciales las áreas degradadas.


b) Área degradada: sección de cursos o cuerpos de aguas terrestres de una cuenca, que ha sido alterada por acción antrópica o natural, produciendo la disminución significativa de la abundancia de las especies de importancia para la pesca recreativa o de la fauna íctica nativa.


El manejo de estas áreas se orientará hacia la recuperación del hábitat de dichas especies, con la finalidad de incrementar la abundancia y tamaño de los ejemplares de la población.


c) Aparejo de pesca de uso personal: todo sistema o artificio preparado para la captura de especies hidrobiológicas, asociado a una modalidad de pesca recreativa, formado por una línea, lastrada o no, dotada de anzuelo o anzuelos, manipulada directamente o a través de una estructura que facilite su operación.


d) Caudal mínimo pesquero: cantidad de agua que asegura la adecuada disponibilidad de hábitat para los distintos estadios vitales de las especies hidrobiológicas presentes en un área preferencial y el adecuado ejercicio de las actividades de pesca recreativa.


e) Pesca submarina: captura de fauna íctica marina, mediante buceo deportivo apnea y el empleo de uno o más arpones de elástico o de aire comprimido.


f) Coto de pesca: curso de aguas superficiales que escurren por cauces artificiales o cuerpo de agua que se acumula en un depósito artificial, destinado al desarrollo de actividades de pesca recreativa, con fines de lucro para su dueño.


Se entiende asimismo por coto de pesca el curso o cuerpo de agua que se encuentra en la situación prevista en el artículo 20, inciso segundo, del Código de Aguas y destinado al mismo fin. Si durante la vigencia de un área preferencial se produjera la situación antes aludida, continuará el régimen de administración hasta el vencimiento de su plazo, a partir del cual el curso o cuerpo de agua será considerado un coto de pesca.


g) Director Zonal: el de la Subsecretaría de Pesca.


h) Guía de pesca: persona natural con conocimiento o experiencia en pesca recreativa que desarrolla actividades de turismo por cuenta propia o ajena, dirigiendo personalmente expediciones de pesca recreativa.


i) Ministerio: el de Economía, Fomento y Reconstrucción.


j) Operador de pesca: persona natural o jurídica que organiza expediciones turísticas para realizar actividades de pesca recreativa, con fines de lucro.


k) Repoblación: acción que tiene por objeto introducir especies hidrobiológicas a un cuerpo de agua, en el cual se encuentren o se hayan encontrado anteriormente, con la finalidad de aumentar o reestablecer poblaciones originales. 


l) Servicio: el Servicio Nacional de Pesca.


m) Siembra: acción que tiene por objeto introducir, en un área determinada, especies hidrobiológicas sin presencia natural en esa área.


n) Subsecretaría: la de Pesca.


ñ) Consejo o Consejos: el o los de Pesca Recreativa.


o) Plan de manejo del área preferencial o plan de manejo: conjunto de medidas que regulan las actividades de pesca recreativa y otras actividades compatibles en un área preferencial.

TÍTULO II

CONDICIONES GENERALES PARA EL EJERCICIO DE LA PESCA RECREATIVA


Artículo 4º.- Los aparejos de pesca. Las actividades de pesca recreativa deberán realizarse exclusivamente con aparejos de pesca de uso personal. Por decreto del Ministerio, previo informe técnico de la Subsecretaría, se establecerán los aparejos de pesca de uso personal que calificarán a estos efectos como propios de la pesca recreativa, considerándose a los demás como de pesca artesanal o industrial. Las actividades que se realicen con artes o aparejos de pesca no definidos en el reglamento respectivo, se regirán por las disposiciones de la Ley General de Pesca y Acuicultura.


Se prohíbe la realización de actividades de pesca recreativa mediante el uso de sistemas o elementos tóxicos o nocivos, tales como explosivos, armas de fuego, sustancias tóxicas, electricidad.


Artículo 5º.- Prohibición de comercialización. Se prohíbe la comercialización de las especies capturadas con aparejos de pesca de uso personal.


Artículo 6º.- Licencia de pesca recreativa. Toda persona natural, nacional o extranjera, que realice actividades de pesca recreativa o pesca submarina en aguas terrestres, aguas interiores, mar territorial o zona económica exclusiva, deberá estar en posesión de una licencia otorgada por el Servicio.


La licencia de pesca recreativa será personal e intransferible, deberá portarse durante la práctica de la actividad y el transporte de especies capturadas, y exhibirse junto con la cédula de identidad o pasaporte, según corresponda, a los fiscalizadores de la presente ley, cuando lo requieran.


La licencia habilitará para realizar actividades de pesca recreativa en cualquier curso o cuerpo de agua fluvial, lacustre o marítimo, sin perjuicio de lo dispuesto en el Título IV de la presente ley, y tendrá una vigencia anual. El monto de los derechos para la licencia de pesca recreativa será de 0,7 unidades de fomento para nacionales y extranjeros residentes y 1,5 unidades de fomento para turistas extranjeros.


Quedarán exentos del pago de derechos, pero no del porte de la licencia, los nacionales y extranjeros residentes con discapacidad física o mental que se encuentren inscritos en el registro a que se refiere el artículo 12 de la ley Nº 19.284, los mayores de 65 años y los menores de 12 años.


El Servicio deberá proporcionar al interesado, junto con la licencia de pesca recreativa, información sobre las medidas de administración vigentes que regulan la actividad. Deberá también mantener una base de datos de las licencias que ha entregado, la que será de acceso público.

TÍTULO III

DE LAS MEDIDAS GENERALES DE ADMINISTRACIÓN


Artículo 7º.- Medidas de conservación para la pesca recreativa. En la regulación de las actividades de pesca recreativa que se realicen en aguas marítimas y terrestres, podrán adoptarse las medidas de administración contempladas en la Ley General de Pesca y Acuicultura y las medidas especiales de conservación que se regulan en el presente artículo.


En las aguas interiores, mar territorial y zona económica exclusiva, dichas medidas serán adoptadas por resolución fundada de la Subsecretaría.  En las aguas terrestres, las medidas serán adoptadas por resolución fundada del Director Zonal, respecto de las regiones comprendidas en la zona respectiva.


Las medidas especiales de conservación para la pesca recreativa son las siguientes:


a) Límites diarios de captura por pescador, expresados en número de ejemplares o peso total de ejemplares, los que podrán ser fijados por área y por especie;


b) Talla o peso máximo o rango de tallas o pesos permitido en la captura, de una especie en un área determinada;


c) Prohibición de captura en áreas vulnerables;


d) Prohibición de pesca embarcada en un área determinada;


e) Establecimiento de horarios para el ejercicio de la pesca recreativa;


f) Establecimiento del método de pesca con devolución en un área determinada o para una especie en un área determinada, y


g) Regulación de las dimensiones y características de los aparejos de pesca de uso personal, incluyendo sus elementos complementarios y carnadas.


Con el objeto de asegurar una protección eficaz a las especies cuyo ciclo vital se desarrolle tanto en aguas terrestres como marítimas, las medidas de administración que se adopten a su respecto deberán establecerse con la debida coordinación de las autoridades correspondientes. Si en el sector de aguas terrestres han sido declaradas una o más áreas preferenciales, de conformidad con lo dispuesto en el Título IV de esta ley, las autoridades correspondientes deberán dictar para las demás áreas, en el más breve plazo, las medidas de administración que complementen las contempladas en el plan de manejo respectivo.


Artículo 8º.- Medidas de conservación de la Ley General de Pesca y Acuicultura. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, en el ejercicio de la pesca recreativa deberán respetarse las prohibiciones y medidas de administración adoptadas en conformidad con lo dispuesto en la Ley General de Pesca y Acuicultura, a menos que el acto administrativo correspondiente excluya expresamente su cumplimiento.


Artículo 9º.- Medidas de administración acordadas con países vecinos, en cuerpos y cursos de agua limítrofes. El Ministerio, mediante decreto supremo, previa consulta al Ministerio de Relaciones Exteriores, podrá, en conjunto con los organismos que corresponda de los países limítrofes, establecer medidas de administración en áreas fronterizas sobre especies hidrobiológicas compartidas.


Artículo 10.- De los campeonatos de pesca. Los campeonatos de pesca, incluida la pesca submarina, se regirán por sus respectivas bases, las que deberán ser comunicadas previamente al Director Regional del Servicio que corresponda y en ningún caso podrán contravenir las medidas de administración vigentes.


En todo caso, los participantes en campeonatos de pesca deberán dar cumplimiento a las condiciones generales establecidas en el Título II de la presente ley y sin perjuicio de las demás autorizaciones que corresponda otorgar a otros organismos en el ámbito de su competencia.


Artículo 11.- La repoblación y la siembra. Un reglamento del Ministerio regulará la forma y condiciones en que se podrán efectuar la siembra y repoblación de especies hidrobiológicas para fines de pesca recreativa, de modo de asegurar la debida protección del patrimonio sanitario y ambiental, en especial la biodiversidad.


Las personas naturales o jurídicas interesadas en realizar actividades de siembra o repoblación, deberán solicitar autorización a la Subsecretaría o al Director Zonal, según corresponda, acompañando los antecedentes que establezca el reglamento.


La Subsecretaría o el Director Zonal se pronunciará sobre la solicitud mediante resolución fundada y documentada, la que deberá ser publicada en extracto en el Diario Oficial por cuenta del interesado, dentro del plazo de treinta días corridos, contado desde su fecha.

TÍTULO IV

AGUAS ESPECIALMENTE REGULADAS PARA EL EJERCICIO DE LA PESCA RECREATIVA

Párrafo 1º

De las áreas preferenciales


Artículo 12.- Autoridad competente para declarar un área preferencial. Las áreas preferenciales serán declaradas por resolución del gobierno regional en cuya jurisdicción se encuentre el respectivo curso o cuerpo de agua terrestre.


Artículo 13.- Procedimiento previo a la declaración de área preferencial.  El intendente, previa elaboración de uno o más estudios técnicos a que se refiere el artículo siguiente y previa consulta al consejo de pesca recreativa de la región, a las autoridades públicas que, de acuerdo a sus competencias, deban emitir un pronunciamiento, y a la municipalidad de la o las comunas en que se ubique el área, identificará una o más secciones de curso o cuerpos de aguas terrestre susceptibles de ser declaradas áreas preferenciales.


Los informes solicitados por el intendente deberán ser emitidos en el plazo de sesenta días corridos. Transcurrido dicho plazo se prescindirá del informe respectivo.


En ningún caso podrán ser identificadas como áreas preferenciales las que no sean aprobadas como tales por la Subsecretaría de Marina, en el caso de ríos o lagos navegables por buques de más de cien toneladas, o en los que no siéndolo, siempre que se trate de bienes fiscales, en la extensión en que estén afectados por las mareas.


Las áreas preferenciales identificadas conforme a lo dispuesto en los incisos anteriores deberán ser publicadas en el Diario Oficial y en un diario de circulación local. Las personas jurídicas de derecho privado y las personas naturales podrán formular observaciones a la iniciativa dentro del plazo de treinta días corridos, contado desde la última publicación.


Una vez transcurrido el plazo indicado en el inciso precedente, dentro de los treinta días corridos siguientes a él, el intendente deberá emitir un informe que considere los pronunciamientos y observaciones a la iniciativa y convocar a sesión extraordinaria al consejo regional, adjuntando el informe respectivo. La sesión extraordinaria deberá celebrarse no antes de quince ni después de treinta días corridos contados desde la convocatoria.


Artículo 14.- Estudios técnicos para la declaración de áreas preferenciales. Los estudios técnicos que sirvan de fundamento para la declaración de áreas preferenciales serán financiados con recursos provenientes del Fondo de Investigación Pesquera, los que deberán ser adjudicados previa licitación pública. No obstante, también se podrá acceder a financiamiento a través de otros fondos.


Los participantes en la licitación deberán ser consultores inscritos en el registro a que se refiere el artículo 54 de esta ley.


Artículo 15.- Declaración del área preferencial. Con los antecedentes indicados en los artículos precedentes, el consejo regional aprobará la declaración del área preferencial para la pesca recreativa por la mayoría absoluta de los consejeros asistentes.


Una vez aprobada por el consejo, el intendente dictará una resolución que declare una o más áreas preferenciales para la pesca recreativa, por un período de veinte años o un máximo de treinta en el caso de las áreas degradadas, indicando su ubicación geográfica y deslindes. Además, deberá indicar el caudal mínimo pesquero del correspondiente cuerpo o curso de agua.


La resolución que declara el área deberá ser publicada en el Diario Oficial y en un diario de circulación regional.


Publicada la resolución que declara el área preferencial se producirán de pleno derecho lo siguientes efectos:


a) En el área preferencial sólo podrá realizarse pesca con devolución hasta la aprobación del respectivo plan de manejo;


b) La alteración del lecho del curso o cuerpo de agua y de su ribera deberá someterse al sistema de evaluación de impacto ambiental y, cuando corresponda, deberá certificarse por la Autoridad Marítima que no afecta la libre navegación. En todo caso, las alteraciones a que se refiere el presente párrafo bajo ninguna circunstancia podrán afectar a la libre navegación; 


c) Se limitará el otorgamiento de los derechos de aprovechamiento de aguas en los términos establecidos en el artículo 16;


d) El área preferencial quedará bajo la tuición de la municipalidad o municipalidades en que se encontrare, y 


e) El Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría de Marina, cuando corresponda, deberá abstenerse de otorgar su uso particular o de afectarla de cualquier forma, quedando sometida dicha área exclusivamente al régimen previsto en la presente ley.


La declaración del área preferencial no afectará las concesiones, cualquiera sea su naturaleza, destinaciones o los derechos de aprovechamiento de aguas obtenidos en conformidad con la ley a la fecha de la declaración.


Artículo 16.- Caudal mínimo pesquero. En las áreas preferenciales existirá un caudal mínimo pesquero, que será fijado por la Dirección General de Aguas y establecido en la resolución que declara el área preferencial.


La Dirección General de Aguas deberá determinar dicho caudal de acuerdo a la metodología que para estos efectos se establezca por resolución de dicho organismo, previo informe técnico de la Subsecretaría.


Los derechos de aprovechamiento de aguas que se otorguen en el área preferencial no podrán afectar el caudal mínimo pesquero fijado de conformidad con los incisos anteriores.


Artículo 17.- Elaboración y aprobación del plan de manejo. En cada área preferencial existirá un plan de manejo elaborado por un consultor inscrito en el Registro a que se refiere el artículo 54, el que deberá ser aprobado por el Director Zonal correspondiente, dentro del plazo de noventa días corridos, contado desde su presentación, previa consulta al Consejo Regional de Pesca Recreativa.


Los planes de manejo serán financiados con recursos provenientes del Fondo de Investigación Pesquera, los que serán adjudicados previa licitación pública, sin perjuicio del financiamiento al que se pueda acceder a través de otros fondos. Corresponderá a la municipalidad o municipalidades en cuyo territorio jurisdiccional se ubique toda o parte del área preferencial presentar el proyecto a licitación. Para estos efectos, las municipalidades de las comunas correspondientes podrán constituir o integrar asociaciones municipales, de conformidad con la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades. 


El plan de manejo deberá ser elaborado y aprobado en el plazo máximo de dos años contados desde la publicación de la resolución que declara el área como preferencial.


Este plan se someterá al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, en conformidad con lo dispuesto en la ley N° 19.300, con excepción de lo dispuesto en la letra p) de su artículo 10.


Artículo 18.- Contenido del plan de manejo. El plan de manejo contendrá, como mínimo, los siguientes aspectos:


a) Antecedentes generales del ecosistema, incluyendo zonas vulnerables, potenciales áreas de pesca y otras actividades desarrolladas en el área;


b) Identificación de las especies hidrobiológicas principales y secundarias presentes en el área, con indicación de su composición y abundancia;


c) Antecedentes o estudios previos realizados en el área, si los hubiere, acompañando copia de los informes o publicaciones;


d) Objetivos principales y secundarios del plan;


e) Descripción y justificación de las acciones, prohibiciones y medidas de administración necesarias para el cumplimiento de los objetivos del plan;


f) Programa de seguimiento del estado de las especies hidrobiológicas; 


g) Acciones de repoblación, si corresponde, las que deberán dar cumplimiento a las disposiciones del reglamento a que se refiere el artículo 11, y.


h) Actividades compatibles con el ejercicio de la pesca recreativa.


Además, el plan de manejo podrá limitar el número de pescadores que podrán desarrollar la actividad cada día y contemplar la prohibición o limitación de otras actividades deportivas que puedan realizarse en el área. La no afectación de la libre navegación deberá ser certificada por la Autoridad Marítima. 


En el caso que se considere la alteración del lecho o las riberas para el manejo de las especies hidrobiológicas presentes en el área, se requerirá la autorización que para estos efectos exige el Código de Aguas. En todo caso, las alteraciones a que se refiere el presente párrafo, bajo ninguna circunstancia podrán afectar a la libre navegación.


El plan de manejo y las modificaciones que surjan a partir de los resultados del programa de seguimiento, serán aprobados por el Director Zonal, previa consulta al Consejo Regional de Pesca Recreativa.


Un extracto del plan de manejo y sus modificaciones será publicado en el Diario Oficial y en un diario de circulación regional. Dicho extracto deberá contener las medidas de administración, limitaciones y prohibiciones establecidas para el ejercicio de las actividades de pesca recreativa y otras actividades deportivas.


En las áreas preferenciales no se aplicarán las prohibiciones y medidas de administración adoptadas en conformidad con el Título III de la presente ley, rigiendo exclusivamente las consideradas en el respectivo plan de manejo.


Artículo 19.- Licitación para la administración del área preferencial. Se podrá licitar la administración del área preferencial. Para estos efectos deberá aprobar las bases de la licitación que deberá considerar, como mínimo, los siguientes contenidos:


a) Duración del convenio.


b) Requisitos que deberán cumplir los participantes.


c) El monto fijo que el adjudicatario deberá pagar con el objeto de compensar los gastos en que se haya incurrido para efectuar la licitación, y el porcentaje del permiso especial de pesca que se entregará.


d) Criterio de evaluación de las ofertas técnicas y económicas.


e) Identificación de los sectores liberados de pago del permiso especial, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 26.


f) Beneficios que deberán otorgarse a los residentes ribereños al área preferencial.


g) Multas que se aplicarán por incumplimiento de las obligaciones del contrato.


h) Lugar, fecha y hora de cierre de la recepción de las ofertas técnicas y económicas y apertura de ambas.


Las multas señaladas en la letra g) se duplicarán en caso que el incumplimiento se produzca dentro de los dos últimos años del contrato.


Artículo 20.- Participación en la licitación. Podrán participar en la licitación las personas naturales chilenas o extranjeras y las personas jurídicas de derecho privado constituidas en Chile, con o sin fines de lucro, incluidas las asociaciones de guías de pesca y clubes de pesca.


Si en una misma región se declararen dos o más áreas preferenciales no podrán entregarse a una misma persona natural o jurídica o a personas vinculadas a ella, entendiéndose por tales las personas naturales que tengan entre si la calidad de cónyuge, hijo, adoptado o pariente hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo grado de afinidad inclusive; los socios de una sociedad de personas, sea que participen directamente o a través de otra persona natural vinculada o persona jurídica; las sociedades de las personas que tengan uno o más socios en común, directamente o en la forma señalada precedentemente y las sociedades de capitales filiales o coligadas a que se refiere el título VIII de la ley Nº18.046 sobre Sociedades Anónimas, más del 50% de las áreas preferenciales declaradas en la región.


Los participantes deberán presentar, en el lugar, fecha y hora que indiquen las bases, los siguientes antecedentes:


1. La oferta económica deberá contener el monto de los derechos para la obtención del permiso especial a que se refiere el artículo 26 y su modalidad de reajuste, el sistema de oferta pública de permisos;


2. Indicar y acreditar la vía de acceso al área preferencial, y


3. Los demás antecedentes que señalen las bases.


Artículo 21.- Adjudicación. El día y hora fijados en las bases de la licitación y con la asistencia de un notario público, se levantará acta de las ofertas que se hubieren recibido.


Las ofertas técnicas serán entregadas al Director Zonal de la región correspondiente y al Director Regional de Turismo quienes deberán calificarlas técnicamente, en el plazo de veinte días corridos, conforme a los criterios objetivos señalados en las bases. Las ofertas económicas no serán abiertas y serán entregadas en custodia al notario público.


El día y hora fijados en las bases, el notario público procederá sólo a la apertura de las ofertas económicas cuyas ofertas técnicas hayan sido aprobadas por el Director Zonal y el Director Regional de Turismo.


Se adjudicará la administración del área al licitante cuyo permiso especial tenga el menor precio diario. Para estos efectos, no se considerará el monto de los derechos establecidos para la adquisición de permisos por extranjeros no residentes. En todo caso, no se aceptarán ofertas que excedan el precio diario máximo fijado por la municipalidad en un acto anterior a la apertura de las ofertas.


Artículo 22.- Convenio de administración. El convenio de administración deberá considerar a lo menos los siguientes aspectos:


a) Individualización del administrador;


b) Duración del convenio;


c) Monto del precio diario máximo del permiso especial de pesca, el que no podrá ser aumentado durante la vigencia del convenio, sin perjuicio de su reajustabilidad de acuerdo al sistema que se designe en el mismo. Lo anterior se entenderá sin perjuicio de lo establecido en el artículo 26;


d) Sistema de oferta pública del permiso especial de pesca;


e) Obligación de dar cabal cumplimiento al plan de manejo aprobado para el área; 


f) Multas que se aplicarán por incumplimiento de las obligaciones del contrato, y


g) Otros que las partes acuerden.


Artículo 23.- Licitación de la administración del área preferencial por el gobierno regional. El gobierno regional deberá licitar la administración del área preferencial cuando ésta se ubique dentro del territorio jurisdiccional de dos o más municipalidades y concurra alguna de las siguientes circunstancias:


a) Si transcurrido un año desde la declaración del área preferencial ninguna de las municipalidades en cuyo territorio jurisdiccional se ubique el área hubiere encargado la elaboración del plan de manejo, o


b) Si transcurridos dos años desde la declaración del área preferencial no se hubiere aprobado el plan de manejo.


La atribución indicada en el inciso anterior podrá ser ejercida de oficio o a petición de uno o más concejales de la comuna o comunas respectivas o de cualquier interesado en la administración del área preferencial. En este último caso, el interesado deberá entregar una boleta bancaria de garantía para asegurar su participación en la licitación. La boleta de garantía deberá ser equivalente al monto que sea fijado para estos efectos por el gobierno regional y no podrá ser superior al monto fijo que deba establecerse para la compensación de los gastos de la licitación a que se refiere la letra c) del artículo 19.


La licitación de la administración del área preferencial se realizará de conformidad con los artículos 19 y siguientes, con las modificaciones que se indican:


i. El gobierno regional deberá, previamente, encargar la elaboración del plan de manejo, cuando corresponda;


ii. El proceso de licitación será realizado por el intendente y la adjudicación será aprobada por el consejo regional;


iii. El convenio de administración será aprobado por resolución del intendente, y


iv. El monto fijo para la compensación de los gastos de la licitación a que se refiere la letra c) del artículo 19, será de beneficio del gobierno regional.


En estos casos, el porcentaje de permisos especiales de pesca que el adjudicatario debe entregar de conformidad con el artículo 19 letra c), será distribuido entre las municipalidades en que se ubique el área preferencial en forma proporcional a los ingresos generados en el territorio jurisdiccional de cada una de ellas.


Las multas que se apliquen por incumplimiento de las obligaciones del convenio de administración del plan de manejo y supervigilancia del área serán impuestas por el intendente y de beneficio del gobierno regional.


Artículo 24.- Obligaciones del administrador del área preferencial. El administrador del área preferencial, o el adjudicatario, deberá cumplir las siguientes obligaciones:


a) Mantener debidamente señalizada el área;


b) Mantener el orden y limpieza del área;


c) Dar cabal cumplimiento al plan de manejo aprobado para el área;


d) Informar a los usuarios las prohibiciones, limitaciones y las medidas previstas en el plan de manejo y fiscalizar su cumplimiento;


e) Supervigilar y fiscalizar las actividades de pesca recreativa que se desarrollen en el área preferencial, de acuerdo al plan de manejo; 


f) Informar a los usuarios el monto de los derechos para la obtención del permiso especial para realizar la actividad de pesca recreativa en el área;


g) Ejecutar el programa de seguimiento establecido en el plan de manejo a través de un consultor inscrito en el registro a que se refiere el artículo 54. El administrador no podrá estar vinculado con el consultor encargado del programa de seguimiento en alguna de las formas establecidas en el artículo 20;


h) Entregar los permisos especiales de pesca a que se refiere el artículo 26 y cobrar los derechos para su obtención, debiendo asegurar un sistema de oferta pública que asegure el acceso de los interesados, e


i) Adoptar todas las medidas que aseguren la debida protección del área.


La municipalidad tendrá la responsabilidad de fiscalizar el cumplimiento de las obligaciones contenidas en el convenio.


El administrador deberá fiscalizar las medidas de administración previstas en el plan de manejo a través de personas que revistan la calidad de inspectores ad honorem designados en conformidad con la ley Nº 18.465 o inspectores municipales, en la forma en que se determine en el convenio de administración. 


Cuando la administración recaiga en el adjudicatario, éste deberá informar a la municipalidad acerca del o los inspectores ad honorem habilitados para ejercer la función de fiscalización en el área preferencial.


El adjudicatario responderá, en la forma que prescribe el artículo 27 de la presente ley, de los delitos e infracciones cometidos por el inspector ad honorem habilitado de conformidad con lo dispuesto en el inciso anterior, sin perjuicio de la responsabilidad de este último y de las facultades de fiscalización que corresponden a los funcionarios del Servicio y al personal de Armada y Carabineros.


En los casos en que los organismos fiscalizadores constaten infracciones graves a la ejecución del plan de manejo o a otras obligaciones establecidas en el convenio de ejecución, deberán comunicarlo a la o las municipalidades que corresponda a fin de que se adopten las sanciones contempladas en el convenio, cuando así proceda.


Artículo 25.- Condiciones para desarrollar pesca recreativa en áreas preferenciales. Para realizar actividades de pesca recreativa en un área preferencial, el pescador deberá cumplir los requisitos generales establecidos en el Título II de esta ley, respetar las medidas de administración establecidas en el plan de manejo correspondiente, y estar en posesión del permiso especial otorgado por el administrador del área.


Artículo 26.- Permiso especial de pesca en el área preferencial. El administrador deberá exigir un permiso especial personal e intransferible para el ejercicio de actividades de pesca recreativa en el área preferencial.


El administrador tendrá derecho a cobrar por los permisos especiales. Sin embargo, deberá siempre permitir el acceso liberado de pago en un tramo previamente determinado en las bases de la licitación, que corresponderá al menos al 20% del área en que sea posible el ejercicio de la pesca recreativa dentro del área preferencial; para estos efectos otorgará permisos especiales liberados de pago.


Deberá establecerse un sistema de oferta pública de los permisos especiales que garantice el acceso igualitario al área correspondiente. Para estos efectos, el administrador podrá celebrar convenios para la venta de los permisos especiales. Asimismo, el administrador deberá reservar el 10% de los permisos especiales para ser vendidos el mismo día de su vigencia. Tratándose de los permisos especiales liberados de pago, éstos serán entregados por orden de prelación, de acuerdo a la fecha de solicitud del permiso. 


Podrán fijarse montos diferenciados de derechos para turistas extranjeros, salvo que, aplicando el principio de reciprocidad internacional, deba otorgarse a los nacionales de un país extranjero el mismo tratamiento que a los chilenos. Además, podrán establecerse beneficios para la adquisición de permisos especiales por parte de los chilenos residentes en la comuna en que se ubique el área preferencial, guías de pesca certificados en la región respectiva, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 39, y pescadores que ejerzan la actividad frecuentemente en el área. 


El monto de los derechos podrá ser modificado para una o más temporadas de pesca, con el acuerdo del concejo municipal, respetando en todo caso la sección liberada de pago y el precio máximo fijado en el proceso de licitación.


No podrá exigirse la posesión de un permiso especial para el ejercicio de la pesca recreativa en el área preferencial mientras no se hubiere aprobado el plan de manejo.


Artículo 27.- Término del convenio de administración. Son causales de término del convenio:


a) La quiebra o fallecimiento del administrador o disolución de la persona jurídica;


b) El incumplimiento del plan de manejo aprobado por el Director Zonal. En este caso, contra la resolución del Director Zonal que declare el incumplimiento procederá el recurso de reclamación ante el Subsecretario de Pesca;


c) Establecer cualquier obligación o requisito para el acceso al área con objeto de realizar pesca recreativa u otras actividades, con excepción de las expresamente previstas en esta ley o en el convenio de administración, cuando corresponda, o no dar cumplimiento al sistema de oferta pública de permisos especiales establecido en el convenio;


d) El incumplimiento negligente de la obligación de supervigilar y fiscalizar las actividades de pesca recreativa que se realicen en el área preferencial. Para estos efectos, se considerará que ha existido incumplimiento negligente si han sido sancionadas cinco infracciones graves cometidas en el área en un año calendario, denunciadas por funcionarios del Servicio o por el personal de la Armada o Carabineros;


e) Haber sido sancionadas tres infracciones o delitos cometidos por uno o más de los inspectores ad honorem en el ejercicio de la fiscalización del área preferencial en un período de tres años;


f) El cumplimiento del plazo;


g) El acuerdo mutuo de la municipalidad o el gobierno regional, según corresponda, y el administrador; y


h) El incumplimiento grave de cualquier obligación establecida en el convenio.


Asimismo, el administrador podrá solicitar el término del convenio de administración por el acaecimiento de una fuerza mayor debidamente acreditada que haya modificado significativamente las condiciones naturales del área que se tuvieron en consideración al momento de elaborar el plan de manejo.


Un Reglamento del Ministerio de Interior determinará el procedimiento para poner término al convenio en los casos indicados en el inciso primero.


Si se pone término a un convenio por un hecho imputable al administrador, éste no podrá adjudicarse la administración de ningún área preferencial por el término de cinco años, contado desde la resolución respectiva.


En el caso que la administración hubiere sido licitada por el gobierno regional, previo al término del convenio deberá efectuar el correspondiente proceso de licitación para el nuevo período de administración, sin perjuicio de entregar la administración directa a las municipalidades correspondientes, previo acuerdo de todas ellas.


Artículo 28.- Cesión del convenio de administración. El convenio de administración podrá ser cedido a terceros que cumplan con los requisitos establecidos en la presente ley para la adjudicación del área preferencial, previa aprobación del concejo municipal respectivo. El cesionario deberá someterse a las condiciones y cumplir las obligaciones establecidas en el convenio original.


Con todo, no podrá cederse el convenio durante los tres primeros años ni el último año de su vigencia.


Artículo 29.- Término del área preferencial. Si en el plazo de 5 años, contado desde la fecha de la publicación de la resolución que declaró el área preferencial, la municipalidad no hubiere ejercido la administración del área ni el gobierno regional hubiere entregado dicha administración a un tercero, quedará sin efecto por el sólo ministerio de la ley dicha afectación. Asimismo, si el área preferencial pierde las condiciones que determinaron su establecimiento, circunstancia que deberá ser certificada por el Director Zonal, su afectación quedará sin efecto por el solo ministerio de la ley. 


La desafectación del área será declarada, de oficio o a petición de parte, por resolución del intendente, la que deberá publicarse en extracto en el Diario Oficial y en un diario de circulación regional y cuando corresponda, notificarse al Ministerio de Defensa, Subsecretaría de Marina.


El área desafectada quedará sometida al régimen general previsto en el ordenamiento jurídico.


Artículo 30.- Renovación del área preferencial. Dos años antes del vencimiento de la declaración de un área preferencial, el intendente deberá iniciar el procedimiento de renovación del área. Para estos efectos, deberá consultar a los demás organismos públicos que participaron en el proceso de declaración del área y al Consejo de Pesca Recreativa. Con los antecedentes reunidos elaborará un informe y convocará al consejo regional a sesión extraordinaria, adjuntando el informe respectivo. La renovación del área preferencial deberá ser aprobada por la mayoría absoluta de los consejeros asistentes. La sesión extraordinaria deberá celebrarse no antes de quince ni después de treinta días corridos contados desde la convocatoria. La resolución del intendente que declare la renovación del área será publicada en el Diario Oficial y un diario de circulación regional.

Párrafo 2º

De los cotos de pesca


Artículo 31.- Construcción de un coto de pesca artificial. El Ministerio Secretaría General de la Presidencia, previo informe técnico de la Subsecretaría, dictará un reglamento donde se establecerán las medidas de protección del medio ambiente que deberán observarse en la construcción y funcionamiento de los cotos de pesca. Corresponderá al Director Regional de Pesca verificar el cumplimiento de los requisitos establecidos en el mencionado reglamento, previo a su inscripción en el registro a que se refiere el artículo 34.


Artículo 32.- Condiciones de ejercicio de la pesca recreativa en cotos de pesca. Las personas que desarrollen actividades de pesca recreativa en los cotos de pesca estarán exentas del cumplimiento de  las condiciones generales establecidas en el Título II y de las medidas de administración adoptadas de acuerdo a lo dispuesto en el Título III de esta ley.


Artículo 33.- Siembra y repoblación en cotos de pesca. La siembra o repoblación de especies hidrobiológicas en los cotos de pesca será autorizada por el Director Zonal, en la forma establecida en el artículo 11 de la presente ley.


Artículo 34.- Registro de cotos de pesca. Los titulares de cotos de pesca deberán inscribirlos en un registro que llevará el Servicio Nacional de Pesca, por regiones. La inscripción constituirá una solemnidad habilitante para la explotación comercial del coto.

Párrafo 3º

De la pesca recreativa en aguas bajo protección oficial


Artículo 35.- Áreas de manejo. En las áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos decretadas en conformidad con lo dispuesto en la Ley General de Pesca y Acuicultura, podrán realizarse actividades de pesca recreativa y pesca submarina en la forma que determine el reglamento que se dictará por decreto del Ministerio.


Artículo 36.- Reservas marinas. En las reservas marinas declaradas en conformidad con la Ley General de Pesca y Acuicultura que se encuentren bajo la tuición del Servicio Nacional de Pesca, se podrán realizar actividades de pesca recreativa y pesca submarina en la forma que determine la Subsecretaría o el Director Zonal, según corresponda, previo informe técnico del Servicio.


Artículo 37.- Parques Nacionales. En los cursos de agua situados en los Parques Nacionales, cuya declaración de área preferencial de pesca no se haya decretado, no podrá realizarse pesca embarcada y sólo podrá realizarse pesca con devolución en lugares especialmente habilitados con dichos fines.


Artículo 38.- Otras aguas bajo protección oficial. Los planes de manejo que se elaboren para las áreas que se encuentran bajo protección oficial del Estado, deberán ser aprobados por la Subsecretaría o el Director Zonal, según corresponda, en lo que se refiera a las actividades de pesca recreativa autorizadas en el área.


Para el financiamiento de la elaboración del plan de manejo de un área bajo protección oficial que comprenda actividades de pesca recreativa, el organismo encargado de su administración podrá presentar proyectos al Fondo de Investigación Pesquera, sin perjuicio del financiamiento que pueda obtener a través de otros fondos.


Asimismo, y sin perjuicio de las facultades que le otorgue la normativa que rige la administración del área bajo protección oficial, el organismo encargado de su administración podrá exigir la posesión de un permiso especial de pesca recreativa, establecer el monto de los derechos para su obtención y celebrar convenios para su entrega y cobro de los derechos correspondientes.


En el caso de Parques Nacionales los planes de manejo deberán privilegiar el estricto mantenimiento de los equilibrios ecológicos y la preservación de los ecosistemas naturales.

TÍTULO V

DE LOS GUÍAS DE PESCA


Artículo 39.- Certificación de guías de pesca. Los guías de pesca podrán solicitar voluntariamente al Servicio Nacional de Turismo su certificación para el ejercicio de la actividad en una determinada región. Para estos efectos deberán acreditar el cumplimiento de los siguientes requisitos:


a) Ser chileno o extranjero con permanencia definitiva;


b) Ser mayor de edad;


c) Acreditar, en la forma que determine el reglamento, conocimientos sobre naturaleza, geografía e historia local, regulación de la pesca recreativa, seguridad y primeros auxilios, así como conocimientos y experiencia en la actividad.


Cumplidos los requisitos anteriores, el Servicio Nacional de Turismo otorgará una credencial personal e intransferible. El reglamento a que se refiere la letra c) de este artículo establecerá el monto de los derechos para la obtención de dicha credencial.


Artículo 40.- Cancelación de la certificación. La certificación de guía de pesca quedará sin efecto en los siguientes casos:


a) Por fallecimiento;


b) Por haber sido sancionado por infracción a las normas de la presente ley, y


c) Por sentencia judicial firme o ejecutoriada que hubiere establecido la responsabilidad penal o civil en el ejercicio de la actividad.

TÍTULO VI

DE LOS CONSEJOS DE PESCA RECREATIVA


Artículo 41.- Creación e integración de los Consejos. El Director Zonal creará, cuando proceda, en cada región de la zona correspondiente, un Consejo de Pesca Recreativa como organismo asesor para el fomento y desarrollo de las actividades de pesca recreativa que se realicen según lo establecido en el artículo 1º.


Los Consejos estarán integrados de la siguiente manera:


a) Por el Director Zonal de Pesca, quien lo presidirá;


b) Por el Director Regional de Turismo;


c) Por el Director Regional de Pesca;


d) Por un representante del gobierno regional designado por el intendente;


e) Por cuatro representantes de los agentes del sector de pesca recreativa, entendiendo por tales las organizaciones de operadores y guías de pesca recreativa, los clubes de pesca y demás organizaciones sin fines de lucro que determine el intendente. Los representantes designados en esta letra serán elegidos directamente por las organizaciones legalmente constituidas que tengan domicilio en la región, en conformidad con el procedimiento de elección que establezca un reglamento del Ministerio, y


f) Por un representante de universidades de la zona, reconocidas por el Estado, vinculado a una unidad académica directamente relacionada con las ciencias del mar o limnología, el que será designado conforme al procedimiento previsto en la letra anterior.


Podrán ser invitados a participar en el Consejo el Secretario Regional Ministerial de Economía, cuando no lo integre, así como un representante de Carabineros de Chile, de la Armada de Chile, de las asociaciones municipales de la región y de las cámaras de turismo que tengan su domicilio en la región.


Los integrantes del Consejo no percibirán remuneración.


Artículo 42.- Funciones de los Consejos de Pesca Recreativa. Los Consejos deberán ser consultados sobre las materias que someta a su conocimiento el Director Zonal y, en particular, sobre las siguientes materias:


a) el decreto que establece los aparejos de pesca de uso personal.


b) el reglamento de siembra y repoblación a que se refiere el Título III.


c) las medidas de administración para la pesca recreativa.


d) el informe técnico para la declaración de las áreas preferenciales.


e) los planes de manejo de las áreas preferenciales de la región y de los resultados de sus programas de seguimiento.


Los Consejos podrán proponer al Fondo de Administración Pesquera prioridades de inversión para la pesca recreativa y presentar proyectos específicos para su financiamiento. Asimismo, los consejos podrán presentar propuestas para la declaración de áreas preferenciales al Fondo de Investigación Pesquera o a otros organismos.


Los Consejos deberán emitir sus pronunciamientos en el plazo de treinta días corridos contados desde el requerimiento respectivo. Se podrá prescindir de dicho pronunciamiento si no es emitido en el plazo señalado.

TÍTULO VII

DE LA EDUCACIÓN Y DIFUSIÓN


Artículo 43.- Planes de estudio. Los textos didácticos de enseñanza de educación básica y media aprobados por el Ministerio de Educación, que sean atinentes a la materia, procurarán incluir guías para la identificación del mayor número posible de especies de la fauna íctica silvestre del país; resaltarán la trascendencia ecológica de su preservación, orientarán sobre las medidas concretas que deben adoptarse para la salvaguarda de su supervivencia y para el ejercicio responsable de la pesca recreativa.


Asimismo, los programas de educación de nivel básico y medio propenderán al contacto de los educandos con el medio natural que les permita conocer e identificar directamente la fauna íctica silvestre del país.


Artículo 44.- Manual de pesca recreativa. El Ministerio, dentro del plazo de un año contado desde la vigencia de la presente ley, deberá elaborar, directamente o mediante la contratación de servicios, un manual para el ejercicio responsable de la pesca recreativa, cuyo objetivo será incentivar la práctica de la actividad y difundir normas para su ejercicio responsable y seguro.

TÍTULO VIII

DE LA FISCALIZACIÓN, INFRACCIONES Y SANCIONES


Artículo 45.- Fiscalizadores de la presente ley. La fiscalización del cumplimiento de las disposiciones de la presente ley, y de las medidas de administración adoptadas conforme a ellas, será ejercida por los funcionarios del Servicio y personal de la Armada y Carabineros, según corresponda, dentro del ámbito de sus respectivas competencias.


Las calidades, atribuciones y facultades para el ejercicio de su función fiscalizadora se regirán por sus respectivas leyes orgánicas y por las disposiciones contenidas en la Ley General de Pesca y Acuicultura.


Tendrán también la calidad de fiscalizadores de las actividades de pesca recreativa, los inspectores ad honorem designados por el Director Nacional de Pesca en conformidad con la ley Nº 18.465, así como los inspectores municipales y los guardaparques, en la forma y condiciones que se establecen en el presente Título.


Artículo 46.- Inspectores municipales y guardaparques. Los inspectores municipales y guardaparques deberán rendir y aprobar un examen ante el Servicio Nacional de Pesca para acreditar conocimientos especializados o experiencia en materias de pesca recreativa. Deberán ejercer labores de fiscalización en la jurisdicción de la municipalidad respectiva o en las áreas silvestres protegidas, según corresponda, y tendrán en el ejercicio de sus funciones las facultades y obligaciones establecidas en el artículo 3º letras a), b), c), d), h) e i) de la ley Nº 18.465.


Artículo 47.- Infracciones menos graves. Son infracciones menos graves los siguientes hechos:


a) Realizar actividades de pesca recreativa o pesca submarina sin la licencia a que se refiere el artículo 6°;


b) No inscribir el coto de pesca en el registro a que se refiere el artículo 34;


c) Realizar actividades de pesca recreativa o pesca submarina con infracción a las medidas de administración establecidas en el Título III de esta ley, y


d) Contravenir las prohibiciones o limitaciones establecidas para actividades distintas de la pesca recreativa en el plan de manejo de un área preferencial.


Artículo 48.- Infracciones graves. Son infracciones graves los siguientes hechos:


a) Realizar actividades de pesca recreativa en áreas preferenciales, sin el permiso especial a que se refiere el artículo 26; 


b) Realizar actividades de pesca recreativa en áreas preferenciales en contravención al plan de manejo vigente;


c) Realizar actividades de pesca recreativa en aguas protegidas en contravención a la regulación que en cada caso se establece en el párrafo 3º del Título IV de esta ley; 


d) Cometer cualquier vejación injusta en contra de las personas, usar apremios innecesarios o exceder las atribuciones otorgadas por la ley Nº 18.465, en el ejercicio de las funciones de los inspectores ad honorem, en los casos en que dichas acciones no constituyan delito, y


e) Comercializar especies hidrobiológicas capturadas con aparejos de pesca de uso personal.


Artículo 49.- Infracciones gravísimas. Son infracciones gravísimas los siguientes hechos:


a) Realizar siembra o repoblación sin la autorización a que se refiere el artículo 11;


b) Realizar actividades de pesca recreativa en contravención a las medidas de administración acordadas con países vecinos, en cuerpos y cursos de agua limítrofes.


c) Realizar actividades de pesca recreativa con sistemas o elementos de pesca tóxicos o nocivos, tales como explosivos, armas de fuego, sustancias tóxicas o electricidad, en los casos en que no constituyan el delito tipificado en el artículo 136 de la Ley General de Pesca y Acuicultura.


d) Construir un coto de pesca sin cumplir con las medidas de protección al medio ambiente establecidas en el reglamento a que se refiere el artículo 31.


Artículo 50.- Sanciones. Las infracciones menos graves serán sancionadas con multa de una a tres unidades tributarias mensuales.


Las infracciones graves serán sancionadas con multa de tres a diez unidades tributarias mensuales.


Las infracciones gravísimas serán sancionadas con multa de treinta a cien unidades tributarias mensuales.


A las infracciones de esta ley que no tuvieren prevista una sanción especial se les aplicará una multa de una a treinta unidades tributarias mensuales.


Artículo 51.- Tribunales competentes y procedimiento. Las infracciones a las normas establecidas en la presente ley se conocerán y sancionarán de acuerdo al procedimiento establecido en el Título IX de la Ley General de Pesca y Acuicultura.


Asimismo, en lo no regulado en este título, se aplicarán las normas contenidas en el Título IX de la Ley General de Pesca y Acuicultura.


Artículo 52.- Destino de las multas. Las multas aplicadas en conformidad con la presente ley se destinarán en beneficio municipal de la comuna en la que o frente a cuyas costas o riberas se hubiere cometido la infracción.

TÍTULO IX

DISPOSICIONES VARIAS


Artículo 53.- Registros. Corresponderá al Servicio Nacional de Pesca llevar los siguientes registros:


a) Registro de cotos de pesca, y


b) Registro de consultores.


Asimismo corresponderá al Servicio Nacional de Turismo llevar un registro de operadores de pesca, por región.


Un reglamento del Ministerio determinará los antecedentes que deberán acompañarse para solicitar la inscripción en alguno de los registros antes indicados, así como los casos en que podrá dejarse sin efecto la inscripción.


Artículo 54.- Registro de consultores. En el registro de consultores se inscribirán las personas naturales o jurídicas habilitadas para elaborar los planes de manejos de áreas preferenciales y realizar los seguimientos de dichos planes y proyectos.


Podrán inscribirse las personas naturales que cumplan los siguientes requisitos:


a) Ser chileno o extranjero residente.


b) Estar en posesión de un título profesional en el área de las ciencias marinas o limnología con especialización o experiencia en biología pesquera.


c) Asimismo, podrán inscribirse las personas jurídicas que contemplen dentro de su objeto social la realización de investigaciones o estudios en algunas de las materias indicadas en la letra b) y que tengan uno o más socios o trabajadores que cumplan con los requisitos establecidos en las letras precedentes.


El reglamento determinará la forma en que deberán acreditarse los requisitos para solicitar la inscripción en el Registro de Consultores.


Artículo 55.- Convenios para entrega de licencias. El Servicio podrá celebrar convenios con personas naturales o jurídicas para la entrega de las licencias de pesca recreativa y el cobro de los derechos correspondientes.


Artículo 56.- Financiamiento. El presupuesto del Servicio deberá consultar anualmente recursos para financiar la impresión de las licencias de pesca recreativa y guías de pesca y de los documentos informativos a que se refiere el artículo 6°.


Artículo 57.- Modificaciones a la Ley General de Pesca y Acuicultura. Modifícase la Ley General de Pesca y Acuicultura en la forma que se indica:


1.- En el artículo 1º, sustitúyese la coma (,) que sigue a la palabra “acuicultura” por la conjunción “y”, y elimínase la expresión “y deportiva”.


2.- Derógase el título VIII.


3.- Derógase el artículo 121.


4.- Agrégase la siguiente oración final en el inciso primero del artículo 173:


“Asimismo, el Fondo tendrá por objeto financiar total o parcialmente proyectos de investigación sobre especies hidrobiológicas de importancia para la pesca recreativa, restauración de hábitat y programas de promoción, fomento, administración, vigilancia y fiscalización de las actividades de pesca recreativa.”.


Artículo 58.- Modificaciones en materia de inspectores ad honorem. Modifícase la ley Nº 18.465 en la forma que se indica:


1.- Sustitúyese el inciso segundo del artículo 1º por el siguiente:


“Las denuncias efectuadas por los inspectores ad honorem constituirán presunción de la existencia de los hechos denunciados.”.


2.- Modifícase el artículo 2º en la forma que se señala a continuación:


a) Intercálase en el inciso primero la siguiente letra b) pasando las actuales b) a d) a ser c) a e), respectivamente:


“b) Ser chileno o extranjero con residencia definitiva.”.


b) Intercálase el siguiente inciso segundo pasando los actuales incisos segundo y tercero a ser tercero y cuarto, respectivamente:


“La postulación para inspector ad honorem se abrirá en los plazos que establezca el Servicio mediante resolución, la que determinará, además,  los antecedentes que deben proporcionarse en la solicitud de postulación.”. 


3.- Modifícase el artículo 3º en la forma que se indica:


a) Sustitúyese en la letra c), la expresión “juzgado de policía local” por la expresión “tribunal competente”.


b) Sustitúyese la letra d) por la siguiente:


“d) Incautar las especies hidrobiológicas y los elementos con los que se cometió la infracción, con el solo objeto de ponerlos de inmediato a disposición del tribunal competente.”.


c) Agrégase las siguientes letras h) e i):


“h) Registrar embarcaciones y vehículos utilizados por pescadores, e


i) Citar al infractor a la audiencia del siguiente día hábil, bajo apercibimiento de arresto.”.


4.- Agrégase al artículo 4º las siguientes letras c), d), e) y f):


“c) Vencimiento del período de nombramiento establecido en la resolución correspondiente, si el interesado no manifiesta por escrito, su deseo de continuar ejerciendo dicho nombramiento;


d) No realizar actividades de fiscalización en dos períodos cuatrimestrales consecutivos;


e) Incumplimiento grave de las obligaciones señaladas en la presente ley o en el reglamento, y


f) Por haber sido condenado por delito o infracción cometido en el ejercicio de su función.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo 1º.- Las medidas de administración que a la fecha de vigencia de la presente ley hubieren sido dictadas por la autoridad para el ejercicio de la pesca recreativa mantendrán su vigencia, mientras no sean modificadas, para una especie o área determinada, de acuerdo a los procedimientos que en cada caso establece la presente ley.


Artículo 2º.- El Ministerio, dentro del plazo de ciento ochenta días corridos contado desde la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, deberá dictar el reglamento de los registros a que se refiere el artículo 53.


Artículo 3º.- Dentro del plazo de noventa días corridos contado desde la publicación del reglamento a que se refiere el artículo anterior, los titulares de cotos de pesca que se encuentren en funcionamiento deberán solicitar la inscripción correspondiente.


Artículo 4º.- Mientras no se desconcentre la Subsecretaría de Pesca a través de Directores Zonales, las atribuciones y funciones establecidas en la presente ley para dichos funcionarios, serán ejercidas por el Subsecretario de Pesca.


Artículo 5°. Mientras no se establezca el Registro de Consultores a que se refiere el artículo 54 de la presente ley, los términos técnicos de referencia de los proyectos que se liciten para la declaración de un área preferencial o para la elaboración de los planes de manejo de áreas preferenciales declaradas, deberán establecer los requisitos y condiciones que deberán cumplir los consultores.”.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 17 de enero de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señores Vásquez (Presidente), Arancibia, Horvath (señor Ríos) y Ruiz de Giorgio; 18 de abril de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señores Arancibia (Presidente), Avila, Bianchi, Escalona y Horvath; 2 de mayo de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señores Arancibia (Presidente), Bianchi y Horvath, y 9 de mayo de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señores Arancibia (Presidente), Bianchi, Escalona y Horvath.


Sala de la Comisión, a 15 de mayo de 2006.





MARIO TAPIA GUERRERO





 Secretario de la Comisión
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PROYECTO DE ACUERDO DE DIVERSOS SEÑORES SENADORES, MEDIANTE EL CUAL PROPONEN SOLICITAR A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA HACER PÚBLICA LA FORMA EN QUE VOTARON LOS REPRESENTANTES DEL ESTADO DE CHILE EN LA ELECCIÓN DE DELEGADOS A LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS DE NACIONES UNIDAS

(S 858-12)

Honorable Senado:

Considerando que:

1.— El acceso a la información y la publicidad de los actos de gobierno, constituyen derechos fundamentales, que se encuentran a la base del Estado Derecho Democrático, para cuya conservación resulta esencial que los ciudadanos puedan conocer la forma en que esos actos se realizan, así como sus fundamentos. De otra forma, sería imposible el ejercicio del control sobre las decisiones públicas por parte de la ciudadanía.

2.— La Constitución Pública del país, la que recogió en su última reforma los principios de publicidad, transparencia y acceso a la información pública, consagrándoles en forma clara y precisa en su artículo 8º.

3.— Que en tiempos en que todos los actores públicos realizan ingentes esfuerzos por ampliar los márgenes de la transparencia de sus actuaciones, resulta inexplicable mantener en secreto las decisiones que adopta el Gobierno en nombre de todos los chilenos en el seno de los órganos internacionales.

4.— Que la decisión del Gobierno de Chile de no dar a conocer la votación que emitió en representación de todo el país, con ocasión de la elección de los cuarenta y siete miembros del Consejo de Derechos Humanos de Naciones Unidas, ha sorprendido al país por cuanto configura un retroceso en la búsqueda de mayor transparencia en una materia de evidente interés público, como lo es la designación de los integrantes del principal organismo internacional en materia de derechos humanos.

5.— Que en tal sentido, esta actuación del Gobierno contradice la tendencia seguida por esta misma Corporación, que en los últimos años ha aprobado un conjunto de normas legales, así como de funcionamiento interno, con el objeto de hacer cada vez más transparentes las actuaciones de todos los órganos del Estado y facilitar el acceso a la información pública a todos los ciudadanos.

El Senado acuerda:

Solicitar a la Presidenta de la República, doctora Michelle Bachelet, hacer pública la forma en que los representantes del Estado votaron en la elección de los delegados a la Comisión de derechos Humanos de Naciones Unidas, dando, de esta forma, pleno respeto al principio de transparencia y publicidad de los actos de los Órganos del Estado.

� TASAS DE RETENCIÓN DE LOS CONVENIOS PARA EVITAR LA DOBLE TRIBUTACIÓN.





El Convenio con Argentina grava la renta sin limites en el país de la fuente (donde se genera)  y exime la renta en el país de residencia del contribuyente.





País�
       Intereses*�



Regalías**


�



Dividendos***


�
�
Convenios Vigentes�
�
�
�
�
Brasil�
15%�
15%�
10/15%�
�
Canadá�
10/15%�
10%�
5/15%�
�
Corea del Sur�
5/15%�
5/10%�
5/10%�
�
Croacia�
5/15%�
5/10%�
5/15%�
�
Dinamarca�
5/15%�
5/10%�
5/15%�
�
Ecuador�
5/15%�
5/10%�
5/15%�
�
España�
5/15%�
5/10%�
5/10%�
�
México�
5/10/15%�
10%�
5/10%�
�
Noruega�
5/15%�
5/10%�
5/15%�
�
Perú�
15%�
15%�
10/15%�
�
Polonia�
5/15%�
5/10%�
5/15%�
�
Reino Unido�
5/15%�
5/10%�
5/15%�
�
Suecia�
5/15%�
5/10%�
        5/10%�
�
�
�
�
�
�
Convenios Suscritos�
�
�
�
�
Francia�
5/15%�
5/10%�
15%�
�
Rusia�
15%�
5/10%�
5/10%�
�
Malasia�
15%�
10%�
5/15%�
�
Nueva Zelandia�
10/15%�
10%�
15%�
�
Irlanda�
5/15%�
5/10%�
5/15%�
�
Portugal �
5/10/15%�
5/10%�
10/15%�
�
Paraguay �
10/15%�
15%�
10%�
�






(*) La menor tasa es la que se aplica en el caso de que los intereses provengan de: prestamos otorgados por bancos y compañías de seguros; bonos y valores que son regular y sustancialmente transados en una bolsa de valores reconocida o cuando los intereses provengan de la venta de maquinaria y equipo y la mayor tasa se refiere a todos los otros tipos de intereses.





(**)  La menor tasa es la que se aplica para los cánones o regalías pagados por el uso o el derecho de uso de equipos industriales, comerciales o científicos y la mayor tasa se refiere a todos los otros tipos de regalías.





(***) El impuesto Adicional (Impuesto a los no residentes) en Chile no se ve afectado por el limite establecido en los Convenios. Las tasas se refieren solamente a distribuciones desde el país del Convenio hacia Chile. La tasa menor es la que se aplica en el caso de inversión directa.
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